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			A mi familia

		

	


		
			Prólogo

			 

			 

			 

			El sábado 2 de junio de 2018 recibí una llamada del presidente Pedro Sánchez. Acababa de tomar posesión en el palacio de la Zarzuela y quería que me incorporase al Gobierno de España como ministra de Economía. Tuvimos una breve conversación en la que le pregunté si estaba seguro. Era nuestro primer contacto personal y no sabía si encajaríamos para trabajar juntos ni si teníamos visiones alineadas en política económica. Le advertí que yo era una persona directa, que decía lo que pensaba, que luchaba por mis convicciones y que no me iba nada el «sí, señor». También le dije que era partidaria de una gestión fiscal responsable y rigurosa. Me confirmó que eso era lo que quería. Le pedí tiempo para pensarlo y quedamos en hablar el lunes por la noche.

			Lo primero que hice fue consultarlo con mi familia, que estaba en shock ante la llamada. Habíamos tenido una comida con amigos y el teléfono sonó justo cuando nos disponíamos a ver una película tranquilos. Se quedaron en ascuas al verme coger el móvil, ponerme en pie de golpe y responder con voz firme: «Presidente». Ellos me apoyaron siempre, incondicionalmente, desde el primer momento.

			Se lo consulté a una persona de confianza, que me hizo una pregunta clave: «¿Qué sentirás si lo rechazas y luego ves que las cosas van mal y que tú hubieses podido hacer algo diferente, que en ese puesto hubieses podido ayudar?». 

			Finalmente, se lo conté al que era mi jefe en la Comisión Europea entonces, el comisario alemán Günther Oettinger. Su reacción espontánea fue decirme que se trataba de un puesto importante, con el riesgo añadido de entrar en un gobierno salido de una moción de censura, si bien eso precisamente lo hacía más interesante. Apasionado de la política, sus palabras fueron: «No risk, no fun» —sin riesgo, no hay diversión—. Me recomendó dar el paso y quedó en que confirmaría con el presidente de la Comisión, Jean-Claude Juncker, que estaba de acuerdo y que autorizaría una excedencia para que me marchara.

			El lunes siguiente por la noche, escapándome de una cena oficial con altos funcionarios europeos y periodistas, le formulé al presidente tres preguntas: quién sería el ministro o ministra de Hacienda, quién tendría la presidencia de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos y quién la competencia en temas digitales y comercio. Sus respuestas me convencieron y acepté su propuesta.

			Ese mismo miércoles, 6 de junio de 2018, tomé un vuelo hacia Madrid con una maleta de mano… y así empezó el periodo más intenso de mi carrera profesional: cinco años y medio, dos mil días, en los que me dediqué en cuerpo y alma a mi país y en los que tuve cinco carteras, pasando de ministra de Economía y Digitalización a vicepresidenta tercera, segunda y primera del Gobierno y a ministra de Economía, Comercio y Empresa. 

			Durante este periodo extraordinario de nuestra historia, hemos tenido que afrontar retos sin precedentes; hacer funcionar gobiernos de coalición inéditos en España; articular una nueva agenda de política económica, muy diferente de las del pasado; tomar decisiones audaces y abordar reformas estructurales de gran calado en un ambiente político extremadamente tenso.

			Quien ejerce un cargo público siempre es un eslabón de una cadena a lo largo del tiempo y tiene que combinar durante su mandato la gestión de lo cotidiano y la respuesta a las emergencias, a los acontecimientos y problemas urgentes, con la puesta en marcha de iniciativas a más largo plazo. Durante un mandato, con un poco de suerte, se pueden tomar una o dos decisiones y activar una o dos reformas verdaderamente trascendentes, que se extenderán más allá de la legislatura y marcarán el futuro del país.

			Pero la acumulación de acontecimientos extremos y decisiones de gran calado del quinquenio 2018-2023 fue realmente extraordinaria, con una avalancha de problemas graves, crisis y shocks, el nacimiento de nuevas políticas públicas y grandes cambios en la estructura económica de España y de Europa. Todo ello, además, en un contexto económico, tecnológico y político en acelerada transformación. Al echar la vista atrás, se me hace increíble lo vivido y lo logrado en este tiempo.

			A lo largo de mi carrera, he tenido que enfrentarme a muchos de los problemas y situaciones que se estudian en los libros de economía, incluyendo la Gran Crisis Financiera que se inició en 2008… Pero nada nos había preparado para responder a una pandemia, una guerra a las puertas de Europa, una crisis energética, la aceleración de la doble transición verde y digital, la recomposición del orden geopolítico mundial… ¡y hasta la erupción de un volcán! A pesar de los enormes retos que afrontamos, el balance es netamente positivo y lleva a una conclusión evidente: políticas diferentes conducen a resultados diferentes.

			Con un gobierno proactivo, capaz de ejecutar medidas valientes y efectivas, salvamos la economía española durante la pandemia y conseguimos una respuesta europea basada en la unidad y la solidaridad, activando una novedosa política contracíclica. Pusimos en marcha un plan coherente y ambicioso de inversión sin precedentes para modernizar el país, financiado con deuda común europea. Y desplegamos, gracias al flujo constante de inversiones, un programa de reforma estructural de gran impacto y largo recorrido, que ya está dando sus frutos.

			Con ello, impulsamos la fuerte recuperación económica de España tras el shock de la pandemia y evitamos un daño estructural que hubiese tenido efectos desastrosos. Controlamos la inflación causada por la guerra en Ucrania antes y mejor que otros países europeos. Y sentamos las bases para que España —esta vez sí— pueda aprovechar las oportunidades del intenso cambio tecnológico que se está produciendo en el ámbito verde y digital, la revolución industrial de nuestro tiempo, con una economía más estable, flexible y moderna y también con una sociedad más resiliente, equilibrada y justa.

			Cuando dejé el Gobierno para incorporarme como presidenta al Banco Europeo de Inversiones, en diciembre de 2023, la economía española crecía con fuerza. El mercado de trabajo marcaba récords históricos de actividad y empleo, con una importante mejora de la estabilidad y salarios crecientes. La inflación se situaba en el entorno del 3 por ciento. El consumo y la inversión productiva se mantenían fuertes, a pesar de la rápida subida de tipos de interés, y el sector exterior presentaba un notable superávit de balanza de pagos, con un peso creciente de los servicios no turísticos, de mayor contenido tecnológico y valor añadido.

			Durante 2024 y hasta el momento de cerrarse este libro, la economía española ha seguido registrando un crecimiento notable de la actividad y del empleo, muy superior al del resto de las economías europeas, en un marco internacional de incertidumbre y gran tensión geopolítica. La balanza de pagos ha continuado dando alegrías, incluso ante la guerra comercial que arrecia durante estos días. En paralelo, ha mejorado el poder adquisitivo de los salarios y la inflación se ha mantenido bajo control.

			En prestigiosas publicaciones internacionales, España ha destacado como la economía desarrollada con mejor desempeño en 2024 y, gracias a la política fiscal responsable, en junio de ese año nuestro país salió por primera vez del grupo de países europeos con desequilibrios macroeconómicos y déficit excesivo, con una situación estable en los mercados financieros e incluso perspectivas de una mejora en la calificación crediticia del país.

			Además, España se ha posicionado como un referente europeo en el ámbito digital y de las energías renovables, empezando a superar su modelo económico «tradicional» de intensos ciclos de crecimiento y recesión, grandes desequilibrios, baja productividad y competitividad únicamente basada en los bajos costes laborales.

			Gracias a esta nueva estrategia de política económica e industrial, se ha generado una ventaja competitiva que está atrayendo importantes inversiones internacionales y proyectos emblemáticos con empleos de gran calidad, impensables en el pasado, en ámbitos punteros como el del hidrógeno verde, la medicina de precisión, la bioeconomía, la economía circular, la computación de alto rendimiento, la computación cuántica o la I+D en fotónica y semiconductores. Estos datos, muy positivos, avalan la política económica seguida desde 2018 que, afortunadamente, ha tenido continuidad hasta hoy. 

			La vida me ha llevado a ser una testigo privilegiada de la Historia, en el ojo del huracán de varias crisis, en la sala de máquinas de relevantes decisiones y en el puente de mando de nuestro país, al lado de personas extraordinarias. Con momentos muy duros y grandes satisfacciones, lo cierto es que mi experiencia personal durante esos cinco años y medio ha sido única.

			Escribir me ayuda a pensar. Así que dediqué buena parte del mes de agosto de 2024 a poner en orden mis pensamientos y a tratar de fijar las lecciones aprendidas como ministra de España, cuando todavía tenía frescos los recuerdos. Durante 2025, he ido actualizando la información y añadiendo algunos desarrollos más recientes, sobre todo en el ámbito internacional, que refuerzan y enriquecen reflexiones y vivencias. El resultado es este texto en el que he recogido de forma sintética mi experiencia y los hitos principales de mi paso por la política nacional.

			En un principio lo estaba escribiendo para mí, pero me he decidido a publicarlo animada por numerosas personas del ámbito económico y mediático, que me han impulsado a compartir mi visión y mi experiencia por su interés al abordar el diseño y ejecución de políticas públicas, cubriendo así también la laguna existente en el análisis económico de las pandemias. Más allá del plano académico, es relevante que los ciudadanos cuenten con un relato completo y ordenado de los acontecimientos de estos años para poder comprender mejor la realidad del presente. 

			La aceleración de la Historia, la intensidad de los hechos, el aumento exponencial y la acumulación de las noticias en estos años no han permitido contar con la calma necesaria ni analizar con profundidad lo vivido, separando el ruido y la anécdota de los sucesos verdaderamente relevantes. A la luz de los acontecimientos más recientes y el movimiento de placas tectónicas que estamos viviendo a nivel internacional, es más importante que nunca entender bien los engranajes de nuestros sistemas democráticos, defender nuestros valores y ser conscientes de nuestras fortalezas de cara al futuro, como españoles y europeos, en este nuevo orden mundial que se está construyendo.

			Nada más llegar al Ministerio de Economía leí las memorias de algunos de mis predecesores en el cargo y me resultaron interesantes. Creo que también merece la pena que este periodo de nuestra historia quede reflejado desde la perspectiva de la persona al frente de la política económica del país. 

			Ese es el objetivo de este libro, estructurado cronológicamente en tres fases muy diferentes. La primera, de gobierno en solitario y dos citas electorales, abarca desde mediados de 2018 hasta finales de 2019. La segunda, de gobierno de coalición, marcada por el shock generado por la pandemia del COVID, ocupa el bienio 2020-2021. Y la tercera, de fuerte recuperación económica e inflación por la subida del precio de la energía causada por la invasión de Ucrania, se cierra con mi salida del Gobierno para incorporarme como presidenta del Banco Europeo de Inversiones, casi con las campanadas de fin de año. Estos últimos acontecimientos ocurrieron durante el bienio 2022-2023. En el epílogo recojo algunas reflexiones personales más generales que cubren todo el periodo. 

			Me gustaría añadir dos advertencias finales a los lectores. En primer lugar, este libro no es un manual de teoría económica. Aunque naturalmente el texto explica el cambio de paradigma de política económica frente al dominante desde los años ochenta y detalla las estrategias, acciones y reformas, he tratado de minimizar el lenguaje técnico, simplificar los conceptos y explicar las acciones de forma accesible. Esta ha sido una de mis prioridades durante estos años: explicar las cosas complicadas de la manera más clara y sencilla posible, acercando a los ciudadanos el mundo de la economía y las razones últimas de las acciones y decisiones del Gobierno.

			En segundo lugar, estas líneas defraudarán a los lectores que busquen vendetta o detalles escabrosos sobre la relación personal con otras figuras públicas. Salvo en aquellos casos en que es interesante exponer los distintos argumentos para comprender mejor el proceso de decisión, no hay muchas referencias a personas o conversaciones concretas. Además del necesario deber de secreto y discreción sobre situaciones específicas, he logrado, y me alegro por ello, atravesar estos años de máxima exposición pública sin caer en la tentación de la crítica personal, que no aporta nada positivo, así que no lo voy a hacer en este libro.

			Es, simplemente, el relato ordenado de esta intensa etapa de nuestras vidas. Unas memorias personales para arrojar luz sobre algunas decisiones y situaciones que pueden tener interés, por su trascendencia para los lectores de hoy y del futuro. También para ilustrar el inmenso poder transformador y la contribución positiva para el conjunto de la sociedad de la buena política, el trabajo honesto, el compromiso con el interés general y el servicio público. 
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			1
El Gobierno bonito

			 

			 

			El 6 de junio de 2018 aterricé en el Gobierno de España, con un gran bagaje profesional y una sólida reputación internacional pero siendo una perfecta desconocida para el gran público de nuestro país.

			A partir de la toma de posesión del nuevo presidente, Pedro Sánchez, se empezaron a conocer los nombres de los ministros de aquel primer gobierno salido de la moción de censura. Dada la rapidez del cambio, los medios no tuvieron tiempo para especulaciones y quinielas, y cada anuncio supuso una gran sorpresa. El goteo de nombres a partir del lunes 4 de junio iba configurando un equipo muy potente que, en algunos medios, se bautizó como «el Gobierno bonito».

			Por una parte, se incorporaban personas de gran calibre, progresistas, pero fuera del aparato del partido, como Josep Borrell, Pedro Duque o Fernando Grande-Marlaska. Por otra, se incluía a los cuadros del Partido Socialista que habían acompañado al presidente. Finalmente, había otras personas con certificada experiencia de gestión en el ámbito autonómico, como María Jesús Montero en Sanidad y Presupuestos en Andalucía e Isabel Celaá en Educación en el País Vasco. Se iba conformando un gobierno de alto nivel, con personas de reconocido prestigio, que representaban lo mejor de España y daban un paso al frente para apoyar un cambio de rumbo.

			Tras una larga e intensa carrera como economista en España y la Unión Europea, habiendo tenido distintos puestos de alta responsabilidad y gran visibilidad en el mundo de las instituciones financieras internacionales, en 2018 estaba en el que entonces creía mi momento de máxima plenitud profesional y personal. Después de doce años en la Comisión Europea, era una persona bien conocida en la «burbuja de Bruselas», en el ámbito académico internacional y también en el sector privado. Tenía bastante presencia pública en eventos y encuentros con la prensa, y me había hecho un lugar en el difícil mundo de las instituciones internacionales al haber dirigido con éxito grandes equipos y proyectos de gran envergadura en ámbitos de enorme complejidad técnica y con escasa presencia de mujeres.

			Sin embargo, en el ecosistema político-mediático de Madrid, era una desconocida. Salvo algunas entrevistas en radio y periódicos —entre las que me gustaría destacar la que me hizo Julia Otero en la radio, cuando era responsable de Servicios Financieros, con un perfil personal muy cariñoso y acertado—, me había mantenido al margen de la política y los medios.

			Mi primera intervención pública tras aceptar el puesto de ministra de Economía tuvo lugar el día anterior a que se conociera mi nombramiento, en un panel sobre mujeres y economía —«womenomics»— de la prestigiosa conferencia anual de la Comisión Europea en el área económica y financiera. Ese martes 5 de junio, de forma instintiva, mi discurso fue más político, con un tono más personal y un grado más apasionado que el habitual al hablar de igualdad de género. En aquel instante, no sabía la trascendencia que tendría mi vertiente más feminista para definir mi perfil público en España, pero lo cierto es que me sentí cómoda al empezar a salir de mi zona de confort y del lenguaje técnico mientras reflexionaba sobre un asunto sobre el que tenía (y tengo) fuertes opiniones e ideas claras.

			Como buena funcionaria, siempre había mantenido una línea de comunicación pública profesional y técnica, sin entrar en debates partidistas. Había trabajado en gobiernos y con comisarios de distinto signo político y había construido a lo largo de los años muy buenas relaciones con los principales líderes empresariales españoles y europeos. Eso hizo que, ante la incertidumbre generada por el cambio de gobierno, el anuncio de mi nombre diera tranquilidad y fuera bien acogido por los medios empresariales y financieros, como reflejó el tuit publicado por Ana Botín, con la que precisamente había coincidido por casualidad el día anterior —y a la que no había podido decir nada, naturalmente— en el seminario económico celebrado en Bruselas.

			Ante la falta de información sobre mi persona, con un pasado poco controvertido como outsider de la política española, toda mi experiencia y mi bagaje profesional y personal hasta el momento se sintetizó en una expresión: «Tecnócrata ortodoxa de Bruselas». Ese perfil, sin duda acertado, pero también parcial e incompleto, me ha acompañado desde entonces.

			Tengo un gran respeto por las personas que conocen bien su ámbito de responsabilidad, que profundizan en los temas y son precisas y fiables en sus análisis. Hay quien considera que un tecnócrata es un político que sabe de lo que habla, así que no me molestó que me definieran con este término. Ahora bien, lo de «ortodoxa» siempre me llamó la atención.

			Desde que tengo memoria, y con una educación fuertemente anclada en la defensa de los valores humanistas y el respeto por las instituciones, he tenido claro que con el dinero público —o el poder— no se juega. Creo que hay que hacer una gestión responsable de lo público y que la deuda es una carga para las generaciones futuras que hay que invertir bien, de forma productiva, para lograr un crecimiento económico fuerte que permita devolverla sin problemas. Me gusta el orden y soy muy exigente, conmigo misma y con los demás.

			En todos los puestos, me he guiado por fuertes principios y convicciones, pero también con pragmatismo y respeto por los puntos de vista diferentes. Así he ido articulando una visión estratégica, pero bajando siempre al cuarto de calderas, atendiendo a los detalles técnicos y a los engranajes administrativos para lograr resultados prácticos.

			Como funcionaria de carrera, tengo una visión a largo plazo, que va más allá de una legislatura, y eso me da una gran resiliencia y perseverancia; dos requisitos básicos para poner las cosas en perspectiva, no desanimarse ante los contratiempos, superar los obstáculos y sacar adelante proyectos difíciles y ambiciosos. 

			Todo eso me define y me identifica como una persona responsable y rigurosa. Pero nunca he destacado por alinearme con las posiciones mayoritarias o el pensamiento único, por acomodarme a «lo que siempre se ha hecho» o aceptar como dogmas las políticas del pasado. Entiendo la política como un servicio público y también como una oportunidad para cambiar el mundo, para contribuir a un futuro mejor para nuestros hijos y nietos.

			Estoy convencida de que la economía solo puede crecer de manera sostenible si hay un tejido social fuerte que permita aprovechar el talento de todos los ciudadanos. Como dice Adam Smith en su obra seminal La riqueza de las naciones, estoy segura de que ninguna sociedad puede florecer y ser feliz si una gran parte de sus miembros son pobres y miserables.[1]

			No me resigno, tengo confianza en la capacidad del ser humano para superar los obstáculos y siempre he estado comprometida con la construcción de un mundo más justo y próspero, con una visión progresista, europeísta y feminista que marca todas mis decisiones.

			Lo cierto es que más que asumir las posiciones ortodoxas, ¡he dedicado mi carrera a cambiarlas! Las dos personas que mejor me calaron fueron Emilio Ontiveros —tan querido y añorado— y Antón Costas, que vieron en mí desde el principio a una reformista.

			Si miro atrás, la línea que ha marcado mi carrera es la transformación. Allá donde he estado, he cambiado los modos de trabajar y hasta de hablar, llevando a las organizaciones y a las personas a su máximo potencial, con objetivos más ambiciosos, de mayor impacto.

			Desde la articulación del marco de decisiones para el control de concentraciones en España a la reforma de los fundamentos del sistema comunitario; de la Ley española de Defensa de la Competencia a la incorporación del análisis económico en el análisis de las operaciones de concentración empresarial; desde la incorporación de medios digitales a la agilización de procedimientos; desde el gran paquete europeo de reforma regulatoria en respuesta a la Gran Crisis Financiera —pasando de las directivas a los reglamentos— a la creación de la Unión Bancaria; desde el papel político del presupuesto comunitario al nuevo Marco Financiero Plurianual… Siempre he tenido un impacto transformador y modernizador en las organizaciones que he liderado, afortunadamente con muy buenos resultados.

			Lo que, sin duda, fue bastante acertado en mi perfil público era —y es— mi vinculación con el proyecto europeo. Soy profundamente proeuropea, porque creo que juntos somos más fuertes y que la Unión Europea ha sido el principal vector de paz, prosperidad y estabilidad en nuestro continente, asolado por las guerras a lo largo de su historia. En las instituciones europeas me consideran «uno de los suyos», y a lo largo de estos años he tratado de facilitar el diálogo entre España y Bruselas, ayudar a cumplir las normas y posicionar nuestro país como un socio importante, confiable, en el corazón de la toma de decisiones a nivel internacional.

			Más allá de las etiquetas, estos son los rasgos que me definen, y fueron parcialmente captados por las primeras reseñas y opiniones publicadas ante mi nombramiento como ministra. Lo cierto es que traía conmigo una buena reputación, con una sólida red de contactos y amigos, en las instituciones europeas y a nivel internacional, en gobiernos, empresas e instituciones, y mi incorporación al Gobierno fue percibida en el ámbito económico como un factor de confianza y estabilidad. Era una persona sensata y equilibrada: «de Bruselas».

		

	


		
			2
La mochila de Bruselas

			 

			 

			Llegué a la Comisión Europea en 2006, reclutada a través de un proceso selectivo, como directora general adjunta de Competencia para ocuparme del área con más poder, y también la más expuesta, de la reputada Dirección General de Competencia: el control de Concentraciones. 

			Mi nombramiento en uno de los puestos directivos de más influencia —y más codiciados— en la Comisión respondió al empeño de la comisaria holandesa, Neelie Kroes, que apostó por mí, impresionada por mi autoridad técnica y valentía personal, según dijo públicamente en múltiples ocasiones, justo después de ganar como directora general de Competencia de España la batalla jurídica ante el Tribunal de Justicia Europeo para conservar bajo jurisdicción nacional la decisión sobre la concentración Gas Natural-Endesa. Esa operación fallida, emblema de múltiples intereses políticos y económicos, es, sin duda, uno de los hitos trascendentales de la historia económica de España, con un gran impacto en el mercado energético que arrastramos hasta nuestros días. También fue uno de los puntos de inflexión de mi carrera, desde que saltó la noticia de la opa en septiembre de 2005. Guardo muchos recuerdos intensos y anécdotas de ese proceso. Pero esta es otra historia que no tiene lugar en estas páginas. 

			El caso es que en la primavera de 2006 se publicó la convocatoria para cubrir el puesto de director general adjunto para Concentraciones en la Comisión Europea. Mi perfil encajaba como anillo al dedo. Consulté con el secretario de Estado, David Vegara, y el ministro, Pedro Solbes, que me apoyaron sin reservas ante la importancia de esa posición para España.

			Desde el punto de vista profesional, había llegado al nivel máximo de la carrera como alta funcionaria en España, como directora general en el Ministerio de Economía y Hacienda. Había puesto en marcha el marco de análisis de las concentraciones empresariales y gestionado ya cientos de operaciones y expedientes sancionadores por abuso de posición de dominio o acuerdos anticompetitivos. Y justo habíamos cerrado el ciclo de reforma de la nueva Ley de Defensa de la Competencia, con un proceso ejemplar de consulta pública y modernización legislativa, que finalmente se aprobaría casi por unanimidad en el Congreso en 2007.

			Todavía podía quedarme algunos años más en la Administración nacional, pero estaba al final del ciclo como Técnico Comercial y Economista del Estado y el paso siguiente de mi carrera implicaba pasar al mundo político, que no me atraía en aquel momento, o bien irme al sector privado, como hacían tantos otros profesionales en derecho de la competencia, opción que me planteé también, pero que no me apasionaba.

			Desde el punto de vista personal, irme a Bruselas con mi familia tenía un coste, pero también era una oportunidad, pues abría a nuestros hijos la posibilidad de crecer en un entorno internacional y conocer otras culturas, otros idiomas. Siempre podíamos probar un par de años y volver a España si no encajábamos bien.

			Me presenté al proceso de selección y tras numerosas pruebas y entrevistas, en la Comisión y en un centro de evaluación independiente para la búsqueda de directivos, el 19 de julio de 2006 recibí la llamada de Neelie Kroes, que me informaba de que el Colegio de Comisarios había tomado la decisión de nombrarme directora general adjunta de Competencia. Nos íbamos a Bruselas. En agosto buscamos casa, colegio, organizamos todo, y a finales de mes desembarcamos en nuestra nueva vida.

			Llegué a la Comisión Europea con un potente bagaje profesional, gracias a la variada e intensa experiencia en puestos de responsabilidad en el Ministerio de Economía, bajo gobiernos de distinto signo político, en los ámbitos del análisis y la previsión macroeconómica, el comercio internacional, la política económica y la defensa de la competencia.

			Me sentía segura sobre el contenido del cargo, pero no era consciente del salto cuantitativo y cualitativo que suponía trabajar en una institución internacional tan potente como la Comisión ni del shock que mi nombramiento había causado en los pasillos. Y es que, como descubriría más tarde, el nombramiento de una mujer, española, que además era el alto directivo más joven de la historia de la institución, en uno de los puestos más poderosos de la Comisión generó mucha expectación. También provocó muchas resistencias en un organismo con largas carreras verticales, poca movilidad, escasas mujeres directivas —y menos aún con hijos— y muchas personas con planes de promoción que se veían trastocados con mi llegada.

			Cuando aterricé en la Comisión, no podía ni imaginar el impacto disruptivo de mi nombramiento y eso me ayudó a enfocarme en trabajar mucho y bien; a centrarme en sobrevivir y adaptarme al nuevo equipo, al entorno laboral, a los procedimientos y costumbres, a las siglas, al inglés comunitario…, porque me lancé de lleno y sin red.

			Me incorporé a la Comisión el viernes 1 de septiembre y al lunes siguiente ya tenía en la agenda una reunión de alto nivel para negociar una de las fusiones más sensibles en marcha en el mercado energético europeo en plena ebullición: la compra del operador belga de gas Suez por el gigante francés Gaz de France. Al preguntar quién presidiría la reunión, me respondieron: «Tú, claro», y al pedir orientación a mi jefe, el director general británico Philip Lowe, conocido por su lenguaje críptico, básicamente me dijo: «No te preocupes. Sabes lo que hay que hacer».

			Fue la primera de numerosas reuniones y negociaciones de alto voltaje en esa primera fase de mi carrera en las instituciones europeas. El control de las concentraciones empresariales es una palanca muy poderosa para evitar que las compras y fusiones de empresas lleven a la eliminación de la competencia y la creación de gigantes que lleguen a controlar un sector y abusen de su posición de dominio en perjuicio de los ciudadanos, subiendo precios, restringiendo la oferta o imponiendo condiciones leoninas a sus proveedores o clientes. Los intereses en juego son enormes, y por eso el derecho de la competencia supone un negocio importante que atrae a los mejores profesionales, a las más destacadas empresas de consultoría económica y a los mayores despachos de abogados del mundo.

			Yo ya me había hecho un nombre como experta en la materia, tanto en España como en otras capitales europeas. Había tomado decisiones difíciles, participado en conferencias internacionales de relevancia, publicado artículos de referencia, y tenía el respeto del ecosistema de despachos, empresas, consultores e instituciones en el mundo de la competencia. Eso me permitió asumir la responsabilidad con normalidad y adaptarme rápidamente a los equipos y los procedimientos.

			Durante esas primeras semanas en Bruselas, me hicieron un perfil personal en el que era entonces el periódico que recogía las novedades y cotilleos en torno a las instituciones comunitarias, European Voice. Tomaron como base unas conversaciones sueltas durante una cena informal y en ese texto se consolidaron algunos mitos y medias verdades que se han ido extendiendo hasta hoy. Por ejemplo, que me gusta cocinar, tema que siempre da lugar a alguna pulla cariñosa por parte de mis hijos. Desde ese momento, mi fuerte instinto de protección de la intimidad me ha hecho no comentar, precisar ni desmentir ninguna de las muchas falsedades que se han dicho en los medios sobre mí y mi familia.

			El equipo que iba a liderar, del que conocía a una o dos personas, estaba sumido en una cierta crisis de identidad tras los importantes reveses del Tribunal de Justicia a la prohibición de una serie de fusiones, polémicas y de alto voltaje político, adoptadas bajo el mandato del comisario anterior, Mario Monti. En poco tiempo, consolidé mi posición al frente del excelente equipo de profesionales entregados de la dirección general, apodada en los medios de la burbuja bruselense como «the mergers lady», la dama de las concentraciones.

			Y un par de años más tarde, la Comisión decidió ampliar significativamente el ámbito de mis responsabilidades para cubrir también la lucha contra las conductas anticompetitivas, los abusos de posición de dominio y, en particular, los cárteles. Con ello, pasé a dirigir un equipo mucho más grande y diverso, con procedimientos más próximos a la investigación policial y los procesos judiciales penales, encargado de investigar y sancionar los acuerdos secretos entre empresas para repartirse mercados y licitaciones, coordinar precios y tratar de abusar de los clientes, proveedores y competidores más débiles.

			La ampliación de competencias me permitió incorporar a los expedientes sancionadores las técnicas aplicadas al control de concentraciones, con plazos más cortos y un análisis más económico. Con ello, logramos agilizar los procedimientos administrativos, más largos y prolijos por su naturaleza cuasipenal y por el gran impacto de las decisiones, que podían conllevar multas milmillonarias a grandes empresas mundiales. También pude lanzar proyectos de digitalización para modernizar los sistemas de gestión interna y las consultas masivas de mercado, donde había que gestionar enormes volúmenes de datos. 

			Con el estallido de la crisis financiera en 2008, completé mi visión de la política de competencia al participar en las intensas reuniones en las que se analizaban las ayudas públicas masivas que se fueron dando en distintos países europeos para tratar de evitar el colapso del sistema bancario. Esas reuniones, que ocuparon casi todos los fines de semana durante meses, me proporcionaron una buena visión de conjunto del sector financiero europeo, los rescates y las fusiones, profundizando en la estructura de los balances bancarios y los factores de éxito y fracaso de las diferentes respuestas nacionales y empresariales a la incipiente crisis… Una experiencia que ha sido enormemente valiosa para el resto de mi carrera y que determinó el siguiente paso en la Comisión Europea.

			En el otoño de 2010, poco después del cambio de mandato de la Comisión en el que se incorporó Joaquín Almunia en la cartera de Competencia, me pidieron que asumiera la responsabilidad de directora general adjunta responsable de Regulación Financiera. Se trataba de un movimiento horizontal con riesgo. Como era la española más senior en la Comisión, con cuatro años de antigüedad y una buena hoja de servicios, estaba en una posición inmejorable para ocupar la siguiente Dirección General que quedase vacante y encajase con mi perfil. Moverme desde la política de competencia a la regulación financiera exigiría un compromiso de varios años y excluía cualquier posible ascenso a corto plazo. Por eso, el presidente de la Comisión, José Manuel Durão Barroso, me recibió personalmente para convencerme de las bondades del cambio de trabajo y se comprometió a tener en cuenta el riesgo que yo asumía al ocupar uno de los puestos más complicados de la institución en ese momento. A cambio de mi disposición a encargarme de la patata caliente, él haría todo lo posible por ascenderme y nombrarme directora general antes de terminar su mandato en la Comisión… Pero solo si lo hacía bien, claro.

			El 1 de noviembre de 2010 me trasladé desde la Rue Joseph II hasta la Rue de Spa. De la Dirección General de Competencia a la de Mercado Interior, como responsable de Servicios Financieros. En jerga de la burbuja comunitaria, de la DG COMP a la DG MARKT. La mudanza física no fue grande, apenas unos metros dentro del barrio europeo, pero el cambio de perspectiva fue radical.

			Tras cuatro años en un ámbito muy ejecutivo y especializado, con batallas épicas con las grandes empresas europeas e internacionales en numerosos sectores, desde la energía a los servicios digitales, las líneas aéreas, la industria farmacéutica o el transporte marítimo, pasaba a un puesto de corte más regulatorio y legislativo, además centrado en un único sector, el financiero, inmerso en un maremágnum a nivel mundial de proporciones desconocidas.

			El nuevo equipo me acogió muy bien. Llegaba con un buen cartel como manager, tras haber recuperado el respeto y la autoestima de los equipos de Competencia y gestionado con éxito cientos de casos de fusión y procedimientos sancionadores. Pero tenía que profundizar en un nuevo ámbito altamente técnico, ganarme el respeto de una nueva comunidad profesional y aprender un nuevo idioma con miles de acrónimos y una multitud de ecosistemas diferentes, desde los bancos a los seguros, la contabilidad y auditoría, las bolsas de valores, los fondos de inversión o las agencias de notación. 

			Al tener la Comisión la autoridad exclusiva en materia de política de competencia, había trabajado hasta entonces desde una posición de gran poder, una función ejecutiva desde la que interactuábamos, sobre todo, con el sector privado. Sin embargo, el nuevo puesto en la regulación de los servicios financieros me situaba en el corazón del sistema legislativo y del juego institucional comunitario. Había que tratar con las otras instituciones europeas y los gobiernos nacionales, empezar a aprender el lenguaje diplomático y dominar los cauces y procesos políticos para lograr sacar adelante un cambio radical del marco regulatorio y así recuperar la confianza y la estabilidad financiera en Europa. Y todo ello justo cuando la crisis bancaria empezaba a golpear de lleno a los bancos europeos y se extendía al conjunto de la economía.

			Así, viví en primera línea la crisis del euro, trabajando a las órdenes de un comisario francés —Michel Barnier— y un director general británico —Jonathan Faull— para reformar en profundidad el marco de regulación y supervisión y tratar de evitar una repetición de la debacle generada por las décadas de globalización, la financiarización de la economía, la desregulación ultraliberal pero, sobre todo, por el comportamiento irresponsable de los principales actores del sector financiero, libres para actuar ante un marco laxo de supervisión basado en la convicción de que el mercado se autorregularía y sabría estabilizarse, distribuyendo y gestionando los riesgos de forma eficiente.

			Nos enfrentábamos a una crisis financiera de gran envergadura, pero nadie sabía entonces que teníamos por delante además una larga recesión, que se pondría en riesgo la propia existencia del euro y que viviríamos una crisis política que pondría a prueba a la Unión Europea.

			Durante esos años, trabajé sin cesar para apagar cada día un nuevo fuego, responder a problemas sin precedentes, afrontar decisiones difíciles y liderar un equipo que tenía que poner en marcha un ambicioso programa legislativo muy complicado desde el punto de vista técnico y extremadamente delicado desde el político.

			Cada día despertábamos con un nuevo vaticinio sobre el final del euro al término de esa semana y las negociaciones de los distintos paquetes legislativos duraban días y largas noches, con encarnizadas batallas entre los diferentes intereses, en las que el dominio de los detalles técnicos era clave, como también lo era la capacidad de escucha y de búsqueda de consensos.

			En julio de 2012 la Unión Europea empezó a recuperar la estabilidad financiera con el whatever it takes —cueste lo que cueste— de Mario Draghi en el Banco Central Europeo. Y en octubre de 2013, tras un exhaustivo trabajo durante el verano, culminamos el proceso legislativo de esos años con la creación del mecanismo único de supervisión y de resolución para los grandes bancos de la zona euro: los dos primeros pilares de la Unión Bancaria.

			Recuerdo las largas conferencias telefónicas, ya que todavía no había la posibilidad del vídeo, para redactar los textos legales. Y las intensas negociaciones, sobre todo en el Consejo de los Ministros de Asuntos Económicos y Financieros (el Ecofin), en las que los ministros de los grandes países echaban el resto, dada la trascendencia de cada artículo, cada nota al pie de página, para el futuro del sector financiero.

			Logramos sacar adelante las nuevas normas gracias a la presión de los mercados de deuda pública sobre las economías del euro y la consciencia de todos los actores de estar al borde del abismo. Era el momento de armonizar las reglas y avanzar en la Unión Bancaria, y lo hicimos.

			Como me recordaron los compañeros de las distintas instituciones cuando volví al Ecofin, ya como ministra de España, lo cierto es que tuve un papel importante en este proceso y un gran protagonismo en las reuniones, siempre al lado de Michel Barnier, entonces comisario de Mercado Interior, luego negociador jefe para el Brexit y después primer ministro de Francia.

			Con él y su gabinete establecí una excelente relación de trabajo a través de las muchas reuniones internas, las largas noches de negociación con los ministros de Finanzas y los viajes por todo el mundo para articular un nuevo marco de gobernanza económica y financiera acorde con la globalización.

			Nunca olvidaré las acaloradas discusiones con los principales ministros de Economía y Hacienda europeos a altas horas de la madrugada, para convencerles de la necesidad de avanzar en la armonización regulatoria y en la integración de la supervisión bancaria a nivel europeo. 

			También en esa época desarrollé una buena amistad con mi jefe, el director general de Mercado Interior, el británico Jonathan Faull. Inteligente y encantador, formamos desde el primer día un gran tándem gracias a un perfecto reparto del trabajo de representación y de producción técnica, atendiendo a nuestros respectivos perfiles e intereses.

			Los años de especialización en el ámbito de la política de Competencia, en España y en Bruselas, me aportaron un gran prestigio como profesional sólida, firme en la negociación, pero también honesta y proporcionada. Tough but fair —dura pero justa— fueron los términos que numerosos abogados acuñaron para describir las negociaciones y las reuniones que tenían conmigo.

			Mis primeros años en la Comisión también me permitieron desarrollar la capacidad de dirigir proyectos ambiciosos y grandes equipos y modernizar los procedimientos de gestión, incorporando las nuevas tecnologías. Junto a ello, la etapa de servicios financieros me aportó cinco activos primordiales. En primer lugar, salir del silo y la comodidad de un ámbito de trabajo autónomo, una isla, y poder tener una visión de conjunto de la Comisión, pues había que coordinar las acciones de varias Direcciones Generales de gran peso con directivos de fuerte carácter.

			En segundo lugar, una intensa experiencia de interacción con las otras instituciones europeas, con largas horas en el Consejo tratando de tú a tú a los ministros más poderosos de Europa, muchos momentos de tensión con los eurodiputados en el Parlamento Europeo —especialmente los británicos— y un trabajo estrecho con el Banco Central Europeo.

			Además, en tercer lugar, esa etapa me proporcionó una gran red de contactos personales en todo el mundo, en el ámbito público y privado, que he mantenido desde entonces y que fue importante durante mi etapa en el Gobierno de España.

			En cuarto lugar, la intensa experiencia de esos años me permitió aprender que las crisis no son lineales: se inician con una chispa inesperada, tardan en estallar más de lo que se piensa, pero una vez que se desencadenan, pueden acelerarse exponencialmente.

			Por último, aprendí que es fundamental comprobar la información por varias vías. En muchos casos, los bancos centrales afirmaban la solidez de entidades financieras que caían al día siguiente, leíamos anuncios sobre posibles operaciones que no se correspondían para nada con la realidad y muchas fuentes respondían a los intereses específicos de unas u otras empresas, una u otra jurisdicción. En general, y especialmente en tiempos revueltos, hay que tomar con escepticismo y verificar siempre lo que dicen los supervisores, las partes interesadas y los medios de comunicación.

			Visto con perspectiva, la experiencia vivida en el ojo del huracán de la crisis financiera resultó clave para afrontar como ministra, años más tarde, la crisis generada por la pandemia con solvencia, seguridad y serenidad. También para abordar un programa coherente de transformación del país con ambición y determinación.

			Una vez culminado con éxito el proceso de regulación financiera, con más de cuarenta proyectos normativos aprobados y acercándose las elecciones europeas de 2014, retomé con el presidente Barroso nuestra conversación de cuatro años antes.

			Me interesé primero por la Dirección General de Energía porque había acumulado bastante experiencia en ese ámbito, técnicamente muy complejo, tanto en España como en Bruselas…, pero el Gobierno español no me apoyó para ese puesto, argumentando que podría ser contraproducente e incómodo, dado que era un terreno de mucho conflicto entre la Comisión y España. Así que el jefe de gabinete del presidente Barroso me planteó la opción de las dos Direcciones Generales que quedarían vacantes antes del final de mandato de la Comisión: la de Presupuestos y la de Justicia.

			Expresé mi preferencia por la de Justicia porque, después de tantos años en posiciones muy especializadas en el terreno económico, en constante conflicto con las grandes corporaciones, los bancos y los despachos de abogados, tenía ganas de cambiar de vida y ocuparme de temas más sociales, más humanos. Sobre todo, me ilusionaba contribuir a mejorar las políticas relacionadas con los niños y las mujeres…, pero finalmente me dijeron que tenía que pasar a la Dirección General de Presupuestos: convenía remplazar cuanto antes al director general, que iba a jubilarse, y asegurar así la continuidad en ese puesto tan delicado ante el cambio de Comisión.

			En aquel momento, la Dirección General de Presupuestos se consideraba un cargo complicado, muy técnico y gris, constantemente criticado y atacado por los Estados miembros; un mundo aparte del resto de la Comisión y muy lejos del glamour de las políticas «de futuro» como la innovación y la ciencia. El presupuesto comunitario, simbolizado por las dos grandes políticas «clásicas» de agricultura y cohesión, era claramente el blanco de los movimientos antieuropeos y muy especialmente el chivo expiatorio de todos los odios de los defensores del Brexit.

			En general, el presupuesto europeo era un tema poco atractivo para comunicar en público y la interacción diaria era, sobre todo, con las otras instituciones europeas y los expertos en presupuesto de los Estados miembros.

			En fin, no parecía un puesto ni divertido ni fácil, pero me apetecía mucho cambiar una vez cerrado el ciclo de respuesta a la crisis financiera y me atraía la idea de profundizar en un instrumento clave de política económica: el presupuesto.

			Así que en mayo de 2014 me trasladé a un luminoso y tranquilo despacho de la Avenue d’Auderghem dispuesta a aprender un nuevo trabajo, muy diferente de los anteriores: con otro lenguaje y una red de relaciones totalmente distinta de la que había construido hasta entonces, que abarcaba a todas las Direcciones Generales de la Comisión, los embajadores de los Estados miembros y el ecosistema estable de expertos y comités especializados del Parlamento Europeo y del Consejo, que siguen muy de cerca toda la ejecución presupuestaria. También tenía que adaptarme a un nuevo equilibrio de fuerzas.

			Dejaba atrás los ámbitos en los que la Comisión tenía una competencia exclusiva o gran poder de iniciativa legislativa —en otras palabras, la sartén por el mango— y pasaba a un terreno de constante ataque por parte de los Estados miembros, siempre exigentes, con el caso extremo del Reino Unido. Nunca olvidaré las difíciles comparecencias en la Cámara Alta, la House of Lords británica, respondiendo —con respeto pero con firmeza— a algunos de los mayores críticos de la Unión Europea… ¡que eran también algunos de los principales beneficiarios de las subvenciones de la política agrícola comunitaria, financiada con el presupuesto europeo!

			Tuve cuatro comisarios en ese puesto, con los que me entendí muy bien, todos del Partido Popular europeo: dos polacos; la vicepresidenta búlgara Kristalina Georgieva, que dejó el puesto para irse de número dos del Banco Mundial; y finalmente el comisario alemán Günther Oettinger. 

			El presupuesto y la gestión financiera ponen el dinero donde otros ponen palabras. Frente a la retórica o las grandes declaraciones, la asignación de recursos para una u otra política, uno u otro proyecto, muestra las verdaderas prioridades de una institución; es el espejo que refleja la realidad de las políticas públicas. 

			Como directora general de Presupuestos, me encontraba en el corazón del sistema comunitario y, como pude comprobar en ese tiempo, todos los grandes eventos y decisiones de la Unión Europea pasarían por allí antes o después: para movilizar recursos extraordinarios ante una catástrofe humanitaria o climática, para adaptarse a la salida del Reino Unido, o para articular el novedoso programa de inversiones conocido como «Plan Juncker», que utilizó por primera vez al Banco Europeo de Inversiones como instrumento de apalancamiento del presupuesto comunitario y movilización de inversiones privadas.

			Lo cierto es que, con el Brexit y la gran crisis migratoria por medio, el perfil de la Dirección General cambió durante los cuatro años de mi mandato, pasando de una labor técnica y defensiva a una posición más estratégica y proactiva.

			Poco a poco, fuimos teniendo un papel cada vez más importante para movilizar recursos apoyando las políticas comunitarias y, en particular, para responder a la crisis migratoria. Nos fueron invitando a participar activamente en reuniones más estratégicas y, además, la preparación del nuevo marco financiero 2021-2027 consolidó el creciente peso político de la Dirección General.

			La fuerza del comisario alemán nos dio una mayor autoridad sobre el resto de los comisarios y Direcciones Generales, no solo en relación con el «cuánto», sino también con el «cómo». Ello nos permitió modernizar la estructura del presupuesto y abordar una radical simplificación y concentración de los programas de gasto e inversión, para reducir la burocracia y tener mayor flexibilidad en la gestión. También facilitó la negociación con los Estados miembros en el Consejo, famosa por ser la más dura de todas las de Bruselas, como ilustra claramente el nombre con el que se conoce su fase final: «la noche de los cuchillos largos».

			Con todo ello, la Dirección General de Presupuestos pasó de ser una unidad de carácter esencialmente contable, y en una posición defensiva constante, a estar en el corazón de las decisiones políticas de la Comisión, al lado del Secretariado General como uno de los puntos centrales de poder, con una buena relación con las otras instituciones y una fuerte autoestima del equipo. 

			Presentada la propuesta de la Comisión para el nuevo presupuesto plurianual, en junio de 2018, tenía la vida bastante encarrilada con una situación profesional y personal estable. Había consolidado un perfil sólido como economista y jurista, una fuerte vocación de servicio público y un bagaje potente como gestora de grandes proyectos complicados, alejada de la vida pública y las grandes declaraciones de intenciones e interesada en cambiar las cosas mediante el trabajo discreto.

			En aquel tiempo, seguía de cerca la situación política de España y me alegré mucho del cambio que podía suponer el éxito de la moción de censura que se estaba debatiendo en el Congreso, pero mi perspectiva vital estaba orientada a seguir desarrollando la carrera como alta funcionaria en las instituciones europeas. Nada parecía presagiar el giro de guion que se produciría en mi vida en breve.

			Esa mochila, llena de experiencia y una buena reputación, traje de Bruselas. Los mercados financieros mostraron su apoyo al nuevo equipo, y, como ministra de Economía y presidenta de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos, empecé mi tarea para articular un nuevo programa más moderno de política económica. Además de llevar a cabo una gestión responsable y eficiente y responder a los retos que viniesen, estaba decidida a hacer todo lo posible por resolver, por fin, los problemas que España venía arrastrando durante décadas y avanzar hacia un país más productivo y justo, homologable a las grandes economías europeas. 

		

	


		
			3
Aterriza como puedas

			 

			 

			Nunca olvidaré mi primera toma de posesión como ministra el 7 de junio de 2018. Acababa de entrar en casa de mis padres con una maleta de cabina cuando recibí una llamada de la secretaria del anterior ministro, que me pedía la dirección para que alguien fuese a recogerme a la mañana siguiente. Nadie me dio ninguna indicación y no tenía referencias de lo que era una toma de posesión, así que me vestí pensando en dar una imagen discreta y profesional y fui al palacio de la Zarzuela.

			Antes del acto formal que se retransmite en televisión en directo, las personas que van a participar en la ceremonia de toma de posesión y acatamiento de la Constitución están reunidas en una salita y se hace un ensayo. Ese fue mi primer encuentro con los compañeros del Gobierno. Muchos de ellos se conocían y parecían estar cómodos, porque habían vivido el proceso en gobiernos anteriores o tenían referencias. Pero para mí todo era desconocido y nuevo.

			Tengo dos recuerdos imborrables de ese momento: la pasión con la que Dolores Delgado —ministra de Justicia— trataba de convencer al presidente para traer el Open Arms —el barco cargado de personas, muchas de ellas mujeres y niños, que vagaba por el Mediterráneo ante el cierre de los puertos italianos—, que sería una de las primeras decisiones del nuevo Gobierno; y la emoción de conocer a Pedro Duque, el astronauta español, extremadamente popular y querido en nuestro país.

			Tras acatar la Constitución, fuimos a la sede del Ministerio de Economía, en la plaza de Cuzco, para el tradicional traspaso de carteras. Allí tuve una reunión con el ministro saliente, que había estado solo unos pocos meses en el cargo y me puso al día de los principales viajes y compromisos de las siguientes semanas.

			En mi discurso al recibir la nueva cartera, en un acto celebrado en el gran auditorio del edificio de Cuzco, lleno hasta la bandera, compartí la emoción de volver a casa, la ilusión y el orgullo por participar en un gobierno progresista, feminista y europeísta, y no faltaron los agradecimientos a mi familia, a mis predecesores y a mis jefes y mentores (Pedro Solbes, David Vegara y Joaquín Almunia).

			También envié un mensaje claro al equipo del ministerio: «Soy una de vosotros. Tendremos que hacer frente a desafíos, trabajar mucho, pero sé que cuento con vuestro apoyo y profesionalidad. Estoy tranquila». Estos sentimientos, de orgullo y agradecimiento, me han acompañado y motivado cada día desde entonces.

			Tras el paseíllo y las fotos oficiales en Moncloa con las nuevas carteras, tuvimos el primer Consejo de Ministros. Pedro Duque, Teresa Ribera y yo nos sentamos en el fondo de la mesa, como corresponde a los ministerios de más reciente creación, lejos del presidente y por detrás de los Ministerios de Estado, que conforman un bloque fijo desde que se estableció el primer Gobierno en España —Exteriores, Justicia, Defensa y Hacienda—. Enseguida establecimos una cierta complicidad, la de los estudiantes en la última fila de la clase, en el «fondo sur» de la mesa durante esa primera fase, en la que, llenos de curiosidad y energía positiva, poníamos en marcha un nuevo programa de Gobierno. 

			En los márgenes de esa reunión, establecí el contacto con el equipo de Moncloa y, sobre todo, con Félix Bolaños, entonces secretario general de Presidencia del Gobierno y después ministro de Presidencia y Justicia, y Manolo de la Rocha, director del Departamento de Asuntos Económicos del Gabinete de la Presidencia del Gobierno, con los que he desarrollado una excelente relación profesional. 

			Cuando volví al ministerio, tuve una reunión con el jefe de gabinete del anterior ministro, que me informó de que se había ido todo el equipo de comunicación y las secretarias…

			En dos palabras: estaba sola. Me había ido del ministerio doce años antes, así que no tenía un equipo de confianza con el que empezar a trabajar.

			Afortunadamente, la secretaria de Estado de Investigación, Desarrollo e Innovación saliente, Carmen Vela, me recomendó encarecidamente al tándem de Ramona Viñas y Anja Macanás para la secretaría, que ha sido fundamental para poder sobrevivir al ritmo de estos años. «Pata negra, oro puro», me dijo de ellas otro amigo común, y no se equivocaba. 

			Por otra parte, me sugirieron el nombre de Emilio Garrido, periodista de televisión, que se incorporó al equipo como director de comunicación y pudo apoyarme en esa primera fase de choque con la realidad de los medios.

			También contaba con un puñado de excelentes profesionales del ministerio, con los que había trabajado en el pasado en España y en Bruselas, que inmediatamente se pusieron a disposición para ayudarme a aterrizar: Isabel Riaño, Carmen Balsa, Carlos San Basilio, José Carlos García de Quevedo y Ana de la Cueva.

			Apenas tres días después, ese mismo domingo, nos reunimos en el ministerio vacío para diseñar la estructura del organigrama y ver las opciones para los altos cargos. Ese fue el núcleo duro del nuevo equipo —al que se incorporaría más adelante Amparo López Senovilla—, con el que empezamos a tomar las riendas de la política económica del país. 

			Porque hacía falta un cambio en materia de política económica. Todas las previsiones apuntaban al final del ciclo de crecimiento iniciado en 2014, cuando España salió por fin de la profunda recesión generada por la Gran Crisis Financiera, con una economía mucho más débil, más vulnerable, que no había recuperado los niveles de actividad y empleo de 2007 y presentaba niveles muy altos de desigualdad.

			Al llegar al ministerio, me sorprendió la fuerte inercia y el vacío en el liderazgo de la política económica del país. Llevábamos seis años con una aproximación ultraliberal, centrada únicamente en la restructuración del sector bancario y en la superación de la crisis financiera y de deuda, y por lo demás basada en la desregulación y la confianza ciega en el mercado. 

			La política fiscal, a pesar de las recomendaciones de las instituciones europeas e internacionales, no había aprovechado el crecimiento para bajar la ratio de deuda pública lo más rápidamente posible.

			De hecho, en cuanto se estabilizó la zona euro y la economía empezó a crecer en 2014, la prioridad había sido bajar los impuestos, lo que había supuesto una importante merma de ingresos para financiar los servicios públicos y llevado a la apertura de procedimientos sancionadores contra España, por el incumplimiento de las reglas fiscales europeas, que incluso estuvieron a punto de frenar el flujo de fondos estructurales desde el presupuesto comunitario.

			Fruto de las políticas de reajuste económico tras la crisis, el reequilibrio del déficit público y del sector exterior se había basado en una «devaluación interna»; en otras palabras, una caída de los niveles de vida y de inversión del país con gran coste económico y social.

			Esa política económica trataba erróneamente de reducir las ratios de déficit y deuda a base de recortes del gasto y la inversión pública, con una política fiscal intensamente restrictiva, procíclica, que acentuaba la caída de la economía, reflejada en el Producto Interior Bruto (PIB), sin tener en cuenta la retroalimentación de ese círculo destructivo por el impacto del numerador sobre el denominador ni los efectos sobre el bienestar social, la estabilidad política y el daño estructural a largo plazo.

			La bajada de los salarios reales y la utilización generalizada de contratos temporales de corta duración habían llevado a un mercado de trabajo dominado por la precariedad y la baja productividad. Las generaciones más jóvenes se habían tenido que resignar a salir del país o a contratos basura, que desincentivaban la inversión en formación y dificultaban decisiones personales importantes, como comprar una casa o formar una familia. Había un porcentaje considerable de trabajadores pobres que no podían llegar a final de mes a pesar de tener uno o varios empleos. Y la desigualdad social estaba disparada, con tasas de pobreza que no se correspondían con una economía potente como la española.

			Como consecuencia de ese intenso ajuste, España arrastraba grandes carencias de inversión, con una gran descapitalización del país en términos de innovación y ciencia, infraestructuras físicas y sociales, visible en el deterioro y empobrecimiento de los centros de investigación, los hospitales, las escuelas y las universidades de buena parte del territorio.

			En el plano político, la desigualdad y la precariedad habían llevado a la aparición de nuevos partidos en el ámbito nacional, algunos con posiciones extremas, y en Cataluña, además, se habían canalizado hacia el independentismo. 

			Lo cierto es que España llevaba años sin un rumbo claro ni una agenda positiva en la política económica. Más allá de las reformas obligadas por la crisis del euro, como la restructuración del sector bancario, la desindexación y liberalización del mercado laboral, no se habían tomado medidas de calado. Había incluso acciones contradictorias en muchos ámbitos clave, como el energético, en el que se habían dado bandazos y, sobre todo, España había perdido unos años preciosos para modernizar el país y liderar la transición climática, en medio de conflictos que habían frenado el despliegue de las renovables. Con todo ello, la economía española presentaba importantes desequilibrios y arrastraba problemas desde hacía décadas que se habían agravado con la Gran Crisis Financiera de 2008 y las inadecuadas políticas públicas. Más allá de la caída del PIB durante los años de la recesión, el daño estructural había sacado a España de la senda de progreso seguida desde la llegada de la democracia, reduciendo el crecimiento potencial para el futuro. 

			Hacía falta utilizar un nuevo paradigma de análisis y establecer bases diferentes para la toma de decisiones. Había que dejar atrás las recetas en las que estaban anclados muchos analistas y medios de comunicación, tras años de letanía, que equiparaban la gestión responsable de lo público con los «recortes» y «ajustes» y solo atendían a un interés dominante: la bajada de impuestos.

			Esta agenda, muy presente hasta hoy, se ha visto alimentada por la fe ciega en dos mitos intuitivamente atractivos, aunque falsos, la «servilleta de Laffer» y la «economía de goteo» (trickle down economics), según los cuales bajar impuestos aumenta los ingresos públicos y el incremento de la renta de las capas más ricas de la sociedad redunda en el bienestar general, porque se trata de personas con mayor propensión al ahorro y la inversión y, por tanto, esa riqueza goteará o se derramará sobre el conjunto de la economía y mejorará también el bienestar de las capas sociales más bajas. En el mundo real, una bajada de impuestos supone menos ingresos fiscales. Y una política redistributiva que beneficie a los más ricos no significa un mayor crecimiento y prosperidad para el conjunto de la sociedad que otra que aspire a una mejor distribución de la renta; al contrario, cada vez son más los estudios que muestran la relación positiva entre crecimiento sostenible y cohesión social. Como han demostrado con obstinación los datos, estas premisas no se cumplen en la realidad. Pero estos mitos siguen sosteniendo aún hoy algunas ideas y propuestas de política económica, alimentadas por algunos economistas e intereses con gran influencia mediática.

			Afortunadamente, en 2018, la mayoría de los organismos internacionales sí habían aprendido las lecciones de la Gran Crisis Financiera y habían evolucionado hacia una aproximación de política económica mucho más equilibrada, menos anclada en la ideología neoliberal dominante desde los años ochenta del siglo pasado.

			El Banco Mundial había publicado un valioso informe sobre la riqueza de las naciones («The Wealth of Nations») en el que ponía el énfasis sobre el valor del capital humano y el notable rendimiento económico de las inversiones en educación e inclusión social. Había una creciente consciencia sobre la necesidad de ir más allá del PIB de un país para analizar su nivel de desarrollo y bienestar, de la relevancia de tener en cuenta el impacto del cambio climático, y de la importante interrelación entre inversiones, crecimiento y distribución de la renta.

			Los propios mercados de capitales ya habían dejado atrás estas creencias sin fundamento, como demostró el hundimiento, en 2021, del mercado de deuda pública británica en respuesta al anuncio por parte de la (efímera) primera ministra Liz Truss de su plan de política económica, lleno de medidas inspiradas en esta visión ilusoria de la realidad.

			A partir de 2014, la «ortodoxia» de política económica reflejada en las recomendaciones de los organismos internacionales se orientaba cada vez más hacia el objetivo de lograr un crecimiento «inclusivo y sostenible», atendiendo a los indicadores sociales y de desigualdad… Pero el debate público en España seguía anclado en la narrativa de la crisis y asumiendo premisas de política económica ya superadas. Se cumplía a la perfección una de las muchas frases brillantes de Keynes, «lo difícil no es tanto desarrollar nuevas ideas como escapar de las antiguas».[2]

			Y a eso me dediqué desde la primera entrevista como ministra de Economía, en el El País: a tratar de exponer de forma articulada nuevas ideas.

			Además de tener una política fiscal responsable, que permitiese reducir las ratios de deuda y el déficit con crecimiento y creación de empleo, hacía falta disminuir la desigualdad y corregir los desequilibrios agravados tras la Gran Crisis Financiera. Necesitábamos una agenda de modernización que pusiese a España a la vanguardia en la nueva economía verde y digital, que ya empezaba a crecer, que mejorase el clima de negocios, impulsase la inversión productiva y europeizase de una vez el mercado laboral.

			La alta temporalidad, la inestabilidad y la precariedad constituían los principales lastres para seguir en la senda de progreso y crecimiento sostenible. Había que conjugar crecimiento y distribución de la renta, poniendo en valor la rentabilidad de la inversión en infraestructuras sociales y luchando contra la desigualdad y la pobreza infantil. 

			En otras palabras, el nuevo Gobierno atendería a los mercados y también a los ciudadanos, gestionaría los recursos públicos con rigor, impulsaría un nuevo contrato social para un crecimiento justo y pondría en marcha reformas e inversiones para modernizar el país y resituar España en un camino de crecimiento sostenible desde una triple perspectiva: económica y financiera, medioambiental y social.

			Esta visión se concretaba en una agenda de política económica basada en tres principios —responsabilidad fiscal, justicia social y reformas estructurales— que he repetido sistemáticamente en todas las intervenciones públicas durante estos años.

			Soy más de hacer que de hablar, así que al principio me centré en la acción para tener un buen diagnóstico de la situación y el análisis de las opciones, gestionar los retos más inmediatos, organizar los procesos de trabajo y de decisión en materia económica dentro del Gobierno, diseñar la estrategia e identificar las prioridades para el futuro. En paralelo, concentré el esfuerzo de comunicación pública en reforzar la confianza de los inversores, los empresarios y los ciudadanos, explicando en los foros especializados y al conjunto de la sociedad nuestra visión y prioridades.

			Con estas bases, me entregué plenamente al nuevo trabajo. Me sentía segura de mi capacidad para hacerlo, ya que acumulaba muchas horas de vuelo en casi todos los ámbitos de acción del ministerio, así que se trataba de actuar de forma sistemática para tomar las mejores decisiones posibles para el interés general: escuchar con atención, entender las distintas vertientes e implicaciones de cada asunto, leer todos los informes relevantes —externos y de los equipos—, profundizar en los temas más complejos y analizar y evaluar las distintas opciones junto con las personas más expertas en cada caso. 

			Para orientar y coordinar las distintas acciones y tener una narrativa coherente en el Gobierno, desde el primer día articulé las líneas principales de política económica en notas personales, actualizadas al menos dos veces al año, que sirvieron de base a las reuniones de despacho con el presidente del Gobierno y permitieron ir ajustando la política económica del país durante estos años sin perder de vista los objetivos más estructurales o de largo plazo. Así, nos fuimos adaptando a la evolución de la economía y a las necesidades de cada momento, pero con una brújula muy clara en cuanto a los principios y objetivos que guiaron las políticas públicas.

			Mis primeras notas internas de asuntos prioritarios ya incluían los temas que marcaron la agenda en las diferentes legislaturas y también los principios que han orientado todas las acciones de respuesta a las crisis y situaciones imprevistas.

			Por una parte, destacaron el valor de la política fiscal responsable, la sostenibilidad a largo plazo de las pensiones, la necesidad de una reforma laboral y un plan de empleo juvenil para abordar los desequilibrios y anomalías arrastrados durante décadas, la importancia de modernizar la normativa hipotecaria y de la política de vivienda, incluyendo la gestión de las viviendas turísticas. 

			También teníamos claras las principales palancas para la modernización del país: la investigación y la ciencia, la innovación tecnológica, el progreso digital, la transición energética y el impulso del capital humano. Debíamos aprovechar la oportunidad del naciente ecosistema del país de empresas innovadoras en tecnologías digitales de rápido crecimiento —las startups— y articular una constitución digital para proteger los derechos de los ciudadanos ante las nuevas tecnologías. 

			Otro tema destacado desde el primer momento fue el de la gestión de la herencia de la crisis financiera, reforzando los mecanismos de protección de la estabilidad mediante la creación de dos nuevas autoridades —de defensa del cliente financiero y macroprudencial—, encauzando bien el futuro de dos de sus símbolos —Sareb y Bankia— y logrando una sentencia positiva sobre el rescate del Banco Popular; la primera decisión en la que se aplicó la normativa europea para reestructurar los bancos en crisis, que había sido recurrida por parte de los accionistas, y cuya resolución favorable era clave para dar seguridad jurídica en este ámbito financiero.

			El trabajo de análisis y planificación que iniciamos en la primera legislatura resultaría esencial para poder ir reorientando la economía y para armar en 2020 con rapidez y solidez el Plan de Recuperación tras la pandemia.

			En 2018, todo apuntaba a que estábamos cerrando el ciclo económico de largo plazo iniciado veinte años antes, pero sobre una senda de menor crecimiento potencial debido a la Gran Crisis Financiera. Si no lográbamos reorientar las cosas, la economía española seguiría desacoplándose de los países más avanzados, arrastrando los desequilibrios históricos y cada vez con menor resiliencia ante los shocks exógenos, con más volatilidad y costes para la sociedad.

			Teníamos que superar esa inercia y lograr resituar España en una tendencia de mayor crecimiento potencial, impulsando un nuevo ciclo de modernización que permitiese reducir el déficit y la deuda pública de forma compatible con el crecimiento del PIB y la creación de empleo. Para ello, hacían falta reformas de calado y también un impulso a la inversión pública y privada. 

			Dadas las restricciones fiscales, en ese momento contábamos con poco margen para aumentar la inversión, pero al menos podíamos ir reorientando las políticas públicas en la buena dirección con una gestión responsable. Años más tarde, los fondos europeos Next Generation proporcionarían a España el combustible necesario para desplegar esta nueva agenda de política económica, superar el daño de la década 2008-2018 y resituar al país en una senda de mayor crecimiento estructural de la que nunca debió desviarse. 

			Disponer de una visión estratégica es imprescindible para articular buenas políticas públicas, pero no basta para lograr el impacto deseado. Más allá de los recursos financieros, para hacer efectivo cualquier proyecto, cualquier reforma, hace falta dedicar mucho tiempo, energía y atención para movilizar a todos los actores implicados: los servicios del ministerio, el conjunto del Gobierno, las administraciones territoriales y europeas, los agentes económicos, políticos y sociales y los medios de comunicación. Hay que pasar de las musas al teatro. Y atender a la economía política.
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Política económica y economía política

			 

			 

			La experiencia muestra que las reformas eficaces son las que cuentan con apoyo social y se basan en una buena comprensión de la realidad sobre el terreno, incorporando la necesaria flexibilidad para adaptarse a su evolución. Más allá de tener claras las recetas a la hora de abordar una cuestión o redactar una ley, para obtener resultados hay que anticipar problemas y efectos colaterales, saber cómo comunicar las medidas y lograr su ejecución por las partes implicadas. Por mucho que cambie un texto normativo, si no se renuevan los procesos, los sistemas de gestión y el comportamiento de las personas, no se conseguirá el impacto perseguido. 

			En política, para alcanzar resultados y lograr transformar las cosas, hay que pasar del dicho al hecho. Y nosotros nos pusimos desde el primer día manos a la obra para desplegar esta nueva agenda de política económica.

			En primer lugar, declinamos las prioridades estratégicas en acciones concretas —trámites para las reformas normativas, fases y decisiones de los programas de inversión, actos de comunicación y eventos relevantes—, con un calendario y personas responsables, que fuimos siguiendo en las reuniones semanales con los equipos directivos del ministerio.

			Soy consciente de que estas listas de prioridades generaron muchas bromas de los compañeros sobre el «método Calviño». Pero, según mi experiencia, son una herramienta fundamental para mantener el rumbo, no despistarse con las urgencias y el ruido diario, y conseguir impulsar agendas complejas con objetivos interrelacionados. Estas listas también permiten marcar los logros obtenidos, que van poco a poco teniendo el impacto deseado sobre el conjunto de la economía y son muy importantes para agradecer a cada uno de los departamentos su contribución, mostrando el resultado concreto de su trabajo.

			Para llevar a cabo esta política económica, conté con unos equipos magníficos, profesionales comprometidos, trabajadores todoterreno, que me siguieron y dieron lo mejor de sí mismos pensando en el interés general de España. Con ellos, a lo largo de las intensas reuniones del Comité de Dirección del Ministerio de Economía de estos años, además de coordinar la respuesta a la pandemia, logramos poner en marcha y culminar cientos de proyectos de reforma estructural.

			Algunos de los proyectos se concretaron en leyes de gran calado, como la reforma laboral, la ley Crea y Crece, la reforma concursal, la ley de formación profesional, de telecomunicaciones, audiovisual, de ciberseguridad 5G... Otros avances se consiguieron a través de eventos, decisiones, acuerdos o éxitos en la negociación con agentes sociales o socios internacionales.

			En segundo lugar, el reto principal para la coordinación de la política económica es movilizar al resto de los ministerios. Cada uno de ellos tiene sus prioridades y sus equipos, con gran capacidad para impulsar ideas y propuestas, pero también para frenar iniciativas o simplemente ejercer resistencia pasiva; remolonear. La apropiación del programa económico por el resto de los ministros es clave para llevar a buen puerto las reformas necesarias.

			Afortunadamente, conté en el Gobierno con tres activos fundamentales para poder desplegar esta agenda: la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos, el apoyo del presidente y de la ministra de Hacienda, y el tiempo.

			La Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos o, como se conoce en jerga administrativa, «la delegada» o, por sus siglas, «la cedegae», es el órgano de coordinación y dirección de la política económica del país. Quien tenga su presidencia tendrá la capacidad de marcar las líneas estratégicas de acción, conocer las principales iniciativas con impacto económico y fiscal de todos los ministerios, garantizar la coherencia de las acciones y, sobre todo, tratar de evitar sorpresas.

			En la etapa de Gobierno previa a 2018, «la delegada» se dirigía desde la Moncloa, y el Ministerio de Economía tenía un papel secundario, más bien pasivo, en todos los temas de política nacional. Como herencia de la Gran Crisis Financiera, al llegar al Gobierno me encontré con que había un único centro de poder e interés, el Tesoro, con una acción muy centrada en los asuntos financieros en el ámbito europeo e internacional.

			Por eso, la primera tarea del nuevo equipo de Economía fue tomar las riendas de la política económica del país: poner en marcha la presidencia de «la delegada», preparar la documentación, establecer un procedimiento para gestionar el orden del día y empezar a trabajar con los equipos directivos recién nombrados en los principales ministerios económicos. Además de Economía —que incorporaba la competencia de Transformación Digital— y Hacienda, también se incluía a Industria y Comercio, Empleo y Seguridad Social, Transportes, Vivienda y Agenda Urbana, Transición Medioambiental, Ciencia, Educación y Universidades.

			Presidir el órgano de coordinación es imprescindible pero no suficiente para poder desplegar una política económica con impacto. Hace falta un segundo ingrediente: el apoyo del presidente del Gobierno y la complicidad entre los ministerios de Economía y Hacienda. Por fortuna, desde 2018 los tres equipos han estado alineados y no ha habido las tensiones y luchas de poder de otras épocas.

			En tercer lugar, junto a los instrumentos de coordinación y gestión, el tiempo juega un papel fundamental para la ejecución de políticas públicas. No basta con tener buenas ideas, hacer un análisis teóricamente impecable o contar con recomendaciones de institutos de análisis y expertos; la acción política necesita de un plan estratégico, actos legislativos concretos, mucha perseverancia y tiempo para rendir sus frutos. La mayoría de las reformas requieren de años para diseñarlas, desarrollarlas y desplegarlas sobre el terreno. De hecho, son muchos los ejemplos de países que no han contado con gobiernos estables durante estos años y han dado bandazos en sus políticas públicas, lo que ha impedido lograr un impacto positivo.

			En España, sin embargo, hemos dispuesto de al menos dos legislaturas para poder desplegar el programa de política económica. Ha habido estabilidad, continuidad, coherencia y mucho trabajo invisible para activar y alinear a los principales agentes económicos y sociales y para hacer política económica atendiendo a la economía política.

			Más allá de los mecanismos internos del Gobierno, para desarrollar medidas con eficacia es fundamental la relación con los sectores o agentes afectados. Desde el primer día me propuse establecer relaciones positivas con las organizaciones empresariales y los sindicatos, que forman un valioso ecosistema organizado de diálogo social en nuestro país. Esas relaciones serían claves más adelante para la respuesta a la pandemia.

			Para mantener el pulso de la calle, desde el Ministerio de Economía tejimos buenas relaciones con los bancos y compañías de seguros, con las principales empresas e inversores nacionales y extranjeros, con la sociedad civil, con instituciones y gobiernos regionales.

			Decidida a salir del despacho y mirar más allá del ecosistema de Madrid, en estos cinco años y medio, recorrí buena parte de la geografía nacional, escuchando a las asociaciones, a los emprendedores y a los vecinos, atendiendo a sus preocupaciones y explicando nuestras prioridades.

			Esta ha sido una de las grandes satisfacciones del puesto de ministra: descubrir la realidad de España. Conocer los distintos territorios, ver el enorme potencial y el talento que hay en todos los rincones, poder apoyarlo gracias a medidas concretas, puestas en marcha desde Madrid, pero pensando en las inquietudes y prioridades del país entero, con sus diferencias y especificidades. También ver los resultados de la labor realizada y recibir las muestras de apoyo y la gratitud de tantas personas normales, que han valorado en estos años la acción del Gobierno en el ámbito económico. Todo ello, con un espíritu constructivo, solidario y centrado en el interés general,  muy alejado de lo que se transmite en los medios y de lo que se vive en el Congreso.

			Y es que, finalmente, además del buen trabajo técnico, de la coordinación dentro del Gobierno, de la estabilidad y coherencia de las políticas públicas a lo largo del tiempo, de la cooperación y las relaciones interpersonales con los principales agentes económicos y del conocimiento de la realidad sobre el terreno en todo el país, el éxito de una agenda de política económica depende del Parlamento y los medios de comunicación: de la política política.

			Por una parte, el Congreso es clave para la aprobación de las leyes, imprescindibles para desarrollar la agenda económica. Una vez que el Gobierno presenta su propuesta normativa, el equipo negociador tiene que lograr los necesarios apoyos de los partidos para aprobar los textos legislativos. Y por otra, para sacar adelante un programa económico, es preciso acertar con la comunicación, para que el conjunto de la sociedad entienda los objetivos perseguidos y alcanzar el cambio de los comportamientos y las expectativas de los empresarios, inversores y ciudadanos; los factores que mueven la economía.

			A pesar de su importancia, la comunicación es un punto débil de la mayoría de las instituciones públicas en el ámbito económico. El perfil de los funcionarios es técnico y, en general, se piensa en comunicar las cosas al final, una vez resueltos todos los temas de sustancia. Además, muchos de los asuntos económicos son complejos, con un lenguaje frío, y no suelen atraer el interés de los ciudadanos en el día a día. La comunicación pública se ve además dificultada por la creciente polarización de los medios, mayoritariamente contrarios a las agendas reformistas, centrados en los titulares llamativos y efímeros y, en definitiva, poco interesados en transmitir la acción diaria del Gobierno.

			Con estos mimbres, y teniendo claros los objetivos y los instrumentos, nos pusimos a trabajar. Al mirar atrás, tengo la sensación de que esos primeros meses de 2018 en el puesto de ministra de Economía y Empresa fueron un espejismo. Aislándome del shock de la política real y de la agresividad del Parlamento, traté de centrarme en el trabajo dentro del ministerio, conformando los equipos, poniendo en marcha los mecanismos de decisión, y de apoyarme en el viento favorable de los medios y el mundo empresarial.

			Tras la breve pausa del verano, a finales de agosto tuvimos una primera reunión estratégica, en la finca de Patrimonio nacional de Quintos de Mora, en los montes de Toledo, con muy buen ambiente, en la que pude compartir con los compañeros del Gobierno las líneas principales de la estrategia de política económica.

			A lo largo del otoño de 2018 aceleramos la negociación con todos los ministerios para ir cerrando la agenda de reforma estructural y en paralelo avanzamos en los ámbitos más técnicos y urgentes, muchos de ellos relativos al sector financiero y a los presupuestos. Así, poco después de llegar al Gobierno, pusimos en marcha la creación de la autoridad macroprudencial para gestionar los riesgos financieros sistémicos.

			Resulta sorprendente que en España, que había estado en el epicentro de la Gran Crisis Financiera de 2008, no se hubiera creado antes un órgano para coordinar a los reguladores y supervisores en materia bancaria, de seguros y mercados de valores; un instrumento esencial para poder disponer de una visión de conjunto y evitar los errores que condujeron a la acumulación de riesgos sistémicos en la primera década del siglo XXI.

			Creamos la autoridad y desde marzo de 2019, reunimos regularmente en el ministerio a los máximos representantes del Banco de España, la Comisión Nacional del Mercado de Valores y la Dirección General de Seguros para repasar juntos la situación financiera, anticipar riesgos y compartir puntos de vista, con un papel muy importante de coordinación para garantizar la estabilidad económica y financiera durante la pandemia.

			Asimismo, España era el farolillo rojo en la transposición a la normativa nacional de las directivas europeas en materia económica y financiera. Pusimos en marcha un plan de acción urgente y logramos transponer todas las normas pendientes; una parte del trabajo con poco glamour pero que, al estar fuera del foco mediático y de la contienda política, pudo avanzar con acuerdos amplios de los grupos en el Congreso.

			El tercer tema urgente fue la aprobación del techo de gasto y la senda de responsabilidad fiscal, primer paso para la presentación de los presupuestos para 2019. La primera prueba de fuego del nuevo Gobierno pasaba precisamente por Bruselas: teníamos que lograr la aprobación del plan presupuestario, pieza central de lo que se conoce en jerga comunitaria como el «paquete de otoño», con unos objetivos de déficit y deuda realistas.

			Partíamos de una experiencia bastante conflictiva en los años anteriores que generaba muy poca seguridad en nuestros socios, con escenarios demasiado optimistas que se incumplían sistemáticamente. Era necesario que el nuevo Gobierno empezase con buen pie, cumpliendo los compromisos y dando confianza a las instituciones y mercados, así que presentamos un escenario macroeconómico y unos objetivos revisados más realistas, que nos permitiesen recuperar la credibilidad de España en Bruselas.

			Dada mi trayectoria, contaba con una buena agenda de contactos en los principales gobiernos y los organismos multilaterales y comunitarios. Me habían acogido con aplausos en el Consejo de Ministros europeos de Finanzas y uno de los objetivos principales del cambio de Gobierno era dejar atrás la imagen de la crisis; mejorar la imagen de España como un país moderno, constructivo, en el corazón de la Unión Europea y con capacidad de influencia en los grandes debates globales.

			Ese papel de puente entre el Gobierno y las instituciones europeas me situó desde el primer momento como la correa de transmisión de las políticas comunitarias y, en particular, la guardiana de la responsabilidad fiscal. También como el freno a los excesos y el principal muro de contención de las propuestas populistas y de las presiones de los partidos de extrema izquierda, lo que inmediatamente me ubicó como su principal objetivo a batir.

			Como ya he señalado anteriormente, lo cierto es que durante estos años hicimos una política fiscal responsable que fue fundamental para el éxito económico de nuestro país.

			En esa primera fase, el mundo empresarial estaba cómodo con el nuevo Gobierno. Nuestra política económica contaba con el aval de los mercados financieros, que habían acogido con normalidad el relevo. La continuidad en los equipos del Tesoro y la solidez del equipo económico dio un mensaje de estabilidad financiera y tranquilidad.

			Había necesidad de cambio en España y los líderes empresariales lo sabían, como reflejó el fuerte apoyo de Isidro Fainé que, en el Congreso anual de la Confederación Española de Directivos y Ejecutivos de octubre de 2018, hizo un discurso positivo, muy alineado con la política económica del Gobierno.

			Junto al carácter progresista, un signo distintivo del nuevo equipo era la acción; la actitud proactiva para innovar, aprovechar las oportunidades de las nuevas tecnologías y la ambición para abordar proyectos de reforma del país.

			Por citar solo un ejemplo, muy pronto lanzamos desde el Tesoro Público un novedoso espacio de pruebas para impulsar las tecnologías digitales en el ámbito financiero —conocido como el sandbox financiero—, que ha permitido ir testando y desarrollando nuevos productos y servicios fintech en un contexto controlado y bajo la vigilancia de los supervisores bancarios, de seguros y mercados de capitales.

			También supuso un cambio la acción decidida para tratar de resolver los problemas reales de la sociedad, como ilustra el trabajo de varias ministras para intentar remediar conflictos empresariales heredados, facilitar las negociaciones con las empresas, ayudar a buscar soluciones justas, minimizar daños y evitar un conflicto social.

			Así, con mensajes claros y decisiones responsables, los inversores fueron consolidando su confianza en España como un país estable, con perspectivas positivas.

			Al margen de los temas económicos, la acción del Gobierno en esos meses estuvo marcada por el cambio radical de tono y de política con respecto a Cataluña, una de las principales prioridades —si no la principal— durante estos años. La tensión social, que culminó en otoño de 2017 con el procés y los terribles choques en las calles, estaba todavía muy activa cuando llegamos al Gobierno y marcó el Consejo de Ministros que se celebró en Barcelona el 21 de diciembre, uno de los más intensos e inolvidables de mi vida.

			Yo llegué el día anterior, junto con algunos otros ministros, para acompañar al Rey y participar en la entrega de premios del Cercle d’Economia, que cada año reúne a la clase empresarial catalana y a las principales instituciones. Tras el acto, marcado como siempre por los desplantes y los discursos nacionalistas, que tuvo lugar en un hotel a las afueras, con un gran dispositivo de seguridad, nos llevaron a otro hotel, más céntrico y cerca de la Llotja de Mar, el impresionante edificio histórico de la Cámara de Comercio de Cataluña, donde se celebraría al día siguiente la reunión semanal del Consejo de Ministros, la primera fuera de Madrid.

			Por la mañana, con todas las calles cortadas, Meritxell Batet, Magdalena Valerio, Carmen Calvo y yo salimos andando hacia la Llotja, con tres líneas de protección, de la Guardia Civil, la Policía Nacional y los Mossos d’Esquadra. Escuchábamos los gritos y tratábamos de no mirar mucho hacia la aglomeración de gente exaltada en las calles aledañas.

			Con la cabeza alta, manteniendo la calma, nos sentimos muy unidas en ese momento único y pensé que parecíamos sacadas de una de esas imágenes a cámara lenta de los astronautas dirigiéndose a la nave espacial.

			En la Llotja del Mar nos recibió la delegada del Gobierno, Teresa Cunillera, nos encontramos con el resto del Gobierno y sacamos fotos en el precioso patio interior. Hicimos la reunión oficial del Consejo de Ministros en el salón dorado y después nos guiaron a una salita más funcional mientras tenía lugar la rueda de prensa, donde estuvimos viendo en la televisión en directo cómo iba aumentando el lío en las calles, llenas de jóvenes de viernes, cada vez más envalentonados… Por suerte todo quedó en una algarada, sin accidentes ni heridos. 

			Es probable que ese fuese el punto de inflexión a partir del cual la dinámica empezó a cambiar en Cataluña. Poco a poco, con mucha determinación, paciencia y perseverancia, se fue recuperando la tranquilidad, se encauzaron las tensiones hacia el diálogo interinstitucional, y se restauró el encaje de Cataluña como una pieza esencial de España, avanzando mucho en muy poco tiempo en un tema clave para el país. 

			Desde entonces, he vuelto muchas veces a Barcelona, he participado en eventos y he paseado por las calles con tranquilidad. Hoy parece increíble que hace tan poco tiempo hubiese incendios y batallas urbanas casi a diario, pero así fue y así lo vivimos durante años, en los que la Delegación del Gobierno estaba rodeada de barreras y cada visita a la ciudad contaba con un dispositivo de seguridad especial.

			En agosto de 2024, cuando vi la votación para investir a Salvador Illa como presidente de la Generalitat, pensé en lo conveniente que es contar con un Gobierno no nacionalista, normalizar las relaciones políticas con una comunidad autónoma tan importante, volver a poner Cataluña como uno de los motores de progreso y prosperidad del país. 

			Con ese Consejo de Ministros del 21 de diciembre de 2018, cerramos el primer semestre en el Gobierno.

			Superado el intenso despegue, la gestión ya estaba encauzada, los equipos se consolidaban, teníamos «la delegada» a pleno rendimiento, y la economía seguía a buen ritmo. Encarábamos 2019 con confianza, con una previsión de crecimiento del 2,2 por ciento, un objetivo de déficit del 2 por ciento y de deuda pública del 96 por ciento del PIB.

			Así que, en lo sustancial, mi balance de esos meses fue muy positivo. Sin embargo, ya entonces la realidad de los datos chocaba con la imagen que transmitían los medios de comunicación, alimentados por la permanente tensión política, el ruido y la furia, que se concentran dentro de la M30 de Madrid y tienen un epicentro claro: el Congreso.

		

	


		
			5
El espejo cóncavo

			 

			 

			La exposición pública constante, con los medios de comunicación y en el Parlamento, es lo que hace el trabajo de un ministro sustancialmente distinto del de cualquier otro profesional en el ámbito público o privado. Durante esos años en el Gobierno, tuve diariamente varios actos públicos y dediqué mucho tiempo y energía a la comunicación en sede parlamentaria, respondiendo a dos o tres preguntas cortas todos los martes en el Senado y los miércoles en el Congreso, además de las interpelaciones —preguntas más largas al final de la sesión de control semanal— y comparecencias monográficas en las Comisiones de Economía y Transición Digital y de Asuntos Europeos.

			Antes de volver a España, en Bruselas había hecho numerosos briefings y entrevistas, de carácter técnico, con los que me había ganado el respeto de los profesionales de medios internacionales, pero siempre había tenido trabajos en los que era vital la discreción y no me encontraba cómoda buscando el protagonismo (ni antes ni ahora), así que no tenía una idea clara de lo que supondría la exposición pública como ministra.

			La participación en actos públicos y entrevistas absorbe muchas horas durante la semana. Además, hay que estar preparado en cuanto se sale del ministerio para que, en cualquier momento, se monte una comparecencia improvisada ante los medios, que abordan a los representantes públicos, con los micrófonos y las cámaras, para tratar de tener una declaración en directo sobre el tema del día que alimente los telediarios y programas de debate que ocupan la parrilla de los medios; lo que se conoce en la jerga como un «canutazo».

			En el caso de un ministro de Economía, dado el impacto de cada palabra sobre los mercados financieros y las expectativas empresariales, hay que tener una enorme prudencia y atención al detalle para calibrar todos los mensajes; un cambio de palabras, un matiz, puede afectar a la cotización bursátil y una respuesta poco clara o tergiversada puede tener consecuencias económicas importantes.

			Al haber estado fuera del país tantos años y sin experiencia ni presencia en la vida pública, tuve que aprender muy rápido (a base de titulares falsos, malas interpretaciones de mis palabras y mentiras creadas únicamente para atraer clics digitales) cuatro reglas básicas no escritas.

			La información es poder. La desinformación, también. Lamentablemente, la primera interesa solo cuando es exclusiva o contiene elementos controvertidos y, por el contrario, la segunda se difunde de forma exponencial por todos los canales y redes sociales, como se comprueba cada día más en estos tiempos de bulos y fake news.

			Los medios convencionales cuentan las cosas atendiendo a sus posiciones políticas o al interés de sus accionistas. La mayoría de los periodistas intercambian información —sea o no cierta— a cambio de un tratamiento más favorable para el que la proporciona. Y los pseudomedios, panfletos, páginas webs y cuentas de canales digitales, lamentablemente en auge, venden su plataforma al mejor postor.

			Una noticia negativa o un titular que incluya la palabra «no» siempre desplazará a una noticia positiva que, por defecto, no interesa. Y la novedad casi siempre ganará a los acontecimientos o temas que se repiten, que, aunque sean de calado, tengan continuidad en el tiempo y merezcan un seguimiento continuo, no se consideran noticia.

			Los medios o los periodistas deciden lo que es noticia, en muchos casos siguiendo lo que hacen los demás —de ahí la influencia de los programas matinales de radio o televisión y los resúmenes de las portadas de periódicos que allí se hacen— sin tomar en consideración lo que es importante de verdad para el país o los ciudadanos. Es impactante comprobar el alineamiento de los medios para hablar del «tema del día», con independencia de su relevancia para la sociedad.

			Por desgracia, estas cuatro reglas son totalmente opuestas a la responsabilidad con la que un cargo público tiene que actuar para transmitir a la ciudadanía la acción del Gobierno y comunicar la realidad de las cosas. La «normalidad», por fortuna, está muy alejada del sensacionalismo, el drama, la bronca y los enfrentamientos personales.

			La buena gestión de lo público requiere evitar filtraciones interesadas y tratar por igual a todos los medios y periodistas, por no hablar de la confidencialidad máxima que se exige a quien trata con información muy sensible sobre empresas, previsiones económicas o cambios legales con impacto sobre los mercados. Pero eso es justo lo contrario de lo que buscan los medios de comunicación, que se alimentan a través de «canutazos», rumores, filtraciones, comentarios y llamadas; siempre buscando un titular llamativo, una frase encendida y, si es posible, una controversia o enfrentamiento personal.

			El fenómeno de la polarización, la viralización de los bulos, el papel manipulador y alienante de las redes sociales y la creciente desconfianza y falta de credibilidad de los medios de comunicación tradicionales está en ascenso en todo el mundo, con consecuencias muy trascendentales y negativas para la seguridad colectiva y el orden mundial.

			En el caso de España, el proceso de reordenación de los medios ha sido más rápido que en otros países europeos, lo que alimenta la polarización de la sociedad y supone una lacra importante para la convivencia y para la propia democracia, con consecuencias muy graves que se han multiplicado en estos últimos años.

			Por todo ello, desde el primer momento entendí que había que dedicar mucha atención a la comunicación pública, fundamental para el éxito del proyecto de modernización del país. Durante aquellos años invertí tiempo y puse mucho cuidado en tratar de explicar con lenguaje claro la situación de la economía y nuestras acciones, apoyándome para ello en la capacidad para traducir en palabras simples conceptos complejos que he desarrollado a lo largo de mi carrera.

			Como profesora universitaria, aprendí a explicar la Economía, y en mis primeros puestos de trabajo como alta funcionaria en el ministerio, a escribir bien. En la Comisión Europea desarrollé la capacidad para cuidar cada palabra y atender a los matices. Trabajando con siete comisarios diferentes, me preparé para sintetizar el mensaje principal en una frase. Y a través de conferencias, entrevistas, seminarios, encuentros empresariales o con otros agentes económicos y sociales, vídeos, informes y posts digitales, fui reforzando la capacidad de comunicar al público general la estrategia de política económica, las claves y principales decisiones del Gobierno.

			Durante el periodo de trabajo en el Gobierno, tuve muy buenas experiencias en las entrevistas en directo en los principales programas de televisión y radio. A través de las preguntas —no siempre amables— de Julia Otero, Xavi Fortes, Iñigo Alfonso, Carlos Alsina, Marc Sala, Susanna Griso, Josep Cuní, Antonio García Ferreras, Ana Rosa Quintana, Juan Ramón Lucas, Pedro Piqueras o Ana Pastor, pude llegar directamente a toda la población.

			Entre todas las entrevistas, quizá las más relevantes fueron las celebradas durante la pandemia, compartiendo el dolor que vivían todas las familias, explicando las medidas y dando tranquilidad a las empresas y al conjunto de la población. 

			Viví sorpresas divertidas, como la entrada en directo de «Paca la Piraña» en medio de un programa de debate de La Sexta —por razones que explicaré más adelante— o la aparición de una tarjeta de Navidad que envié a la entrañable Cándida Villar en el programa del reencuentro de Gomaespuma, ya hacia el final de mi mandato. También protagonicé situaciones únicas, como las entrevistas en las sedes de grandes medios de televisión en Londres, Nueva York o Washington, o en las diferentes cumbres de Davos, al aire libre y con un impresionante fondo nevado. 

			Experimenté momentos tensos, como el acto del Cercle d’Economia de 2020, donde expresé claramente el rechazo a la derogación inmediata de la reforma laboral; la primera entrevista con Financial Times, que nos mantuvo en vilo toda la noche hasta que leímos el texto publicado de madrugada preocupados ante una posible mala interpretación de los matices de las palabras; o la entrevista concertada con la BBC durante el foro Ambrosetti, para hablar en teoría de economía, que resultó ser una encerrona con uno de los periodistas más incisivos y ácidos de la televisión británica para hablar sobre Afganistán en el programa de gran audiencia HARDtalk.

			Me reí mucho y aprecié las tiras cómicas en los distintos periódicos, y en especial el cariño de Peridis, siempre tan atinado en sus análisis, que me representó con frecuencia en el diario El País como una maga, con varita mágica y gorro de punta, vestida de azul y llena de estrellas, cuidando la hucha y trayendo los millones de Bruselas. 

			Disfruté de muchos actos y eventos públicos de gran impacto, que siempre guardaré en la memoria. Por ejemplo, las presentaciones de proyectos estratégicos —como el plan de Formación Profesional o la Estrategia Nacional de Inteligencia Artificial— que reunieron en Moncloa a tantas personas, de muy diferente origen, comprometidas para sacar adelante al país.

			Viví intensamente las cumbres bilaterales y las visitas oficiales de líderes internacionales, las celebraciones de la fiesta nacional el 12 de octubre de cada año y del día de la Constitución, en las que participé con orgullo y alegría, consciente del privilegio de vivir la Historia en primera fila y también de la importancia de las ceremonias, la liturgia civil y los protocolos para la estabilidad social y la continuidad de las instituciones.

			Disfruté mucho de la manifestación del 8M de 2019, que movilizó a miles de personas en todo el país para defender la igualdad de género, con una energía positiva impresionante, que situó España como referente internacional en feminismo. Probablemente ese fue el momento de mi «salida del armario» en este tema, cuando los medios de comunicación, bastante sorprendidos de mi papel activo al frente de la manifestación, empezaron a identificarme con la agenda de igualdad de género. 

			Y también gocé del contacto con el mundo de la cultura, que apoyé mucho como ministra. La cultura juega un papel muy importante en mi vida, por razones profesionales y también personales; las distintas industrias de esta área tienen un gran potencial económico y de creación de empleo de calidad en España, pues nuestro país posee un patrimonio extraordinario y un ecosistema de profesionales de enorme talento, y, además, tanto el arte como la cultura me ayudan a recargar las pilas y mantener el equilibrio con puestos de trabajo de tan alta intensidad.

			Durante estos años en el Gobierno, intenté reservar tiempo para la actividad cultural todas las semanas, aprovechando la gran oportunidad de vivir en Madrid, una de las ciudades más vivas e interesantes del mundo y con una oferta de primera calidad en museos y exposiciones, presentaciones de libros, obras de teatro, cine y conciertos de música clásica, ópera, moderna y flamenco.

			Pero frente a las experiencias positivas con el mundo de la comunicación, también pude comprobar cómo se ignoraba la información y se inventaban los hechos, cómo los medios actuaban como altavoces de campañas interesadas, la superficialidad de los análisis, la desinformación sobre asuntos tan relevantes como el Plan de Recuperación tras la pandemia y los fondos europeos Next Generation e incluso el veto a mi participación en algunos de los programas «estrella» de radio y televisión para que los ciudadanos no escuchasen mi punto de vista en directo, «sin filtrar». 

			En múltiples conversaciones durante estos años, las personas con perfil público me han transmitido la frustración de no poder responder a las mentiras. En este caso, el silencio es la única contestación que se puede dar en público, ya que cualquier declaración puede ser malinterpretada y alimentará la polémica. 

			Los medios de comunicación juegan un papel fundamental en democracia y, a la luz de los ataques que se están produciendo en países que durante el siglo XX enarbolaron la bandera de la separación de poderes y la libertad de expresión, es más importante que nunca disponer de profesionales responsables y sistemas que ayuden a diferenciar la realidad de los bulos. Pero esa labor tiene que contribuir a reforzar las instituciones y respetar los derechos conquistados en materia de privacidad y Estado de derecho, en lugar de basarse en filtraciones interesadas y manipulaciones. 

			Respeto y tengo muy buena relación con algunos profesionales del periodismo y espero que cada vez haya mayor conciencia del grave daño de un ecosistema que aleja a las personas de la política, daña la confianza en los pilares del Estado de derecho, alimenta la crispación y el conflicto y va en contra del interés público.

			Para explicar la acción del Gobierno, a lo largo de estos años aumenté el contacto directo con las personas a través de la radio, la televisión, las redes sociales y los actos públicos, porque tenían mayor difusión. Junto con los medios internacionales, estos canales directos fueron fundamentales para explicar lo que de verdad estaba pasando y comunicar las novedades relevantes para los ciudadanos y los mercados. 

			Aprecié los intercambios con periodistas como Iñigo de Barrón, Jesús Maraña, Ignacio Escolar, Antonio Papell, Joaquín Estefanía o Pepa Bueno, y tuve la suerte de contar con muy buenos compañeros en los equipos de comunicación del ministerio, que entendieron bien los objetivos del servicio público, y me acompañaron con los distintos experimentos.

			Lo pasamos fenomenal innovando, explorando diferentes medios para tratar de llegar a los ciudadanos: desde pódcast y TikTok a vídeos cortos con píldoras de explicación de los datos económicos, desde los posts en LinkedIn con más sustancia a los mensajes personales sobre libros favoritos u obras de teatro.

			Vivimos con sorpresa el éxito del vídeo inaugural en TikTok, que se hizo viral por ser el primero de un ministro y también porque la primera imagen, donde yo aparecía trabajando en la mesa del despacho, fue asociada en las redes a la popular serie Paquita Salas. Nos reímos mucho grabando vídeos más informales, tocando el piano en el palacio de la Magdalena de Santander, visitando la Feria del Libro de Madrid u ondeando la bandera arcoíris… Pero el producto estrella de comunicación desarrollado en estos años fue, sin duda, el vídeo resumen de «la semana en un minuto».

			Estos vídeos, inspirados en uno que vi de la presidenta de La Rioja, Concha Andreu, me permitieron adoptar la disciplina de hacer balance semanal de la acción del Gobierno y resumirlo con pocas palabras e imágenes de manera atractiva. Es un ejercicio de transparencia importante, que facilitó que muchas personas se acercasen a la realidad de la política desde una perspectiva muy diferente de la de los titulares diarios. Todavía hoy difundo estos vídeos semanales, ahora en inglés, que tienen una gran repercusión en las redes a nivel internacional.

			Con todos estos medios y una acción proactiva, contrarrestamos el relato de buena parte de los medios escritos, cuyas portadas y titulares intentaron trasladar de forma más o menos explícita un mensaje único de gran calado ideológico: la política económica del Gobierno estaba llevando a un aumento de la deuda que habría que ajustar mediante recortes de gastos o subida de impuestos.

			Un mensaje muy alejado de la realidad de esos años, en los que la responsabilidad fiscal marcó la política económica de España. Se aprovechó el crecimiento para absorber lo más rápidamente posible la deuda emitida para financiar la respuesta al COVID y, de hecho, en 2024 España salió del procedimiento de déficit excesivo de la Unión Europea. Tampoco aumentó la presión fiscal. España siguió estando por debajo de la media de la Unión Europea, de la zona euro, y muy por debajo de otros grandes países como Francia. Lo cierto es que la economía dio un cambio importante, para bien, desde 2018, lo que ha generado innumerables datos y noticias positivas que deberían haber sido motivo de alegría y orgullo para todos.

			Y lo cierto es que España es un gran país. La sociedad española ha mostrado una gran fortaleza para salir adelante y hacer frente a las adversidades, para ponerse de acuerdo cuando es necesario y buscar el bien común. Es mucho más lo que une a los ciudadanos que lo que los separa, ya sean conservadores o progresistas, de una gran ciudad o de un pueblo remoto. Pero los medios, cada vez más, alimentan el conflicto y la tensión social, por razones que son difíciles de entender, generando en las personas inseguridad y ansiedad en lugar de esperanza y confianza, y muy centrados en lo que sucede en Madrid y en el epicentro de la vida política: el Parlamento.
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Los leones

			 

			 

			El trabajo parlamentario jugó un papel fundamental en mi vida durante esos años, ocupando mucho tiempo y atención, especialmente al pasar a ser vicepresidenta del Gobierno.

			Antes de volver a España, durante mi experiencia en Bruselas, había participado en numerosas y largas sesiones en el Parlamento Europeo. Había tenido multitud de comparecencias y estaba habituada a la dinámica de los grupos políticos. A pesar de que muchas veces los debates parecían improductivos y de la infinidad de horas que teníamos que dedicar a escuchar, he desarrollado un gran respeto por el trabajo parlamentario. Creo firmemente en el diálogo y el respeto como base de la democracia. Hablando se entiende la gente. Y la Historia —la internacional y muy especialmente la española— nos muestra la importancia de proteger cada día el gran éxito que supone la democracia y no dar por sentado un Parlamento elegido por los ciudadanos: los que ahora contrastan ideas y visiones de futuro desde un escaño hace unas décadas estaban matándose en los campos de batalla. En España y en Europa.

			Esa era mi convicción personal cuando me incorporé al Gobierno. Y sigue siéndolo siete años más tarde, tras una intensa experiencia en el Parlamento español que, a pesar de tener más sombras que luces, me ha hecho todavía más consciente del valor de la democracia. Más aún cuando vemos las crecientes amenazas que se ciernen sobre ella en todo el mundo y el auge de los sistemas autocráticos y movimientos antisistema que, bien coordinados y financiados, se expanden por el mundo para defender sus intereses, tomar el poder y restringir derechos y libertades que ha costado tanto lograr.

			Tres cosas me sorprendieron al llegar al pleno del Congreso: lo pequeño que parece el hemiciclo, el ensordecedor ruido ambiente y la gran dificultad de articular una respuesta clara en el tiempo asignado (dos minutos y medio en el Congreso y tres minutos en el Senado). 

			Hay que estar ahí para entender lo que sucede tras los imponentes y silenciosos leones de la Carrera de San Jerónimo. Ni las crónicas periodísticas ni la propia televisión en directo capturan el tono de la sala, los comentarios fuera de micrófono, los insultos y los gritos. Y es que, al margen del trabajo legislativo, el Parlamento es un gran altavoz que alimenta las personalidades y narrativas políticas. 

			En el Congreso, en la primera etapa, como ministra de Economía, me sentaba justo delante de la bancada de la oposición y cerca de los diputados de Ciudadanos. Admiraba la capacidad dialéctica de las personas con más experiencia y recuerdo algunas intervenciones magníficas de Meritxell Batet o Carmen Calvo, que sabían desarmar los ataques con fuerza y elegancia.

			Los últimos de la fila éramos Pedro Duque y yo. Nadie se quedaba hasta el final de la sesión y por eso nadie era consciente de los ataques personales que recibíamos. Después de largas horas escuchando gritos, insultos y faltas de respeto, llegaba a casa exhausta, vacía de energía positiva y desanimada con respecto al futuro del país.

			En julio de 2018, tuve la primera comparecencia en el Congreso y el Senado, en la que la oposición, tras reconocer que estaba muy preparada y que daba confianza al país, pidió cuatro veces mi dimisión, argumentando que no pintaba nada en el Gobierno de Sánchez, al que consideraban un «okupa» tras el éxito de la moción de censura. La senadora que me interpeló con más virulencia durante la sesión pública fue muy clara cuando se acercó después a saludarme en privado al estrado: no era nada personal. Cuanto antes saliera yo, antes caería él, así que el objetivo estaba definido: hacerme dimitir.

			Ese fue el único objetivo de la oposición. El ataque personal, sin fundamento, el tono bronco, el desprecio, la falta de respeto y el insulto fueron las constantes de todas mis comparecencias. Siempre me costó entender que pudiesen decir barbaridades en público y luego acercarse a saludarme en privado como si no hubiese pasado nada.

			Probablemente por carecer de personas de calibre en materia económica y de un programa coherente y solvente en este ámbito, la oposición se limitó a repetir durante esos años los mismos argumentos falsos y datos sesgados y a tratar de atacar al Gobierno con la letanía de «que viene la recesión».

			Alérgica al sectarismo, siempre he pensado que ningún grupo político o ideología tiene el monopolio de la virtud. Pero en este periodo he comprobado la falta de principios, la total irresponsabilidad y la falta de lealtad con el país de personas que no dudaron en atacar la imagen y el interés de España, tanto dentro como fuera de nuestras fronteras. Eso fue quizá lo que más me decepcionó de la oposición durante los cientos de interpelaciones y preguntas que viví en el Congreso.

			Tengo un fuerte sentido del deber y del servicio público. Por eso no puedo entender que haya quien deliberadamente genere incertidumbre y mensajes negativos falsos en los medios de comunicación para dañar la buena marcha de la economía. Y aún menos que esa falta de lealtad se extienda a las instituciones europeas, a las que constantemente se llevan los debates nacionales, con un impacto muy negativo para la imagen de las instituciones y del país. 

			Se puede hacer oposición sin por ello ir en contra del interés público. De hecho, es lo que sucede en el resto de los países. España es una anomalía al trasladar a las instituciones europeas los conflictos de política nacional. De entre los muchos ejemplos de esta falta de patriotismo, las maniobras de la oposición para tratar de frenar el desembolso de los fondos europeos probablemente se llevan la palma.

			A lo largo de los años, aunque he podido tener buenos debates sosegados con algunos parlamentarios, lo positivo se ha visto casi siempre opacado por la bronca. Los protagonistas han ido variando, pero sistemáticamente se han cruzado una tras otra las líneas rojas de la cortesía y el respeto, haciendo casi imposible hablar sobre las cuestiones que realmente importan.

			Si uno se deja llevar por la dinámica negativa, puede llegar a despistarse del trabajo de sustancia. Y para lograr resultados, es fundamental no despistarse.

			Poco a poco, fui aprendiendo a ignorar el barullo, dejar fuera la energía negativa, concentrarme en el mensaje principal a transmitir a la ciudadanía y en mi propia intervención desde la tribuna o el escaño. Aunque no era fácil, intenté no dedicar más tiempo del imprescindible al ruido diario, a la efímera espuma de los días, y centrarme en lo importante: aprobar las leyes y las medidas para la modernización del país.

			Lo cierto es que, sin despistarnos, gracias al gran trabajo y la profesionalidad de los equipos y a la negociación política de los grupos en el Congreso y el Senado, sacamos adelante todos los proyectos normativos liderados por el Ministerio de Economía.

			En una primera época, se trató sobre todo de la transposición de normas europeas de regulación financiera y mejora de la normativa hipotecaria. Después, aprobamos los importantes paquetes urgentes de emergencia, esenciales para responder a la pandemia y a la guerra en Ucrania. Y, en paralelo, se desplegaron las más de veinte reformas estructurales en materia económica y digital, claves para la transformación del país.

			El caso es que el trabajo parlamentario absorbió muchas horas y esfuerzos, con comparecencias mensuales, preguntas e interpelaciones semanales que tenían mucha preparación y que raramente fueron recogidas por los medios de comunicación porque no entraba al trapo de la crispación y no generaba titulares sonoros.

			Años después de mi primera comparecencia, precisamente la respuesta a una pregunta parlamentaria generaría uno de los momentos más reconocidos de mi imagen pública, pero durante los primeros meses en el Gobierno el debate parlamentario suponía muchas horas de trabajo con poco impacto positivo. Consciente de la importancia de esta faceta de mi nueva función, me centré en adaptarme a toda velocidad a mi nueva vida mientras trabajaba en lo que de verdad me apasionaba: la articulación del programa de política económica.
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Dos minutos

			 

			 

			A lo largo de los años, he podido comprobar el papel del azar o la casualidad en nuestras vidas. Muchas veces creemos saber cuáles de nuestros actos y decisiones son más trascendentales o ponemos los esfuerzos en determinados objetivos, pensando que somos capaces de prever sus consecuencias. Pero lo cierto es que nunca se sabe lo que la vida va a darnos, todos los efectos directos y colaterales de las decisiones.

			En mi experiencia, el éxito depende de un trabajo serio, continuado; de tratar de identificar bien las posibles opciones; de anticipar el impacto de nuestras acciones y minimizar los riesgos; de aprovechar todas las oportunidades y estar bien preparado para cuando llegue el momento óptimo de lanzar un proyecto… y también de la suerte; de un alineamiento de planetas que es imposible preparar y que hay que asumir como parte de la vida.

			El impacto para la opinión pública de mi paso por el Gobierno de España es un buen ejemplo de este principio. Los cinco años y medio en la primera línea de la política nacional han estado llenos de momentos intensos, emocionantes y difíciles, retos que parecían imposibles, decisiones audaces, una política económica con resultados extraordinarios y un salto en la proyección internacional de España. Hemos hecho un enorme esfuerzo de comunicación sobre temas económicos y digitales para llegar a la ciudadanía a través de los medios tradicionales y de las redes sociales.

			Y, sin embargo, la mayoría de los españoles probablemente me identifiquen con dos gestos espontáneos, que se convirtieron en virales y que marcarán para siempre mi imagen pública: la respuesta a una pregunta en el Congreso y el rechazo a una foto. Transcurrieron en dos improvisados minutos...

			Como ya he explicado anteriormente, tuve una intensa actividad parlamentaria desde junio de 2018 hasta diciembre de 2023, con cientos de preguntas, interpelaciones y comparecencias en las distintas comisiones del Congreso y el Senado. Siempre me he tomado muy en serio esta función, tratando de aprovechar el altavoz del escaño o la tribuna y la presencia de los medios para explicar la acción del Gobierno. En un primer momento, mis respuestas eran más técnicas, llenas de datos… Hasta que aprendí que en los dos minutos y medio del Congreso o los tres minutos del Senado solo hay tiempo para lanzar una o dos ideas; por eso, es importante tener claro el mensaje principal que uno quiere destacar cada día, tratar de mantener siempre la calma y reaccionar con serenidad a los insultos, ataques personales y exabruptos que vendrán con casi total seguridad de la persona que pregunta, independientemente de lo que uno diga o haga. 

			Solo en 2023 tuve casi cien preguntas parlamentarias e interpelaciones, a gran distancia del resto del Gobierno; una exposición pública que conlleva mucho riesgo de terminar cometiendo un error o convertir una palabra o un gesto en el meme del día.

			Esto último es lo que me ocurrió una vez que pregunté con el micrófono abierto «¿Paca qué?» a Pablo Iglesias, que estaba a mi lado y se había referido a «Paca la Piraña» en su respuesta a Abascal, para afearle que fuese de hombre fuerte y valiente cuando no había hecho ni la mili, a diferencia de la conocida actriz. En fin, con esa pregunta se vio que yo no estaba en la onda, pusieron el vídeo en todas las televisiones y eso le dio un toque cómico a mi imagen pública, que en Antena 3 incluso convirtieron en un diálogo televisado entre nosotras dos, una anécdota que recuerdo con cariño.

			Más allá de los momentos graciosos, en general hay mucha tensión en el hemiciclo, entre el ruido de la bancada de la oposición, los insultos y ataques constantes, que arreciaron cuando pasé a ser vicepresidenta primera entre 2021 y 2023. En general he tratado de evitar entrar en los ataques personales y responder siempre con tono constructivo a las preguntas semanales de todos los grupos políticos. 

			Pero a veces es imposible no entrar al trapo. Y es lo que sucedió el 5 de octubre de 2022, al responder al diputado de VOX, Iván Espinosa de los Monteros, que, como todos los miércoles, enumeraba los desastres del Gobierno, el fracaso de mi gestión y lo mal que iba España. Tras el primer intercambio, más factual, él afirmó que no conocía a nadie beneficiado por la política del Gobierno…, y así dio pie a mi respuesta, improvisada en el minuto restante en el reloj de la pantalla que, inexorable, computa el tiempo de micrófono. Este fue el minuto:

			 

			¿Dice que no conoce a nadie que se beneficie de nuestras políticas, señor Espinosa de los Monteros? Pues tiene usted que revisar a sus amigos. ¿No conoce a ningún joven que haya logrado un empleo digno gracias a la reforma laboral, a nadie que perciba el Salario Mínimo Interprofesional, a ningún estudiante que se beneficie de las becas, del transporte público gratuito, de los avales del ICO, de los ERTE, a nadie que reciba el Ingreso Mínimo Vital o las ayudas a las familias con niños pobres? Pero ¿cómo puede ser, señor Espinosa de los Monteros, que no conozca usted a ningún español real? Nuestro Gobierno gobierna para la mayoría.

			 

			Con esta intervención, breve pero apasionada, conseguí resumir las principales medidas económicas del Gobierno y poner de manifiesto la falta de conexión y representatividad del interlocutor. No sé si fue mi mejor intervención en el Parlamento, pero provocó el aplauso del presidente y del resto de los ministros, que fue creciendo hasta poner en pie a diputados de casi todos los partidos del hemiciclo.

			Ese minuto se proyectó en las televisiones, circuló por las redes sociales, y emocionó a muchas personas, que se sintieron inspiradas por el hecho de que se les plantase cara. Y, de rebote, hizo que todo el mundo fuese consciente de todo lo que habíamos hecho en la legislatura, tan oculto bajo el ruido y la crispación. 

			Aún hoy me encuentro con personas que recuerdan con emoción esa intervención en el Congreso. Y todavía son más las que agradecen el segundo gesto que marca mi imagen pública de estos años, derivado de mi condición de mujer en un mundo de hombres.

			El avance en igualdad de género es, sin duda, uno de los principales hitos de nuestro tiempo. El creciente papel de las mujeres, en el ámbito político, social, empresarial, mediático y económico, ha sido uno de los principales motores de progreso de nuestro país desde la llegada de la democracia. Gracias al trabajo de hombres y mujeres, el impulso feminista ha posicionado España como un país de referencia en derechos sociales, en inclusión de las minorías, un país progresista y moderno. 

			A pesar de estos avances, todavía queda mucho camino por delante para lograr la igualdad efectiva entre hombres y mujeres. Y el desequilibrio es particularmente notable en los dos ámbitos en que he desplegado mi carrera profesional: el económico-financiero y el tecnológico.

			A la luz de la experiencia y a lo largo de los años, he ido desarrollando una conciencia cada vez más fuerte y un mayor activismo en favor de la igualdad de género, empezando por la necesidad de dar luz y voz a las mujeres. La invisibilización de la mujer, su ausencia en los ámbitos de debate, consulta, decisión y liderazgo es un fenómeno muy extendido que resulta incomprensiblemente invisible para muchas personas, en especial hombres. A pesar del gran avance logrado, todavía son constantes en nuestros días las imágenes de conferencias, paneles, órganos consultivos, publicaciones, tribunales y palmarés de todo tipo de premios, en las que solo hay hombres, dejando sin representación al 50 por ciento de la sociedad.

			La mayoría de las mujeres en puestos de responsabilidad con las que hablo de este tema comparten experiencias muy similares y reflexiones también parecidas sobre el desarrollo personal: de jóvenes, todas hemos pensado que no hace falta ninguna acción de discriminación positiva, confiamos en nuestras capacidades y no queremos tener la sensación de haber sido promocionadas por ser mujeres. A lo largo de la vida, a medida que vamos subiendo en las empresas, organizaciones e instituciones y, sobre todo, al llegar a los puestos de responsabilidad y tener visión desde arriba de cómo funcionan en realidad las cosas, vamos dándonos cuenta de que los procesos selectivos están sesgados, de que sistemáticamente se rebaja el valor de las opiniones femeninas, de que la maternidad es un freno muy fuerte para la carrera profesional de las mujeres y de que los hombres tienen más confianza en sí mismos y se postularán para un puesto o pedirán un aumento de sueldo sin dudarlo allí donde una mujer en general se sentirá insegura.

			Y eso cuando no hay una política deliberada para excluirlas o ignorar el tema, como vuelve a suceder en algunos entornos. Como alta directiva e incluso como ministra, he vivido todo tipo de situaciones discriminatorias, empezando por la ocultación activa. Hay muchos ejemplos de noticias en que solo se menciona a los participantes masculinos en un evento o reunión, fotos en las que nada más aparecen hombres, pero quizá uno de los ejemplos más graciosos es la portada del diario ABC del 25 de julio de 2020, donde una columna de orfebrería religiosa impidió que se me viese, mostrando así solo a los hombres en la ceremonia de ofrenda al Apóstol en Compostela. Otro ejemplo clásico de discriminación es el uso del nombre de pila para las mujeres en las presentaciones y eventos, cuando con los participantes varones se utiliza la fórmula clásica, más respetuosa, de «señor» acompañado por el apellido; o la desproporción en el empleo del tiempo asignado en los paneles en detrimento de las mujeres. Incluso he visto enfoques de cámara durante los actos públicos dando más protagonismo a las piernas de las mujeres.

			Aún hoy, cuando se narran hechos, se publican artículos o libros sobre situaciones que he vivido en primera persona como protagonista, mi nombre en general ni aparece y sí lo hacen los hombres que tuvieron algo que ver, aunque fuera de forma tangencial. Y, por supuesto, hay un tratamiento absolutamente distinto a la hora de hacer juicios sobre el carácter, tan diferentes según el sexo de la persona: lo que para un hombre es tener autoridad o solvencia, en la mujer se considera autoritarismo o arrogancia. La firmeza a la hora de marcar posiciones o límites se considera fortaleza en el hombre y rigidez en la mujer. Y la seriedad en el trabajo de los hombres, suele tildarse de falta de humor o excesiva exigencia en las mujeres.

			El doble rasero, que he tenido ocasión de ver en mi vida cuando he estado en tribunales de procesos selectivos, es evidente, y hace prácticamente imposible encontrar una valoración positiva de la capacidad analítica o el liderazgo femenino sin añadir algún toque que cuestione el carácter de la persona con calificativos que nunca se utilizarían con un hombre. Queda mucho por hacer, sí.

			El caso es que siempre he trabajado en ámbitos netamente masculinos: el derecho de competencia, las finanzas, la economía. En muchas ocasiones, he sido la única mujer en los actos, paneles o fotos protocolarias. Eso, junto con el auge de las manifestaciones públicas y de las opciones políticas netamente antifeministas que hemos visto reaparecer en estos últimos años, ha ido generando en mí una inquietud creciente sobre el riesgo de involución si no logramos un avance permanente ahora, cuando nuestra generación tiene la capacidad de cambiar las cosas.

			Así que me sentí feliz cuando, al incorporarme al Gobierno en 2018, tuve la sensación de que podía contribuir a impulsar la igualdad de derechos, participando en un equipo netamente feminista. 

			Sin revelar el secreto de las deliberaciones, merece la pena destacar —por su carácter extraordinario— los primeros Consejos de Ministros de 2018 en los que participé, con gran peso de las cuestiones relacionadas con la infancia y la mujer: desde el refuerzo de las ayudas para campamentos de verano a los comedores escolares, la mejora de las pensiones no contributivas o el derecho al acceso a la reproducción asistida para las mujeres lesbianas.

			Me he sentido orgullosa y feliz de haberme incorporado a un equipo tan alineado con mis convicciones personales. Y he participado activamente de los actos públicos y decisiones para avanzar en la igualdad de derechos, con intervenciones muy claras en este tema que, sin embargo, no tuvieron mucha repercusión pública. Hasta que un día, de forma espontánea, tras una foto en la que me habían hecho posar en la parte baja de una rampa, con los hombres en la parte superior, dije abiertamente que ya estaba bien, que no iba a volver a participar en un evento o hacerme una foto en la que fuese la única mujer. Como se trataba de un evento relativamente restringido, no podía imaginarme que esa intervención, apasionada, se haría también viral, en el plano nacional e internacional.

			Después de esa declaración, junto con todo mi equipo, establecimos reglas claras para todas mis apariciones públicas, lo que nos llevó con mucha frecuencia a pedir cambios de programa y prestar atención a todas las fotos para aumentar la presencia de mujeres. 

			Pocas semanas más tarde y tras ese compromiso público, el 10 de mayo de 2022, las cámaras me captaron por casualidad tratando de escabullirme de una foto con otros tres hombres. Ocurrió durante un acto de la patronal madrileña e intenté ser lo más discreta posible, disculpándome porque teníamos que haber hablado del detalle de la foto antes. Pero se vio con claridad lo que pasaba y esa imagen también se hizo viral.

			He recibido muchos mensajes de agradecimiento por ese gesto. Numerosas mujeres se han acercado, en actos públicos o por la calle, para darme las gracias por dar visibilidad a este problema. Muchas me han dicho que eso les ha ayudado en su empresa, concediéndoles más oportunidades para participar en eventos públicos.

			Lo cierto es que, en general, la respuesta ha sido positiva. Y he podido constatar que, además de las políticas públicas, los gestos son muy importantes para tomar conciencia de la importancia de la visibilidad de las mujeres.

			Señalando con cariño y respeto la conveniencia de una participación equilibrada, las organizaciones han ido siendo más conscientes del tema, y, poco a poco, he podido ver una mayor presencia femenina en las conferencias y reuniones empresariales en las que he participado.

			Tristemente, en algunos casos he tenido que declinar la asistencia, porque los organizadores han rechazado hacer foto oficial o incluso he tenido que aguantar comentarios desagradables de personas que han insistido en excluir de las fotos e intervenciones a mujeres que, por derecho, deberían haber estado en un papel protagonista.

			Dos ejemplos bastan para ilustrar este tema. El primero se dio con unos premios de economía con un tribunal compuesto solo por hombres que daban el premio a otro hombre. Nadie pudo encontrar la forma de que hubiese otra mujer en la imagen oficial, con excusas como «eso no lo decidimos nosotros», «las reglas del tribunal permitirán que dentro de diez años probablemente podamos tener una mayor representación femenina» o incluso el indignante y falso «en España hay pocas mujeres buenas en macroeconomía». Como me negué a ir, invitaron a un ministro y así la foto quedó fenomenal: todo hombres. Como Dios manda. Todavía hoy no entiendo cómo a ninguno de ellos le pareció sorprendente o inadecuada la imagen.

			En un segundo caso, desde mi equipo se señaló con gran delicadeza la conveniencia de incorporar a alguna de las mujeres protagonistas en la foto oficial de un festival de cine. Dado que el comité organizador contaba con dos vicepresidentas y una mujer dirigía el organismo que financiaba el festival, no parecía complicado. Pero los organizadores se cerraron en banda y optaron por eliminar la foto oficial. No comment.

			Siento emoción y orgullo de haber podido llevar la bandera del feminismo en el Gobierno durante estos años y haber participado en numerosos avances en este ámbito, desde la equiparación de las bajas de paternidad y maternidad a la reforma laboral y la Ley de Paridad, para establecer la representación equilibrada de mujeres y hombres en los órganos del Estado, y de forma progresiva en el sector privado, que finalmente se aprobó el 31 de julio de 2024.

			Me alegro de haber logrado con esos gestos, sin buscarlo, dar voz a las mujeres y a los hombres que defienden la igualdad de derechos, ocupando un espacio de equilibrio y coherencia absolutamente imprescindible en una época de creciente polarización entre el extremismo reivindicativo y agresivo de un feminismo excluyente, en mi opinión mal entendido, y las posiciones ultraconservadoras de formaciones políticas nostálgicas de una sociedad patriarcal en la que solo unos caben y tienen voz.

			Así es la vida, miles de horas de intervenciones públicas durante años pueden resumirse en dos minutos que valen más que mil palabras.

			 En la copa de despedida del ministerio me regalaron un maravilloso vídeo-resumen de mi paso por el Gobierno, recogiendo, naturalmente, estos dos minutos de oro, muy alejados del trabajo diario que hemos desarrollado fuera de los focos.
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La Agenda del Cambio

			 

			 

			Tras un primer semestre de análisis en profundidad de la situación económica, para identificar las prioridades y orientar las principales reformas, y con un trabajo muy intenso y constructivo con los distintos ministerios, a finales de 2018 teníamos lista la Agenda del Cambio: un programa coherente de medidas para reorientar el país hacia un crecimiento más inclusivo y sostenible.

			Se trataba de un documento estratégico, alineado con las recomendaciones de los principales organismos internacionales y think tanks, para adaptar las estructuras de España a los retos tecnológicos y los modelos económicos más avanzados mediante reformas normativas e inversiones productivas.

			El objetivo era actualizar el país, articular una política coherente y equilibrada y responder así al principal problema económico de la humanidad ya identificado por John Maynard Keynes: cómo combinar la eficiencia económica, la justicia social y la libertad individual.

			Para ello, contábamos con dos instrumentos principales: las reformas legales y la inversión productiva, claves para modernizar el país, superar la importante descapitalización del sector público, impulsar la transición energética y la innovación del sector privado, apoyar un modelo de ciencia moderno y desplegar un marco estratégico y programas de impulso y acompañamiento en los ámbitos de más futuro en la nueva economía verde y digital.

			Este trabajo de fondo, que pasó casi desapercibido en los medios de comunicación, sería fundamental para poder desplegar a partir de 2020, rápidamente y con eficacia, el Plan de Recuperación y Resiliencia tras la pandemia y poner en marcha un proceso de cambio estructural que tiene pocos antecedentes en nuestra historia y que continúa desplegando sus efectos siete años después.

			Tras estudiar todos los análisis de expertos (nacionales e internacionales), valorar las distintas opciones y superar las reticencias del resto de los ministerios, elaboramos una agenda de reformas e inversiones políticamente factibles en seis ámbitos: apostar por la formación y el capital humano, impulsar la transición ecológica, promover el avance científico y tecnológico, avanzar hacia un mercado laboral eficiente y justo, reducir la desigualdad protegiendo el estado del bienestar y progresar hacia una administración más eficiente al servicio de la ciudadanía.

			Esta agenda partía de un diagnóstico detallado de la situación económica. Durante los anteriores veinte años, España había vivido un ciclo económico completo de largo plazo, con periodos de crecimiento y recesión de una intensidad muy superior a la de los países de nuestro entorno, y desequilibrios que habían llevado a fuertes vaivenes y ajustes negativos para la actividad, el empleo y el bienestar de los ciudadanos.

			La Gran Crisis Financiera de 2008 a 2014 había tenido un impacto estructural, descarrilando la economía, rebajando su senda de crecimiento potencial y rompiendo el constante progreso logrado desde la llegada de la democracia.

			Tras cuatro años de crecimiento y con una perspectiva favorable, en 2018 arrancaba un nuevo ciclo económico. Se abría así una oportunidad única para corregir los desequilibrios heredados y definir los parámetros que marcarían las próximas décadas, respondiendo también a los retos globales derivados del cambio climático y la rápida digitalización. Había que aprovechar esa oportunidad.

			Era preciso dar un giro a la política económica de España sobre la base de tres claves principales: responsabilidad fiscal, justicia social y reformas estructurales.

			En primer lugar, había que corregir el déficit estructural del sector público e ir reduciendo la alta ratio de deuda sobre el PIB, con una política fiscal que reforzase la base de los ingresos y fuese aumentando el peso de las inversiones productivas dentro del gasto público.

			En segundo lugar, era necesario reducir la precariedad laboral y la desigualdad social, atendiendo a los colectivos más vulnerables: los jóvenes y las mujeres, que presentaban el mayor riesgo de pobreza, encerrados en un círculo vicioso de paro, trabajos inestables, bajos salarios y falta de oportunidades.

			En tercer lugar, había que impulsar reformas de las estructuras económicas para alinearse con los países más modernos y avanzados de nuestro entorno. 

			Corregir las disfunciones del mercado laboral se apuntaba como la clave del éxito para poder cambiar la tendencia heredada del pasado. En junio de 2018, a pesar del crecimiento de la actividad durante varios años, España presentaba importantes anomalías que lastraban la economía, con una elevada tasa de paro superior al 15 por ciento, una tasa exorbitante de paro juvenil de más del 35 por ciento, una proporción de contratos temporales del 26 por ciento —diez puntos por encima de la media europea—, un salario medio muy inferior al de los países del entorno, una brecha laboral y salarial significativa entre hombres y mujeres y un considerable peso de la economía sumergida.

			Las disfunciones del mercado laboral detraían ingresos del sector público, tanto impuestos como cotizaciones a la seguridad social, que aumentaban el déficit estructural y desequilibraban las cuentas de la seguridad social.

			Si conseguíamos alinear el mercado de trabajo con la media europea, el incremento del empleo y la mejora de los salarios ayudarían a impulsar el consumo y el ahorro, aumentando el crecimiento del PIB y saneando las cuentas públicas.

			Además de la cantidad, había que mejorar también la calidad del empleo. Si además de reactivar la actividad económica a corto plazo, adoptábamos reformas estructurales e inversiones que impulsasen la investigación, la innovación tecnológica y la digitalización de los procesos productivos, se reforzaría el capital del país, especialmente en su componente inmaterial y, con ello, la productividad. El aumento de los factores productivos y de la productividad total permitiría lograr un impacto estructural, llevando a un crecimiento potencial mayor y más estable en este nuevo ciclo económico. 

			Sobre estas premisas, la Agenda del Cambio puso las bases del programa de Gobierno que llevamos a cabo desde entonces.

			En esencia, el factor diferencial de esta agenda de política económica ha sido el despliegue efectivo de un ambicioso programa de reformas estructurales e inversiones, que se han retroalimentado para aprovechar la oportunidad de la doble transición verde y digital y reforzar el peso de las actividades con mayor valor añadido, apoyándose en los sectores tractores en los que España tiene una ventaja competitiva: desde el turismo a la agricultura, pasando por la salud, la industria de la automoción, el sector audiovisual y la conectividad digital. 

			A finales de 2018, ya teníamos identificadas las que serían las medidas más emblemáticas de estos años y que, gracias al impulso de los fondos europeos Next Generation, marcaron la evolución de la economía tras la pandemia y hasta hoy, como la subida del Salario Mínimo Interprofesional (SMI), que empezaría con un importante incremento en enero de 2019, o las reformas de los contratos de trabajo, que terminarían adoptándose a finales de 2021.

			Además de las medidas más orientadas a aumentar la productividad total de los factores, la Agenda del Cambio recogía significativas consideraciones sociales, respondiendo al reto del envejecimiento y la despoblación y apostando por atajar la desigualdad, cerrar la brecha de género, reforzar el parque público de vivienda y acompañar a los sectores y regiones más afectados para lograr una transición climática justa. Finalmente, la Agenda del Cambio incorporaba un mecanismo de seguimiento de la ejecución alineado con las mejores prácticas internacionales de transparencia y rendición de cuentas, con informes semestrales. 

			Tras el trabajo de preparación y negociación dentro del Gobierno, habíamos previsto presentar esta agenda de política económica a principios de 2019. Por cuestiones de tiempo, hubo que retrasarlo unas semanas y acabó en la agenda del Consejo de Ministros del 8 de febrero. ¡Justo en medio de la polémica generada por el famoso bulo del «relator» para el diálogo en Cataluña!

			En esas primeras semanas del año, la atención pública estaba centrada en el conflicto catalán y las pruebas de fuerza del entorno independentista que, entre otros mensajes, había querido sugerir que el diálogo entre el Gobierno de España y el de Cataluña tenía carácter internacional al proponer la figura de un «relator», un mediador independiente. Para aclarar las cosas en este terreno, se decidió que la vicepresidenta, Carmen Calvo, saliese conmigo en la rueda de prensa tras el Consejo de Ministros. Naturalmente, todas las preguntas se dirigieron al tema del día de política nacional y, a pesar de su novedad e importancia, casi ningún medio se hizo eco de la Agenda del Cambio. Elegimos un mal día para presentarla. No logramos grandes titulares, pero el equipo del ministerio estaba satisfecho.

			Teníamos lo principal: una agenda de política económica bien articulada y coherente, acordada con los ministerios y avalada por el Consejo de Ministros, que orientaría toda la acción del Gobierno en la buena dirección en los años siguientes. Frente a la inercia y la ausencia de reformas de los gobiernos anteriores, España tenía claro lo que había que hacer y una hoja de ruta clara para lograrlo, alineada con Europa y que respondía a las recomendaciones constantes de los analistas y organismos internacionales, con un calendario claro para las reformas y un mecanismo de seguimiento, lo que nos daría también una narrativa potente para los inversores y mercados. Teníamos un gran plan, pero la realidad política impondría un calendario muy diferente para ejecutarlo.

			Pocos días después, el 13 de febrero de 2019, el Congreso rechazó el proyecto de Presupuestos Generales del Estado, con los votos del Partido Popular, Ciudadanos y los independentistas catalanes. El presidente convocó elecciones generales y, con ello, se abrió un largo periodo de gobierno en funciones y campañas electorales que llegaría hasta finales de año.

			La Agenda del Cambio fue la columna vertebral del programa económico para las siguientes elecciones y la base de la agenda de política económica seguida en España desde 2020 que, con el impulso inestimable de las transferencias de los fondos Next Generation, ha desplegado un ambicioso programa de inversiones y reformas sin aumentar el endeudamiento del país. Los organismos e inversores internacionales validaron esta agenda de política económica, cuyo éxito permitió superar por fin las heridas de la Gran Crisis Financiera y cerrar la brecha estructural con Europa, llevando a tasas de crecimiento y creación de empleo sin precedentes y poniendo en marcha un proceso de modernización estructural de largo alcance.

			Pero en febrero de 2019 no podíamos ni intuir lo que vendría por delante, empezando por una sucesión de elecciones que solo desembocaría en un nuevo Gobierno con plenas funciones a finales de año. 
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Elecciones en bucle

			 

			 

			En la primavera de 2019 me vi lanzada de lleno en mi primera campaña electoral. Contra todo pronóstico, me encantó.

			Tras haber estado centrada en la gestión del ministerio, el diseño de la agenda de política económica y la adaptación a la política nacional y al ensordecedor ruido político-mediático de Madrid, la campaña me abrió los ojos a la realidad del país.

			Aunque no estaba ni estoy afiliada a ningún partido ni participaba en las decisiones de política partidista, estaba decidida a ayudar en todo lo posible: llevábamos muy poco tiempo en el Gobierno, no habíamos tenido ocasión de tomar medidas de calado y necesitábamos al menos una legislatura para desplegar el programa de reformas que el país requería. 

			El primer paseo público con cámaras, en Santiago de Compostela, y el primer mitin, en Carballiño, fueron un shock. Me impresionó el calor de la gente, su atención y agradecimiento por entender por fin lo que pasaba con la economía. Los jóvenes movilizados y sacándose fotos, la energía del contacto humano y la gran emoción de las personas mayores… La entrada en los mítines, la alegría y los abrazos, la mirada atenta de los asistentes, su compromiso y su ilusión…

			Allí empezó a cambiar mi visión de la política y entendí mejor lo que mueve a aquellos que se dedican a ella profesionalmente con vocación de servicio a la sociedad, por lo que tiene de contacto humano directo, de relación interpersonal y conexión con la realidad. También me di cuenta de la importancia de mi labor de comunicación pública para arropar y dar confianza a buena parte de la población.

			Aun así, dadas mis pocas dotes para arengar a las masas con estilo mitinero, participé sobre todo en actos pequeños, que me permitían estar cerca de las personas, y no en debates en los medios de comunicación, que tienen claves muy diferentes al intercambio académico o incluso al parlamentario, y en los que siempre pierde el que trata de guardar las formas y basarse en datos y argumentos racionales.

			El 28 de abril de 2019 se celebraron las elecciones generales y el PSOE tuvo un gran resultado, con 123 escaños. Vivimos la jornada con gran alegría y esa noche, en Ferraz, celebramos con nuestras familias el que sería, sin duda, uno de los momentos más felices de estos años; por fin, se abría la posibilidad de tener un gobierno de centro-progresista, apoyado por Ciudadanos y Podemos, con una cómoda mayoría para desarrollar las reformas necesarias y abrir en el país un periodo de mayor estabilidad y concordia.

			En la noche electoral, me preocupó el grito de «Con Rivera, no» que sonó en la calle Ferraz. Pero me inquietó más aún ver que el líder de Ciudadanos no estaba por la labor, cegado con la posibilidad de sobrepasar al Partido Popular como líder de la derecha, algo que los medios de comunicación afines le prometían, y sin pensar por un segundo en el interés del país.

			Esa fue una de las grandes oportunidades perdidas de la política española de la última década. Debido a la pésima gestión del capital político de las nuevas formaciones surgidas de la indignación social tras la Gran Crisis Financiera, en lugar de tener gobiernos de centro, apoyados por un partido liberal, homologable al resto de los países europeos, que hubiese servido de bisagra para sacar adelante leyes equilibradas, su fugaz paso por la historia solo ha favorecido la polarización y el deterioro del debate público.

			La falta de voluntad de Ciudadanos para negociar una coalición amplia puso la formación de gobierno en manos de Podemos, el otro partido político «nuevo» en el escenario español, sin experiencia en la gestión de lo público, extremadamente hábil en la comunicación y centrado en la jugada corta y el impacto mediático inmediato.

			En la sesión de investidura se vivió mucha tensión. Recuerdo los gritos constantes en las bancadas de la oposición, que tenía justo detrás. También el suspense derivado de la gestión de expectativas durante las semanas anteriores, que llevó al absurdo de hacer depender la formación del Gobierno de la asignación a uno u otro ministerio de la competencia sobre políticas activas de empleo; un tema muy importante, sin duda, pero que es sobre todo competencia de las comunidades autónomas. 

			Aunque la perspectiva de un gobierno de coalición era poco apetecible, personalmente consideraba que la prioridad era constituirlo y dar estabilidad al país, evitando unas nuevas elecciones. Lamentablemente, no hubo acuerdo, no salió adelante la investidura y se convocaron nuevas elecciones, que se celebrarían en noviembre.

			Entre unas cosas y otras, estuvimos buena parte del año 2019 como gobierno en funciones. Sin embargo, lo recuerdo como un año muy productivo.

			El Ministerio de Economía tiene una actividad de gestión y representación internacional que no depende de la acción legislativa, así que trabajamos mucho para seguir manteniendo el rumbo económico y la confianza internacional. Además, pusimos en marcha todas aquellas medidas de la Agenda del Cambio que no requerían cambios legales y eran posibles con el gobierno en funciones y preparamos las que podríamos adoptar tras las elecciones. Ese trabajo fue muy valioso para después avanzar con rapidez en las reformas.

			El balance de esa época es netamente positivo. Solo hubo un proyecto que me parecía muy importante y que, sin embargo, no progresó como hubiese querido: la articulación en torno al Instituto de Crédito Oficial (el ICO) de todos los instrumentos financieros estatales de apoyo a la inversión a través de un banco público potente, similar al alemán. Invertimos tiempo y esfuerzo en tratar de poner en marcha la reforma durante 2019 pero después, con la pandemia y el Plan de Recuperación, pasó a una posición menos prioritaria y continúa siendo una asignatura pendiente. El primer informe de seguimiento de la Agenda del Cambio, publicado en septiembre de 2019, arrojó un balance impresionante, especialmente teniendo en cuenta el ciclo electoral.

			Además, durante 2019 fuimos articulando el programa de transformación digital del país, preparando los planes para la modernización de infraestructuras, la digitalización de la Administración, el impulso a las competencias digitales de la ciudadanía (un tema complejo de coordinar por la implicación de varios ministerios y las Comunidades Autónomas) y el apoyo a las startups y al emprendimiento digital. Tuvimos múltiples reuniones con las principales asociaciones y empresas del ámbito tecnológico y de los sectores tractores de la economía, aprovechamos los programas ya en marcha financiados con los fondos estructurales del presupuesto comunitario para arrancar las inversiones y avanzamos en la identificación de las palancas que permitirían convertir España en un país atractivo, de referencia, en materia digital.

			Fuera de la esfera económica, en el Gobierno avanzábamos en temas políticos de calado. Entre los más emblemáticos, sin duda destaca el proceso para la exhumación de Franco del Valle de los Caídos. El avance fue lento debido a los múltiples obstáculos que se fueron poniendo y a la importancia de gestionarlo todo con la máxima profesionalidad y respeto. Tras un procedimiento impecable, adoptamos la decisión en el Consejo de Ministros del 15 de febrero de 2019, uno de los más emocionantes de estos años. En esos momentos, todos pensamos en nuestros abuelos, cuyas vidas habían estado marcadas por la Guerra Civil y la posguerra. Llamé a mis padres al salir para compartir ese instante tan importante.

			El traslado efectivo se realizó el 24 de octubre de ese año, con una logística muy complicada que se gestionó muy bien y que, a pesar de las amenazas de conflicto en las calles, se desarrolló con normalidad y ha permitido que España deje atrás ese pasado negro y se alinee por fin con el resto de los países que cuentan con una dictadura en su historia. En esos días pensé mucho en el paralelismo con los procesos de transición a la democracia de los países europeos que vivieron el fascismo durante buena parte del siglo XX.

			Tenía muy recientes dos visitas al Banco Central Europeo, sola y con el Rey, en las que había podido entrar en los cimientos bajo las impresionantes torres de cristal y acero: el antiguo mercado de frutas y verduras de Frankfurt, en cuyo sótano se hacinaron por la noche miles de judíos que salieron en tren hacia los campos de concentración.

			Gracias al guía de la institución supe que la búsqueda de solares para el banco había sacado a la luz esa parte negra de la historia, que la ciudad había tratado de olvidar o enterrar, pues el equipo que evaluaba las opciones descubrió que solo había dos solares disponibles y adecuados para la obra del Banco Central Europeo: uno había albergado la empresa química que fabricaba el gas con el que se exterminó a los judíos y otras víctimas en los campos de concentración y el otro, el citado mercado, bajo el que cada noche se preparaban las levas hacia la muerte.

			A pesar de que muchas personas de la ciudad tuvieron que estar a la fuerza al tanto de lo que sucedía en esos lugares y de que toda la gestión estaba perfectamente documentada en los archivos del ayuntamiento, esa parte oscura de la memoria colectiva solo había salido a la luz —y empezado a asumirse por la población— cuarenta años más tarde de los hechos, casi por casualidad, al buscarse la sede del nuevo edificio del Banco Central Europeo.

			La doble experiencia de Alemania y España me hizo entender que los traumas colectivos requieren de un tiempo de cura. Que las sociedades necesitan enfrentarse a sus propios fantasmas y que las generaciones futuras pueden abordar situaciones y cerrar heridas que son imposibles de tratar en el momento del cambio de régimen.

			En el caso de España, después de una transición ejemplar y un tiempo de silencio, tras la primera fase de recuperación de la memoria de la dictadura en los años ochenta, era evidente que la sociedad estaba preparada en 2019 para cerrar ese capítulo de nuestra historia.

			Me parece trascendental dedicar tiempo a este asunto en estas memorias porque, lamentablemente, durante estos años estamos viendo el auge de la ultraderecha en toda Europa y, a pesar de que creíamos estar vacunados contra esa ideología que trata de blanquear los regímenes autoritarios y denigrar la democracia, ese virus ha llegado a nuestro país e incluso ha entrado en las instituciones… con un discurso antifeminista y xenófobo y los efectos esperables de deterioro y retroceso en materia democrática y social.

			Recordar la Historia, para no repetirla, se hace todavía más urgente ante el reciente cambio de Gobierno en Estados Unidos, el auge de los regímenes autocráticos en todo el mundo y los ataques a la democracia. No podemos minimizar el riesgo ni trivializar las palabras, gestos y actitudes que coquetean con el fascismo y el nazismo. Ni aceptar retrocesos en los derechos individuales y colectivos que tanto ha costado lograr. Los que alimentan los peores instintos, apoyan la ley del más fuerte y abusan del Estado de derecho terminan envenenando la convivencia. Ya lo vivimos hace un siglo y siempre termina igual: conduciendo al conflicto y la guerra.

			Por eso es tan importante la Unión Europea, ese proyecto en permanente construcción, basado en la paz, los procedimientos de decisión reglados e inclusivos, que buscan el consenso, el impulso a los valores humanistas y el respeto al Estado de derecho.
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Spain is back

			 

			 

			Durante 2019 fuimos consolidando el papel de España en Europa y en el escenario internacional, como una fuerza positiva y progresista en el corazón del orden mundial, contribuyendo activamente a los principales debates, apoyando la paz, la estabilidad y la cooperación, e impulsando un modelo de crecimiento más inclusivo y sostenible. 

			En los diferentes foros europeos en los que participé ese año se hablaba de la ralentización de la economía y de la falta de avances en integración económica: no se había culminado la Unión Bancaria, carecíamos de un instrumento de estabilización fiscal y había un serio retraso en la Unión de Mercados de Capitales, absolutamente clave tras la salida del Reino Unido de la Unión Europea, el Brexit, que había cambiado el estatus de Londres como núcleo del mercado del euro.

			Dos años antes, en diciembre de 2017, los líderes europeos habían dado un mensaje claro al Consejo de los veintisiete ministros de Finanzas —el Ecofin— para profundizar la integración de las economías europeas, pero prácticamente no había habido avances. Los proyectos de mayor calado estaban bloqueados ante la ausencia de acuerdo entre Francia y Alemania y la divergencia de intereses entre los grandes países —sede de los grupos bancarios— y los pequeños —generalmente con filiales de los grandes grupos y modelos especializados en banca de inversión.

			En este contexto, España fue teniendo una voz cada vez más importante en los Consejos de ministros de la zona euro —el Eurogrupo—, gracias a la gran capacidad técnica de los equipos del Tesoro y el desarrollo de relaciones personales de confianza con los principales ministros. Mediante el trabajo serio y responsable, nos fuimos posicionando como un país relevante, en el núcleo duro de las decisiones, capaz de identificar los puntos de equilibrio para aterrizar acuerdos y romper el bloqueo de los expedientes.

			El tema más urgente era el de la Unión Bancaria. Tras la creación, durante la gran crisis financiera, del mecanismo único de supervisión y de resolución, reestructuración o liquidación de bancos, no había habido avances en casi una década para establecer un sistema europeo común de garantía de depósitos y de provisión de liquidez en caso de crisis bancarias.

			Para tratar de desencallar las negociaciones, se creó un grupo de trabajo liderado por España y Alemania: dado que teníamos las posiciones más alejadas sobre la creación de un sistema común europeo de la garantía de depósitos, si lográbamos un acuerdo sería más fácil conseguir el apoyo del resto de los Estados miembros. Trabajamos con la mejor voluntad…, pero al final no se pudo encontrar ese consenso.

			Este trabajo, liderado por los dos sherpas Carlos San Basilio y Jörg Kukies, reforzó la relación de confianza entre Alemania y España, que se consolidó como un país que tenía ideas y que lideraba proyectos europeos; un interlocutor clave para armar consensos en el ámbito económico. Un país con el que había que contar.

			El segundo ámbito prioritario era el de la Unión Fiscal. Frente a la centralización de la política monetaria del euro en el Banco Central Europeo, carecíamos de un instrumento europeo de apoyo presupuestario flexible y preventivo que evitase las crisis financieras. En caso de inestabilidad, el único recurso de apoyo financiero a los gobiernos era el Mecanismo Europeo de Estabilidad —MEDE—, el instrumento creado tras la crisis del euro que proporcionó los créditos necesarios para rescatar a Irlanda, Portugal, Grecia, Italia y España; tremendamente impopular por su carácter estigmatizante y por la fuerte condicionalidad aplicada tras la crisis de 2008.

			La Comisión había puesto numerosas ideas sobre la mesa, pero la única que parecía tener visos de prosperar era la creación de un nuevo instrumento presupuestario para la convergencia y el crecimiento, conocido por sus siglas en inglés, BICC (Budgetary Instrument for Convergence and Competitiveness).

			El objetivo era disponer de una herramienta fiscal que se pudiese incluir en el nuevo ciclo presupuestario europeo 2021-2027 para apoyar a los Tesoros nacionales y reforzar el crecimiento y la resiliencia de la moneda única frente a los shocks, financiando paquetes de reformas estructurales e inversiones en las economías del euro —y aquellos otros Estados miembros que quisieran participar—: un embrión de política fiscal europea para estabilizar la economía a través del ciclo y acompañar la política monetaria del euro.

			Tras intensas negociaciones, el presidente del Eurogrupo, Mário Centeno, planteó la reunión del 13 de junio de 2019 sin hora de finalización para forzar a los ministros a lograr el acuerdo sobre las líneas principales del instrumento. Había dos cuestiones primordiales que bloqueaban el acuerdo: el carácter contracíclico y la condicionalidad para acceder a los fondos. Eran líneas rojas para los ministros más reacios a avanzar en la integración económica —encabezados por Holanda—, frente a los países que, como España, nos posicionábamos a favor de una unión fiscal potente. Al final, a altas horas de la madrugada, logramos un texto equilibrado. Tal vez fue la reunión más productiva de las instituciones europeas durante ese año.

			Siempre que paseo por esa zona del barrio de Kirchberg, con una magnífica vista de Luxemburgo, recuerdo la vuelta tras la reunión al hotel Meliá —que está al lado del edificio del Consejo de Ministros— cuando salía el sol, cansados y muy satisfechos con el resultado y con el papel que había jugado España en la negociación, de nuevo protagonista en los grandes debates de la construcción europea.

			Aunque muchos valoraron el resultado como una victoria pírrica, ese trabajo preparatorio fue muy valioso para poder poner en marcha en 2020 los nuevos mecanismos de emergencia y responder a la pandemia: el mecanismo de apoyo al empleo (SURE), que financió los Expedientes de Regulación Temporal de Empleo —los ERTE— en España y el apoyo a los trabajadores autónomos, y los históricos fondos Next Generation, para financiar grandes paquetes de reformas estructurales e inversiones.

			El tercer ámbito bloqueado en la agenda de integración europea era la Unión de Mercados de Capitales, un tema sobre el que hasta ahora ha sido imposible avanzar por la divergencia de visiones e intereses, a pesar de la urgencia de contar con mercados de capital líquidos y profundos para financiar el crecimiento de las empresas europeas.

			Dedicamos mucho tiempo en 2019 a los asuntos europeos, pero, sobre todo, concentramos los esfuerzos en la Unión Bancaria y la reforma de las reglas fiscales. Fue una decisión acertada porque nuestro trabajo y liderazgo durante estos años fue clave cuatro años más tarde para lograr el acuerdo de los veintisiete Estados miembros para la reforma de las reglas fiscales, que llegaría en la última reunión del Ecofin bajo presidencia española, en diciembre de 2023.

			El creciente protagonismo en los foros europeos e internacionales me permitió vivir mis primeras candidaturas para un alto cargo internacional en esa primavera de 2019. Francia y Alemania me contactaron para animarme a proponer mi candidatura a la dirección del Fondo Monetario Internacional (FMI), que se abría ante la perspectiva de que Christine Lagarde pasase a ser presidenta del Banco Central Europeo. El presidente Sánchez estuvo de acuerdo en intentarlo y nos pusimos a la tarea de aunar los apoyos, dificultados por la presencia de tres candidatos de gobiernos progresistas —portugués, español y holandés— y la entrada en liza de Kristalina Georgieva, antigua jefa y gran amiga mía, que finalmente sería la elegida y está haciendo un trabajo extraordinario al frente del Fondo Monetario Internacional.

			Un año más tarde, en 2020, se abriría la posibilidad de presidir el Eurogrupo. De nuevo, los grandes países me instaron a concurrir. Negociamos a todos los niveles y en teoría teníamos compromisos de apoyo más que suficientes para una mayoría clara… Pero el sistema de voto no ponderado, secreto y por teleconferencia, dio un voto más al ministro irlandés.

			La sorpresa del resultado de la votación supuso un disgusto, pero confieso que también un gran alivio, porque el trabajo del Eurogrupo hubiese sido una enorme carga, además del Ministerio de Economía y la Vicepresidencia del Gobierno, y hubiese reducido mi capacidad de influencia en los grandes temas europeos, dada la neutralidad que exige una posición de presidencia.

			Esos procesos de selección, aunque largos y desagradables, llenos de maniobras y negociaciones políticas, fueron positivos: me sirvieron para posicionarme como una candidata fuerte para un puesto internacional de primer nivel y me enseñaron a saber gestionar expectativas, en quién confiar y en quién no de cara a cualquier otro proceso similar en el futuro.

			Volviendo a la primavera de 2019, poco después del cambio en el Fondo Monetario Internacional, se abrió una segunda opción para asumir un puesto en las instituciones europeas. Además de ganar las elecciones generales en España, el 29 de mayo el PSOE tuvo un gran éxito en las elecciones municipales y europeas. Eso consolidó su poder local, pues lideró los gobiernos de la mayoría de las comunidades autónomas, y le dio también un papel muy importante en la conformación de mayorías en el Parlamento Europeo.

			El presidente del Gobierno, uno de los líderes de la negociación de los altos puestos de las instituciones comunitarias, me había indicado que optábamos a una cartera europea importante en el ámbito económico, lo que en principio supondría mi vuelta a Bruselas. Esa opción estuvo sobre la mesa hasta el último momento, pero, finalmente, a principios de julio, el resultado de la negociación permitió que España consiguiese uno de los cinco principales puestos al frente de las instituciones que son acordados por los jefes de Estado y de Gobierno: el de vicepresidente y alto representante para la política exterior. Josep Borrell, hasta entonces ministro de Asuntos Exteriores, sería el representante de España en la nueva Comisión.

			Durante esos días, el presidente me anunció en Moncloa que pensaba nombrarme vicepresidenta en el siguiente Gobierno. No volví a pensar en ello hasta que me llamó a principios de noviembre para avisarme de que iba a anunciarlo en uno de los debates electorales en televisión. ¡Menos mal que me avisó! Así pude advertir a mi familia para que no se enterasen por los medios. En todo caso, se llevaron una buena sorpresa.

			El 10 de noviembre se celebraron las segundas elecciones generales de ese año. El PSOE mantuvo su fuerte posición de la primavera, pero la caída de Podemos, el desplome de Ciudadanos y la fuerte subida de VOX dejaron un Parlamento más fragmentado y una derecha más escorada a posiciones polarizadas. Ya no había varias opciones para lograr una mayoría suficiente en el Congreso y en esta ocasión la negociación fue muy rápida. El 30 de diciembre se firmó el acuerdo para formar el primer gobierno de coalición de nuestra democracia.

			En esas últimas semanas de 2019, combinábamos la atención a las negociaciones políticas para la constitución del Gobierno con la organización de uno de los eventos internacionales más importantes, que cerró con brillantez ese primer mandato, una Conferencia de las Naciones Unidas para el cambio climático: la COP25. Una de esas misiones imposibles que conseguimos realizar con éxito.

			Si algo hacemos bien en España es organizar grandes eventos. Pero montar en un tiempo récord una conferencia de la ONU sobre el cambio climático, en la que participarían más de veinte mil personas, fue sin duda una proeza logística y un referente para la Historia. 

			Estas grandes conferencias internacionales suelen organizarse con una anticipación de dos años, en los que se va preparando la logística, la agenda y la sustancia de las reuniones. Chile, el estado anfitrión para la COP25, tenía todo preparado para la conferencia cuando estallaron las protestas en las calles contra el Gobierno de Sebastián Piñera. La inestabilidad social hizo imposible plantearse un evento de tal magnitud… Y España se ofreció a acoger la cumbre.

			El Ministerio de Transición Ecológica lideró la preparación, con un equipo interministerial eficiente y entregado, reforzado con personas venidas de diferentes organismos internacionales, para conseguir los espacios necesarios, organizar la logística, la seguridad y encajar todas las piezas de un complejo puzle con participantes de los gobiernos, del mundo empresarial y financiero, organizaciones ecologistas y sociedad civil, negociaciones formales y eventos sociales. Fue también un reto impresionante para el centro de convenciones y eventos de IFEMA Madrid, que tuvo que reprogramar varias de las ferias que estaban previstas en esas fechas.

			En el caso de los ministros de Economía y Finanzas de todo el mundo, tuvimos una reunión muy productiva sobre la financiación de la transición medioambiental y una cena oficial en la Real Fábrica de Tapices, presidida por un impresionante cartón de Goya. Al final, todo salió bien.

			Habíamos empezado el año con el mensaje de Spain is back en Davos, y al cerrarlo celebramos el gran éxito de la que sería una de las últimas grandes conferencias internacionales antes de la pandemia, broche de oro de la legislatura, que consagró a España como un país solidario, anfitrión ideal de grandes eventos… y a Teresa Ribera, merecidamente, como una de las principales figuras mundiales en la acción climática.

			Tras un periodo turbulento, nos tomamos unos días de vacaciones familiares en Canarias, que me sirvieron para recuperar fuerzas y acumular energía positiva. Empecé el 1 de enero con ilusión, deseando disfrutar de los «felices años veinte» del siglo XXI. 
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La coalición

			 

			 

			A partir de 2020, mi papel en la escena política española y los retos del trabajo diario cambiaron radicalmente. Con el gobierno de coalición, el primero desde la vuelta de la democracia a España y casi el único en Europa con participación de un partido de extrema izquierda, me convertí para una parte del Gobierno en el enemigo a batir y, al mismo tiempo, para muchos ciudadanos y sectores del mundo económico nacional e internacional en el principal frente de resistencia ante las ideas más radicales e irresponsables del socio minoritario.

			En mi primer despacho con el presidente tras las elecciones hablamos de la estructura del Gobierno y del papel fundamental de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos de cara a garantizar la coherencia de las políticas públicas. También de la importancia de no alimentar los conflictos o la imagen de división; evitar la idea de que habría dos gobiernos en uno.

			Ese sería uno de los grandes retos de la coalición: transmitir mensajes claros y evitar la cacofonía, dada la acción constante del socio minoritario para marcar diferencias y dar la impresión de ejercer influencia y liderazgo a través de una estrategia de constante alimento de supuesta información, mayoritariamente medias verdades o tergiversaciones, a los medios de comunicación; por supuesto, multiplicada por un ecosistema interesado en azuzar la controversia y debilitar al Gobierno por una variedad de razones.

			En esa reunión abordamos algunos de los temas sobre la mesa en ese inicio de legislatura en el ámbito financiero y las principales líneas de política económica, con reformas significativas para mejorar el ambiente de negocios, la educación, las pensiones, la digitalización y la transición ecológica y la que sería una de las asignaturas más importantes y sensibles: la reforma laboral.

			La anterior reforma, adoptada por el Partido Popular en 2012, sin acuerdo con los agentes sociales y con una orientación ultraliberal para dar la máxima flexibilidad a los empresarios, había sido muy traumática. Por el proceso —sin diálogo ni acuerdos— y, sobre todo, por las consecuencias.

			A lo largo de los años, se había consolidado en España un modelo pernicioso en el que la inestabilidad de los contratos y los bajos salarios desincentivaban la formación de los trabajadores y deterioraban el capital humano y la productividad; la elevada rotación llevaba a la precariedad y generaba trabajadores pobres, lo que limitaba además la capacidad del país para consumir, ahorrar e invertir; para crecer y prosperar.

			El mal funcionamiento del mercado laboral era un gran lastre económico y la principal causa del aumento de la desigualdad y la vuelta de la pobreza infantil, una lacra inaceptable en una economía desarrollada como la española.

			Desde el primer día, identificamos el tema laboral como prioridad, tratando de encauzar la situación y de recuperar el tiempo perdido, con un incremento sustancial del Salario Mínimo Interprofesional en 2019, de más del 20 por ciento, que empezase a dignificar la situación de las personas en lo más bajo de la escala, sobre todo mujeres y jóvenes.

			Este aumento del salario mínimo, sin precedentes, había impulsado subidas en toda la escala salarial sin un impacto negativo material sobre el ritmo de creación de empleo. Esto confirmaba el enorme déficit acumulado durante los años anteriores, con unos salarios muy inferiores a los de equilibrio; los que correspondían a las condiciones del mercado.

			Frente a las advertencias y las resistencias de los medios e instituciones más conservadores, la subida del salario mínimo tuvo un impacto muy positivo sobre el bienestar social, pues fueron mejorando las condiciones laborales de las capas de la sociedad más vulnerables, pero desde el Ministerio de Economía, teníamos claro que había que seguir impulsando la recuperación de los salarios reales de forma responsable. Aunque los datos agregados apuntaban a que tras la primera subida del SMI quedaba margen para recuperar masa salarial, a partir de ahí habría que calibrar bien los aumentos y hacerlos con el máximo consenso y en el momento adecuado, en paralelo con la reforma laboral, para evitar un impacto negativo que ralentizase la creación de empleo, sobre todo en algunos sectores y segmentos, como la agricultura y el servicio doméstico, el empleo juvenil y en algunas regiones con niveles más bajos de precios y rentas.

			Para continuar teniendo resultados positivos, había que lograr un aumento de productividad, atender bien a la evolución de la economía y del empleo y no dañar las expectativas y la actividad empresarial, posición que compartían las personas más responsables del socio minoritario del Gobierno y los sindicatos, también para no incentivar el remplazo de los trabajadores menos cualificados por robots y máquinas en un contexto de cambio tecnológico. 

			Aunque con el gobierno en funciones no había sido posible entrar en profundidad en la reforma laboral en la legislatura anterior, sí habíamos adoptado medidas para mejorar la gestión y luchar contra los abusos, como el Plan Director por un Empleo Digno, el Plan de Retorno para apoyar a los jóvenes que habían salido del país ante la falta de oportunidades, y medidas sociales contra la precariedad laboral y para la igualdad entre hombres y mujeres. En la nueva legislatura, era preciso articular un nuevo Estatuto de los Trabajadores para el siglo XXI: un nuevo contrato social que reflejase los cambios de la estructura económica, la mayor flexibilidad y variedad de las relaciones entre empresa y empleado, el impacto de la digitalización y el auge de los autónomos.

			Tenía claro que no sería fácil. Se trataba de un tema con gran carga política y motivo de división, por múltiples razones, pero también de una pieza clave para cambiar el modelo productivo, así que teníamos que enfocarlo bien, manteniendo la calma y el rumbo. 

			Por una parte, los partidos de izquierda habían posicionado la «derogación de la reforma laboral del Partido Popular» como prioridad y bandera de la oposición en los años anteriores. Sin embargo, lo adecuado en esta nueva fase era invertir la energía política en un programa en positivo. Centrar los esfuerzos en deshacer las reformas anteriores y tratar de volver al marco previo a 2012, en el que en realidad España tenía los mismos desequilibrios y problemas que en 2019, no iba a conducir a cambios favorables para la economía o la sociedad.

			Había que mirar hacia delante, corregir los errores del pasado y articular un modelo laboral moderno, alineado con los países más avanzados, que permitiese combinar la necesaria flexibilidad con la seguridad y estabilidad en el empleo.

			También hacía falta abordar la situación especial de las profesiones más inestables, como los autores y artistas, corregir los abusos de las subcontratas y los incentivos negativos para el trabajo derivados del sistema de subsidios al desempleo, especialmente los destinados a los mayores de cincuenta y dos años.

			Por otra parte, durante los dos primeros años en el Gobierno, habíamos conseguido un gran apoyo de los mercados financieros y los organismos internacionales: era fundamental mantener ese tono positivo, garantizando la continuidad de una política económica responsable y previsible. Y abordar sin demora las reformas que se recomendaban desde hacía años, imprescindibles para poder modernizar y reforzar la estructura económica del país.

			Una parte del ámbito empresarial era consciente de la necesidad de mejorar las condiciones laborales, especialmente de las generaciones más jóvenes, acabar con los abusos y reducir la economía sumergida, que generaba una competencia desleal.

			La entrada en el Gobierno de un partido que había tenido un discurso público «antisistema» hacía todavía más importante lanzar un mensaje de seguridad jurídica y confianza, huyendo de cualquier radicalidad que pudiese llevar a la inestabilidad financiera.

			Por todas estas razones, mi papel en el gobierno de coalición era quizá más significativo que en la etapa anterior: había que lanzar un mensaje claro de continuidad de la política económica y acertar con la reforma laboral para poner en marcha un círculo virtuoso que terminase con la anomalía del alto paro estructural y alinease España con el resto de la Unión Europea. También por todas estas razones, la negociación del acuerdo del gobierno de coalición fue especialmente complicada en este punto.

			Yo tenía una confianza total en el equipo de negociación, que entendía bien lo que nos estábamos jugando, y, finalmente, se incluyó en el programa el objetivo del equilibrio presupuestario y la responsabilidad fiscal y un texto que daba margen de maniobra para derogar «los aspectos más lesivos de la reforma laboral» anterior.

			El 13 de enero de 2020 tomé posesión como vicepresidenta tercera del Gobierno. No me cambiaba mucho la vida, puesto que ya dirigía la política económica, y estaba feliz de compartir el ascenso a una vicepresidencia con Teresa Ribera como vicepresidenta cuarta, porque así se visualizaban las dos prioridades del Gobierno, la agenda verde y digital. Además, estaba más acompañada en la cabeza de la mesa, con Carmen Calvo como vicepresidenta primera y Pablo Iglesias como vicepresidente segundo.

			En mi segundo discurso de toma de posesión, puse en valor la primera fase de Gobierno, en la que habíamos trabajado mucho y bien, señalé el mensaje positivo de la elevación del rango del ministerio a una de las vicepresidencias, agradecí al equipo y a la familia y terminé con la llamada a la acción: ¡ánimo, adelante y a trabajar!

			Las perspectivas económicas para 2020 eran favorables y el objetivo era culminar el programa de reformas estructurales que habíamos diseñado, tratando de movilizar toda la inversión que pudiésemos dentro del marco de responsabilidad fiscal para acompañar los cambios normativos y lograr el máximo impacto real.

			A pesar de los conflictos constantes en los medios y la alimentación interesada de un enfrentamiento ideológico potente dentro del Gobierno, la interacción directa con los socios en el terreno económico fue muy limitada en esta primera etapa de la coalición.

			De hecho, en la reunión de estrategia celebrada en Quintos de Mora el 10 de febrero de 2020, el ambiente fue cordial y no hubo ninguna crítica sustantiva a mi visión y propuestas de política económica.

			Lo cierto es que durante esos años tuve poco contacto directo con los ministros del socio minoritario del Gobierno. Con algunos desarrollé una buena relación, en lo profesional y personal. Hubo discrepancias, sobre todo en ámbitos más simbólicos, pero en general no se verbalizaron abierta o directamente en los órganos o por los cauces previstos para articular posiciones comunes.

			En cualquier órgano de gobierno, como en cualquier organización humana, hay distintos puntos de vista, hay debates. Cuando se gobierna un país, hay que dejar atrás los grandes discursos retóricos y trabajar duramente para resolver los problemas de la mayoría de la población. Ello exige bajar de las proclamas a la gestión, escuchar a los demás, contrastar puntos de vista y analizar los pros y los contras de las distintas opciones. Eso es lo normal. Para eso están las distintas comisiones interministeriales de trabajo y coordinación y el diálogo entre los equipos de cualquier gobierno: para tomar decisiones, integrar y encontrar el buen equilibrio entre los distintos puntos de vista. Lo anómalo es que los debates se realicen en la mayoría de las ocasiones a través de los medios de comunicación, como hemos visto durante estos años.

			Lamentablemente, el constante ruido de los conflictos reales o ficticios, alimentado mediante briefings, filtraciones y acciones de contraprogramación en cada reunión del Consejo de Ministros, debilitó la capacidad de comunicar las políticas públicas, boicoteando la imagen coherente del Gobierno.

			Fue bastante surrealista vivir en primera persona la dicotomía entre la realidad y lo que contaba la prensa, escuchar los mensajes que se difundían para tratar de colocar una versión imaginaria de las cosas basada en prejuicios, leer noticias inventadas y conflictos virtuales, ser objeto de ataques constantes en público para tratar de utilizarme como símbolo de todos los males y demonizar la acción del Ministerio de Economía.

			En realidad, hablé poco con los socios minoritarios del Gobierno. Con su líder, el vicepresidente segundo, conversé de temas de trabajo solo una vez, con ocasión del primer paquete de medidas en respuesta a la pandemia, en marzo de 2020. En el Ministerio de Economía estábamos trabajando muy intensamente para coordinar el Real Decreto Ley y me avisaron en medio de una reunión con Isabel Celaá, en el Ministerio de Educación, de que quería hablar conmigo urgentemente. Empezó fuerte: «Te voy a decir lo que tienes que hacer para que el Real Decreto Ley pase: además de congelar el pago de los créditos hipotecarios, hay que congelar el pago de todos los alquileres del país». Le dije que no podíamos hacerlo sin evaluar con cuidado el impacto que podría tener, muy significativo, sobre todos los propietarios de viviendas, muchos de ellos personas de clase media. No me dejó terminar mi razonamiento y repitió que el Real Decreto Ley solo saldría bajo sus condiciones. Me amenazó con hablar con el presidente, entonces le dije: «Tú mismo…», y así terminó la conversación. El Real Decreto Ley salió adelante y no volvimos a tener prácticamente ningún contacto bilateral.

			Han sido muchos los asuntos en los que se han utilizado los medios para dar una imagen sesgada de los debates del Gobierno, siempre yendo a las posiciones más extremas. De manera sistemática se ha utilizado al Ministerio de Economía como excusa, buscando culpables del freno a las políticas aparentemente más «progresistas» sin tener en cuenta el interés general y la responsabilidad que se exige a la hora de tomar decisiones. Pero, más allá de los debates públicos, su influencia real en materia económica ha sido bastante limitada, lo que ha permitido llevar adelante el programa que nos marcamos ya en 2018.

			El asunto más delicado en este terreno fue sin duda la reforma laboral, con dos momentos críticos: en primer lugar, el acuerdo sorpresa suscrito con Bildu el 20 de mayo de 2020 en la negociación de la prórroga del estado de alarma por la pandemia. En segundo lugar, la negociación a múltiples bandas del texto legal durante el segundo semestre de 2021, de la que hablaré en detalle más adelante. 

			Tuve la primera noticia sobre el acuerdo para derogar íntegramente la reforma del Partido Popular, «de forma urgente, antes del fin de las medidas extraordinarias por la pandemia», a través de un mensaje de alguien de mi equipo. Sin dar crédito, llamé a las personas que estaban negociando la prórroga del estado de alarma, advirtiendo de que no era un texto aceptable, que iba más allá del programa electoral, que cualquier mensaje radical era inoportuno en una situación tan delicada para la economía, en la que la prioridad era mantener el apoyo de los empresarios y la estabilidad económica y financiera ante la fuerte incertidumbre y la caída de la actividad.

			Tras recibir respuestas confusas, por la noche conseguí hablar con el presidente, con el que compartí mi preocupación y al que transmití que, si ese era el plan, yo no sabía qué hacía en el Gobierno. No estaba segura de si tendría otra perspectiva al día siguiente, pero, en ese momento, no veía ningún sentido a mi trabajo. Sufríamos el acoso diario de los escraches en la puerta de casa, mis hijos recibían amenazas, trabajábamos veinticuatro horas al día para tratar de salvar la economía… Y parecía que a nuestro alrededor todos actuaban de forma irresponsable, poniendo en riesgo lo verdaderamente importante. Poco después, recibí el mensaje de que se había cambiado el texto para alinearlo con el programa electoral. Sentí alivio, pero confieso que viví una enorme tensión y no dormí esa noche.

			No sé cómo, los medios de comunicación supieron que yo había jugado un papel relevante en ese cambio de guion… y al día siguiente, todos se hicieron eco de mi influencia y me representaron como el principal freno a Podemos. Supongo que esto fue lo que les empujó a lanzar un pulso en público, insistiendo en términos grandilocuentes en que se iba a proceder a la derogación íntegra de la anterior reforma laboral. Ante el riesgo de que la polémica siguiese y el ruido político dificultase la incipiente recuperación económica, decidí zanjar el tema, aprovechando mi intervención en la conferencia del círculo de los empresarios catalanes, el Cercle d’Economia, el 21 de mayo de 2020.

			Para no dejar lugar a dudas, redacté con cuidado el texto y lo leí ante las cámaras con la gravedad que la ocasión requería. Tras recordar que nos enfrentábamos a la mayor recesión de nuestra historia como consecuencia de la pandemia, con un impacto de caída del PIB superior al 9 por ciento, más de tres millones de trabajadores en expedientes de regulación temporal de empleo, más de un millón de autónomos con cese de actividad, y un aumento de la pobreza, que afectaba sobre todo a mujeres y jóvenes, envié el mensaje principal: «Con esta realidad sobre la mesa, sería absurdo y contraproducente abrir un debate de esta naturaleza y generar la más mínima inseguridad jurídica en este momento. Los contribuyentes nos pagan por solucionar problemas, no para crearlos». Además, enfaticé que, una vez que estábamos controlando la enfermedad, la prioridad era recuperar la actividad económica y apoyar a las empresas y a los trabajadores, que las medidas que habíamos adoptado estaban siendo eficaces y, agradeciendo públicamente una vez más a los empresarios el compromiso y el esfuerzo que también ellos estaban haciendo en ese instante, me comprometía a que cualquier modificación en el ámbito laboral se haría de forma dialogada con los agentes sociales.

			Al día siguiente, en el Consejo de Ministros, decidimos que toda España pasase a la fase II de la desescalada. Se cerró así una semana horribilis en la que había tenido que gestionar la primera brecha abierta por los socios de Gobierno en el ámbito económico y había salido vencedora. Con mayor o menor acierto en el relato de los hechos, todos los medios de comunicación coincidían en algo: yo era un activo, un pilar importante y positivo para el presidente, y el principal muro de contención frente a los extremismos de los socios.

			En mis notas personales de esos días, se refleja la enorme preocupación por la recuperación de la economía. Habíamos acordado la sexta y última prórroga del estado de alarma, con un papel fundamental de las comunidades autónomas para la gestión de las medidas en sus territorios, y las cifras del mercado laboral, aunque positivas, todavía no nos permitían saber qué orientación iba a tomar la economía: si habríamos logrado proteger la base para la recuperación o simplemente retrasado una larga recesión como la vivida tras el shock financiero de 2008.

			Al final, salimos adelante y considero que, con todas las dificultades, salvo en el ámbito del feminismo, este primer gobierno de coalición fue muy positivo para España. Incorporó a la responsabilidad pública a personas que hasta entonces habían crecido cómodas en la acción social y la crítica. Les hizo ver más directamente la realidad y el enorme trabajo que conlleva la labor de Gobierno. Por otra parte, los ciudadanos apreciaron la diferencia entre los discursos, las declaraciones sensacionalistas y el trabajo de gestión diaria, que es el que consigue cambiar las cosas. Más importante aún, la coalición contribuyó a la paz social en tiempos turbulentos y a alinear a los agentes sociales para responder a la pandemia y desplegar la agenda de reformas económicas que el país necesitaba de manera consensuada y eficaz.

			Y es que, nada más empezar la legislatura, todos los discursos revolucionarios y las ideas grandilocuentes se vieron arrastrados por un shock de gran magnitud que marcaría la acción del Gobierno a partir de 2020: la pandemia.
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El shock

			 

			 

			Recuerdo los meses de pandemia como una pesadilla. Durante esas primeras semanas de 2020, seguimos con atención el desarrollo de un nuevo virus surgido en China. Nos parecía increíble que se pudiese encerrar a la gente en sus casas; algo lejano, como de película. La información que llegaba era muy confusa y los representantes chinos en los organismos internacionales se encargaban de minimizar la preocupación y decir que todo iba bien.

			Mi visión cambió cuando la pandemia se extendió por Italia. El salto entre continentes y el confinamiento de regiones enteras despertó las alarmas…, pero en Europa no teníamos una hoja de ruta clara sobre cómo abordar el tema, más allá de la cancelación de los grandes eventos y aglomeraciones, empezando por el Mobile World Congress en Barcelona y siguiendo por las fallas en Valencia y las procesiones de Semana Santa en todo el país.

			A finales de enero, fui a la reunión del G20 en Arabia Saudí y paré a la vuelta en Barcelona para mostrar el apoyo a la ciudad y a la industria digital y de telecomunicaciones ante la cancelación del congreso del Mobile, el más importante del mundo en materia de telecomunicaciones y tecnologías digitales, que tantos recursos aporta a la ciudad. Hice allí una entrevista en la Cadena SER con Josep Cuní. Antes de entrar yo, estaban conectando con una señora confinada en Italia, pero aun así no lo veíamos venir.

			Una vez en Madrid, me avisaron de que había tenido un contacto con una persona en el edificio de la radio que tenía COVID. Vino al despacho un médico vestido como un astronauta y me hizo la primera PCR, que confirmó que no estaba contagiada.

			Y llegó el 8M de 2020 y asistí tranquila a la manifestación y disfruté de la energía positiva de miles de mujeres y hombres en defensa de la igualdad de género, sin sospechar que todas las personas de mi alrededor caerían enfermas y que unos pocos días más tarde tendríamos que acordar el confinamiento de la población para tratar de frenar la evolución exponencial de las infecciones.

			El 14 de marzo, domingo, tuvimos una larga reunión del Consejo de Ministros para acordar las medidas extraordinarias de respuesta a la pandemia. Tras ella, el histórico Real Decreto 463/2020 declaró el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, procediendo al confinamiento de la población y a la parada de la actividad económica no esencial.

			Esa fecha marcó un antes y un después para quienes vivimos aquello. En mi caso, además del cambio en la vida diaria derivado del confinamiento, como para todos los ciudadanos españoles, el trabajo pasó a ocupar las veinticuatro horas al día, siete días a la semana, para tratar de salvar la economía española, en un contexto desolador de calles vacías, tiendas cerradas y silencio. Tuvimos que correr una maratón a ritmo de sprint. Y lo hicimos.

			En aquel primer momento, lo fundamental era mantener la calma, tratar de anticipar el posible impacto de la crisis sanitaria y analizar las posibles medidas de respuesta, para poder tomar decisiones rápidamente y evitar un cataclismo irrecuperable.

			Recuerdo pedir a la Dirección General de Análisis Macroeconómico una estimación del coste en términos de PIB de tener parada la economía un mes. El análisis macroeconómico suele trabajar con porcentajes para expresar pesos relativos o tasas de variación intertemporales, así que, naturalmente, los compañeros me mostraron tantos por ciento. Pero los porcentajes no eran lo importante, sino que había que utilizar valores absolutos, miles de millones de euros, para tratar de acertar con la magnitud de las medidas necesarias.

			Sabíamos que el impacto sería mayor en España que en otros países europeos, dado el peso del sector turístico y de las actividades basadas en la relación interpersonal, las más restringidas para frenar el contagio del virus. Así que la prioridad era proporcionar liquidez suficiente para evitar un colapso del sistema económico y mantener la confianza de empresas, inversores y ciudadanía.

			En esos días traté de recopilar todos los análisis disponibles sobre el impacto de las pandemias a lo largo de la Historia. Había muy pocos datos y, en general, los estudios se remitían al escenario más catastrófico imaginable —la guerra—, que no era comparable con la situación a la que nos enfrentábamos.

			En el caso de la pandemia había una caída de la producción y de la demanda, frente a la reorientación de la producción hacia la industria militar y el brutal incremento de la demanda de alimentos, materias primas, productos industriales y armamento que se deriva de un conflicto bélico. Además, la respuesta a la enfermedad supondría una parada muy urgente de parte de la actividad y, por tanto, una caída brusca de la demanda de trabajo, frente al brutal incremento de la necesidad de trabajadores que se produce en una guerra para atender al frente de batalla y al incremento de actividad del resto de la economía.

			El desequilibrio de las cuentas públicas sí era una consecuencia común a ambos escenarios. Pero, a diferencia de una guerra, en el caso de la pandemia no cabía esperar un problema generalizado inmediato de inflación, más allá del alza de precios de algunos productos básicos y medicamentos por la ruptura de las cadenas de suministro.

			Tras analizar los distintos escenarios, estaba claro que el principal riesgo derivado de la pandemia era el de una grave recesión mundial, con paro, quiebra de empresas y de entidades financieras. La memoria de la Gran Crisis Financiera de 2008 estaba fresca y había que evitar a toda costa una reacción en cadena que hundiese el sistema financiero global. Aunque en el caso de la pandemia no cabía esperar destrucción del capital físico del país, como en una guerra o un desastre natural, dependiendo de su duración sí había un gran riesgo de daño estructural si se desencadenaba un cataclismo en las empresas y las estructuras económicas globales que lastrase la capacidad de recuperación una vez eliminadas las restricciones sanitarias. 

			La incertidumbre era total y, ante las preguntas públicas sobre las previsiones de impacto, me remití a las estimaciones del Fondo Monetario Internacional, que parecían excesivamente modestas, señalando a continuación que había que tomar estas estimaciones con cautela porque no parecían muy sólidas (esta segunda parte de la respuesta fue omitida por la mayoría de los medios de comunicación).

			Lo cierto es que nadie podía estimar la conmoción, ni siquiera imaginar que la economía tendría que estar al ralentí durante tres meses, con una restricción de la actividad agravada todavía más en abril, durante la Semana Santa, y que las limitaciones de actividad y movilidad seguirían durante buena parte del año y se extenderían hasta entrado 2021.

			No nos imaginábamos lo que teníamos por delante. Pero sabíamos que se trataba de algo muy grave. La perspectiva era muy negativa y en aquel momento nadie podía racionalmente esperar que la economía española lograría superar el shock, evitar daños estructurales y recuperarse con fuerza a partir del año siguiente. No disponíamos de precedentes. No había ninguna hoja de ruta de política económica para enfrentarse a una situación inédita.

			Lo más importante era mantener la cabeza fría, tomar rápidamente medidas de gran impacto y establecer un marco flexible para ir adaptándolas según evolucionase la situación, tratando de anticiparnos a los riesgos y prevenir los escenarios más negativos para no tener que reaccionar demasiado tarde. 

			Adoptamos el primer Real Decreto Ley de medidas urgentes el 10 de marzo de 2020 para prohibir los vuelos con Italia, que en aquel momento parecía el foco principal de contagio; asimilar los periodos de aislamiento o contagio de las personas trabajadoras por el virus COVID-19 a los accidentes de trabajo a efectos de la prestación por incapacidad temporal de la Seguridad Social; impedir el desahucio de las personas más vulnerables; y regular el suministro de productos y medicamentos afectados por dificultades de abastecimiento. 

			El segundo paquete de medidas se adoptó el 12 de marzo, movilizando ya recursos por importe de más de 18.000 millones de euros, para financiar a las comunidades autónomas y permitirles así reforzar el sector sanitario y los sistemas de alimentación infantil a través de los centros escolares. Se trataba de evitar la rescisión de contratos de comedores escolares que empezaban a ejecutar algunos gobiernos autonómicos, desencadenando con ello un grave problema económico —para las empresas concesionarias— y social —para las familias que dependían del comedor escolar—. Este paquete contenía ya medidas de liquidez y reducción de costes de las pequeñas y medianas empresas y autónomos y en el sector turístico, incluyendo la moratoria en el pago de impuestos y cotizaciones sociales.

			Se duplicó hasta 400 millones de euros la línea de crédito al sector turístico que, afortunadamente, ya teníamos activada desde unos meses antes, en octubre de 2019, ante la quiebra del touroperador Thomas Cook, ampliándose también el acceso a todos los trabajadores autónomos establecidos en España, y se extendió la bonificación para los trabajadores fijos-discontinuos del sector, una medida especialmente significativa para la comunidad de Baleares.

			Estas medidas urgentes de liquidez dirigidas a los sectores más afectados permitieron ganar unos días para poner en pie el principal paquete integral de medidas económicas de respuesta a la pandemia, orientado ya no solo al soporte de corto plazo, sino también a la estabilización de la economía en su conjunto.

			Tres días después de la declaración del estado de alarma, con el tercer paquete extraordinario de medidas, aprobado el 17 de marzo de 2020, además de reforzar todas las medidas de respuesta en materia sanitaria, ya establecimos el marco principal de respuesta a la pandemia en materia económica y social, que se iría adaptando a lo largo de toda la emergencia sanitaria, con cuatro mecanismos principales para proteger el tejido productivo del país, el empleo y las familias: los avales del ICO, los Expedientes de Regulación Temporal de Empleo (ERTE), la prestación extraordinaria de autónomos y las medidas de ayuda para los colectivos más vulnerables.

			En tan solo unos días, diseñamos, construimos y activamos el marco y los instrumentos de apoyo financiero que nos facilitarían el camino para salvar la economía española. En ese momento, la epidemia de COVID-19 se había convertido ya en una pandemia; una emergencia sanitaria global.

			Europa no disponía de un fondo estratégico de medicamentos, mascarillas, material de aislamiento y protección. Dependíamos de China y la India para muchos de estos productos que, de la noche a la mañana, eran imprescindibles. Todo el foco estaba en el logro de máquinas para producir mascarillas eficaces a gran escala, con una competencia internacional feroz en la que los contratos se rompían en minutos para irse al mejor postor y los precios subían como la espuma. Recuerdo que el ejército consiguió dos máquinas para producir mascarillas y una de ellas nunca llegó a España porque acabó en otro país que había ofrecido un precio mucho más alto durante el transporte. Tuvimos que regular el precio de las mascarillas y poco a poco ir recuperando la normalidad del suministro.

			En cuestión de días, la crisis sanitaria estaba transmitiéndose a la economía mundial a una velocidad inusitada por diversos canales: en primer lugar, el confinamiento en China, con impacto sobre las cadenas de valor globales al caer la producción en uno de los principales centros industriales y logísticos. En segundo lugar, la extensión de la enfermedad al resto del mundo estaba frenando el comercio de bienes y de servicios, con una repercusión inmediata y brutal sobre el sector turístico. Asimismo, la incertidumbre frenó en seco las decisiones de inversión, generando un altísimo riesgo de colapso del sector financiero.

			Además de la caída de la actividad global, las medidas de contención que hubo que adoptar en España tuvieron un impacto directo sobre la demanda doméstica: el cierre de los colegios, la suspensión de actos públicos y la prohibición de vuelos y otros transportes, naturalmente, supusieron un fuerte golpe económico, sobre todo en el sector del turismo y servicios conexos, transporte, educación y cultura.

			Las medidas de cuarentena y contención, imprescindibles para frenar la extensión del virus, previsiblemente hundirían los ingresos de las empresas, generando tensiones de liquidez que podrían derivar en problemas de solvencia y pérdida de empleos. Si no se adoptaban medidas urgentes de estabilización, en un contexto de alta volatilidad de los mercados financieros, lo más probable era una crisis como la de 2008.

			En este escenario, la prioridad absoluta fue proteger y dar soporte al tejido productivo y social para minimizar las consecuencias, hacer que los efectos negativos se convirtiesen en transitorios y lograr que, una vez finalizada la alarma sanitaria, hubiese un rebote en la actividad. Había que evitar un choque más permanente o estructural debido a un círculo vicioso de caídas de demanda y producción como las de 2008-2009, con una salida masiva de trabajadores al desempleo y un ajuste brutal para los trabajadores temporales y los autónomos.

			Las instituciones europeas actuaron con rapidez para suspender la aplicación de las reglas fiscales y flexibilizar las de ayudas de estado y el uso de los Fondos Estructurales, en principio asignados a los países para inversiones en infraestructuras, permitiendo así financiar las actuaciones necesarias en el ámbito de la salud y la educación.

			En este marco, a nivel nacional teníamos que evitar una parada total de la actividad económica. Para ello, como complemento al suministro de liquidez al sistema financiero por parte del Banco Central Europeo, se aprobó una línea de avales por cuenta del Estado, de una magnitud sin precedentes: hasta 100.000 millones de euros.

			La idea era canalizar a través del sistema financiero liquidez para que las empresas y los autónomos pudiesen cubrir tanto la renovación de préstamos como la nueva financiación para atender, a corto plazo, todas las necesidades diarias y vencimientos de obligaciones financieras o tributarias.

			Esta línea de garantías suponía una revolución para el ministerio y para el ICO, el único organismo con capacidad para gestionarla, desde el punto de vista cuantitativo y cualitativo. Se trataba de llegar rápidamente a todas las empresas del país y, para ello, teníamos que articular un mecanismo con los bancos que fuese ágil, sin carga burocrática, y que al mismo tiempo evitase los abusos. Los equipos tuvieron que adaptar todos los procedimientos y sistemas en tiempo récord. 

			Un punto de discusión importante se refería al porcentaje de cobertura de la garantía pública. En el ministerio teníamos claro que necesitábamos que las entidades financieras asumieran parte del riesgo, que se jugasen sus propios recursos —lo que se conoce como interés propio o skin in the game—, con el fin de garantizar que tendrían incentivos para hacer un buen análisis de las empresas y minimizar el riesgo para las arcas públicas. Pero las entidades financieras estaban ejerciendo una fuerte presión, en público y en privado, para que la cobertura pública fuese del 100 por ciento, amenazando con que cualquier porcentaje inferior llevaría al fracaso. Si hubiésemos aceptado sus premisas, el sector público hubiese asumido todo el riesgo. Solo uno de los presidentes de los bancos con los que hablé personalmente en esos días fue honesto y me dijo: «A partir del 60 por ciento podemos trabajar».

			Sobre esta base, asumiendo un riesgo muy elevado pero adecuado en las circunstancias, y gracias al trabajo excelente de los equipos, en unos días, el Consejo de Ministros que se reunió el 24 de marzo establecería las condiciones y requisitos aplicables a los avales del ICO. Con el fin de disponer de flexibilidad para ajustar el mecanismo a la luz de la experiencia, decidimos movilizar las garantías por tramos, empezando con uno de 20.000 millones de euros y reservando un compartimento para proteger el acceso de las pymes y autónomos al apoyo público.

			Se firmaron a buen ritmo los acuerdos con las entidades financieras, con tasas de cobertura entre el 60 por ciento y el 80 por ciento para las pymes, se pusieron en pie los sistemas informáticos para la gestión, y en julio la línea estaba plenamente operativa, con un gran éxito de aplicación.

			El sistema de garantías ICO, puesto en marcha en tiempo récord y ampliado más adelante en 40.000 millones de euros, proporcionó la liquidez necesaria para mantener viva la economía española hasta junio de 2022.

			En segundo lugar, pusimos en marcha una de las medidas más potentes de estos años: los Expedientes de Regulación Temporal de Empleo —ERTE—, que priorizaron el mantenimiento del empleo sobre la extinción de los contratos al generalizar la suspensión y la reducción temporal de la jornada laboral, siguiendo el modelo aplicado en otros países, para evitar que una situación coyuntural como la generada por la pandemia tuviese un impacto negativo estructural sobre el empleo, como había sido el caso en España durante todas las crisis anteriores.

			Bajo este modelo novedoso, las pérdidas de actividad consecuencia del COVID-19 pasaron a tener la consideración de «fuerza mayor», permitiendo la suspensión de los contratos laborales o la reducción de la jornada. Se agilizó la tramitación de los procedimientos de regulación de empleo y se posibilitó el acceso a la prestación contributiva por desempleo para los trabajadores, aunque carecieran del periodo de cotización necesario para ello, deteniendo el cómputo de los plazos máximos para recibir la prestación durante el periodo de la suspensión del contrato o la reducción de la jornada.

			Finalmente, el sistema incorporó una bonificación fiscal que fue clave para su éxito, al exonerarse a las empresas del pago de entre el 75 por ciento y el 100 por ciento de la aportación empresarial a la Seguridad Social, con un apoyo especial a las pymes de menos de cincuenta asalariados, siempre que estas se comprometieran a mantener el empleo.

			Aunque en otros países la regulación temporal de empleo —como el Kurzarbeit en Alemania— era un mecanismo muy extendido para hacer frente a fluctuaciones de la actividad y la demanda, no había tenido mucha aplicación en España hasta ese momento, primándose en nuestro país los brutales ajustes de empleo, que acentuaban la caída del PIB y la intensidad de los ciclos económicos. Algunas personas pensaron que este instrumento no sería de utilidad en un país de pymes y con un fuerte peso del sector servicios.

			Sin embargo, gracias a los fuertes incentivos fiscales y la conveniencia de mantener el vínculo con los trabajadores en un escenario que se preveía transitorio, las empresas españolas de todos los sectores recurrieron masivamente a los ERTE, contribuyendo de forma decisiva a minorar el impacto negativo sobre el empleo y la actividad económica de la caída de actividad por la pandemia.

			Junto a los ERTE, se generalizó también el régimen de protección para los trabajadores fijos-discontinuos, cuyo contrato, estable, se activa en distintas ocasiones a lo largo del año, con un peso considerable en los sectores más estacionales, el turístico y la agricultura. Poco a poco, este modelo iría consolidándose como el más adecuado para garantizar la estabilidad de las relaciones laborales para actividades altamente estacionales, hasta integrarse después de manera estructural en el Estatuto de los Trabajadores a través de la reforma laboral.

			En tercer lugar, se estableció por primera vez una prestación extraordinaria para los trabajadores autónomos, que no contaban en nuestro país con mecanismos de protección ante situaciones imprevistas. Esta medida, que cubrió a un millón y medio de personas, permitió evitar la situación vivida en otros países, como Italia, que, con un número significativo de autónomos en el sector turístico, tuvieron que enfrentarse a situaciones sociales de gran tensión, incluso asaltos a los supermercados, ante la pérdida total de ingresos por el confinamiento.

			Los ERTE y la prestación de autónomos tuvieron un efecto positivo colateral adicional: generaron importantes incentivos para la regularización de los trabajadores y el afloramiento de la economía sumergida. Y se puso en valor el capital humano, al mantenerse el vínculo y reincorporar de manera automática a los trabajadores que contaban con la formación para la actividad en cuestión y que conocían la empresa.

			En cuarto lugar, el paquete del 17 de marzo incluyó medidas de apoyo a las personas más vulnerables, para tratar de minimizar el impacto social. Se creó un Fondo Social Extraordinario de 300 millones de euros para las comunidades autónomas y margen fiscal para utilizar el superávit de los ayuntamientos, con el fin de garantizar la asistencia a domicilio de las personas dependientes, la ampliación de los colectivos protegidos en suministro de agua, gas, electricidad y servicios de telecomunicaciones, congelando el precio de la bombona de butano.

			También se adoptaron medidas para favorecer el teletrabajo, con una primera dotación de 200 millones de euros a través del ICO para que las empresas pudiesen comprar el material digital necesario para trabajar desde el hogar, y la flexibilidad en la reducción de jornada para las personas que tuviesen que cuidar a familiares.

			Finalmente, el Real Decreto Ley incluía un capítulo importante orientado a evitar a toda costa un escenario como el vivido tras la crisis de 2008, con desahucios masivos, un problema social de primer orden y un elevado riesgo de crisis financiera: la protección de los deudores hipotecarios en situación de vulnerabilidad, para que pudieran acceder a una moratoria en el pago de sus hipotecas y evitar la pérdida de sus viviendas.

			Sobre esta arquitectura, a partir de marzo de 2020 tuvimos que aprobar uno o dos paquetes de medidas cada semana para responder con agilidad a la realidad cambiante y evitar el hundimiento de nuestra economía. La magnitud del reto no tenía antecedentes en tiempos de paz. Teníamos que movilizar suficiente liquidez para mantener la actividad, evitar a toda costa tomar decisiones que pudiesen generar un problema estructural, dar ayudas a quien lo necesitase sin despilfarrar recursos públicos y apoyar a las personas más vulnerables, pero dando un tratamiento diferenciado y preferente a la economía regular frente a la sumergida. No teníamos ninguna garantía de éxito y tocaba ser creativos y también responsables, actuando con medidas urgentes, pero sin perder la visión de medio y largo plazo.

			Siempre tuvimos claro que habría que ir adaptando las medidas según evolucionase la situación. La experiencia mostraba la dificultad de retirar ayudas una vez en marcha así que era fundamental acertar desde el principio con las medidas y evitar, por ejemplo, aquellas que tuviesen un alto coste de gestión y control o que al final llegasen a pocos beneficiarios.

			Para tratar de hacer el mejor uso de los recursos públicos, también era importante establecer plazos o cláusulas de revisión, cada trimestre o semestre, o de adaptación automática en función de parámetros objetivos.

			Fueron muchas las ideas propuestas a lo largo de toda la pandemia que tuvimos que rechazar por su impacto incierto o incluso negativo y su coste desproporcionado, como la que se planteó durante la primera semana tras la irrupción del virus, para ofrecer ayudas a las personas que tuviesen que quedarse en casa ante el cierre de los colegios, o las llamadas para dar ayudas directas generalizadas a todas las empresas, sin atender a su necesidad real, o incluso llevando el apoyo público a la economía sumergida.

			En realidad, no resulta extraño que haya movimientos erráticos y todo tipo de propuestas en una situación de tanta tensión como la vivida con la pandemia. La sociedad y las empresas estaban sumidas en una incertidumbre extrema y la preocupación era máxima en los sectores más directamente afectados: el turismo, la hostelería y el transporte. La población estaba reaccionando con un civismo notable pero la tensión iba acumulándose con el paso de los días y no sabíamos cuáles serían las consecuencias a largo plazo de esa situación extraordinaria.

			Ante la falta de análisis económicos sólidos basados en la experiencia reciente, consulté en más de una ocasión con la presidenta de la Real Academia de la Historia, Carmen Iglesias, para tratar de poner en perspectiva lo que estábamos viviendo e identificar las decisiones críticas que podrían marcar el curso de la historia. De sus comentarios recuerdo una frase que me impresionó en el momento y tengo en la cabeza desde entonces: a lo largo de la Historia, las pandemias siempre han dado lugar a cambios de régimen y guerras.

			A través de las lecturas que me recomendó, pude identificar los principales rasgos de la psicología social; los cambios en el comportamiento individual y colectivo que estamos viviendo desde 2020, que analizaré con más detalle en el capítulo dedicado al nuevo orden mundial.

			No deja de ser impresionante la coincidencia de la pandemia mundial con el intenso cambio de régimen que estamos viviendo en esta época. El auge de los conflictos y las guerras, los cambios bruscos en las alianzas estratégicas. También la expansión de partidos y movimientos populistas, que ofrecen una respuesta fácil a las complejas cuestiones de nuestro mundo, dando una aparente seguridad y certezas. El debilitamiento de las democracias y el creciente escepticismo de los ciudadanos, que han perdido la confianza en los expertos científicos y en las instituciones, en un contexto de posverdad en el que todo vale, muy alineado con el carpe diem vivido en anteriores momentos históricos de pestes y epidemias.

			Lo impresionante, lo extraordinario, es que en esta ocasión hayamos logrado actuar en España y en Europa con serenidad y coherencia, manteniendo la paz y la estabilidad social y protegiendo el núcleo de nuestros sistemas económicos, sociales y políticos.
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La desescalada

			 

			 

			Una vez salvadas las primeras semanas y ya en marcha las medidas principales del plan de choque, en primavera tuvimos un importante golpe.

			Estábamos trabajando intensamente con las empresas de telecomunicaciones, tanto Telefónica como Orange y Vodafone, para reforzar las redes y dar respuesta a la necesidad de pasar al ámbito digital las relaciones profesionales e interpersonales de millones de usuarios y empresas. Junto a ellas, pudimos estimar el impacto de las medidas sanitarias, que habían reducido significativamente la movilidad en los días laborables entre semana y hasta el 80 por ciento durante el fin de semana. Pensábamos que con ello se contendría la expansión del virus, pero, lamentablemente, los expertos sanitarios transmitieron un mensaje claro: para doblegar la curva de contagios era preciso reforzar las medidas de contención y reducir la movilidad en los días laborables hasta los niveles del fin de semana.

			Aprovechando la bajada de actividad de la Semana Santa de 2020, la restricción de actividad se amplió al sector de la construcción y a la industria, estableciéndose una baja remunerada obligatoria para los trabajadores en esos días que, al menos en teoría, se compensaría con las vacaciones anuales acumuladas. Con ello se dio una vuelta de tuerca a la caída del PIB, agravándose aún más las perspectivas económicas.

			Recuerdo bien esos días oscuros. Junto al trabajo diario, estaban las constantes llamadas de empresarios e incluso líderes internacionales para tratar de atenuar la restricción de la actividad o, simplemente, compartir conmigo sus preocupaciones y problemas. También las conversaciones durante el fin de semana con la familia, con amigos y conocidos, para hacer seguimiento y preguntarles por su salud o consolarles por la pérdida de un ser querido. La situación era dramática, sobre todo en Madrid, y, aunque afortunadamente no hubo enfermos en nuestra familia en esa primera fase, sentí en primera persona el dolor y la angustia de toda la sociedad. 

			Las videoconferencias nos permitieron mantener el contacto personal con los compañeros de trabajo y nuestras personas queridas. Pero ello no pudo evitar el daño de esos meses de aislamiento para la salud física y emocional, sobre todo para las personas mayores y los adolescentes. 

			Una vez superada la Semana Santa de 2020, la evolución de la pandemia fue mejorando y pudimos pasar a una nueva fase: la desescalada. También aquí era complicado acertar. Teníamos que calibrar bien la retirada de las medidas de confinamiento de la población y de la restricción a la actividad económica para lograr el adecuado equilibrio entre la contención del virus y la minimización del daño económico y social.

			En el Consejo de Ministros del 28 de abril de 2020 acordamos comenzar la desescalada, con fases claras y criterios lo más objetivos posibles para tratar de dar seguridad jurídica a las comunidades autónomas, que tenían las principales competencias en la materia en esa fase. Ante la diversidad de criterios y el enfrentamiento de visiones políticas entre Madrid y el resto de las comunidades, era importante que la toma de decisiones se basase en criterios objetivos, primando el criterio médico.

			Salvador Illa, ministro de Sanidad en ese momento, hizo un gran trabajo para actuar con prudencia, precaución, humildad, adaptabilidad y flexibilidad. Se realizó un enorme esfuerzo de comunicación pública, con comparecencias diarias de los expertos técnicos, reuniones semanales con los responsables de las comunidades autónomas y constantes explicaciones de los ministros y el presidente. 

			Con todo, el periodo de la desescalada fue uno de los de mayor tensión. Por un lado, por la presión derivada de tomar decisiones que tenían un impacto sobre la salud y la vida de las personas y de la extrema prudencia de los expertos, posiblemente afectados por la infraestimación inicial del riesgo sanitario. Por otro lado, por el creciente nerviosismo en el país, después de meses de confinamiento y gran incertidumbre, alimentada además por las luchas partidistas y la complicada articulación con los responsables de las comunidades autónomas, competentes en materia de salud y educación. 

			La práctica totalidad de los presidentes autonómicos eran partidarios de la prudencia y había una fuerte presión para restringir la movilidad fuera de Madrid, percibida como el principal foco de infección para el resto del territorio, tras la experiencia traumática de la expansión inicial del virus. En el sentido contrario, la presidenta de la comunidad más afectada ejercía una fuerte presión para eliminar las restricciones.

			Esta tensión se proyectó en las calles. Parte de la ciudadanía se fue poniendo en contra de las restricciones y presionó al Gobierno para acelerar la desescalada, azuzada por las llamadas de la oposición y, a través de las redes sociales, por los movimientos más ultras. Frente a los aplausos al atardecer desde las terrazas de las primeras semanas, los cacerolazos aturdían las calles de Madrid en esos días, llenas a la caída de la tarde de personas exaltadas tras el largo encierro.

			Como ya he señalado antes, fue una suerte contar con el gobierno de coalición, porque eso contribuyó a mantener la paz social y a evitar conflictos más fuertes en las calles alimentados por las posiciones extremas.

			Para guiar el proceso de desescalada, se creó el grupo de expertos de la Administración y del sector privado y académico. En ese equipo participaron dos personas por parte del Ministerio de Economía: Carlos Cuerpo, que estaba desarrollando como director general de Análisis Macroeconómico un cuadro de mandos digital, un dashboard, para tratar de ayudar a calibrar las medidas atendiendo a la evolución del virus y la actividad económica, y Carme Artigas, que, como secretaria de estado de Transformación Digital, impulsaba el despliegue de las herramientas digitales más avanzadas para la detección de contagios y la recuperación de la movilidad internacional en condiciones seguras.

			Las aplicaciones digitales que se desarrollaron en esos días se desplegaron en tiempo récord en España y fueron eficaces para mejorar el seguimiento y recuperar la movilidad. También supusieron importantes avances tecnológicos para disponer de herramientas digitales compatibles con la intimidad y la necesaria protección de los datos personales.

			El sistema de detección a través de los móviles Radar COVID —que testamos en un experimento sin precedentes en la isla de La Gomera y cuyos resultados fueron reconocidos en el ámbito experto de la revista Nature— sirvió para mejorar el rastreo de los posibles contagios en aquellas comunidades autónomas que decidieron incorporarla activamente en su sistema sanitario y de análisis bioquímicos, siguiendo el ejemplo de otros países.

			Por su parte, España fue pionera en el uso del pasaporte digital «EU green pass» —para el reconocimiento de las personas vacunadas en los movimientos intracomunitarios— que empezó a ser utilizado en todos los vuelos, fronteras y locales comerciales europeos, y permitió recuperar la movilidad e ir recibiendo turistas. A lo largo del verano, poco a poco, fue volviendo la vida a las calles y las personas pudieron incorporarse al trabajo presencial.

			En el caso del Ministerio de Economía y Transformación Digital, sobre la base de la experiencia en esos meses de digitalización acelerada, acordamos con los representantes sindicales mantener un régimen combinado presencial y de teletrabajo que incluso mejoró la productividad de los equipos.

			A lo largo de 2020, fuimos recalibrando los ERTE y otros instrumentos en materia laboral y social, siempre contando con el acuerdo de los agentes sociales y excluyendo a empresas con paraísos fiscales, que repartiesen dividendos o destruyesen el empleo protegido con las ayudas públicas. En paralelo con la progresiva retirada de las medidas extraordinarias de contención, íbamos adaptando los mecanismos de la respuesta económica a las necesidades de la nueva fase y se iba poniendo en pie el programa europeo de reformas e inversiones Next Generation.

			En mayo de 2020, circuló públicamente la cifra de 140.000 millones de euros como la cantidad que España recibiría del plan europeo de recuperación tras la pandemia, una noticia de impacto, porque generaba en las empresas y en los ciudadanos la expectativa positiva de un volumen de inversión muy importante para salir adelante.

			En esos días, el Consejo de Ministros lanzó el Ingreso Mínimo Vital: un instrumento moderno para tratar de atajar la pobreza extrema e infantil y articular alrededor de esta prestación única, con incentivos al empleo e itinerarios de inclusión personalizados, el conjunto de políticas y ayudas hasta entonces existentes.

			En junio recuperamos las reuniones presenciales del Consejo de Ministros y también de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos. Dejamos atrás las videoconferencias, pero mantuvimos las mascarillas y la enorme distancia de seguridad en grandes salas inhóspitas. También aprobamos el Real Decreto Ley de salida del estado de alarma, y todas las comunidades, salvo Madrid y Barcelona, pasaron a la fase final de la desescalada.

			De esos meses recuerdo la alegría de los paseos a última hora de la tarde, en un Madrid sin coches, por avenidas llenas de gente, andando o en bicicleta, y manteniendo la distancia de seguridad. También la tensión por los cacerolazos desde las terrazas y las aglomeraciones de protesta. 

			Además de las medidas en el ámbito sanitario, trabajábamos sin descanso en la gestión diaria y, en paralelo, seguíamos adoptando las reformas precisas para impulsar la transición verde y digital del país. Por ejemplo, pusimos orden en las subastas de renovables, tratando de terminar con la burbuja de proyectos en tramitación sin base sólida acumulados en los años anteriores e impulsando así los nuevos modelos de negocio. También logramos prorrogar la celebración del Mobile World Congress en Barcelona hasta 2024 (más tarde conseguimos el compromiso de su celebración en España por tiempo indefinido).

			Por esas fechas creamos el Consejo Asesor de Economía, órgano consultivo del ministerio que incorporó a expertos en ámbitos muy diversos, desde la macroeconomía, las finanzas o el mercado laboral, a la energía, la sociología y la empresa. A partir de entonces, nos reunimos varias veces al año con este grupo de profesionales de primer nivel, como José Juan Ruiz, Sara de la Rica, Belén Barreiro, Ángel Ubide, Natalia Fabra, José Moisés Martín, Alicia García Herrero, Matilde Mas, Isabel Álvarez o Jose Ignacio Conde, entre otros, para poder debatir en confianza sobre la situación económica nacional e internacional y compartir las principales medidas que íbamos desplegando.

			Unos meses más tarde, constituimos un segundo Consejo Consultivo para la Transformación Digital, esta vez compuesto por representantes de las principales asociaciones sectoriales, desde los ingenieros de telecomunicaciones y las principales empresas digitales a las tecnologías de defensa, big data, los productores audiovisuales y de videojuegos, para ayudar al despliegue de la agenda de digitalización del país.

			Aprecié mucho contar con esos foros informales, en los que pudimos compartir con expertos la acción del Gobierno, lejos del ruido y de las urgencias del trabajo diario, incorporando sus ideas y también aprovechando su capacidad de comunicación con capilaridad en el ámbito académico, empresarial y financiero, para transmitir información a los agentes interesados en ayudar a desplegar una buena política económica para el país, ejecutar los programas de inversión y cambiar de verdad las cosas sobre el terreno.

			En los años siguientes, repetiríamos este modelo de Consejos Consultivos y otros foros público-privados para preparar la Carta de Derechos Digitales y articular los Proyectos Estratégicos del Plan de Recuperación bajo competencia del ministerio: el PERTE CHIP y el de la Nueva Economía de la Lengua.

			El 21 de julio de 2020, los líderes reunidos en el Consejo Europeo ratificaron la puesta en marcha de los fondos Next Generation EU, con 750.000 millones de euros de inversión total que se financiarían mediante la emisión de deuda común europea, la clave de bóveda de nuestro programa de reactivación tras la pandemia y del éxito económico de España en los años posteriores.

			El 28 de julio presenté el tradicional análisis de la situación económica en la rueda de prensa posterior al Consejo de Ministros, desgranando las medidas sin precedentes que habíamos puesto en marcha y planteando, por primera vez, una perspectiva positiva de crecimiento tras la brutal caída del PIB, con una salida de la crisis en forma de V asimétrica. También durante esos días celebramos el primer homenaje a las víctimas y trabajadores de la COVID, en el patio de la armería del Palacio Real en Madrid; una ceremonia emocionante que congregó a todos los poderes del Estado y representantes territoriales para empezar a asumir, como sociedad, el drama que estábamos viviendo. 

			Me gustó mucho ese acto, sobrio pero potente, probablemente el primero no religioso en un país sin tradición para la liturgia civil, en el que escuchamos al orfeón donostiarra, depositamos flores blancas, hubo discursos de las autoridades y también de representantes de los médicos y las familias.

			Y el 31 de julio cerramos la primera temporada del gobierno de coalición con la reunión de la Conferencia de Presidentes de las Comunidades Autónomas en el marco incomparable del monasterio de Yuso, en La Rioja. En San Millán de la Cogolla, cuna de la lengua española, y en un ambiente relativamente cordial, conscientes de haber superado un reto extraordinario y unidos por la responsabilidad de haber tenido que gestionar situaciones muy difíciles, los líderes políticos de las diferentes regiones del país compartieron experiencias y propusieron medidas para seguir avanzando, juntos. Empezábamos a ver la luz al final del túnel, pero no estábamos todavía fuera de riesgo.

			Tras el plan de choque que habíamos desplegado desde marzo de 2020, era urgente impulsar la recuperación y evitar una recaída que pudiese prender la chispa de un círculo vicioso como el vivido en los mercados de deuda pública del euro a partir de 2010. En esta nueva fase, en primer lugar, había que seguir manteniendo con los avales del ICO el nivel basal de todas las empresas viables ante la incertidumbre sobre nuevas variantes del virus y también prepararse para un posible problema de solvencia empresarial de las más vulnerables, debido a la duración de la pandemia y la intensa caída del PIB.

			También aquí había que acertar para apoyar a las empresas solventes, que podrían recuperarse con fuerza cuando volviese la demanda, pero sin crear un ejército de empresas «zombies», no viables, mantenidas de forma artificial por las ayudas públicas, pero con grandes carencias estructurales o en sectores que nunca volverían a su nivel prepandemia. Y aquí de nuevo hubo todo tipo de propuestas creativas y desproporcionadas, pidiendo ayudas públicas masivas que, a la luz de lo vivido después, hubiesen tenido un efecto netamente negativo; recalentando la economía durante la recuperación, alimentando la inflación y frenando la reasignación de los recursos entre los distintos sectores que se ha producido y que sin duda ha reforzado a la economía española de cara al futuro.

			De hecho, en algunas reuniones internacionales ya circulaban propuestas (inspiradas en la experiencia de anteriores crisis financieras) para articular un mercado secundario de «créditos empresariales malos» o la creación de instituciones públicas de gestión de activos como la Sareb. La pésima experiencia vivida en España en la gestión de la Gran Crisis Financiera del sector inmobiliario nos hizo rechazar de plano estas ideas y centrarnos en anticipar y tratar de evitar en primer lugar la materialización de los problemas.

			Las fuertes ayudas inyectadas desde 2020 habían impedido un cierre masivo de empresas, pero la larga duración de la situación excepcional aumentaba el riesgo de quiebras. En materia de política económica, además de las medidas de choque para mantener la liquidez, había que empezar a reforzar las acciones para atender al deterioro de la solvencia empresarial. 

			En julio, mediante el Real Decreto Ley 25/2020, se creó el Fondo de Apoyo a la Solvencia de Empresas Estratégicas, dotado con 10.000 millones de euros, que, gestionado a través de la Sociedad Estatal de Participaciones Industriales (SEPI), permitiría reforzar los balances de empresas estratégicas para el tejido productivo español y regional que fueran fundamentalmente viables en sectores rentables —como el turístico o el del transporte—, pero que afrontasen problemas extraordinarios de solvencia como consecuencia de la COVID-19 y no tuviesen acceso a otras fuentes de financiación. 

			Y durante el otoño de 2020 trabajamos en un paquete de medidas de segunda generación para impulsar la recuperación económica mediante el refuerzo de la solvencia del conjunto del tejido empresarial.

			Lo cierto es que el apoyo público a las empresas durante estos años no tiene parangón en nuestra historia reciente. 

			A finales de 2020, las empresas españolas contaban con instrumentos para proporcionarles liquidez por más de 120.000 millones de euros, mediante créditos con aval público, con un apoyo especial para las pequeñas y medianas empresas y autónomos, que han absorbido más del 98 por ciento de las operaciones financiadas con aval del Estado. 

			A ello se unían las moratorias en el pago de impuestos y cotizaciones sociales y la ampliación de los periodos de carencia y vencimiento de los préstamos.

			En segundo lugar, las empresas, grandes y pequeñas, también contaban con mecanismos para reducir sus costes fijos y variables, mediante ayudas directas para el pago de los salarios y las cotizaciones sociales de sus trabajadores y medidas de alivio en el pago de alquileres.

			Se había extendido la cobertura pública extraordinaria para los ERTE, con un esquema de protección reforzada destinada a los sectores más afectados por la tercera ola de la pandemia, que contemplaba bonificaciones a la Seguridad Social para todos los asalariados, incorporados o no al centro de trabajo, así como la protección para trabajadores fijos-discontinuos, especialmente relevante en el ámbito del turismo.

			En tercer lugar, los empresarios recibían ingresos mediante la prestación extraordinaria para los autónomos y a través de las transferencias de recursos a fondo perdido que se hicieron a las comunidades autónomas para que pudiesen proporcionar ayudas directas a las empresas más afectadas por las decisiones sanitarias tomadas en su ámbito territorial, además de atender los gastos extraordinarios de servicios públicos en el ámbito sanitario y educativo. 

			Las grandes empresas estratégicas contaban a su vez con inyecciones de capital o créditos mediante el fondo gestionado por la SEPI y, a partir de 2021, también las pequeñas y medianas podrían beneficiarse del fondo de recapitalización gestionado por Cofides.

			En su conjunto, las ayudas a empresas ascendieron en 2020 a un 20 por ciento del PIB. Las previstas para 2021, que más adelante se verían reforzadas ante la tercera ola de la pandemia, superaban el 2 por ciento del PIB. Con ello, España se situaba entre los países europeos que mayores ayudas había puesto a disposición de sus empresas y autónomos y, además, con una mayor ejecución efectiva e impacto real.

			Gracias a esa respuesta, cerramos 2020 con una perspectiva positiva, dentro de la difícil situación. Habíamos conseguido proteger la economía, evitar un cataclismo, y ya se registraba una tasa positiva de crecimiento en el cuarto trimestre. Habíamos protegido el empleo y comenzaban a reincorporarse masivamente a sus puestos los trabajadores cubiertos por los ERTE y la prestación de autónomos. Habíamos apostado por la vacuna, con una inversión pública y privada sin precedentes para desarrollarla en tiempo récord, y ya se estaban empezando a ver los efectos con la inmunización de las personas más vulnerables, de mayor edad; un hito increíble teniendo en cuenta los plazos inicialmente previstos por los expertos para el desarrollo y producción de la vacuna.

			Lo cierto es que en ese año trabajamos sin descanso y logramos sacar adelante todas las medidas, poniendo en un segundo plano las cuestiones personales. Y es que, junto a los retos de la gestión, la tensión y las preocupaciones, estaba la inquietud por la salud de nuestras familias… Varios ministros se contagiaron, alguno de gravedad, y también fueron cayendo enfermos los compañeros de trabajo.

			Como buena parte de la población, recuerdo las videoconferencias constantes, desde casa o desde la sala de reuniones de la gran mesa redonda en la sede de la plaza de Cuzco. Sobre todo, nunca olvidaré las reuniones internacionales de coordinación con representantes de todos los husos horarios, a lo largo y ancho del mundo, y las sesiones intensas con el equipo del Ministerio de Economía para orientar la acción del resto de los departamentos y ajustar la redacción detallada de los reales decretos ley, durante horas, los fines de semana, donde siempre había algún compañero contagiado delante de la pantalla que hacía todo lo posible por seguir trabajando desde casa a pesar de la enfermedad. Éramos conscientes de la importancia de nuestro trabajo para el país y sacamos lo mejor de nosotros mismos durante esos largos meses.

			Todavía hoy me emociona recordar la pasión y dedicación de nuestros equipos. Siempre al pie del cañón, pacientes, profesionales y positivos, encontrando soluciones, depurando con paciencia infinita y respeto las medidas propuestas por el resto de los ministerios que no eran adecuadas porque iban en contra de los objetivos perseguidos, generaban más problemas que soluciones o no tenían el aval de Hacienda para ser financiadas; poniendo en pie una red de protección que fue clave para salvar la economía y permitir, más allá del rebote, una fuerte recuperación.
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La remontada

			 

			 

			A principios de 2021, la vacunación se apuntaba como el principal factor para la evolución de la economía. La eficacia del proceso de inmunización era clave para frenar la pandemia y, por tanto, determinaría el ritmo de desescalada de las medidas restrictivas y recuperación de la normalidad. Las perspectivas eran positivas: ya estaba casi completa la primera dosis en todas las residencias de la tercera edad e incluso se estaba suministrando la segunda dosis a las personas ya vacunadas. Todo este proceso tuvo un punto de partida con la imagen en televisión de Araceli Hidalgo, la entrañable señora que fue la primera en recibir la vacuna en nuestro país.

			Ahora damos por supuesto el desarrollo científico de la vacuna, que lideraron empresas europeas, y su distribución a toda la población, pero, en realidad, fue una proeza sin precedentes que siempre utilizo como ejemplo del éxito de nuestra especie. Una vez aislado el virus, los expertos preveían un proceso de años para lograr desarrollar la vacuna. Sin embargo, la masiva inversión de recursos públicos y privados y la colaboración sin precedentes de las empresas farmacéuticas, los científicos y los gobiernos permitieron acelerar radicalmente el proceso y lograr sintetizar la vacuna en meses, producirla a escala y empezar la vacunación en el mismo año.

			Es interesante recordar que el mayor avance se logró gracias a la novedosa tecnología del ARN mensajero, que da instrucciones genéticas a las células para desarrollar el virus y el anticuerpo, una investigación básica que había sido desarrollada contra viento y marea durante décadas, con muchas dificultades y poca financiación, por un conjunto de científicos que en 2023 recibieron el premio Nobel. La inversión en ciencia, la colaboración internacional y la determinación de los líderes políticos fueron claves para que la especie humana respondiese con eficacia al ataque del virus. Y en el caso de Europa, la coordinación por parte de las instituciones europeas de todos los ministerios de sanidad permitió que las vacunas se pusiesen a disposición de todos los ciudadanos por igual, sin atender al país de su desarrollo y producción.

			Me gusta recordarlo en las intervenciones públicas, sobre todo cuando me preguntan si tengo confianza en la capacidad de Europa para superar las dificultades: No hay que remontarse mucho en el tiempo para tener un ejemplo claro de que, cuando se juntan los esfuerzos del sector público y privado por un fin común, Europa sigue siendo una gran potencia tecnológica. Juntos, somos imparables. Y reconozco que me emocioné profundamente cuando tuve ocasión de conocer a esos extraordinarios científicos, durante la entrega del premio Princesa de Asturias de Investigación Científica, en Oviedo, en octubre de 2021.

			Desde el primer momento estaba claro que la respuesta a la pandemia en el plano sanitario era la clave para la recuperación económica y, por eso, el Gobierno puso el foco desde finales de 2020 en el despliegue de la vacunación, posicionando España como el estado más eficiente, gracias a la buena coordinación entre las comunidades autónomas y, sobre todo, a un sistema sanitario lleno de profesionales que, una vez más, demostraron a todos los niveles su gran capacidad, compromiso y profesionalidad.

			Poco a poco, las cifras de vacunación fueron ocupando la apertura de los informativos, tomando el relevo de las estadísticas de la enfermedad y mejorando así las expectativas vitales de las personas y las económicas de las empresas. Si todo iba bien, nuestra previsión era que, tras el rebote de la economía, la recuperación cogería ritmo en el segundo trimestre de 2021.

			En mis notas estratégicas para ese año figuraban cuatro prioridades: seguir protegiendo la estabilidad económica, financiera y social; poner en marcha el Plan de Recuperación, que esperábamos fuese aprobado por las instituciones europeas hacia el verano para lograr un primer pago ya en ese ejercicio presupuestario; el despliegue de la agenda España Digital; y la aprobación de las leyes para impulsar la creación y crecimiento empresarial.

			Y, en eso, el día de Reyes, coincidiendo con la tercera gran ola del COVID, nos golpeó la gran borrasca Filomena, que cubrió de blanco y frenó de nuevo la actividad en buena parte del país. Nunca olvidaré la imagen de Madrid con más de un metro de nieve, el silencio helado, las calles llenas de personas con esquíes y el paseo de la Castellana como una gran pista de una estación invernal. Una vivencia única y una preocupación adicional en el frente económico, por el daño en el campo y, sobre todo, la parada de actividad en parte del territorio, en el ámbito de turismo y otros servicios, que se sumaba a la derivada de la pandemia. 

			Tras unas Navidades atípicas, con muchas familias de luto y sin poder compartir las fiestas con nuestras personas queridas, se reavivó la incertidumbre y empezamos 2021 con una cuesta de enero particularmente empinada. Después de tantos meses de pandemia, había que evitar una recaída de la actividad que frenase la recuperación incipiente. Para ello, era fundamental que las empresas con negocios económicamente viables, que tuviesen un plan a medio plazo factible y un modelo de negocio idóneo, pudiesen tirar de la economía.

			Había que proteger el tejido productivo «sano» hasta que se lograse un porcentaje de vacunación que permitiese recuperar la confianza y la actividad económica en los ámbitos que todavía tenían restricciones; evitar un impacto negativo estructural que lastrase a la economía; y mantener el empleo en los sectores más afectados, especialmente los altamente rentables antes de la pandemia.

			En línea con la actuación del Gobierno desde marzo de 2020, de nuevo tomamos decisiones audaces con urgencia y determinación; actuamos de forma preventiva para evitar un impacto negativo superior sobre las finanzas públicas y los balances del sistema financiero, y establecimos instrumentos flexibles, anticipando los problemas, para minimizar el coste público y privado de una acción demasiado tardía o puramente reactiva.

			Tras un exhaustivo trabajo de análisis y preparación para estimar las necesidades y articular un mecanismo de ayudas públicas inédito a nivel nacional, el 12 de marzo de 2021, mediante el Real Decreto Ley 5/2021, se adoptó el último gran paquete de respuesta a la pandemia. Con el fin de afianzar la recuperación, pusimos en marcha un conjunto de medidas para movilizar una inversión pública de hasta 11.000 millones de euros en torno a tres fondos de ayudas directas y se prorrogaron moratorias fiscales y concursales.

			En primer lugar, se creó una nueva Línea COVID de ayudas directas a autónomos y empresas para que pudieran reducir el endeudamiento suscrito a partir de marzo de 2020, mejorar sus balances y, con ello, darles espacio para afrontar inversiones de futuro que impulsasen una recuperación sólida y también transformadora. Con cargo a esta línea, con una dotación total de 7.000 millones de euros, se canalizarían transferencias a las empresas y autónomos cuya actividad se había visto más negativamente afectada por la pandemia, con carácter finalista, para satisfacer deudas y realizar pagos a proveedores y otros acreedores, financieros y no financieros, y cubrir los costes de operación, por ejemplo, relativos al suministro de energía.

			Este paquete de medidas fue especialmente difícil de calibrar y de articular. Había grandes presiones y llamadas públicas a dar las ayudas a todas las empresas, sin atender a la situación específica y sin carácter finalista, con el argumento de que más valía pasarse que quedarse cortos. 

			También se generaban en el ámbito político polémicas bastante artificiales sobre la magnitud de la ayuda necesaria, como si solo se tratase de tener titulares en lugar de hacer una buena estimación de las necesidades y gestionar con responsabilidad el dinero público. En muchos sentidos, parecía como si todo el esfuerzo público que se estaba haciendo desde hacía un año para apoyar a las empresas no tuviese importancia y empezásemos de cero.

			Al margen de estos debates, tratando de concentrarnos como siempre entre tanto ruido, en el plano interno los equipos de los Ministerios de Economía y Hacienda trabajaban intensamente para calibrar las necesidades reales, diseñar bien los mejores instrumentos para canalizar las ayudas y tener el máximo impacto, garantizando la igualdad de trato a las empresas en todo el territorio.

			Nos planteamos actuar a través de la Agencia Tributaria, porque parecía el mecanismo más rápido y directo. Sin embargo, se descartó ante la valoración de los técnicos de que llevaría mucho tiempo por la falta de información detallada y capacidad para llegar directamente a las empresas de todos los territorios. La única vía que podría funcionar con rapidez suponía actuar a través de las comunidades autónomas, pero era preciso establecer criterios que garantizasen la igualdad de trato y evitasen una sobrecompensación de las empresas en comunidades más ricas, que ya habían recibido importantes ayudas directas. 

			Al final, se estableció un marco común para la gestión de las comunidades autónomas, lo más simple y ágil posible, para garantizar que los recursos públicos se asignaran de forma justa y objetiva a las empresas verdaderamente afectadas. El volumen de ayudas fue notable para Baleares, Canarias y Andalucía, las regiones más golpeadas por el elevado peso del sector turístico.

			Cuando presentamos el paquete de medidas en el Parlamento, me alegró mucho el acuerdo de todas las comunidades autónomas y grupos políticos sobre la necesidad de un trato diferenciado a los territorios más necesitados, prueba de la solidaridad que caracteriza a la sociedad española, a veces opacada por el foco puesto en las noticias sobre conflictos. 

			Algunas comunidades autónomas gestionaron estos fondos con rapidez y eficiencia. Otras, fueron mucho más renuentes. Teníamos contacto constante con los distintos gobiernos autonómicos para tratar de acertar con las medidas. Recuerdo la persistencia de Francina Armengol y de Ángel Víctor Torres para defender los intereses de Baleares y Canarias y el contraste con una reunión bastante surrealista con el presidente de una gran comunidad autónoma y su consejero de Hacienda, que parecía que buscaba cualquier excusa para no distribuir las ayudas. El presidente autonómico se disculpó con respecto al comportamiento —problemático— de su consejero de Hacienda, que fue enviado a Madrid un par de años más tarde.

			Aunque estimábamos con los datos de la central de balances del Banco de España que las medidas de ayuda directa serían suficientes para subsanar los problemas de solvencia y mantener activas las empresas y autónomos viables, había que contemplar problemas puntuales de solvencia que exigiesen restructuraciones empresariales y de deuda.

			Por eso, además de las ayudas directas, en segundo lugar, el paquete de medidas de marzo de 2021 habilitaba al ICO para incorporarse a los procesos de refinanciación y restructuración de deudas pactados entre los bancos y sus clientes. Para ello, se creó una «Línea para la reestructuración de deuda financiera COVID», de 3.000 millones de euros, con la que el ICO podría absorber las pérdidas derivadas de posibles quitas de los créditos avalados, siempre dentro de un acuerdo alcanzado con el resto de las entidades financieras acreedoras y en línea con un código de buenas prácticas.

			La actuación coordinada del conjunto de acreedores era fundamental para evitar acciones unilaterales de uno u otro banco que pudieran ir en contra del interés público y del objetivo de garantizar la viabilidad futura del cliente, la empresa o el trabajador autónomo.

			Como sucedió con muchas otras medidas, con este mecanismo nos anticipamos a un posible riesgo de solvencia y estabilidad financiera. Al proporcionar seguridad jurídica y estabilidad a todos los actores, actuando de forma preventiva, ayudamos a que ni siquiera se materializase el riesgo. De hecho, el uso del mecanismo ha sido muy limitado en la práctica, síntoma de su éxito. Lo cierto es que las quiebras y el recurso a la restructuración de deudas empresariales ha sido muy marginal, gracias a la estabilización y fuerte recuperación de la economía española, muy lejos de los vaticinios de supuestos «expertos», que alimentaron constantemente la desconfianza con la amenaza de una gran catástrofe.

			En tercer lugar, para apoyar a aquellas pequeñas y medianas empresas viables que se enfrentaban a problemas de solvencia por la pandemia, pero no podían acceder al fondo gestionado por la SEPI para empresas y operaciones de mayor tamaño, se creó un nuevo fondo de recapitalización, dotado con 1.000 millones de euros, gestionado por la sociedad público-privada de apoyo a la internacionalización de las empresas españolas, Cofides.

			Por último, en cuarto lugar, se ampliaron los plazos para el aplazamiento de deudas tributarias sin intereses y devolución de los créditos públicos, y se extendió hasta finales de 2021 la moratoria concursal, para dar tiempo a las empresas que estaban pasando por mayores dificultades para restablecer su equilibrio patrimonial, evitando una innecesaria entrada en concurso que destruiría capacidad productiva, empleo y valor de los activos. 

			Esta moratoria se alargaría después hasta 2022, proporcionando así una valiosa transición hasta la entrada en vigor de la reforma concursal y la transposición de la correspondiente directiva comunitaria, que se está aplicando en España con normalidad ya en un contexto de crecimiento económico.

			En cada uno de los paquetes de medidas, también reforzamos los mecanismos de protección de las empresas estratégicas ante adquisiciones por parte de terceros países, ampliando el ámbito de aplicación sectorial y geográfico.

			Ante el impacto mayor de la pandemia en España, nos preocupaba una caída significativa del valor de las empresas claves para la seguridad y estabilidad económica del país y que hubiese compradores oportunistas que pudiesen aprovecharse y conseguir a bajo precio las joyas de la corona, especialmente de la industria turística nacional en ese primer momento y más adelante en otros sectores estratégicos.

			Este mecanismo, aplicado eficazmente durante estos años gracias al trabajo de los distintos ministerios, también se ha ido extendiendo hasta hoy, anticipando la tendencia general en toda la Unión Europea a poner en marcha instrumentos seguros para filtrar operaciones de compra en ámbitos como el energético, del transporte y el digital, y proteger así los intereses estratégicos y la seguridad en un contexto geopolítico cada vez más complejo. 

			Una vez puesto en marcha este paquete final de medidas de respuesta a la emergencia generada por la pandemia, el 31 de marzo de 2021 ascendí a vicepresidenta segunda del Gobierno, sin que eso supusiese ningún cambio apreciable en mi trabajo. Estábamos muy centrados en responder con agilidad a los asuntos inmediatos sin perder de vista los objetivos de medio plazo, respondiendo de forma ordenada a las necesidades de una economía que ya mostraba una fuerte remontada.

			Entrábamos en una fase de verdadera recuperación, en la que, junto a las medidas de aplicación general, había que articular planes específicos para los sectores más afectados: apoyar la inversión de aquellos con gran potencial de crecimiento y, en sentido contrario, abordar procesos de reconversión para los sectores dañados de manera permanente por la pandemia.

			Y es que el shock sanitario supuso un golpe transitorio para algunos sectores altamente rentables —como el transporte aéreo, la automoción, el ámbito hotelero, la restauración y la cultura—, pero aceleró cambios de actividad y de costumbres estructurales en otros, principalmente debido a la exponencial aceleración de la digitalización, el auge del comercio digital y el teletrabajo. El comercio minorista, las agencias de viajes físicas, las salas de cine o el mercado de oficinas en el centro de las principales ciudades son buenos ejemplos de este impacto más permanente derivado de la pandemia.

			Visto en perspectiva, está claro que acertamos: fuimos tomando medidas generales y otras adecuadas a las necesidades de cada sector y con ello logramos un saneamiento y reajuste del tejido productivo que condujo a una rápida recuperación de la actividad y el empleo. También de los márgenes empresariales, que en 2023 ya habían alcanzado el nivel prepandemia incluso en los sectores más afectados por ella.

			En paralelo con las medidas urgentes para seguir respondiendo a la crisis sanitaria, trabajábamos sin descanso en el Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia del país, coordinando a los distintos ministerios para poder enviar a Bruselas las treinta fichas que desgranarían las inversiones y reformas para modernizar la economía española y que permitirían movilizar los 140.000 millones de euros de fondos europeos Next Generation asignados a España.

			En los Ministerios de Economía y Hacienda teníamos claro que el Plan de Recuperación era la clave para lograr un crecimiento fuerte que, además, acompañase el programa de reformas y, más allá del rebote de la economía, encauzase el país en la buena dirección para el futuro.

			Esas transferencias del presupuesto comunitario al Tesoro de España, a fondo perdido y que, por tanto, no aumentaban la deuda del país, eran imprescindibles para poder financiar el importante volumen de inversión pública necesario para compensar el daño de la pandemia, corregir rápidamente el aumento del déficit público y de la deuda y resituar España en la senda de progreso que se había roto desde 2008.

			La batería de ayudas para proteger y apoyar a las empresas y al tejido productivo durante estos años no tiene precedentes y, en el caso de España, tuvo un impacto muy positivo, que explica los buenos resultados mantenidos desde entonces. Como transmití a muchos líderes empresariales en esos días, la respuesta colectiva de la sociedad española, tan diferente a la de otros momentos del pasado, hubiese merecido mensajes públicos más positivos sobre la situación económica del país y la marcha de los negocios, igual que los que sí nos transmitían en privado.

			Y es que, junto al trabajo de fondo, en esos meses tuvimos que lidiar también con las constantes exigencias de los medios de comunicación y los intereses económicos y con la creciente falta de apoyo de los grupos políticos fuera del Gobierno.

			En el Congreso, cada vez era más difícil adoptar las medidas extraordinarias necesarias para proteger la salud y la economía. Los intereses políticos partidistas volvían a dominar las negociaciones y arreciaban los ataques.

			El presidente tuvo que responder, con serenidad y confianza, a las agresivas preguntas en el Congreso, en un momento en el que tenía a personas cercanas gravemente enfermas. La propia Carmen Calvo tuvo que escuchar a quien le echaba en cara que hubiese estado ausente durante semanas, cuando estaba hospitalizada.

			La brecha entre la realidad y las opiniones vertidas en el debate público tenía a veces tintes surrealistas. Por ejemplo, cuando me tocaba responder semana tras semana a las recriminaciones en el Congreso sobre el retraso de la recuperación en España. Escuchaba la letanía de que «éramos los últimos» en todo, cuando, en realidad, prácticamente todos los indicadores económicos estaban por encima del nivel prepandemia y apuntaban a una fuerte remontada tras la caída de 2020… Todos, menos uno: las estimaciones del PIB publicadas por el Instituto Nacional de Estadística (el INE) en aquel periodo, que luego fueron revisadas muy sustancialmente y ahora sabemos que infraestimaban muy significativamente la fuerza de la recuperación, como analizaré más adelante.

			O cuando escuchábamos o leíamos constantes llamadas a copiar a otros países, cuando en general íbamos por delante de ellos en la respuesta económica y, sobre todo, estábamos adoptando medidas más eficaces y proporcionadas, como se ha visto con claridad después con la diferente evolución económica y fiscal de unos y otros.

			Un caso paradigmático fue el de Italia, que se planteaba como ejemplo en algunos medios cuando, en realidad, su ministro me preguntaba por nuestras acciones, compartiendo angustiado la situación de tensión social, que allí estaba provocando el asalto de los supermercados, y su incapacidad para adoptar medidas como los ERTE por la situación irregular de buena parte de los trabajadores del sector turístico. Los créditos fiscales, que eran el único instrumento del que disponían para apoyar a familias y empresas, se presentaban por algunos medios y partidos políticos como un ejemplo. Sin embargo, nuestro análisis era contrario a su uso, salvo en casos específicos, porque no cubrían a buena parte de la población afectada, eran regresivos —beneficiaban más a los niveles más altos de renta— y generaban una enorme incertidumbre sobre el impacto fiscal. Hoy existe unanimidad en considerar que el instrumento se llevó más allá de los límites razonables con el programa de «superbonus» (para impulsar la renovación de viviendas, que permitía descontar en el banco más del 100 por ciento del valor de la obra) y dio como resultado una enorme corrupción, una burbuja económica y un agujero fiscal de miles de millones de euros. Todavía hoy, los créditos fiscales de la pandemia lastran las cuentas públicas de ese país.

			Es fácil ver las cosas con perspectiva y mucho más difícil acertar en el momento, especialmente en un contexto de máxima tensión, incertidumbre e información contradictoria como el que vivimos en esos años. 

			Lo cierto es que todos los gobiernos europeos tuvimos que lidiar de la mejor forma posible con una situación inesperada de gran potencial destructivo. Todos tomamos decisiones difíciles bajo una enorme presión pública. 

			Afortunadamente, en el caso de España acertamos con las medidas nacionales y contamos además con la unidad, la determinación y la solidaridad del resto de los socios y el apoyo de las instituciones europeas que, esta vez sí, lo tenían claro: estábamos en el mismo barco y juntos éramos más fuertes.
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Una respuesta europea diferente

			 

			 

			La pandemia puso a la economía mundial al borde del abismo y, a diferencia de las crisis anteriores, esta vez Europa estuvo a la altura. Con la expansión del virus en marzo de 2020, enseguida quedó claro que nos hallábamos ante una crisis sanitaria, económica y social y, si no se tomaban las medidas adecuadas con rapidez y contundencia, había también una alta probabilidad de una crisis financiera de consecuencias imprevisibles. 

			Ante la perspectiva de un escenario catastrófico como el vivido en 2008, se pusieron en marcha todos los mecanismos de coordinación y acción conjunta. Y esa unión fue la que nos dio la fuerza necesaria para salir adelante, tanto en el plano sanitario —con la vacuna— como en el económico.

			Es muy importante dejar esto claro: aunque a nivel nacional hubiésemos acertado con las medidas de política económica, sin el apoyo de la Unión Europea hubiese sido imposible sostenerlas durante tanto tiempo y financiar la gran inyección de recursos públicos con la que salvamos a la economía española del shock derivado de la pandemia.

			Desde el inicio de la crisis sanitaria, la red global de organismos multilaterales se puso en alerta ante el riesgo de una nueva crisis financiera. Hubo poca acción en las primeras semanas de 2020, en las que había una clara infraestimación del posible impacto económico y falta de información fiable sobre la situación en China. Pero, a partir de marzo, todos los mecanismos europeos y multilaterales se movilizaron a pleno rendimiento y a través de los cientos de reuniones de los distintos foros —en nuestro caso, del Eurogrupo, el consejo Ecofin, el G20 y los órganos de gobernanza del Fondo Monetario Internacional—, se activó una acción internacional coordinada para lograr un impulso fiscal y monetario sin precedentes.

			En la zona euro, el Banco Central Europeo proporcionó toda la liquidez necesaria al sistema bancario y, para evitar una fragmentación de los mercados de deuda pública como la vivida en la crisis de 2012, se ajustaron los parámetros para la compra de bonos de los estados por parte del banco central del euro con el fin de poder apoyar más a aquellas economías más vulnerables.

			En paralelo, en las reuniones de los ministros de Finanzas europeos, que pasaron a ser casi semanales, rápidamente se planteó la necesidad de reforzar el arsenal de instrumentos de política fiscal para apoyar la actividad económica.

			En la reunión maratoniana por videoconferencia del Eurogrupo del 7 de abril de 2020 ya acordamos poner en marcha un ambicioso paquete de medidas, incluyendo instrumentos novedosos para lograr un impacto contracíclico que hubiesen sido impensables unos años antes y que, sin duda, han reforzado la unión económica de la Unión Europea. En las semanas siguientes trabajamos intensamente contrarreloj para pulir los detalles y activarlos cuanto antes. 

			La respuesta europea a la pandemia fue un gran éxito por varias razones. En primer lugar, la rapidez: la cláusula de salvaguardia de las reglas fiscales se activó inmediatamente para permitir a los gobiernos tomar las medidas y realizar los gastos necesarios para responder a la situación de emergencia. El Banco Central Europeo proporcionó inmediatamente la liquidez necesaria para evitar que se fundiera el núcleo del sistema financiero. En apenas unos días la Comisión Europea puso sobre la mesa de los ministros un paquete de medidas que, además de reforzar los instrumentos ya conocidos, incluía grandes novedades.

			Esa es la segunda clave del éxito: la innovación. La respuesta europea incluyó un nuevo instrumento precautorio del Mecanismo Europeo de Estabilidad —MEDE—, el fondo de rescate fiscal para la zona euro creado en la Gran Crisis Financiera. Se trataba de proporcionar a los estados afectados por un shock, como el de la pandemia, pero esencialmente en equilibrio fiscal, acceso a financiación incondicional por hasta un 2 por ciento de su PIB, para evitar con ello que se llegase a una situación crítica que exigiese activar el bazooka del rescate. Aunque estos préstamos precautorios no se llegarían a utilizar en la práctica debido a la estigmatización del recurso al MEDE, que todavía se mantiene en algunos países desde la anterior crisis, la propia existencia de este instrumento supuso un factor de tranquilidad para los mercados financieros que tal vez cortó de raíz posibles ataques especulativos.

			Además, pusimos en marcha un programa paneuropeo de garantías públicas gestionado por el Banco Europeo de Inversiones —European Guarantee Fund—, para apoyar los programas nacionales de avales —como el del ICO en España— y proporcionar 25.000 millones de euros de financiación al sector privado.

			Pero el instrumento más innovador de todos fue sin duda el fondo de protección del empleo, una especie de embrión de seguro europeo de desempleo: el mecanismo de Apoyo Transitorio ante los Riesgos de Desempleo (Temporary Support to mitigate Unemploment Risks in an Emergency). Más conocido por sus siglas en inglés —SURE—, que además significan «seguro», este mecanismo supuso un paso adelante en la articulación de una política fiscal conjunta. 

			Durante su aplicación, hasta diciembre de 2022, mediante el SURE la Comisión ha proporcionado casi 100.000 millones de euros de crédito a los Estados miembros para financiar programas de protección del empleo, cubriendo unos 31 millones de personas y más de tres millones de empresas. En el caso de España, suscribimos un préstamo del presupuesto comunitario por 21.000 millones de euros para financiar los ERTE, la prestación de autónomos y las bonificaciones a la seguridad social, uno de los principales instrumentos de protección del tejido productivo y el empleo en estos años. Gracias a este apoyo, España ha contado por primera vez con un instrumento europeo de estabilización económica para financiar políticas contracíclicas efectivas. De hecho, su éxito inspiró más adelante a nivel nacional el que sería uno de los pilares principales de la reforma laboral. Y, a nivel europeo, ha servido de base para articular el nuevo mecanismo de apoyo presupuestario propuesto en 2025 para financiar el gasto en defensa de los gobiernos, la iniciativa Security Action For Europe, más conocida también por sus siglas en inglés —SAFE—, que también significan «seguro» o «a salvo».

			El tercer factor significativo de la respuesta europea fue su gran escala. Aunque es prácticamente imposible estimar el volumen del conjunto de las acciones desplegadas en esos años, con la inyección de liquidez del Banco Central Europeo, las garantías del Grupo Banco Europeo de Inversiones y el SURE se movilizaron 500.000 millones de euros.

			Solo en España, con los avales del ICO, la financiación de los ERTE, el apoyo a autónomos y otras ayudas directas a empresas en 2020 se movilizaron 200.000 millones de euros.

			Más allá de las medidas de emergencia, los fondos Next Generation EU permitieron lanzar un gran plan europeo de inversión de hasta 750.000 millones de euros entre transferencias y préstamos; el doble del presupuesto total de la Unión Europea para el periodo 2021-2027, que financia la política agrícola común, la cohesión, el programa de intercambio Erasmus y todas las políticas europeas de apoyo a la investigación, innovación y ciencia.

			El cuarto factor diferenciador de la respuesta europea a la pandemia fue que, por vez primera, se articularon instrumentos comunes, financiados con deuda europea, creando así un embrión de unión fiscal, cuyo recorrido futuro dependerá de las decisiones que se tomen de ahora en adelante. 

			En última instancia, la respuesta europea tuvo éxito porque la narrativa política y la acción práctica se alejó radicalmente de las palabras «disciplina», «condicionalidad», «rescate» y «austeridad», que dominaron el discurso diez años antes. Esta vez, las palabras claves fueron «unidad» y «solidaridad», «crecimiento» y «empleo». Todos los países actuaron con determinación para proteger el bien común ante un shock exógeno, la pandemia, en el que no había culpables, puesto que todos estábamos en el mismo barco y todos teníamos que afrontar el reto juntos para hacerlo con éxito.

			La respuesta europea fue un éxito porque combinó acciones urgentes con una visión de más largo plazo. Impulsó reformas estructurales e inversiones de calado que pudiesen llevar a una recuperación económica transformadora y aprovechó para modernizar la economía europea y avanzar en la doble transición verde y digital. El lema, repetido en muchas jurisdicciones, de build back better —reconstruir mejor— explica bien esa visión.

			Y, sobre todo, esta vez Alemania estaba representada por Olaf Scholz, entonces ministro de Finanzas y después canciller del país, que jugó un papel fundamental para articular una respuesta conjunta en clave socialdemócrata. Convencido de la importancia de proteger el empleo y firme defensor del proyecto europeo, tuvo en las reuniones un papel siempre constructivo y, a la hora de la verdad, fue determinante para que se pusieran en marcha todos estos instrumentos de emergencia y, sobre todo, el gran programa de inversiones con los fondos Next Generation.

			La rapidez e innovación de estas medidas, junto con las acciones desplegadas por todos los gobiernos en el ámbito nacional, evitaron un daño estructural como el sufrido en la crisis anterior y permitieron que la actividad productiva se recuperase rápidamente al desactivarse las medidas restrictivas derivadas de la pandemia.

			Como he señalado antes, Europa ayudó a salvar a España, pero, a su vez, nuestro país ayudó a Europa, tomando un papel protagonista en la articulación de la respuesta común a la pandemia. Nuestra contribución intelectual, técnica y política fue clave para que se adoptasen medidas audaces a nivel europeo, gracias a la credibilidad y el éxito de las políticas desplegadas desde la llegada al Gobierno en 2018 y al fuerte compromiso con la responsabilidad fiscal, que nos dio gran autoridad durante las negociaciones.

			Tuvimos un papel importante en el desarrollo de las medidas de emergencia en la primavera de 2020 —dirigidas precisamente a apoyar a las economías más afectadas por la pandemia, entre las que destacaban Italia y España—. Y también fuimos protagonistas del proceso que resultó en el Plan de Recuperación y Resiliencia Europeo y los fondos Next Generation.

			Recuerdo bien al presidente Sánchez planteando la necesidad de un Plan Marshall europeo para ayudar a los países a recuperarse. También la videoconferencia por la red de seguridad con la que nos comunicábamos durante el confinamiento en la que compartí con él las ideas principales de lo que desembocaría en el programa Next Generation. «Me he venido un poco arriba, presidente —le dije un poco en tono de broma— y tengo en mente un programa muy ambicioso para proponer en el Consejo Europeo. No sé si volará, pero merece la pena intentarlo». Como siempre, escuchó con atención y lo analizamos juntos. Se mostró de acuerdo, preparamos el papel resumiendo la propuesta española y el 19 de abril de 2020 circulamos el Spanish non paper on a European recovery strategy.

			La negociación sobre el Plan de Recuperación europeo estaba en ese momento en punto muerto, paralizada por la negativa de Alemania a las ideas de Francia, muy centradas en la creación de un ministro de Economía y un Tesoro europeo. Nuestra propuesta, que suponía un punto intermedio entre las ideas que se estaban barajando, proponía la emisión de deuda europea, deuda perpetua que iría refinanciándose. Con ello, se atenderían las necesidades de financiación de los programas de inversiones y reformas de los Estados miembros, que recibirían las transferencias del presupuesto comunitario por el cumplimiento de los hitos y objetivos previamente acordados con las instituciones europeas, siempre alineados con las prioridades y políticas comunes.

			El documento —non paper— con la contribución española tuvo una recepción muy favorable de los principales analistas y think tanks, lo que ayudó a desatascar las negociaciones. Lo cierto es que, salvo por el carácter perpetuo de la deuda —que se rechazó en aquel momento—, la propuesta española fue la base para la estrategia europea de recuperación y, en especial, para el programa de inversiones y reformas Next Generation EU.

			El intenso trabajo preparatorio y la negociación en el Ecofin permitió lograr el acuerdo político de los líderes, los jefes de Estado y de Gobierno reunidos en un maratoniano Consejo Europeo entre el 17 y el 21 de julio de 2020. Y lo demás ya es Historia.

			La emisión de bonos Next Generation por parte de la Comisión Europea ha supuesto un primer experimento para la financiación común de inversiones; en este caso, para impulsar la transición verde y digital y lograr una fuerte recuperación tras la pandemia.

			Bajo la presión de Alemania, se acordó que la devolución de los bonos tuviese lugar en una fecha cierta y próxima en el tiempo, empezando en 2028 y llegando hasta 2058… Pero el futuro no está escrito y la negociación sobre una posible renovación de este instrumento de financiación será probablemente una de las claves de la legislatura comunitaria que ha comenzado en 2024, quizá para financiar otro tipo de inversiones ligadas a la defensa.

			Tras pasar todos los procesos legislativos, los textos legales para crear el fondo de recuperación a nivel europeo se aprobaron el 14 de diciembre de 2020, marcando un hito histórico en la arquitectura económica de la Unión Europea. No sabemos lo que deparará el futuro, pero no cabe duda de que lo sucedido durante estos años, la respuesta común al shock de la pandemia, ha supuesto un importante salto adelante en la integración europea y ha permitido también el cambio de rumbo de la economía española.
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Next Generation

			 

			 

			Aunque el impacto estructural del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia 2021-2026 todavía está desplegándose, el balance de estos años no deja lugar a dudas: los fondos Next Generation han marcado un antes y un después en la historia de España. Las inversiones y reformas puestas en marcha desde 2020 han tenido ya un efecto muy significativo sobre el PIB y sobre la estructura productiva del país, que se proyectará durante años, de forma comparable al plan de estabilización que empezó a abrir la economía española en los años sesenta o al impulso que supuso la adhesión a las comunidades europeas a finales de los años ochenta.

			Además de tener un papel de liderazgo en el diseño de los instrumentos europeos, España es probablemente el país que mejor ha sabido aprovechar el apoyo de la Unión Europea para iniciar a partir de 2021 un círculo virtuoso de fuerte crecimiento, creación de empleo, corrección de desequilibrios y transformación estructural sin precedentes en nuestra historia reciente.

			Nos jugábamos mucho. Por eso, trabajamos muy intensamente para articular un plan de acción que en verdad tuviese un impacto transformador para la economía española. Recuerdo la primera vez que hablé del tema con la secretaria de Estado de Economía, Ana de la Cueva, que me miró con total desconcierto cuando, en la primavera de 2020, mientras estábamos concentrados en evitar una hecatombe económica y no sabíamos cuánto iba a durar la crisis sanitaria ni cuáles serían sus consecuencias, le dije que teníamos que empezar a trabajar en el Plan de Recuperación.

			Lo cierto es que, en medio de la incertidumbre más absoluta, yo necesitaba recobrar la sensación de que controlábamos nuestro destino, retomar el control, pensar con un objetivo positivo y transmitir la esperanza de un futuro mejor. La pandemia antes o después pasaría y debíamos tener una visión clara de hacia dónde queríamos llevar la economía española para no terminar en un lugar muy diferente, como había sucedido tantas veces antes en nuestra historia. Teníamos que evitar caer en el fatalismo y hacer todo lo posible para que España, esta vez, saliese por arriba de la crisis, sin la obligación de pasar una larga travesía del desierto como la vivida en la década anterior, con un daño enorme en términos económicos y sociales.

			También recuerdo bien el trabajo con la Dirección General de Macro para estimar las necesidades de inversión para compensar el volumen absoluto de PIB que previsiblemente se perdería como consecuencia de la pandemia. Sobre la base de este trabajo, llamé a la Comisión Europea con un mensaje claro: necesitamos 140.000 millones de euros.

			Finalmente, esa fue la cifra que se asignó a nuestro país, entre transferencias y préstamos, para financiar inversiones y reformas hasta 2026: un volumen de recursos sin precedentes, superior al 10 por ciento del PIB y a todos los fondos estructurales recibidos por España a lo largo de tres décadas.

			Como ya he comentado, el anuncio a mediados de 2020 de la magnitud de los fondos Next Generation que podrían aterrizar en España fue muy potente y oportuno. En un momento de tantísima incertidumbre, esa noticia positiva y de tan gran magnitud sin duda cambió radicalmente las expectativas de los empresarios e inversores a lo largo y ancho de Europa.

			La perspectiva de un flujo considerable de recursos nos permitiría mantener el pulso económico, evitar un escenario negro para el futuro y así generar las expectativas necesarias para que las empresas no cerrasen y, por el contrario, aprovechasen el periodo de menor actividad por la pandemia para abrir los cajones, retomar los proyectos de inversión aparcados por falta de financiación y plantearse las necesidades de innovación y modernización de sus equipos y procesos; para subirse al tren del cambio tecnológico derivado de la transición verde y digital.

			La evolución de la economía depende en gran medida de las expectativas y no cabe duda de que, junto a las medidas de choque, la puesta en marcha del programa de inversiones ya durante 2020 fue clave para que se evitase el escenario catastrófico y España pudiese iniciar al año siguiente una fuerte recuperación.

			En el otoño de ese año, trabajamos intensamente para tener listo el texto del cuerpo principal del Plan de Recuperación, con el programa de política económica, los números y los anexos, que detallaban las inversiones y reformas para la transformación del país. 

			En paralelo con la preparación del plan, seguíamos gestionando la desescalada de las medidas extraordinarias por la pandemia y encauzando la herencia de la Gran Crisis Financiera, con el proceso de fusión Caixa-Bankia y el cambio de estatuto de la Sociedad de Gestión de Activos Procedentes de la Restructuración Bancaria —la Sareb—, de los que hablaré más adelante.

			Mis notas de esos meses reflejaban las muchas reuniones y horas de trabajo para analizar opciones y tomar las principales decisiones estratégicas para el éxito del Plan de Recuperación. Una de las más importantes tenía que ver con el ritmo de activación de las transferencias y préstamos. La asignación a España contaba en ese momento con unos 140.000 millones de euros para inversiones hasta 2026, con 60.000 millones en transferencias y unos 80.000 millones en préstamos. A ellos se unían los más de 12.000 millones de la reprogramación de los fondos estructurales (mediante el programa REACT-EU), que se aplicaron inmediatamente para cubrir los costes de la respuesta a la pandemia en el ámbito de la salud y la educación en 2021 y 2022, incluyendo la compra de vacunas. 

			Disponíamos de un inmenso volumen de recursos y había que tratar de aprovecharlos plenamente en inversiones productivas, sin desperdiciar ni un euro y teniendo en cuenta que los préstamos aumentarían la deuda pública y tendrían que ser devueltos al presupuesto comunitario.

			Dada la incertidumbre sobre el éxito de un programa tan novedoso y sobre el ritmo de ejecución de los diferentes proyectos, decidimos plantear el plan en dos fases: en el primer periodo 2021-2023 se movilizarían las transferencias a fondo perdido del presupuesto comunitario. Una vez lanzados los programas de inversión y los proyectos de mayor envergadura, en 2023 presentaríamos un segundo documento, una adenda al plan, y solicitaríamos entonces los préstamos para reforzar y dar continuidad a aquellas inversiones con más demanda e impacto.

			De esa manera, nos asegurábamos de generar un shock positivo inmediato para relanzar la economía sin aumentar la deuda pública. Y también guardar la necesaria flexibilidad para ajustar el programa según fuese evolucionando la situación.

			Una segunda cuestión estratégica tenía que ver con el calendario de pagos y el orden de las reformas. Para lograr el objetivo de desencadenar un verdadero cambio estructural en el país, era fundamental concentrar las reformas principales en un periodo muy corto y acompañarlas con inversiones significativas.

			Dado el plazo de maduración de todo ello, había que planificar bien las reformas e inversiones. Para obtener un fuerte impacto, teníamos que organizar la entrada en vigor de las distintas medidas de forma que se retroalimentasen y generasen un círculo virtuoso. Había que prever acciones de impacto inmediato para conseguir impulsar una fuerte recuperación tras la pandemia y casi simultáneamente aprovechar el rebote económico para facilitar las reformas legales. 

			Con esto en mente, España planteó un calendario extremadamente ambicioso, concentrando las reformas y poniendo en marcha los principales proyectos de inversión en los primeros tres años, entre 2020 y 2023.

			Ello imponía un ritmo casi imposible a los equipos de los ministerios para impulsar los cambios normativos y los programas de inversión, pero también aportaba disciplina en el proceso legislativo y de negociación, añadiendo presión al Parlamento para poder lograr resultados durante la legislatura. Esta ambición y la presión derivada del vínculo de las reformas y los pagos ha sido fundamental para adoptar con éxito más de cien textos legales vinculados con el plan en un periodo de tiempo extremadamente corto. 

			En la negociación con la Comisión Europea quedó claro que los pagos más importantes se corresponderían con la reforma laboral y la de pensiones pero, junto a ellas, se incluyeron unas trescientas medidas de reforma que, combinadas con inversiones, constituían un programa sin precedentes para activar las diferentes palancas de modernización del país; desde la transición energética al impulso a la ciencia, desde la digitalización de las pymes al transporte sostenible, desde la educación infantil a la descarbonización de la industria.

			Gracias al buen hacer de la Administración española, la excelente cooperación con los equipos de la Comisión Europea y la perseverancia de las personas responsables de coordinar e impulsar el proceso, todas esas medidas se han ido adoptando en estos años, permitiendo mantener un flujo constante de fondos europeos y activando miles de proyectos con gran poder transformador en todo el territorio.

			Una tercera decisión estratégica se refería a la propia arquitectura del plan: ¿cómo articular los cientos de inversiones y reformas para que se retroalimentasen? ¿Cómo ordenar y comunicar un plan tan complejo y ambicioso de una forma inteligible y lo más sencilla posible?

			A través de numerosas iteraciones y negociaciones para tratar de destilar la esencia del plan, que orientaría todas las medidas, llegamos a cuatro ejes transversales: verde, digital, social e igualdad de género. Este cuarto eje, exclusivo del plan español, reflejaba el papel principal y potencial de las mujeres en el progreso económico y social de nuestro país.

			Estos cuatro ejes orientaron las diez palancas de reforma de la estructura económica: desarrollar una agenda moderna urbana y rural, luchar contra la despoblación y modernizar la agricultura; invertir en infraestructuras y ecosistemas resilientes; impulsar una transición ecológica justa e inclusiva; avanzar hacia una administración para el siglo XXI; modernizar y digitalizar el tejido industrial y de la pyme, recuperar el turismo e impulsar España como nación emprendedora; apostar por la ciencia y la innovación, reforzando las capacidades del sistema nacional de salud; invertir en educación y conocimiento; apoyar la nueva economía de los cuidados y modernizar las políticas de empleo; impulsar la cultura y el deporte; y modernizar el sistema fiscal para un crecimiento sostenible e inclusivo. 

			Por debajo de estas palancas, para lograr un seguimiento eficaz por parte de los distintos ministerios y reflejar paquetes conjuntos de inversiones y reformas, el plan se estructuró en treinta componentes: desde la movilidad sostenible a la gestión del agua; desde el despliegue de las energías renovables a la modernización de las administraciones públicas; desde el impulso a la pyme y la modernización del turismo a los planes de conectividad digital, ciberseguridad y 5G, inteligencia artificial y competencias digitales; desde la modernización de la formación profesional a la reforma laboral y de las pensiones; desde la lucha contra el fraude fiscal y afloramiento de la economía sumergida a la mejora de la eficacia y evaluación del gasto público.

			Esa fue la parte más exigente del trabajo interno en esa fase de preparación del plan: acordar con los ministerios competentes cada uno de los componentes del plan en la Comisión Delegada del Gobierno de Asuntos Económicos, tratar de simplificar al máximo y tener objetivos realistas y proporcionados a las medidas que se proponían, con un calendario también realista que permitiese tener un flujo ordenado de pagos por el cumplimiento de los diferentes hitos.

			En buena parte de la Administración no había costumbre de operar de esta manera, pero todos los equipos se volcaron, trabajaron intensamente y de forma colaborativa para hacer realidad un Plan de Recuperación ambicioso.

			Así, logramos tener un documento de gran calidad, fuimos los primeros en presentarlo y, desde ese primer momento y hasta hoy, posicionamos España como un ejemplo a seguir a nivel europeo, tanto en planificación y arquitectura de política económica como en la gestión práctica y el seguimiento de los proyectos.

			Gracias a esta estructura ordenada, que vinculó las reformas con las inversiones, se ha podido ir avanzando en paralelo con los grandes proyectos vertebradores del país y las transformaciones más micro, a nivel de la empresa o incluso del hogar, logrando un mayor impacto en todo el territorio.

			Por ejemplo, gracias al Plan de Recuperación, España se ha consolidado como el país de las renovables, mediante las grandes inversiones en modernización de las grandes infraestructuras eléctricas, técnicas de almacenamiento, investigación y desarrollo de las nuevas fuentes de energía —como el hidrógeno verde—, en paralelo con el despliegue de los techos solares en los edificios públicos y las viviendas privadas.

			Igualmente, los fondos Next Generation han permitido desplegar las redes de conectividad 5G o los cables submarinos, en paralelo con las inversiones en ciberseguridad, para la digitalización de las pymes y el impulso de las startups más innovadoras.

			De la misma manera, las importantes inversiones en infraestructuras de supercomputación o computación cuántica y los programas de becas para desarrollar el talento puntero en las tecnologías más disruptivas también se han acompañado de programas de ayudas para la integración de la inteligencia artificial en las empresas, grandes y pequeñas. 

			Por último, la cuarta decisión a tomar en la fase de preparación del Plan de Recuperación tenía que ver con la forma de gestión de los fondos y los proyectos de inversión. España dispone de una red de instituciones con gran experiencia acumulada en la gestión de los fondos estructurales europeos, pero, perdido el impulso inicial con la puesta en marcha de los procesos y sistemas informáticos durante los años noventa, la absorción efectiva de las inversiones ha ido ralentizándose a lo largo de las décadas y los procedimientos han ido complicándose, añadiendo exigencias y capas que, lejos de mejorar el control, han alargado mucho los plazos de ejecución.

			Además, una gestión totalmente descentralizada a las comunidades autónomas podía dar lugar a grandes ineficiencias y discrepancias que pondrían en riesgo el impacto macroeconómico buscado con el plan. En efecto, la experiencia pasada ofrecía claros ejemplos de duplicidades e incoherencias por falta de una coordinación nacional, como la proliferación de aeropuertos, algunos sin viabilidad económica, en casi cada provincia. También había que garantizar la interoperabilidad de los sistemas y el desarrollo de proyectos comunes entre varias comunidades, clave para aprovechar las sinergias y lograr un impacto multiplicador de las inversiones.

			El distinto ritmo de ejecución de las comunidades y el riesgo de que todas compitiesen para desarrollar los mismos proyectos, independientemente de su capacidad, como había sucedido en el pasado, hacía imprescindible contar con un fuerte liderazgo y coordinación a nivel central para lograr un uso eficiente de los fondos y concentrar los esfuerzos en un número reducido de proyectos de gran envergadura a escala nacional.

			Había que poner en marcha un sistema de gestión nuevo que, tomando como base todo lo positivo de los fondos estructurales, permitiese desplegar proyectos a gran escala e impulsar el crecimiento y la modernización de todo el país. Ese fue el objeto de numerosas e intensas reuniones técnicas internas para articular la ejecución de las inversiones.

			Para tener éxito e impacto material sobre la economía, necesitábamos un plan de país, que se desplegase con rapidez y llevase las oportunidades a todo el territorio.
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Tenemos un plan de país

			 

			 

			Uno de los retos principales de cualquier plan es la ejecución. Los planes y proyectos más ambiciosos o bien diseñados pueden quedarse en papel mojado sin un mecanismo de ejecución eficaz, un liderazgo claro para la toma de decisiones y un sistema de seguimiento.

			Nuestro objetivo con el Plan de Recuperación era alcanzar un shock positivo en la economía que impulsase la recuperación y permitiese abordar las reformas en un contexto de crecimiento. Para ello, teníamos que obtener una gestión rápida y coherente, que pudiese llegar por igual a todas las empresas, universidades, centros de investigación, asociaciones y ciudadanos, en todos los rincones de España.

			Pronto vimos que era preciso crear un marco específico para la gestión de los fondos, con procedimientos adecuados y un marco de cogobernanza que ayudara a situar las inversiones en el nivel más adecuado: en el estatal, para los grandes proyectos nacionales de transformación estructural. En el plano autonómico, para las inversiones en educación y salud, políticas activas de empleo, de cuidados, atención social y otros ámbitos de su competencia. Y en el ámbito local, para impulsar las políticas de renovación urbana, transporte y rehabilitación y eficiencia energética de los edificios públicos.

			Así, a finales de 2020, se adoptó un marco legal específico para la ejecución de los fondos Next Generation, con el Real Decreto Ley 36/2020, que aligerase la burocracia, pero garantizase mecanismos adecuados de control y lucha contra la corrupción, el conflicto de interés o el mal uso de los fondos.

			Además, en cuestión de semanas, pusimos en marcha un marco de cogobernanza que ha facilitado la participación de las distintas administraciones según sus competencias y ha logrado, respetando los procedimientos legales, la máxima agilidad en la distribución de los fondos en el territorio.

			Se han celebrado cientos de conferencias sectoriales que, lideradas por los distintos ministerios competentes, han acordado los criterios de reparto de los fondos entre todas las comunidades y ciudades autónomas, orientando las prioridades y también informando sobre las reformas, dada la competencia autonómica en los ámbitos de salud y educación, formación y políticas activas de empleo, asuntos sociales y dependencia.

			Para apoyar a los ayuntamientos en la modernización de las infraestructuras, la movilidad sostenible, la recuperación de zonas verdes y la rehabilitación del centro de las ciudades y pueblos, se lanzaron convocatorias específicas de ayudas que han distribuido los fondos directamente a los órganos de ejecución de las obras que están cambiando la faz de nuestras ciudades y pueblos.

			Además de coordinar las inversiones a lo largo y ancho del territorio, para lograr un cambio real en los sectores motores de la economía española, era imprescindible mantener un fuerte liderazgo y coordinación a nivel del Estado en la gestión de los grandes proyectos estratégicos, evitando así las posibles incoherencias, solapamientos y lagunas que se han dado en el pasado con los fondos europeos. Era preciso ir todos a una para conseguir un impacto fuerte sobre la economía global.

			Esta es probablemente la principal novedad y una de las claves del éxito de los fondos Next Generation en España: la creación de los Proyectos Estratégicos para la Recuperación y Transformación Económica —los PERTE— para articular distintas convocatorias de ayudas e inversiones en un número reducido de grandes proyectos tractores con fuerte impacto transformador para toda la economía nacional.

			En el curso de 2021 se pusieron en marcha los doce PERTE del plan. Para impulsar la reconversión del sector del automóvil con la producción del vehículo eléctrico y conectado (PERTE VEC). Para desarrollar en el sistema público de salud —y garantizar el acceso de todos los ciudadanos— las tecnologías médicas de vanguardia. Para impulsar y modernizar la industria aeroespacial, agroalimentaria y naval. Para convertir España en el país de las renovables, desarrollar la tecnología del hidrógeno verde y reforzar el almacenamiento energético. Para apoyar el ecosistema industrial de diseño y fabricación de semiconductores y microprocesadores (PERTE CHIP). Para modernizar las infraestructuras y garantizar una gestión eficiente de los recursos en todo el ciclo del agua. Para descarbonizar la industria pesada e impulsar la economía circular. Para desarrollar la nueva economía de los cuidados, profesionalizando la atención a las personas mayores y con discapacidad. Y para aprovechar plenamente el potencial del español en la nueva economía de la lengua, favoreciendo así el papel de nuestros centros de investigación y empresas en el ámbito de la inteligencia artificial.

			La verdad es que la coordinación e impulso de los PERTE ha sido uno de los capítulos más laboriosos y complejos del plan. Han hecho falta grandes dotes de paciencia y persistencia para superar los obstáculos. Pero, sin duda, ha sido uno de los grandes éxitos en términos de posicionamiento de España en sectores claves y con potencial transformador del país a largo plazo.

			Para identificar los proyectos más interesantes, estimar la demanda de inversión y calibrar las convocatorias de ayudas, se lanzaron consultas públicas dirigidas a las empresas y asociaciones del sector correspondiente. Las «manifestaciones de interés», instrumento novedoso en España pero ampliamente utilizado en el ámbito internacional, aportaron información muy valiosa para diseñar y ejecutar los programas.

			Además, se solicitó a todas las comunidades y ciudades autónomas que identificasen tres proyectos estratégicos prioritarios a desplegar en su territorio. Eso nos dejó ver la enorme coincidencia en los ámbitos de interés, desde el hidrógeno verde hasta el agroalimentario, desde la economía circular y la digitalización hasta el transporte sostenible. Con sus respuestas, muy variables en grado de detalle y coherencia, articulamos los grandes proyectos de ámbito nacional, fomentando así la cooperación autonómica, evitando duplicidades y aprovechando las sinergias.

			Hubo que pasar por largos meses de duras negociaciones para la autorización de las ayudas públicas por parte de la Comisión Europea, que llevaron a importantes modificaciones en algunos de los programas de inversión. Y hubo que seguir muy de cerca todo el trabajo de los ministerios para resolver problemas, no perder la concentración y mantener el ritmo de las convocatorias.

			Junto a estos doce grandes proyectos estratégicos, con los fondos europeos se han impulsado otras redes tecnológicas en todo el territorio y proyectos singulares, en computación cuántica, neurotecnología o semiconductores, y proyectos conjuntos de investigación de las universidades y centros de las diferentes comunidades autónomas en materias como comunicaciones cuánticas, biodiversidad, astrofísica, ciencias marinas, materiales avanzados o biotecnología.

			En mis múltiples visitas a universidades y empresas durante estos años, he podido comprobar sobre el terreno el impresionante impacto de estas inversiones. Las cifras más recientes de inversión en investigación, desarrollo e innovación (I+D+i) en España reflejan el significativo incremento de estos últimos años, clave para la competitividad actual de la economía y la prosperidad futura de la sociedad.

			No cabe duda de que gracias al Plan de Recuperación y a los fondos europeos Next Generation se ha dado un impulso fundamental a la inversión productiva del país, poniéndose en marcha proyectos de gran envergadura que hubiesen sido impensables sin estos recursos extraordinarios.

			Finalmente, es importante señalar también el gran esfuerzo de transparencia en la ejecución del plan. Durante estos años, se han celebrado comparecencias trimestrales monográficas en el Parlamento —en las que lamentablemente se hablaba de todo menos del Plan de Recuperación— y se han facilitado informes periódicos de ejecución e información detallada de las convocatorias a través de redes sociales, múltiples conferencias, presentaciones y seminarios. Se han publicado las listas de principales beneficiarios y mapas detallando los diferentes proyectos en el territorio. E incluso se ha puesto a disposición de todos los ciudadanos, medios de comunicación y centros de análisis el acceso directo a los datos detallados de ejecución a través de una herramienta informática con inteligencia artificial —ELISA— desarrollada por el Ministerio de Economía.

			También hicimos en ese periodo un gran esfuerzo para incorporar a los agentes sociales, con un diálogo continuo e intenso, frecuentes reuniones específicas, técnicas y al más alto nivel para tenerlos al tanto de la evolución de los procesos, y múltiples reuniones técnicas para abordar algunas de las reformas.

			Con todas las aportaciones de autoridades, expertos y empresas, del sector público y privado, tras numerosas reuniones y borradores, a finales de 2020 tuvimos una versión completa del plan, con los treinta componentes y más de trescientas reformas e inversiones.

			En paralelo, habíamos incluido las dotaciones correspondientes en los presupuestos generales para 2021, que afortunadamente se aprobaron con unos 25.000 millones de euros de inversión adicional gracias a los fondos Next Generation. Recuerdo las entrevistas donde tuve que insistir en la importancia de aprobar el presupuesto para poder ejecutar los fondos: no disponíamos de tiempo, ya que era fundamental tener todas las herramientas activadas para poner en marcha inmediatamente los proyectos.

			A principios de 2021, ya contábamos con las dotaciones presupuestarias, un marco legal y de cogobernanza para el despliegue de las inversiones y reformas y el Ministerio de Hacienda estaba poniendo a punto las herramientas digitales con los más altos estándares europeos para hacer el seguimiento de la ejecución y prevenir conflictos de interés y el riesgo de fraude. Solo faltaba tener la aprobación formal de Bruselas y que empezasen a fluir los fondos del presupuesto europeo. 

			Todavía quedaban unas semanas de intensa negociación con la Comisión Europea para detallar todos los elementos, plazos y procedimientos y poder articular este instrumento novedoso, que preveía pagos por cumplimiento de hitos en lugar del rembolso de facturas, como había sido hasta entonces. Todos los detalles y documentos anexos se enviaron a Bruselas en febrero de 2021, y se publicaron los cientos de páginas, con un completo análisis económico, numerosas cifras y previsiones y los detalles de las importantes reformas para modernizar el país.

			El 13 de julio de 2021 las instituciones europeas aprobaron el Plan de Recuperación de España, en el grupo de países de vanguardia. Se recibió el primer pago, de 9.000 millones de euros, y con ello se dio el pistoletazo de salida del mecanismo formal para la verificación del cumplimiento de los hitos y objetivos, la evaluación del progreso y los pagos.

			Estábamos en marcha. Y el resto es Historia. Con la ventaja que da el tiempo transcurrido, los resultados son contundentes y el éxito del Plan de Recuperación de España, incuestionable.

			Pero en 2020, cuando todavía estábamos respondiendo a la pandemia, la incertidumbre era máxima y los retos enormes, no se veía la salida del túnel en el que habíamos entrado y no había ninguna garantía de éxito. Sin embargo, mantuvimos la confianza y no nos desanimamos en ningún momento.

			Mirando atrás, cada vez me parece más increíble lo que conseguimos con la fuerza de la pasión y el trabajo duro: movilizar a todo el país para salir adelante.
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Y lo estamos haciendo

			 

			 

			Con el Plan de Recuperación tras la pandemia, España ha tenido una oportunidad extraordinaria. Y la hemos aprovechado. Gracias a los fondos europeos Next Generation, hemos podido desplegar en estos seis años el programa de reformas que habíamos planteado desde 2018 en la Agenda del Cambio y poner en marcha un conjunto de procesos cuyos efectos se extenderán en los próximos años y décadas.

			Con el impulso a la digitalización, al desarrollo de grandes proyectos estratégicos y la modernización del tejido productivo, la economía se ha situado en una senda de mayor crecimiento potencial, se ha impulsado la productividad de los factores y la competitividad de las empresas españolas. La mejora del mercado de trabajo y el aumento del peso de actividades con mayor valor añadido y una menor estacionalidad están reforzando la resiliencia y estabilidad de la economía, progresando además en la distribución de la renta. El avance de la eficiencia energética y el impulso de la digitalización han posicionado al país como protagonista de la nueva economía verde y digital, dando más y mejores oportunidades a las generaciones futuras. 

			España se jugaba mucho, y por eso hicimos un esfuerzo enorme desde las instituciones para ejecutar a buen ritmo, con el fin de tener un flujo regular de recursos desde el presupuesto comunitario que mantuviese también un fuerte ritmo de inversión pública y privada y absorbiese lo más rápidamente posible el coste fiscal de la pandemia en un contexto de crecimiento y creación de empleo.

			Entre 2021 y 2023, los distintos ministerios sectoriales fueron lanzando las sucesivas convocatorias de ayudas y los PERTE, financiando cientos de miles de proyectos con un impacto importante y ya visible a lo largo y ancho del país. En diciembre de 2021, de nuevo tras un intenso trabajo de validación con la Comisión Europea, España recibió la aprobación del primer pago semestral por el cumplimiento de hitos relativos a las reformas ya en marcha, de 10.000 millones de euros, poniendo en funcionamiento la secuencia de flujos que ha permitido impulsar la inversión, el crecimiento y el empleo en estos años.

			En enero de 2022 se solicitó el segundo pago, que entró en julio de ese año, de 12.000 millones de euros, tras lograr un hito emblemático en diciembre de 2021: la reforma laboral. En noviembre de 2022 se solicitó el tercer pago, de 6.000 millones de euros, que se aprobó en marzo de 2023 por el cumplimiento de veinte hitos, entre los que estaba la reforma concursal, el refuerzo del sistema de evaluación de políticas públicas y la primera parte de la reforma de pensiones. El 20 de diciembre de 2023, justo después de adoptarse en el Consejo de Ministros la reforma de los subsidios por desempleo, se solicitó el cuarto pago, de 10.000 millones. Una vez convalidado este Real Decreto Ley, que tuvo que ser ajustado más tarde para lograr el apoyo mayoritario del Congreso, el 12 de junio de 2024 la Comisión validó el cumplimiento de la práctica totalidad de los hitos correspondientes para este cuarto pago, incluyendo otras reformas sólidas como las dos leyes para favorecer la creación y crecimiento de las pymes (Crea y Crece) y el impulso de las startups. 

			Con ello, España se ha mantenido a la cabeza en la ejecución del Plan de Recuperación, gracias a un ingente trabajo de seguimiento, informe y certificación, invisible para el conjunto de la ciudadanía y extremadamente exigente para cumplir con los altos estándares de las instituciones europeas.

			En paralelo con la ejecución de las reformas e inversiones y la gestión de los pagos, durante 2022 y 2023 también trabajamos intensamente para poner en marcha la segunda fase, la adenda, reajustando el plan a la luz de la experiencia práctica para movilizar las transferencias y préstamos pendientes y cubrir inversiones hasta el final del marco Next Generation en 2026.

			Siguiendo los procesos de consulta que han marcado todo el desarrollo, en diciembre de 2022 publicamos el proyecto de adenda al Plan de Recuperación, para consultar y poder incorporar las sugerencias y consideraciones de las empresas, expertos y representantes políticos, antes de enviarla formalmente a Bruselas, y celebramos un nuevo ciclo de reuniones con los partidos políticos y agentes sociales.

			El 6 de junio de 2023, el Consejo de Ministros envió a la Comisión Europea la adenda, adaptando el Plan de Recuperación a las circunstancias derivadas de la guerra en Ucrania, con proyectos y reformas centrados en el refuerzo de la autonomía estratégica y la seguridad económica en los ámbitos energético, agroalimentario, tecnológico, industrial y digital.

			Junto a la movilización de los 84.000 millones de euros en préstamos hasta 2026, que se irán solicitando a medida que sea necesario para no imponer una carga innecesaria de deuda pública, se incorporó un capítulo específico para impulsar la transición energética, con más de 2.600 millones de euros del nuevo programa comunitario RePOWER EU.

			Para lograr el uso más eficiente de los recursos, los préstamos se han destinado sobre todo a reforzar los PERTE de mayor éxito o que requieren de un mayor volumen de fondos que no puede cubrirse con subvenciones (como el PERTE CHIP, dados los miles de millones de inversión necesarios para el posible establecimiento de una «fundición» de semiconductores).

			Asimismo, los préstamos han permitido dotar una serie de fondos, que proporcionan una red de seguridad y un mecanismo flexible de gestión financiera para respaldar proyectos liderados por las comunidades autónomas, y garantizar la culminación de los proyectos ya en marcha y el mantenimiento del fuerte ritmo de las inversiones en los próximos años. Hasta 2026 y más allá.

			Durante estos años, España ha permanecido entre los países más avanzados en cuanto al flujo de pagos y el cumplimiento de hitos y objetivos de inversiones y reformas, posicionándose como ejemplo a seguir en muchos ámbitos —desde el despliegue de las energías renovables a la digitalización de las pymes— y reforzando su voz y su presencia en los grandes debates internacionales.

			El shock positivo generado por el plan, impulsado primero a través de las expectativas de los empresarios e inversores y después por el efecto de las reformas y de las inversiones públicas, llevó a una fuerte recuperación con gran creación de empleo a partir de 2021, que todavía impulsa la economía. 

			Gracias a las transferencias de los fondos Next Generation, los presupuestos generales del Estado de estos años han podido financiar importantes inversiones, en fuerte contraste con la intensa y duradera caída tras la Gran Crisis Financiera. Con ello, hemos recuperado el tiempo perdido, dando un fuerte impulso a la estructura productiva del país y reposicionando España en una senda más alta de crecimiento potencial. Y todo ello, sin recurrir al endeudamiento externo.

			Los pagos recibidos hasta ahora han permitido mejorar la posición financiera del país con respecto al resto del mundo y también los saldos fiscales, aprovechando el fuerte crecimiento para reducir la ratio de deuda sobre el PIB lo más rápidamente posible. Una evolución que contrasta con la seguida en otros países europeos y que ha conducido a España a salir del club de los desequilibrios económicos excesivos. 

			El aumento de las actividades de mayor valor añadido y el incremento de la competitividad de las empresas españolas ha llevado a un fuerte crecimiento de las exportaciones de servicios no turísticos, mejorando también la resiliencia de la balanza de pagos. Los datos más recientes de producción industrial en el ámbito digital, de productos informáticos, electrónicos y ópticos, ilustran también este cambio positivo. 

			Además, la acumulación de las reformas en los primeros años ayudó a poner al día el marco legal, alineando España con los países más avanzados, y logrando un fuerte impacto cruzado al retroalimentarse los efectos positivos de actuar con coherencia en los distintos frentes de la innovación y la ciencia, la educación y la formación profesional, la regulación laboral, el ciclo de vida de las empresas (desde su creación y crecimiento hasta las posibles situaciones de restructuración o liquidación), el impulso de las startups, la transición energética de los principales sectores productivos y la digitalización del conjunto de la economía. 

			De hecho, una de las mayores fortalezas del plan fue la interconexión de todas las acciones, que activaban las palancas clave y definían una nueva política económica, apostando por la innovación y las nuevas tecnologías como oportunidades, impulsando al mismo tiempo el crecimiento económico y la mejora en la distribución de la renta, combinando la macro y la micro, la acción directa del sector público y el impulso de las inversiones en el ámbito privado. Economía política y política económica en acción.

			Gracias al Plan de Recuperación, España se ha consolidado como país de referencia para la producción en Europa de la cadena de valor para los vehículos eléctricos, desde las fábricas de baterías al ensamblaje, pasando por las piezas y componentes, en los que el país es líder mundial.

			Como ya he señalado, España se ha posicionado también como el país de las renovables, con importantes proyectos en marcha para el desarrollo de nuevas fuentes y tecnologías para la descarbonización de los procesos industriales, como el hidrógeno verde.

			Además, se están llevando a cabo en el país proyectos claves para impulsar la economía circular, con un potencial considerable para el reciclaje de residuos y la recuperación de las materias primas críticas desde el sector textil al de los equipos para energías renovables, placas solares o palas eólicas.

			Frente a la progresiva descapitalización y deslocalización de algunos sectores industriales de las décadas anteriores, están en marcha relevantes proyectos de inversión en el ámbito aeroespacial, agroalimentario y naval, desarrollándose clusters con gran potencial, por ejemplo, en el ámbito de la eólica marina (offshore).

			Más allá de la instalación de centros de datos, atraídos por la disponibilidad de suelo y energía renovable a bajo coste, gracias al Plan de Recuperación España se ha convertido también en un país atractivo para la instalación de centros de innovación y alta tecnología, desde el ámbito de la salud a la nueva economía digital, con interesantes anuncios de inversiones como los de Google, Vodafone, IBM, o el emblemático IMEC, líder mundial en investigación en nanoelectrónica y técnicas digitales para la fabricación de chips.

			Muchas veces me pregunté —y compartí con los colaboradores— si habríamos acertado con las decisiones claves que tomamos durante el periodo de diseño del plan. Pero ahora no tengo ninguna duda. Mirando atrás, acertamos plenamente con la identificación de las principales palancas transformadoras y los proyectos tractores. Atinamos al imponer un fuerte ritmo para el despliegue del plan. Y con las dos fases para la activación de transferencias y préstamos.

			Al ser los primeros en casi todo, no contamos con los puntos de referencia de otros países y tuvimos que ir desarrollando el marco para desplegar el plan mano a mano con la Comisión Europea; convirtiendo un coche en un cohete y construyendo el motor en pleno vuelo. Pero la verdad es que fuimos certeros al ir adoptando las decisiones estratégicas claves, de forma sistemática, analizando con cuidado las opciones y contando con flexibilidad para adaptar los mecanismos ágilmente a la luz de la ejecución de las inversiones. 

			Después, al irse aprobando el resto de los planes de recuperación nacionales, comprobamos que otros países habían tenido aproximaciones muy diferentes en estos temas. 

			Por ejemplo, Francia renunció desde el principio a solicitar la totalidad de los préstamos, argumentando la falta de interés financiero. Sin embargo, sí hizo una campaña masiva de comunicación que llegó a todos los rincones del país. Italia solicitó los préstamos en paralelo con las transferencias, recibiendo un gran volumen de liquidez en 2021, pero también aumentando inmediatamente su deuda pública, sin un impulso paralelo de la inversión pública productiva para el futuro.

			Casi ningún otro país ha logrado identificar un número reducido de proyectos tractores en ámbitos estratégicos, como nuestros PERTE, y en muchos de los Estados miembros la complejidad de la administración ha terminado paralizando la ejecución o haciendo imposible la coordinación de los proyectos a nivel nacional. 

			Asimismo, frente a la ambición reformista del plan de España, muchos países prefirieron retrasar las reformas hacia el final del periodo, con lo que se evitaron sin duda dificultades políticas y parlamentarias, pero no aprovecharon esta oportunidad única para impulsar cambios de calado para el futuro.

			En el único ámbito en el que otros países aprovecharon mejor los fondos fue, sin duda, el de la comunicación pública. A pesar del enorme esfuerzo de transparencia sobre el ingente volumen de recursos financieros que se ha transmitido a la economía y los miles de proyectos en marcha que cubren toda la geografía nacional, en España hemos tardado años en conseguir que los medios de comunicación proporcionen información útil o recojan mensajes positivos para animar a las empresas a participar. Aún más difícil ha sido que los propios beneficiarios empezasen a comunicar de forma positiva y reconocer el origen europeo de los fondos que financian una obra, una oferta de ayudas, un proyecto de investigación...

			Y capítulo aparte merecen los numerosos obstáculos burocráticos que tuvimos para lanzar alguna campaña de comunicación que proporcionase información útil a la ciudadanía y un mensaje positivo sobre el impacto de los fondos europeos sobre el terreno. Unas veces por estar cerca de un periodo electoral y otras por retrasos en los procesos administrativos, el caso es que fue casi imposible lanzar campañas potentes de información, con la excepción del Kit Digital, a pesar de tratarse de un tema de tanto alcance y tan positivo para el país.

			Gracias a la perseverancia del equipo, en septiembre de 2022 logramos programar una serie de anuncios que recogían ejemplos prácticos reales del uso de los fondos europeos. Recuerdo bien la reunión en la que se presentó el piloto y la emoción que sentimos al ver el resultado concreto de las inversiones; para modernizar las instalaciones de un puerto, instalar techos solares, dotar un centro de formación profesional o un centro de investigación. Bajo el lema de «la generación de los que sueñan y hacen», la campaña se cerraba con una frase que reflejaba nuestro sentimiento: «Y lo estamos haciendo». No solo habíamos preparado un plan, sino que lo estábamos desplegando en todo el país, cambiando la vida de la gente.

			Todavía hoy recibo mensajes de ministros (sobre todo ministras) que me envían fotos de los carteles de las obras de grandes infraestructuras o promoción de viviendas con el logo del plan y la bandera europea. Y me emociono cada vez que veo una empresa, un centro universitario o un proyecto que muestra orgulloso la financiación de los fondos Next Generation. 

			Aunque el impacto económico está ahí, sin duda, y también el impresionante impulso político y la extraordinaria competencia técnica de los funcionarios españoles para el desarrollo de las políticas y la adopción de las leyes que ha permitido hacer realidad un plan de gran envergadura que parecía misión imposible, muchos ciudadanos todavía no son conscientes de la magnitud de los cambios ni del carácter estratégico de los fondos Next Generation para su presente y su futuro.

			A la luz de la experiencia y la evolución de la economía hasta hoy, el Plan de Recuperación solo erró en sus previsiones en dos ámbitos: sobreestimó el ritmo de despliegue del programa de rehabilitación y promoción de vivienda e infraestimó la rapidez con la que lograríamos impulsar las actividades inmateriales, digitales y de innovación. Esta divergencia entre lo que esperábamos en 2020 y la realidad posterior ilustra también el cambio estructural que se está dando en la economía española.

			Y es que, en efecto, quizá el único ámbito que no ha respondido con la rapidez que se esperaba ha sido el de la vivienda. A la luz de la experiencia histórica, pensamos que sería el primero en reactivarse tras la pandemia, dada la fortaleza del sector en España y la creciente demanda de vivienda por parte de las generaciones más jóvenes. Pero no fue así.

			Lo interesante es que este fenómeno —el desajuste del mercado de la vivienda tras la pandemia— se dio en todos los países europeos, como he podido comprobar sobre el terreno. En todos ellos hubo un parón más largo en el sector, todavía se está viviendo un importante aumento de los precios y existe además una carestía de vivienda, sobre todo para las familias jóvenes.

			Las causas de este decalaje son múltiples: los cambios sociales y flujos migratorios que se han acelerado en estos años; los nuevos modelos de familia; la expansión exponencial de las viviendas turísticas; el encarecimiento de los materiales de construcción y la falta de mano de obra; la complejidad legal, institucional y burocrática por la participación de las distintas autoridades en los procesos de planificación y autorización; el carácter minifundista del sector y las secuelas del boom inmobiliario que estalló con la Gran Crisis Financiera…

			Quizá aquí hubiese sido necesario también impulsar los procesos más directamente a nivel nacional, como hicimos con el Kit Digital. Adoptar medidas para superar las trabas derivadas de los distintos permisos y licencias necesarios y aunar los esfuerzos con la cadena de valor de la construcción, logrando así la escala necesaria para incentivar la creación de grandes compañías con potencial de inversión en nuevos materiales y técnicas industriales, que reduzcan los costes y aceleren la construcción. 

			En sentido inverso al lento despegue de la construcción de vivienda, a partir de 2020 la digitalización tomó un ritmo vertiginoso. La transformación digital de la economía española es uno de los principales motores que explican el buen desempeño de estos años. Y la agenda estratégica desplegada desde el Gobierno —España Digital— sin duda ha jugado un papel central en el impresionante avance alcanzado en un periodo tan corto de tiempo.

		

	


		
			19
España digital

			 

			 

			Aunque la atención pública durante mi mandato como ministra se centró en las cuestiones económicas y políticas, lo cierto es que dediqué mucho tiempo y atención a desarrollar la segunda parte de las competencias del ministerio: la transformación digital del país.

			Hasta entonces, a pesar de la importancia clave de este tema, las competencias en telecomunicaciones habían fluctuado entre distintos ministerios y la acción del Estado había sido limitada, centrada en la regulación de servicios y de la competencia y las inversiones en infraestructuras de red financiadas con los fondos estructurales. Estas políticas habían sido impulsadas por un cuerpo de excelentes funcionarios expertos en la materia de telecomunicaciones y tecnologías de la información, con equipos de gran competencia técnica pero poco peso político, que quedaban subsumidos bajo el paraguas de Industria, Transportes o Fomento, con los sucesivos cambios políticos… En pocas palabras: cuando llegamos al Gobierno, no había en España una agenda de políticas públicas en el ámbito digital.

			Yo tenía claro el papel esencial de las tecnologías digitales en la economía, para impulsar la productividad y la competitividad internacional, definir nuevos mercados y amalgamar los tres sectores productivos: agricultura, industria y servicios.

			Por eso tuve gran interés en anclar estas competencias en el Ministerio de Economía; para incorporar esta nueva dimensión a la economía real, tener una visión de conjunto y evitar incoherencias entre el mundo «físico» y el «digital».

			Al absorber la Secretaría de Estado que se ocupaba de Telecomunicaciones y Tecnologías de la Comunicación e Información, podría impulsar la innovación y la modernización del tejido productivo del país y orientar bien la regulación de competencia y de seguridad en los mercados emergentes.

			En 2018, ya estaba claro que la digitalización estaba cambiando todos los aspectos de nuestra vida, desde el funcionamiento de las casas o los coches hasta el aprendizaje, el entretenimiento o la actividad profesional, pero la acción del Estado se había centrado sobre todo en las infraestructuras físicas de conectividad y en la regulación de telecomunicaciones y audiovisual, con poca atención a los nuevos servicios que se prestaban sobre las redes o a la integración de las nuevas tecnologías en las empresas.

			Mi experiencia previa en la Comisión Europea me había hecho entender el potencial del proceso de digitalización para automatizar procesos, impulsar la innovación y desarrollar así una economía más eficiente y moderna. No me asustaba tener que tratar con temas más ingenieriles y, además, esta agenda era sobre todo técnica y positiva, frente a los constantes ataques políticos que me vendrían de la otra pata del ministerio, la de Economía.

			Así que en 2018 me metí de lleno en los temas digitales. De hecho, una de las primeras decisiones que tuve que tomar al llegar al ministerio fue el lanzamiento del conocido como «segundo dividendo digital», el proceso para la reorganización y asignación del espectro radioeléctrico necesario para el despliegue de los servicios 5G.

			Habíamos heredado del gobierno anterior un desacuerdo con la Comisión Nacional de Mercados y de la Competencia con respecto a cómo abordar el proceso que podía hacerlo descarrilar. Ante un muy probable recurso de los principales operadores, era importante tener un criterio técnico sólido para decidir qué hacer.

			Así conocí a Roberto Sánchez, que sería en los años siguientes el motor principal de la acción del Gobierno en materia de Telecomunicaciones y Audiovisual. Durante el último fin de semana de junio de 2018, justo tras su nombramiento como director general, hizo un análisis rápido y atinado de la situación. Me recomendó con buenos argumentos seguir adelante, firmé… y así empezó un programa de acción que ha permitido avanzar de forma significativa en la transformación tecnológica del país, situando España como un país de referencia en Europa en materia digital.

			Contábamos con activos significativos para esta revolución tecnológica: potentes infraestructuras de banda ancha, grandes inversiones de los principales operadores europeos de telecomunicaciones, empresas líderes en algunos sectores tractores, como el de la energía o el financiero, y un ecosistema vibrante de startups en Barcelona y Madrid.

			Por primera vez en la historia, España podía ser protagonista de una revolución industrial. Pero, para ello, teníamos que elevar el nivel de las políticas públicas. Había que multiplicar y acelerar el despliegue de infraestructuras, además de impulsar la transformación digital de la economía y la formación de las personas, a todos los niveles, para que España pudiese aprovechar las oportunidades de esta nueva economía digital en expansión.

			Durante 2019, trabajamos en un plan de acción y desarrollamos, con los limitados recursos disponibles para inversión, un programa para el despliegue del 5G, una estrategia para posicionar España como una «nación emprendedora» —favorable a la creación y atracción de startups— y también acciones para acelerar el proceso de digitalización de la administración…

			Entonces, llegó la pandemia. Y todo cambió. De la noche a la mañana, tuvimos que pasar nuestras vidas a la doble dimensión de una pantalla, conectada a una red para la transmisión de los datos que nos permitirían trabajar, informarnos, relacionarnos con nuestras familias y entretenernos.

			Las grandes crisis siempre traen grandes oportunidades. La pandemia aceleró exponencialmente la transformación digital del país. Y las infraestructuras y los operadores de servicios de telecomunicaciones estuvieron a la altura del reto. Gracias a la solidez de las redes y el excelente servicio de todos ellos, España pudo mantener la actividad económica sin grandes distorsiones, a diferencia de lo que ocurriría en otros países, con baja velocidad de transmisión de datos y constantes cortes.

			A principios de 2020, se incorporó la segunda pieza principal del equipo en materia digital, Carme Artigas, que traía su valiosa experiencia en el sector privado para liderar y desarrollar una nueva agenda de políticas públicas hasta entonces inexistente en una nueva Secretaría de Estado de Digitalización e Inteligencia Artificial. 

			Me impresiona pensar que, en tan poco tiempo, fuimos capaces de preparar y desplegar una estrategia ambiciosa y eficaz, para aprovechar y orientar bien un proceso de digitalización acelerada. Mi mensaje a los equipos fue ese: plantearnos un programa y objetivos ambiciosos, pues ya vendrían las limitaciones en la realidad. Como dijimos (en privado): solo con lograr ejecutar un 50 por ciento de lo planeado, ya supondría un cambio radical en el país.

			El 21 de julio de 2020 presentamos en Moncloa la agenda España Digital. No contábamos todavía con los recursos presupuestarios para desplegarla, pero sí habíamos identificado las palancas principales y las reformas necesarias. Esa agenda digital sería clave para orientar al sector privado y movilizar desde el principio las energías del país en la buena dirección.

			A lo largo de los siguientes meses aprobamos los ocho planes específicos para impulsar la conectividad, el 5G, la ciberseguridad, la inteligencia artificial, la digitalización de la administración, la digitalización de las pymes, la industria audiovisual y las competencias digitales de la ciudadanía.

			A partir de 2021, gracias a los fondos europeos Next Generation, estos planes pudieron concretarse en reformas e inversiones por 20.000 millones de euros que fueron financiando proyectos, grandes y pequeños, a lo largo de todo el país.

			En primer lugar, multiplicamos la inversión en las redes de fibra, para llevar la conectividad de alta velocidad a todos los rincones. En solo dos años, con una estrategia reforzada centrada en cada localidad, en cada barrio, se redujo a la mitad la brecha de conectividad entre el ámbito urbano y rural. Además, impulsamos el posicionamiento de España como un nodo —un hub— de conexión internacional en el sur de Europa, con varios cables submarinos de transmisión de datos, incluyendo una conexión reforzada con el instituto astrofísico de Canarias.

			Para llegar al 100 por ciento del territorio, había que ser creativos y cubrir las poblaciones más dispersas y las zonas más remotas. La única solución viable fue el satélite así que, junto con Hispasat, pusimos en marcha un programa de conectividad universal a treinta y cinco euros al mes que presentamos en Hita —un pueblo precioso en Guadalajara— con gran ilusión. Este acontecimiento se celebró nada más incorporarse María González Veracruz, que remplazó a Roberto Sánchez como secretaria de Estado de Telecomunicaciones y Audiovisual en octubre de 2022. 

			Además de la conectividad de banda ancha, siempre apostamos por situar España en una posición de liderazgo en el 5G, la siguiente generación de telecomunicaciones móviles, con características de capacidad que supondrían una revolución, especialmente en el ámbito industrial.

			En 2019, lanzamos con los fondos estructurales FEDER un programa pionero para financiar proyectos piloto de 5G. Hicimos la presentación en Sevilla y Vigo de los proyectos seleccionados, unos powerpoints con propuestas que iban desde la seguridad vial al control de cultivos agrícolas y la seguridad en espacios industriales. Parecían en aquel momento ideas de ciencia ficción.

			En el Mobile World Congress de 2022 ya vimos casos de uso práctico, y durante la reunión informal de presidencia española en León en octubre de 2023, los ministros de Telecomunicaciones y Transformación Digital se quedaron impresionados cuando vieron los sistemas 5G en funcionamiento con robots controlados a distancia en tiempo real.

			Además de impulsar el despliegue del 5G en la industria, pensando en el futuro, y para tratar de posicionar empresas españolas por primera vez en innovación tecnológica, presentamos un programa de ayudas a la I+D en 5G avanzado y 6G, que hoy en día está financiando proyectos pioneros en las principales universidades españolas. Con ello, alimentamos un ecosistema de investigación que podrá participar activamente en las patentes de las generaciones futuras de tecnologías de telecomunicaciones.

			Dada la creciente vulnerabilidad de las redes a los ataques cibernéticos, junto al programa de conectividad y 5G, desplegamos un tercer plan de ciberseguridad, con programas de inversiones para impulsar el ecosistema de innovación y emprendimiento alimentado por el Instituto Nacional de Ciberseguridad (el INCIBE), que, situado en León, se ha consolidado como uno de los centros europeos de referencia en la materia.

			De hecho, la gran experiencia y reputación del INCIBE nos hizo presentar y defender con toda la energía la candidatura para albergar allí el futuro Centro Europeo de Competencia en Ciberseguridad. Finalmente, fue a parar a Rumanía, que, a diferencia de España, todavía no contaba con ninguna agencia europea.

			Me alegró mucho poder celebrar allí, en León, el Consejo Informal de ministros de Telecomunicaciones y Digital bajo presidencia española y poder mostrar la capacidad de desarrollar proyectos tan importantes también fuera de las grandes capitales.

			Además del apoyo al sector privado, los fondos europeos y la agenda España Digital nos han permitido dedicar valiosas inversiones para la digitalización de la Administración pública.

			España partía de una posición favorable, con una importante digitalización de los procesos en el ámbito de la hacienda pública y la salud. Sobre esta base, en estos años se han modernizado y trasladado a la nube los principales centros de datos, se ha desarrollado el trabajo digital para los funcionarios, se ha puesto en funcionamiento un Centro de Operaciones Seguras para la Administración del Estado y se han lanzado programas de digitalización de procesos y servicios de las comunidades autónomas y ayuntamientos.

			La coordinación de estos programas ha sido muy laboriosa, con un papel protagonista de la Secretaría General de Administración Digital, liderada por Juan Jesús Torres, que gestionó las inversiones con un sistema de compra centralizada e interoperabilidad para superar las dificultades de la compleja gobernanza en los distintos niveles administrativos y lograr una mayor eficiencia de la siguiente generación de herramientas de la Administración pública.

			Capítulo aparte para la digitalización de la Administración son los programas específicos para mejorar la calidad del servicio de justicia, la atención consular, la gestión de las políticas de empleo y de seguridad social. La agilización de los procesos en beneficio de los ciudadanos ha sido prioritaria en estos años, lo que ha exigido una constante atención e impulso a la acción de los ministerios competentes.

			Junto al potencial de las administraciones públicas como inversor en tecnología, los PERTE y otros proyectos tractores, teníamos claro que la modernización del país exigía un esfuerzo especial para apoyar la digitalización de las pymes y la creación y crecimiento de las empresas disruptivas que desarrollan nuevos servicios o productos digitales y con ello logran un crecimiento exponencial, conocidas como startups, que son actualmente uno de los principales motores de innovación. Su potencial sobre la economía de un país, atrayendo el talento y la inversión, desarrollando productos de alto valor añadido y aumentando el valor de los activos, explica la competencia internacional de los países para posicionarse como «paraísos digitales» o «naciones emprendedoras».

			España cuenta con importantes ventajas para ello: buenas infraestructuras físicas, digitales y sociales, excelente calidad de vida, un ecosistema universitario potente, grandes empresas tecnológicas…, pero hasta 2022 no tenía ningún instrumento específicamente orientado a impulsar este modelo empresarial. Con la nueva ley de startups, aprobada en diciembre de ese año, España se situó entre los países más avanzados en el impulso a las startups, con significativos incentivos fiscales y legales que están fomentando y atrayendo el talento y la inversión innovadora.

			Además, gracias a los fondos europeos, el Plan de Recuperación pudo lanzar programas de ayudas importantes. Por una parte, proporcionando financiación para las fases iniciales de las startups, las de mayor vulnerabilidad —con una atención especial a las lideradas por mujeres—. Por otra, movilizando inversiones privadas de gran envergadura para financiar las siguientes fases de crecimiento de las más exitosas, conocidas como scaleups. Entre ellas, destacan el fondo Next Tech gestionado por el ICO y la participación en el proyecto conjunto de los principales países europeos, la European Tech Champions Initiative, que ya ha logrado invertir en varias empresas e impulsar la creación de megafondos españoles de capital riesgo, con un tamaño objetivo de 1.000 millones de euros. 

			El mundo de las startups, moderno y atractivo, es clave para posicionar un país en la nueva economía digital, pero para aumentar la productividad y el crecimiento potencial, teníamos claro que había que lograr la transformación del ecosistema empresarial ya existente.

			En el caso de España, eso implicaba impulsar la modernización de millones de pequeñas empresas, microempresas de menos de tres trabajadores y autónomos, que eran y son el corazón de la economía.

			Partíamos para ello de una experiencia negativa: los programas de ayudas a la digitalización de las pymes lanzados hasta el momento no habían tenido éxito. Los incentivos fiscales y convocatorias de ayudas se habían centrado en subvencionar la compra de equipos y no condujeron a una modernización significativa del ecosistema de pymes, microempresas y autónomos del país. Dada la complejidad de acceder a las ayudas, las pequeñas y medianas empresas no acudieron masivamente a las convocatorias. Además, la compra de equipos físicos —hardware— no provocaron un cambio significativo en los modelos de gestión, con lo que los ordenadores quedaron aparcados y, al final, el esfuerzo inversor no tuvo continuidad en el tiempo. Algunos estudios explicaron la falta de inversión y el retraso en la digitalización de las empresas españolas por el elevado peso de los servicios, la gran cantidad de microempresas y la informalidad o la existencia de la economía sumergida.

			Para que la digitalización supusiese un aumento de productividad, necesitábamos hacer algo diferente. Analizando los distintos informes en la materia, había tres factores fundamentales para que la inversión en digitalización tuviese un impacto positivo sobre la productividad: el cambio de los sistemas de gestión de las empresas, la capacitación de los trabajadores y empresarios y el desarrollo de redes de colaboración empresarial.

			Para tener éxito, había que financiar servicios digitales que modernizasen los sistemas de gestión de las empresas y llevasen al mantenimiento del esfuerzo inversor en el tiempo. También hacía falta dar formación y facilitar la contratación de las personas que liderarían los cambios de procesos y sistemas dentro de las empresas. En tercer lugar, era preciso impulsar la colaboración entre las pymes, creando redes que dirigiesen hacia nuevos modelos, con una mayor interacción y sinergias para cambiar el ecosistema empresarial del país. Además, dada la debilidad financiera de las pymes en la pandemia, teníamos que activar con rapidez las ayudas, canalizando la liquidez mediante un sistema ágil y no burocrático. Todo ello exigía un trabajo serio de reflexión, diseño y preparación.

			No valía con seguir el camino fácil de transferir los recursos a las comunidades autónomas y confiar en que ellas hiciesen una buena gestión. Para tener impacto, era necesario garantizar que el programa llegaría a todas las empresas en todo el territorio, modernizar la propia Administración pública para robotizar los procesos, y hacer una fuerte campaña de comunicación que movilizase a todas las empresas del país. Y eso hicimos.

			Tras muchas reuniones y superando las muchas reticencias e instintos básicos reacios al cambio de los distintos organismos de la Administración, pusimos en marcha un modelo totalmente novedoso basado en «bonos de digitalización» que las empresas podrían invertir en un catálogo con los servicios digitales más importantes —páginas web, comercio electrónico, gestión de clientes, gestión de redes sociales, business intelligence y análisis de mercados, robotización de procesos, ciberseguridad, factura electrónica y oficina virtual—. Estos servicios serían prestados por los agentes digitalizadores validados por el sistema, que recibirían el pago de la Administración al presentar los bonos correspondientes. Eso permitiría dar a las pequeñas empresas y autónomos la capacidad de decisión sobre el uso de los bonos y restringir las gestiones financieras a un número limitado de operadores profesionales, lo que facilitaba la ejecución presupuestaria y reducía los riesgos.

			Para tramitar la distribución de los bonos de digitalización, la agencia de gestión en materia digital, Red.es, bajo el liderazgo del incombustible Alberto Martínez Lacambra, desarrolló un robot, y suscribimos acuerdos de colaboración con las principales instituciones públicas para certificar la información. Con ello, el sistema robotizado comprobaría rápidamente los datos principales de las solicitudes, accediendo automáticamente a la información del Colegio de Notarios en cuanto a poderes de representación, a las bases de datos de la Agencia Tributaria en cuanto al pago de impuestos, y de la Seguridad Social en cuanto al número de empleados y el pago de las cotizaciones sociales correspondientes. A través de un acuerdo con la Red de Cámaras de Comercio, se prestaría apoyo personalizado a las empresas para gestionar las solicitudes en todo el territorio. De esta manera, con un esfuerzo conjunto, simplificamos radicalmente los procedimientos y actuamos a gran escala, proporcionando apoyo financiero a cientos de miles de empresas en todo el país e incentivando inversiones que tendrían largo recorrido.

			Así nació el programa Kit Digital, sin duda uno de los más exitosos del Plan de Recuperación, con un impacto impresionante desde muchos puntos de vista: por su gran escala y alcance, por la colaboración público-privada, por la novedad del modelo, sin parangón en ningún otro país europeo, por la valoración positiva de las empresas, por la importante participación de las pymes en el ámbito rural y las provincias menos pobladas del país, por la rapidez del cambio y la impresionante modernización de los procesos de gestión de la Administración pública.

			Junto a los bonos del Kit Digital, que han ido ampliándose a distintos colectivos y empresas más grandes, el Plan de Recuperación también ha impulsado de forma decidida las redes empresariales, mediante el programa de apoyo a los Centros de Innovación Digital (Digital Innovation Hubs) y a los clusters sectoriales o Asociaciones de Empresas Innovadoras en todo el país, y las competencias digitales de la ciudadanía.

			En efecto, con los fondos Next Generation se han puesto en marcha multitud de programas, gestionados mayoritariamente por las comunidades autónomas, para tratar de impulsar la formación en materia digital de la población, y así facilitar el acceso al empleo y a los servicios en todo el territorio.

			Además de la integración de las competencias digitales en los programas de estudios de los colegios y centros de formación profesional, con los fondos europeos se están financiando cursos de formación para los grupos de población más vulnerables —como las personas mayores, los inmigrantes o parados—, programas de formación universitaria especializada y cátedras.

			También se lanzó el programa de «agentes del cambio», con el fin de financiar la formación y contratación de jóvenes profesionales que ayudasen en la transformación desde el interior de las empresas. Y se apoyó una campaña de educación ciudadana a través del grupo RTVE, con el programa de entretenimiento Brigada Tech como emblema.

			Además de financiar las inversiones de empresas, instituciones y universidades, la agenda España Digital también impulsó, mediante el programa RETECH, las redes de colaboración entre comunidades autónomas para lanzar proyectos emblemáticos en todo el territorio, evitar incoherencias y así multiplicar el impacto, aprovechando las sinergias.

			Aunque en un primer momento hubo reticencias e intentos por parte de las comunidades más avanzadas de ir por libre, eliminando la exigencia de que los proyectos implicasen al menos a dos comunidades autónomas, al final aceptaron el modelo de red y estas ayudas se están gestionando con un espíritu de fuerte colaboración interinstitucional.

			Recuerdo la primera selección de proyectos, que anunciamos en una reunión muy positiva con todos los consejeros autonómicos en materia digital, aprovechando un importante congreso de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE) celebrado en Canarias en diciembre de 2022.

			Desde entonces, las comunidades autónomas están desplegando grandes proyectos transformadores que van desde el uso de las tecnologías digitales y la inteligencia artificial en el sector agrario —el proyecto PAN, en cuya presentación participé en Toledo—, la ciberseguridad, la salud digital o los gemelos digitales de los archipiélagos a la innovación en ámbitos menos clásicos, como las tecnologías verdes —greentech—, el desarrollo rural —ruraltech—, el diseño o la moda —fashiontech.

			La agenda digital de España sin duda explica el gran impulso a la incorporación de las nuevas tecnologías y la modernización del país. Con los fondos europeos se están financiando cientos de miles de proyectos: desde las grandes infraestructuras a las pymes, pasando por las redes de colaboración en el territorio.

			Pero probablemente lo más arriesgado y revolucionario fue lanzar tres grandes iniciativas para poner nuestro país a la vanguardia mundial en el ámbito digital: la Estrategia Nacional de Inteligencia Artificial —la ENIA—, el proyecto estratégico para impulsar el ecosistema industrial español de semiconductores y microprocesadores —el PERTE CHIP— y el ambicioso plan para convertir a España en líder europeo de producción audiovisual —Spain Audiovisual Hub. 
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			Los planes de recuperación de todos los países europeos incorporaron un capítulo digital. De hecho, las propias normas europeas establecían un porcentaje mínimo del 20 por ciento de la inversión en este ámbito, junto al 37 por ciento dedicado a la transición verde. Pero solo España puso el foco en tres grandes áreas estratégicas: la inteligencia artificial, los chips y el sector audiovisual. 

			Para orientar nuestra acción en materia de Inteligencia Artificial (IA), contamos con las valiosas contribuciones del Consejo Consultivo, que reunió a partir de 2020 a algunos de los mayores expertos en la materia a nivel mundial y otros profesionales de ámbitos tan diferentes como la sociología, la ingeniería o la antropología. Así, reunimos a españoles de primer nivel que habían desarrollado su carrera en centros académicos, de investigación y empresas de referencia, desde la universidad de Columbia y el Instituto de Tecnología de Massachusetts (el MIT) al instituto Max Plank, Google o Microsoft, como Rafael Yuste o Juan Luís Arsuaga.

			Tras un trabajo intenso durante los meses de pandemia, en diciembre de 2020 presentamos en Moncloa la Estrategia Nacional de Inteligencia Artificial —la ENIA—, que abarcaba todos los aspectos relevantes, desde la investigación a la computación cuántica, la incorporación de la inteligencia artificial en los procesos industriales y los derechos digitales.

			Esta estrategia ha enmarcado los numerosos programas de inversión lanzados desde entonces con los fondos Next Generation, que están apoyando cientos de proyectos de investigación y de incorporación de estas nuevas tecnologías digitales en los procesos productivos en toda la geografía nacional. De hecho, el éxito de las convocatorias hizo que reforzásemos algunos de los programas de ayudas.

			Además de los proyectos singulares emblemáticos, como el Centro Nacional de Neurotecnología Spain Neurotech, que se está desarrollando en la Universidad Autónoma de Madrid, tras un reñido proceso competitivo con otras universidades punteras del país, uno de los elementos más importantes de esta estrategia ha sido el impulso a las redes de colaboración entre las comunidades autónomas y entre los múltiples centros de excelencia que hay en toda España.

			Así, con el liderazgo del Centro Nacional de Supercomputación de Barcelona —conocido por sus siglas en inglés como BSC—, creamos el programa Quantum Spain, para desarrollar el primer ordenador cuántico del Sur de Europa, reuniendo y aprovechando los recursos de las principales universidades españolas. Asimismo, lanzamos las innovadoras cátedras público-privadas de inteligencia artificial, lideradas por una universidad y una o varias empresas, impulsadas con financiación pública durante los tres primeros años y que después deberán mantenerse con la privada. También pusimos en marcha ayudas para crear una red de centros de excelencia en inteligencia artificial, una de las convocatorias que llevó más tiempo por la necesidad de coordinar a varios ministerios.

			Precisamente el Centro Nacional de Supercomputación de Barcelona protagonizó una de las situaciones de más tensión vivida con las instituciones europeas, por los enormes intereses relativos a la tecnología y a la empresa que construiría el MareNostrum 5, uno de los superordenadores más potentes de Europa. Sin entrar en detalles, baste señalar que, tras numerosas gestiones y situaciones desagradables, ganamos esa batalla y el proyecto sigue avanzando a toda vela, como hace poco me confirmó su carismático director, Mateo Valero. 

			En paralelo con los proyectos tecnológicos en inteligencia artificial, posicionamos a España como un país de referencia en materia de derechos digitales. La bandera de los derechos digitales ha dado visibilidad a España a nivel internacional en un asunto que es tan importante como desconocido, a pesar de haber ocupado buena parte de las conversaciones con las empresas líderes digitales mundiales en estos años, empezando por la comida informal que se organizó con el Rey y los principales participantes en el Mobile World Congress de 2019.

			Me sorprendió bastante la unanimidad que había entre los participantes en ese encuentro, líderes internacionales del ámbito público y privado como Amina Mohammed, de las Naciones Unidas, o Satya Nadella, de Microsoft, sobre la importancia y urgencia de abordar los riesgos derivados de la inteligencia artificial en el plano personal y social. Todos compartimos la necesidad de encauzar bien el desarrollo de la inteligencia artificial, en clave humanista, garantizando la adecuada protección de los derechos existentes fuera del mundo digital. Delante del Rey, se instó a España a tener un papel protagonista en este asunto e impulsarlo en los distintos foros europeos e internacionales. Y eso hicimos.

			En julio de 2021 presentamos la Carta de Derechos Digitales, que también contó con las valiosas contribuciones de un grupo de expertos convocado con tal fin, desde juristas a científicos, filósofos y sociólogos. Se trataba de disponer de un marco de actuación que pudiese guiar en el futuro a los Gobiernos de España y el poder legislativo a la hora de tomar decisiones en este terreno tan complejo.

			El texto de la Carta de Derechos Digitales de España se extendería al mundo latinoamericano en la Cumbre Iberoamericana de Jefes de Estado y de Gobierno de Santo Domingo de marzo de 2023 y ha servido desde entonces de inspiración para numerosos trabajos internacionales en la materia.

			De hecho, Carme Artigas, la secretaria de Estado española, ha copresidido el primer grupo consultivo de alto nivel de las Naciones Unidas sobre Inteligencia Artificial, que presentó en Nueva York en septiembre de 2024 su informe y sus propuestas para poner en pie un gran acuerdo mundial que garantice un desarrollo seguro de estas nuevas tecnologías, cuyo potencial está por descubrir, pero que ya están teniendo un impacto muy significativo sobre la humanidad. Sentí un gran orgullo de compartir con ella ese momento tan especial durante la Asamblea General de Naciones Unidas, ya como presidenta del Banco Europeo de Inversiones. Y cada día estoy más convencida de la urgente necesidad de articular un gran acuerdo mundial para proteger nuestras sociedades, nuestra seguridad como especie, ante el avance de estas nuevas tecnologías, que están teniendo un papel creciente en el ámbito militar, al igual que a mediados del siglo pasado se hizo con la energía nuclear.

			Junto a la Carta de Derechos Digitales, España fue pionera en el establecimiento de la primera agencia de supervisión en la materia, la Agencia Española de Supervisión de Inteligencia Artificial (AESIA). Para determinar su sede, se lanzó un proceso al que se presentaron numerosas ciudades españolas. A Coruña fue la elegida, no solo por la potencia de las universidades gallegas sino también, de forma determinante, por el peso del ecosistema empresarial en torno a la ciudad.

			En una de mis visitas tras la designación de la sede, la alcaldesa quiso enseñarme el edificio que acogería esta nueva agencia y descubrí, con gran emoción, que sería La Terraza, el emblemático palacete de principios del siglo XX que está en los jardines del centro de la ciudad. En su fachada se encuentra la placa conmemorativa de la gran remodelación que la convirtió en 1985 en sede gallega de la radio y televisión pública, con el nombre de mi padre, Jose María Calviño, que era entonces director general de RTVE. 

			En agosto de 2023, se constituyó la nueva agencia, que ya está empezando a desarrollar su actividad de supervisión de los algoritmos y programas para proteger los derechos individuales y colectivos de los ciudadanos en el nuevo universo digital.

			Dentro de la Estrategia Nacional de Inteligencia Artificial, lanzamos uno de los proyectos estratégicos del Plan de Recuperación, el PERTE dedicado a la nueva economía de la lengua, para explotar el enorme potencial del español, con más de 500 millones de hablantes en todo el mundo, en esta nueva tecnología que, precisamente, tiene como una de sus herramientas principales el tratamiento del lenguaje natural.

			Como expliqué en los muchos actos públicos de estos años para impulsar el proyecto, el objetivo es garantizar que la inteligencia artificial no solo piense en inglés o chino, sino también en español, para que nuestra forma de ver el mundo se vea reflejada en los algoritmos y que las empresas españolas se beneficien del enorme potencial de la nueva economía digital. Con el fin de aprovechar la riqueza lingüística del país, el PERTE también incluyó al resto de las lenguas cooficiales, financiando proyectos en el ámbito del gallego, el euskera, el catalán y el valenciano, y explotando las sinergias entre ellos a la hora de desarrollar herramientas de inteligencia artificial.

			Para orientar y dar seguimiento al proyecto, creamos un Consejo Consultivo que incorporó a los principales actores desde el punto de vista tecnológico, lingüístico y de contenidos, desde el Centro Nacional de Supercomputación de Barcelona y la Biblioteca Nacional, al Instituto Cervantes, la Real Academia Española, personalidades del mundo de la Cultura y las Artes, como Lorenzo Silva o Elvira Lindo, expertos en tecnología, como Cristina Aranda, y en el tratamiento del lenguaje natural, como Pilar Manchón o Estrella Montolío.

			Recuerdo con gran satisfacción y afecto el acto de lanzamiento del Consejo Consultivo en la Biblioteca Nacional, el trabajo apasionado para lanzar el «Valle de la lengua» con la entonces presidenta de La Rioja, Concha Andreu, los diferentes eventos organizados en el maravilloso palacete de la Real Academia Española, la presentación de la página web de la Real Academia de la Historia en el Palacio Real, y la presentación internacional del PERTE, con el ministro de Cultura, Miquel Iceta, y el director del Instituto Cervantes, Luis García Montero, en la Feria del Libro de Frankfurt.

			Gracias a la energía y creatividad de Cristina Gallach, la comisionada encargada de liderar el proyecto, pusimos en marcha numerosas iniciativas, desde el impulso a la red de Reales Academias de la Lengua Española en todo el mundo al apoyo a los proyectos de la ONCE para la integración de personas con discapacidad o el reconocimiento del ecosistema emergente de los pódcast. Con ello dimos visibilidad a estas iniciativas, valoramos públicamente su importancia y creamos un ecosistema muy valioso para el país. Desde la digitalización de los fondos bibliográficos al desarrollo de los corpus lingüísticos para el entrenamiento de los sistemas de inteligencia artificial, el impulso de las startups españolas en este ámbito del lenguaje natural, o la atención al lenguaje claro en la Administración y el desarrollo de herramientas para personas con discapacidad..., muchas son las iniciativas que hemos impulsado en un terreno novedoso y totalmente distinto del habitual para la Administración pública.

			El compromiso, reconocimiento y agradecimiento por parte de las muchas instituciones y personas implicadas han sido un motivo de orgullo e inspiración. En general, hemos tratado con sectores poco atendidos por las políticas públicas, que se han sentido por primera vez respetados y han apreciado mucho la atención y el apoyo. Con la aportación constructiva y la experiencia inspiradora de estas personas, las reuniones relativas a este proyecto han resultado de las más enriquecedoras y placenteras de estos años.

			En paralelo con la intensa actividad en el ámbito nacional, reforzamos también el liderazgo de España en las iniciativas europeas en materia de inteligencia artificial. Logramos en poco tiempo hitos importantes, como el establecimiento en Sevilla de la sede del nuevo Centro Europeo de Transparencia de Algoritmos y el lanzamiento conjunto con la Comisión Europea del primer banco de pruebas —sandbox— regulatorio de inteligencia artificial; un espacio de experimentación en entorno seguro para afinar la regulación en este ámbito tan nuevo y complejo y calibrar, en colaboración con las empresas, las reglas y requisitos de información, de forma que sean eficaces y proporcionados.

			El relevante papel de nuestro país en la materia culminó con la aprobación del Reglamento Europeo de Inteligencia Artificial, bajo presidencia española, broche de oro a un periodo de gran impulso a la modernización tecnológica en este ámbito clave para el presente y el futuro, del que hablaré en detalle más adelante.

			Pasando de las redes neuronales y los modelos de entrenamiento de la inteligencia artificial al mundo de las placas de silicio, el segundo gran proyecto estratégico del Plan de Recuperación en materia digital se orientó a impulsar el ecosistema industrial español en materia de semiconductores y microprocesadores.

			La idea del PERTE CHIP surgió de una conversación casual con Roberto Sánchez, uno de los profesionales que vivieron en los años ochenta del siglo pasado la naciente industria de fabricación de chips en España, que luego decayó al trasladarse toda la producción a Asia. Él lanzó la idea, de pasada, pensando que yo no iba a perseguirla. Pero lo cierto es que me pareció brillante. Muy arriesgada, pero brillante. Estaba claro que se trataba de una apuesta de gran envergadura e impacto económico.

			El contenido electrónico de todos los productos ha aumentado vertiginosamente en las últimas décadas. Desde los coches a los sistemas de calefacción de las viviendas, pasando por las lavadoras, los juguetes e incluso la ropa, el consumo de chips ha crecido de manera exponencial y, viendo el problema de suministro vivido tras la pandemia, está claro el carácter estratégico del acceso a los semiconductores y la microelectrónica para el crecimiento económico futuro.

			Recuperar la capacidad tecnológica de España en este ámbito podía abrir grandes oportunidades de inversión y la creación de puestos de trabajo de alta cualificación y, además, garantizar el suministro de chips para las industrias más importantes del país. Antes de hacer ningún anuncio, necesitábamos analizar la situación del sector y el potencial empresarial. No podíamos generar falsas expectativas en un tema tan estratégico. Tras unos meses de trabajo, Roberto confirmó que había una base sólida para poder plantearse una acción de gran escala. La ministra de Hacienda rápidamente apoyó la idea, entendiendo desde el principio que el PERTE CHIP era probablemente el proyecto más novedoso y transformador del país. Así que, en 2021, nos pusimos manos a la obra para tratar de identificar los principales ejes de acción desde el sector público capaces de movilizar inversiones y proyectos de impacto, teniendo en cuenta la fuerte competencia internacional.

			La carencia de chips y la delicada posición geoestratégica de Taiwán, donde se sitúan los principales centros de producción, había despertado todas las alarmas en los países más industrializados. El Gobierno estadounidense había situado la relocalización de fábricas de chips en su territorio como una prioridad absoluta y los principales países europeos se habían lanzado a la atracción de inversiones y al establecimiento de fábricas de semiconductores para garantizar el suministro a su industria nacional. Teníamos que acertar, identificar las ventajas competitivas de nuestro país y situar a España en el mapa para los productores e inversores internacionales.

			El principal activo era el potencial de las universidades y empresas que ya estaban presentes en parte de la cadena de valor de los chips, especialmente en el ámbito del diseño y de la fotónica. También la demanda de chips por parte de industrias nacionales potentes, como la automoción o el textil. Sobre esta base, había que apoyar la inversión en I+D, y en capacidad industrial, apostar por los equipos excelentes y el talento de los ingenieros, y tratar de atraer un centro de referencia en materia tecnológica.

			En este ámbito, cualquier inversión requeriría cientos o incluso miles de millones de euros, así que conformamos el PERTE con un porcentaje importante de los préstamos de fondos Next Generation, para activar la financiación únicamente en caso de necesidad. Y nos pusimos a buscar una persona que pudiese liderar este proyecto. Cuando teníamos listo el armazón, en la primavera de 2022, conseguimos reclutar a otro «viejo rockero» de la industria española de chips, Jaime Martorell, que estaba dispuesto a trabajar por el país después de una carrera exitosa en la industria americana. Y con estos elementos lanzamos el PERTE CHIP, cuyo resultado rápidamente superó nuestros escenarios más optimistas.

			El primer acto relevante fue una reunión en la sede del ministerio, a la que convocamos al ecosistema de empresas que habíamos identificado en los diferentes rincones del país. La propia visualización del ecosistema nacional de actores en el ámbito de la microelectrónica, con más de ciento sesenta asistentes tremendamente motivados y determinados a apoyar este proyecto estratégico, puso de relieve el potencial de España en este ámbito, con centros líderes en fotónica, como el Instituto de Ciencias Fotónicas (el ICFO) en el área metropolitana de Barcelona, empresas de ingeniería con extraordinario talento, y potentes centros de investigación en varias universidades, desde Galicia a Canarias, pasando por Valencia.

			El proyecto estratégico y la excelente relación con la administración estadounidense de ese momento posicionó a España como uno de los países europeos más interesantes para atraer las inversiones de empresas americanas que no pudiesen establecerse al otro lado del Atlántico.

			Mantuvimos numerosos encuentros con potenciales inversores internacionales, que mostraron gran interés, y ya en 2023 conseguimos atraer el establecimiento en Málaga del primer centro de investigación fuera de Bélgica del IMEC, el principal laboratorio de chips del mundo. El proyecto todavía está en fase de despegue, pero, sin duda, el PERTE CHIP figurará entre los legados más importantes del Plan de Recuperación para el futuro del país. 

			Finalmente, el tercer componente único de la agenda España Digital, ausente en el resto de los planes de recuperación europeos, es el proyecto Spain Audiovisual Hub, para impulsar el papel del país como líder europeo en el campo audiovisual, aprovechando el impresionante activo de España como referente mundial en el ámbito del Arte y la Cultura, con un potencial especialmente valioso en el terreno audiovisual.

			Desde las películas y series a los videojuegos y los e-sports, contamos con una base sólida: el extraordinario talento de los profesionales del sector, el valor añadido de un potente tejido empresarial de producción y rodaje y la experiencia. Porque en el suelo español se ruedan muchas películas y series con un impresionante impacto sobre múltiples sectores de la economía, desde el turismo a la peluquería, del vestuario a los muebles, de la posproducción al catering…

			Además, la salida del Reino Unido de la Unión Europea en 2019, el Brexit, suponía una oportunidad única para atraer parte de la actividad de producción audiovisual del país, que necesitaba reubicarse en un centro dentro de la Unión Europea para contar con las ventajas y ayudas del mercado interior.

			Por todas estas razones, España cuenta con un capítulo especial en el Plan de Recuperación para impulsar la transformación digital del sector audiovisual, la atracción de rodajes internacionales, la producción nacional de gran calidad, la presencia del sector en los festivales internacionales, el lanzamiento de nuevos formatos… Lo cierto es que el apoyo al sector audiovisual ha sido durante estos años una prioridad para el Gobierno por su enorme potencial económico y su papel clave en el desarrollo de la cultura y la identidad del país. 

			Con el fin de situar a España en el mapa internacional, además de trabajar con las asociaciones nacionales y las iniciativas ya existentes, como Shooting in Spain para atraer los rodajes en suelo español, teníamos que acceder directamente a los centros de decisión de los grandes productores internacionales. De Hollywood a Bollywood.

			Con ocasión de mis visitas a Nueva York, me reuní con representantes de las grandes productoras mundiales, las majors, explicando nuestros planes y escuchando sus sugerencias. Este intenso diálogo nos permitió impulsar los cambios normativos necesarios para convertir España en su destino preferido; por ejemplo, agilizando la concesión de visados para todo tipo de profesionales vinculados con los rodajes y la posproducción y proporcionando un portal único para facilitar los trámites con las autoridades nacionales y regionales.

			El propio presidente Sánchez también tuvo reuniones con el ecosistema audiovisual durante sus viajes a Estados Unidos, e incluso los recibió en la Moncloa en un evento multitudinario que dejó clara la importancia del sector y, sin duda, influyó en algunas de las decisiones de inversión que se han producido en estos años y que han traído a España importantes producciones y centros europeos del negocio.

			Además de estrechar los lazos con la industria americana, invertimos también tiempo y esfuerzo en ampliar la cooperación con el pujante sector de la India. En febrero de 2023, con ocasión de las reuniones del G20 en dicho país, hice una parada en Mumbay para conocer de cerca a las empresas protagonistas de la digitalización del país, de la universalización de los servicios financieros y también del éxito del sector audiovisual.

			En el hotel Taj Mahal Palace —conocido por haber protagonizado años antes un terrible atentado terrorista—, celebramos un desayuno de trabajo, organizado por la embajada, al que acudieron los principales productores y directores de Bollywood. Me impresionó su conocimiento detallado del sector audiovisual en España y de su regulación, las propuestas concretas que nos presentaron para mejorar las condiciones para rodar y producir películas aquí, su aprecio por los profesionales españoles y su respeto por la política que estábamos impulsando desde el Gobierno. Tenían las ideas claras y una gran voluntad de reforzar la colaboración existente entre los dos países.

			De hecho, aunque sea poco conocido en nuestro país, el sector cinematográfico indio tiene una relación especial con España. La película más taquillera de ese año, 2023, y una de las de mayor éxito de la historia de Bollywood, Pathaan, se rodó en parte en Mallorca y Cádiz. Años atrás, en 2011, Solo se vive una vez (Zindagi Na Milegi Dobara) fue vista por millones de espectadores indios que la convirtieron en una película muy popular. En ella, tres amigos realizaban un viaje iniciático por España.

			También en el caso de la India escuchamos atentamente las propuestas de las empresas y reforzamos una base de cooperación que abre la puerta a uno de los mercados con mayor población y de mayor crecimiento del mundo.

			El balance de estos años en materia digital es impresionante, desde la conectividad al audiovisual, pasando por el 5G, la ciberseguridad, la digitalización de pymes y Administración, la mejora de las competencias digitales de la ciudadanía, la inteligencia artificial, los chips y el sector cinematográfico.

			Y esta parte de mi trabajo, a pesar de ser poco visible en los medios de comunicación nacionales, ha sido enormemente satisfactoria. En primer lugar, porque la falta de atención mediática también ha reducido el interés de los grupos políticos por utilizar el tema digital para alimentar las controversias, permitiendo así llegar a acuerdos en el Parlamento con los que hemos aprobado las principales leyes de reforma en el campo de telecomunicaciones, audiovisual, de ciberseguridad, de startups, derechos digitales… 

			Además, porque hemos podido trabajar mano a mano con los distintos sectores y profesionales implicados, que han reconocido el buen hacer del Gobierno en este ámbito. La colaboración con las principales asociaciones empresariales ha sido muy constructiva. También hemos tenido una experiencia positiva con el Consejo Consultivo de transformación digital, reuniéndonos regularmente con más de ochenta representantes de las asociaciones empresariales y agentes sociales. Y, además, contamos con las valiosas contribuciones de los comités de expertos en inteligencia artificial y para la Carta de Derechos Digitales. Los frutos de nuestra estrategia y el impacto del trabajo de estos años ya son visibles en la economía española.

			Gracias a las reformas y a los fondos Next Generation, se han movilizado 20.000 millones de inversión pública en digitalización. Los presupuestos del Estado en este ámbito se multiplicaron por siete y pudimos plantear un programa de modernización de la Administración, de despliegue de infraestructuras y apoyo a la digitalización de las pymes sin comparación en Europa. Con ello, España ha subido varios puestos en los rankings de economía digital, poniéndose a la cabeza de las grandes economías europeas y posicionándose como país de referencia en la atracción de startups o de grandes proyectos innovadores. El proceso de modernización tecnológica está ayudando a cambiar la estructura de las empresas, aumentando su tamaño y la inversión en bienes intangibles, asignatura pendiente de la economía española, mejorando la productividad, la competitividad y la resiliencia de la balanza de pagos.

			Además, España se ha posicionado como adalid de una digitalización humanista, que pone en el centro a las personas y establece un marco legal que proporciona confianza, protegiendo la intimidad, los datos y nuestros derechos individuales y colectivos. Se ha logrado la conectividad de alta velocidad en el 100 por ciento del territorio, España es protagonista del despliegue del 5G en Europa, y se están desarrollando proyectos emblemáticos de inversión en el ámbito de la neurotecnología, la computación cuántica, la fabricación de semiconductores, la inteligencia artificial o la producción audiovisual, que hubiesen sido impensables en el pasado. 

			En el ámbito audiovisual, tuve ocasión de recoger los frutos de nuestros esfuerzos en el Festival de San Sebastián de 2023, en el que el sector reconoció públicamente que estaba en su mejor momento gracias, en gran medida, a la importante labor y al compromiso del Gobierno.

			El reconocimiento ha sido notable en el caso de los operadores extranjeros. Las multinacionales de telecomunicaciones han expresado en público en numerosas ocasiones su aprecio por la prioridad dada por el Gobierno al proceso de digitalización, que contrasta con la falta de estrategia y compromiso de otros países.

			Y lo mismo ha ocurrido en el ámbito audiovisual. No puedo dejar de compartir mi emoción al recoger en junio de 2024 el premio de la Motion Picture Association de los Estados Unidos, junto al director cinematográfico José Antonio Bayona y a la Dirección General de la Policía, un acto en el que las principales productoras mundiales reconocieron la contribución de nuestro excelente equipo para posicionar España como un país de referencia en la producción audiovisual a nivel mundial.

			El despliegue de una ambiciosa agenda de transformación digital, positiva y orientada al futuro, es una de las claves de la modernización de España que está en marcha. En lo personal, ha sido un ámbito que me ha dado grandes alegrías durante estos años. Hemos podido ver el resultado positivo de una buena gestión sobre el terreno. Además, he tenido la satisfacción de, una vez articulada la estrategia y lanzados los principales programas, pasar el testigo a un ministerio específicamente dedicado a la transformación digital, en un escenario muy diferente del heredado en 2018: con una agenda sólida de políticas públicas, competencias claras y proyectos importantes, un marco de diálogo con las otras administraciones y el sector privado, prestigio internacional, un buen presupuesto para programas de inversiones y un equipo motivado y competente.
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La larga sombra de la crisis financiera

			 

			 

			En contraposición con la agenda positiva desplegada en el ámbito digital, durante esos años tuvimos que gestionar temas negativos y muy complejos traídos del pasado: la herencia envenenada de la respuesta a la Gran Crisis Financiera de 2008-2014. Y es que, en paralelo con la respuesta a la pandemia y el despliegue de medidas positivas para la modernización del país, hubo que lidiar con un reto de gran envergadura: cerrar bien las heridas abiertas y las malas decisiones tomadas una década antes, cuando España se vio en el epicentro del terremoto financiero que llevó al euro al borde del abismo.

			Desde la caída de Lehman Brothers en septiembre de 2008 hasta el whatever it takes —que podría traducirse como «cueste lo que cueste»— de Mario Draghi en julio de 2012, con el que se fueron estabilizando los mercados europeos de deuda pública, y la vuelta del crecimiento económico a España dos años después, en 2014, nuestro país se hundió en una profunda crisis que hizo tambalearse todas las estructuras económicas, sociales y políticas construidas desde la llegada de la democracia. 

			Tras la tormenta perfecta que supuso la crisis bancaria iniciada en Estados Unidos y contagiada después a todo el mundo, las intensas turbulencias en los mercados de deuda pública del euro y el estallido de la burbuja inmobiliaria en el ámbito nacional, durante seis años España se convirtió en símbolo de todos los males, entrando en una espiral destructiva que rompió la confianza de los inversores, hundió las finanzas de empresas y familias, debilitó las hechuras del contrato social y forzó a elegir entre emigración y precariedad a una generación de jóvenes bien formados. 

			La austeridad a toda costa, las malas decisiones tomadas a nivel nacional y europeo y la implantación sin ambages de un modelo ultraliberal de desregulación y devaluación interna para corregir los desequilibrios fiscales y de balanza de pagos, hundieron los salarios y la inversión. Todo esto condujo a la economía española a una larga y dolorosa recesión entre 2008 y 2014, abriendo una brecha con la evolución de las principales economías europeas que solo hemos logrado empezar a corregir a partir de 2021. 

			Más allá de la restructuración del sector financiero, lenta y costosa, casi todo estaba por hacer cuando llegamos al Gobierno en 2018. La inversión productiva y el empleo se encontraban muy lejos de los niveles previos a 2008, y los cuatro años de crecimiento económico no se habían aprovechado para corregir los desequilibrios fiscales y tratar de recuperar los miles de millones de recursos públicos enterrados en el rescate de las entidades financieras, sino para tratar de bajar impuestos, enfrentarse a las autoridades europeas y ganar competitividad internacional a base de precios y salarios bajos.

			Aunque en su día se prometió que el rescate financiero no costaría un euro a los ciudadanos españoles, lo cierto es que los problemas y pasivos contingentes heredados eran enormes todavía en 2018, con tres grandes frenos que lastraban las cuentas públicas y al propio mercado inmobiliario español. 

			En primer lugar, se había suscrito un compromiso para reprivatizar Bankia, símbolo de la gestión desastrosa de las cajas de ahorros durante la burbuja inmobiliaria y financiera. Se habían producido algunas ventas parciales de la participación del Estado, con un resultado financiero dudoso, así que el compromiso se había ido retrasando y no estaba nada claro cómo se podría hacer de forma favorable a los intereses públicos.

			Además, frente a los modelos de éxito de otros países, la Sociedad de Gestión de Activos procedentes de la Restructuración Bancaria (Sareb), el «banco malo» de España, solo era una fuente de malas noticias. Creado en 2012 para comprar en el pico de la crisis las carteras de crédito hipotecario de menor calidad de las entidades financieras, los activos «tóxicos», y limpiar así sus balances, tras múltiples vaivenes en la estrategia de comercialización, en 2018 todavía no teníamos claridad sobre los activos financieros. Los resultados eran incluso más negativos de lo anticipado y no había una política clara y proactiva para gestionar las situaciones de vulnerabilidad social, con lo que las únicas noticias que se difundían hablaban de desahucios, de abandono y precariedad. 

			En paralelo, la ratio de deuda pública sobre el PIB de España había subido en sesenta puntos de PIB en diez años y el país había recibido un crédito de 41.000 millones de euros del Mecanismo Europeo de Estabilidad, que se había utilizado para recapitalizar los bancos —entre ellos, Bankia—. En 2018 todavía quedaba pendiente devolver 26.000 millones de euros, pero esa inyección de recursos no había resultado en un aumento del crecimiento potencial del país o una mejora de la calidad de vida de los ciudadanos.

			Había que ponerse a trabajar, sabiendo que habría pocas alegrías y muchas situaciones difíciles, repletas de simbolismo y carga política, y con gran riesgo de descarrilar dados los múltiples intereses en juego.

			Aunque en muchas entrevistas me preguntaron por estas «patatas calientes», mantuvimos en todo momento un perfil bajo, tratando de no dar titulares y evitar polémicas que hubiesen hecho todavía más difícil encontrar soluciones.

			De forma discreta, durante estos cinco años y medio en el Gobierno, los equipos del ministerio y yo misma dedicamos mucho esfuerzo para encarrilar estos y otros asuntos arrastrados del pasado de la mejor forma posible para responder al interés público. Hemos trabajado mucho y hablado poco. Y los buenos resultados han validado esta manera de hacer las cosas. 

			El gran éxito de la fusión de Caixa y Bankia ha sido probablemente uno de los hitos más importantes de mi etapa al frente del Ministerio de Economía. La obligación de asumir en el perímetro público la deuda contingente de la Sareb, una de las más difíciles de asumir. Y la mejora de las condiciones financieras del stock de deuda pública heredado del rescate, aprovechando los bajos tipos de interés y con una política fiscal responsable, una de las acciones claves para que España haya podido tener estabilidad financiera en estos años tan turbulentos, evitando episodios de alta volatilidad y separándose —por fin— del grupo de países «problemáticos» en la escena europea, una situación comparativamente muy favorable que se mantiene hasta hoy en los mercados financieros.

			En un primer momento, a pesar de las constantes preguntas y especulaciones de los medios sobre el tema de la privatización de Bankia, no lo tenía en mi radar como un tema urgente al llegar al ministerio. Disponíamos de un plazo, autoestablecido y, por tanto, ampliable, para proceder a la desinversión de la participación pública. Con una gestión profesional, buenos resultados financieros y ausencia de ruido mediático, no estaba claro el interés de activar un proceso de desinversión de la participación del Estado. 

			Además, Bankia era uno de los emblemas de la Gran Crisis Financiera y no era evidente qué actuación sería la mejor para ayudar a maximizar la recuperación de los 23.000 millones de euros de recursos públicos empleados para recapitalizarla y sanear el balance tóxico absorbido de múltiples cajas de ahorros del país.

			El Gobierno anterior había vendido en el mercado bursátil parte del capital de Bankia, tratando con ello de dar un mensaje de determinación para la privatización total, pero el magro resultado logrado con ello y la evolución negativa de la cotización de las entidades financieras hacían poco aconsejable seguir en esa línea. Solo la venta de la participación de control del Estado podría conducir a un mayor valor de la acción, pero eso suponía entrar en una negociación muy compleja, sin compradores evidentes y con alto riesgo político.

			Tras el periodo de gobierno en funciones en 2019, que no favorecía la toma de decisiones de tanto calado, a principios de 2020 nuestra idea era mantener el statu quo, continuar con la gestión profesional de la entidad e intentar maximizar el dividendo anual para las arcas públicas. En paralelo, seguiríamos explorando con calma distintas opciones, sin prisas, sin asumir riesgos adicionales en un capítulo de la crisis que tanto daño había hecho al país. Sin embargo, el escenario cambió radicalmente con la llegada de la pandemia y, con ella, el elevado riesgo de una nueva crisis financiera.

			Hoy sabemos que la acción combinada de las autoridades monetarias y fiscales para proteger la actividad económica, el empleo y las rentas de las familias fue tremendamente eficaz para evitar una catástrofe. Pero en aquel momento no teníamos certeza de que las medidas adoptadas funcionarían y serían suficientes; solo se veía la entrada del túnel y había que prepararse para lo peor.

			Entre las propuestas que circulaban en aquellos primeros meses de tanta incertidumbre financiera, algunas personas con autoridad incluso estaban sugiriendo una capitalización pública preventiva de los bancos, medida con la que yo no estaba en absoluto de acuerdo después de haber dedicado buena parte de mi carrera a evitar que los contribuyentes tuviesen, una vez más, que asumir el coste de los errores o debilidades de las entidades financieras.

			Ante la perspectiva de que pudiésemos volver a vivir una tormenta en los mercados, lo mejor para reforzar al sistema bancario era concentrarse en salvar la economía. En cuanto a Bankia, teníamos que dar más músculo y estabilidad a la entidad a través de una fusión. Así evitaríamos especulaciones y enviaríamos un mensaje de fortaleza del sistema financiero español. Una vez decidido que exploraríamos la posibilidad de una fusión, había dos cuestiones a decidir: en qué plazo y con quién.

			Con respecto a la primera cuestión, el plazo, mi intuición era que cuanto antes, mejor. Para prevenir una crisis bancaria, había que tener el control del proceso, actuar en un contexto de estabilidad y no obligados por las circunstancias. Teníamos que actuar rápidamente para controlar la comunicación del proceso antes de que se materializasen los escenarios más negativos y de que aumentase el riesgo de insolvencia de las empresas afectadas por la pandemia y, con ello, se pusiese el foco en el sistema financiero. Para evitar sorpresas, consulté discretamente con la presidenta del Banco Central Europeo, Christine Lagarde, que se mostró de acuerdo en cuanto a la conveniencia de abordar una posible fusión cuanto antes, así que nos pusimos a ello.

			En cuanto a la segunda cuestión —con quién—, había que poner en marcha un proceso extremadamente confidencial para identificar posibles socios, tanto dentro como fuera del país. Los equipos del Tesoro y del Fondo de Restructuración Ordenada Bancaria (el FROB) —liderados por Carlos San Basilio y Jaime Ponce— hicieron un trabajo magnífico, con toda discreción, y pronto vimos que había solo tres o cuatro candidatos potenciales. Con el fin de garantizar una decisión objetiva y justa, evitando cualquier tipo de sesgo o favoritismo, convoqué a los presidentes de estas entidades por separado en el ministerio para una de las reuniones bilaterales habituales que había mantenido durante estos años con el conjunto del sector. Sin revelar el objetivo final, testé los planes estratégicos de las entidades y el posible interés por una fusión, y solo uno de los interlocutores me habló con claridad de su interés por una fusión con Bankia: Isidro Fainé.

			El grupo de la Caixa había mostrado una notable resiliencia durante la Gran Crisis Financiera, absorbiendo otras cajas de forma eficaz, con un equipo potente, un modelo de negocio claro y muy rentable y una gestión excelente. La fusión con Bankia —o su predecesora, Caja Madrid— era un proyecto largamente soñado por Fainé, que había fracasado hasta entonces, probablemente debido a los intereses personales y políticos de los gobiernos anteriores y su rechazo a cualquier acción que pudiese percibirse como un refuerzo de Cataluña frente a Madrid.

			El ángulo político hacía también interesante la operación en 2020. Tras el cambio de sede de CaixaBank a Valencia en octubre de 2017, en pleno recrudecimiento del proceso independentista catalán, el grupo había perdido su vínculo privilegiado con el Govern de la Generalitat, liderado por los independentistas. Con la fusión, se crearía el primer operador de servicios bancarios y de seguros del mercado nacional, con una doble pata en Madrid y Barcelona que, de hecho, podría contribuir a mejorar la articulación de Cataluña dentro del conjunto de España, en línea con la estrategia del Gobierno desde 2018 para superar el fuerte conflicto vivido en los años anteriores.

			Una vez tomada la decisión, contacté a Juan Ignacio Goirigolzarri, el presidente de Bankia, para identificar con él los temas más sensibles de la negociación (canje de acciones y participación en el capital de la entidad resultante, consejeros, equipo directivo y gobierno corporativo) y ver cómo podríamos abordar el proceso de la mejor forma posible. Dado que los resultados del primer semestre de 2020 saldrían a mediados de julio, el cuarto trimestre del año era el momento óptimo para lanzar el proceso.

			Gracias a mi intensa experiencia durante la Gran Crisis Financiera, tanto en la Dirección General de Competencia como en la de Servicios Financieros, había visto de primera mano desde la Comisión Europea numerosas fusiones bancarias. 

			Tenía claro que este es uno de los procesos más importantes, potencialmente complejos y con mayor riesgo con los que un responsable público o privado tiene que lidiar. También que la discreción, la rapidez, el trabajo responsable y la confianza entre las partes implicadas es fundamental para poder culminarlo con éxito. La experiencia española es particularmente rica en ejemplos de éxito y fracaso en las fusiones bancarias a lo largo de la Historia. 

			Hubo muchos entre 2008 y 2014, con el hundimiento de las cajas de ahorros y la restructuración del sector, mal diseñados, mal gestionados, con desacuerdos entre los responsables públicos del ministerio y el Banco de España o entre los equipos directivos de las entidades, que no hicieron sino agravar el daño, hundir la credibilidad de las propias instituciones financieras y engrosar la cuenta que tendrían que cubrir todos los ciudadanos españoles.

			En mayo de 2020, con la situación económica aparentemente bajo control y el inicio de la desescalada de las medidas restrictivas para contener el virus, pusimos en marcha las negociaciones a varias bandas.

			Tres factores fueron fundamentales para el éxito del proyecto: la confidencialidad y el control de la comunicación y los tiempos, la profesionalidad de todos los implicados y la confianza del núcleo duro de personas implicadas. Como en todas las negociaciones, tuvimos situaciones muy difíciles, dudas y órdagos, con momentos especialmente delicados en los que parecía que la operación no iba a salir adelante. Pero nada de ello trascendió, trabajamos muy duro a lo largo de todo el verano, logramos encauzar bien el tema y la buena voluntad de todos los implicados permitió anunciar públicamente la fusión al cierre de mercados del 3 de septiembre de 2020.

			La positiva respuesta de los inversores, con una importante revalorización de ambas entidades en la mañana del 4 de septiembre, apuntaba al éxito del proceso que, tras meses de intenso trabajo, culminaría finalmente en marzo de 2021. Desde el anuncio de la fusión hasta hoy, el valor de la participación del Estado se ha triplicado y, más allá de las grandes entidades internacionales, España cuenta con un banco fuerte de implantación nacional y asociado a un potente conglomerado empresarial.

			La historia de la Sociedad de Gestión de Activos procedentes de la Restructuración Bancaria —la Sareb— es muy diferente. Los primeros análisis al llegar al Gobierno apuntaban a una institución con graves problemas de gestión y gobernanza, pero que tenía un programa estratégico avalado por el Banco de España y que, en principio, no debería plantear un problema financiero al Estado a corto plazo.

			El reto principal parecía ser cómo preparar la fase final hasta la liquidación del «banco malo», prevista en 2027, y cómo minimizar los costes económicos y políticos. Aunque el sector público no controlaba la entidad, con la mayoría del capital en manos de los bancos, que eran también los principales acreedores de la deuda pendiente con aval público, lo cierto es que cualquier noticia relacionada con la Sareb inmediatamente se traducía en un titular negativo en los medios, preguntas e interpelaciones en el Congreso y el Senado, y una crítica al Gobierno.

			También en este tema todo cambió en 2020, cuando una modificación del criterio estadístico de las autoridades europeas pasó a convertir la Sareb en otro de los asuntos urgentes y difíciles a gestionar. En efecto, aunque la Dirección de Estadística de la Unión Europea —Eurostat— llevaba tiempo haciendo preguntas sobre la clasificación contable de la entidad, fue en ese momento, justo en medio de la pandemia, cuando empezó a plantear en serio la necesidad de proceder a un cambio de estatus, para incorporar a la Sareb en el perímetro de las cuentas públicas.

			Tuvimos una intensa negociación, en la que utilizamos todos los argumentos posibles para evitar ese cambio, pero la autoridad estadística insistió: ante los déficits crecientes y el peso de la deuda avalada por el Estado, había que incorporar lo antes posible la Sareb en el perímetro de las cuentas públicas.

			Así que en las estadísticas fiscales de 2020 hubo que incluir la deuda pendiente de Sareb, 45.000 millones de euros de pasivos contingentes que, si bien no aumentaban la deuda pública efectiva de España, forzaban un cambio de paradigma en la gestión de la entidad hasta entonces controlada por el sector financiero privado. Una vez que el sector público tenía que asumir los costes, estaba claro que había que tomar el control.

			Para ello, cambiamos su estatus jurídico y lanzamos una oferta de compra a los accionistas por un euro a la que todas las entidades acudieron. Bueno, todas menos una, que trató de aprovecharse del Estado hasta el último instante y conseguir alguna compensación. Finalmente, se quedó sola y no tuvo más opción que sumarse a la cesión de las participaciones sin contrapartida ninguna.

			Tras el cambio del equipo directivo de la Sareb y el inicio de una gestión más ajustada a los parámetros públicos, con una estructura más ligera y eficiente, pusimos en marcha un nuevo planteamiento estratégico para conjugar la maximización de los resultados financieros con la contribución social de la entidad. Así, frente al objetivo prioritario de liquidar activos financieros, que cada vez era más complicado y llevaba a grandes pérdidas, la entidad se reorientó a la conversión de los préstamos en activos inmobiliarios, para aprovechar al máximo las viviendas terminadas o en construcción y dar un uso productivo a los suelos.

			También se impulsaron los acuerdos con los ayuntamientos y las autonomías para contribuir al desarrollo de equipamiento público y la reconstrucción del parque de vivienda social, desmantelado en la década anterior. Así, dejamos atrás una política errónea que, en lugar de conservar el patrimonio para alquiler, destinó las promociones de vivienda financiadas con dinero público a la venta, ya fuese a los propios beneficiarios de los programas o a fondos de inversión que fueron expulsando de los grandes edificios a las familias con más necesidad para tratar de lograr un mayor rendimiento financiero.

			Con los fondos Next Generation y con la Sareb en el perímetro público, había que intentar contribuir a recuperar el parque público de vivienda y revertir así en beneficio de los ciudadanos la inversión hecha en la década anterior para el saneamiento de los bancos. Poco a poco, a través de diversos programas, el patrimonio de la Sareb ha ido complementando el importante apoyo a la inversión inmobiliaria para vivienda asequible de estos años, para tratar de corregir este problema, uno de los más acuciantes en muchos puntos del país y en toda la Unión Europea.

			Además, establecimos parámetros claros en cuanto a la prioridad de la negociación con los inquilinos —muchos de los cuales no tenían un título válido de alquiler al haber sido engañados por promotores sin escrúpulos que fueron a la quiebra—. Frente a los desahucios del pasado, la Sareb puso en marcha un programa de acompañamiento e inserción social de las personas en situación de vulnerabilidad, muchas de ellas familias monoparentales de mujeres con hijos, con resultados positivos desde la doble perspectiva social y económica, ya que todo ello ha contribuido a aumentar el rendimiento y el valor de los activos.

			En definitiva, hemos hecho todo lo posible para pasar de una gestión ineficiente desde el punto de vista financiero que, además, respondía poco a los intereses generales del país, a una gestión más responsable, para aprovechar al máximo los recursos y activos aparcados en el balance de la Sareb en beneficio del conjunto de la ciudadanía. 

			Diez años después de la Gran Crisis Financiera, logramos por fin encauzar esa herencia envenenada. Y lo hicimos gracias a la gestión activa de estos dos grandes temas, enquistados durante tantos años, que llevó mucho tiempo y esfuerzo callado durante el periodo 2020-2021. Para ello, fue imprescindible contar en mis equipos con profesionales excelentes y además grandes personas, con un fuerte sentido del servicio público, que fueron relevándose a lo largo de estos años en la cabeza del ministerio. 

			En 2021, Gonzalo García Andrés remplazó a Ana de la Cueva como secretario de Estado de Economía y Carlos Cuerpo, que había hecho un gran trabajo como director general de Macro, ascendió a secretario general del Tesoro para remplazar a Carlos San Basilio, que se incorporó a un importante puesto internacional. En paralelo, Raquel Martín-Maestro sustituyó a Juan Emilio Maíllo, que había liderado el equipo de comunicación desde la pandemia reclutando a grandes profesionales como Mònica Faro o Saioa Hermosa. Y en enero de 2022, Andrés Valverde, alto funcionario del Banco de España, que poco después asumiría la jefatura del gabinete, sustituyó a Isabel Riaño, fichada también como alta directiva de las instituciones europeas.

			Tres años y medio después de llegar al Gobierno, tras más de mil doscientos días intensos y duros, contábamos con un equipo renovado —salvo por Amparo López Senovilla y José Carlos García de Quevedo, que me acompañaron durante todo el mandato— para afrontar la siguiente fase, la de la fuerte recuperación económica y una guerra a las puertas de Europa.
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			Tras un año y medio tremendo, respondiendo día a día al impacto de la pandemia, con altos y bajos por las sucesivas olas del virus, a partir de mediados de 2021 la economía española empezó a crecer con fuerza. En un primer momento, impulsada por el rebote tras la caída, las importantes medidas de apoyo a la actividad y las expectativas generadas por la llegada de los fondos europeos. Después, por la ingente inversión pública movilizada y las reformas que fueron tomando el relevo, complementándose para impulsar una recuperación sólida y un aumento permanente de la capacidad económica del país. Y es que, más allá del programa de inversiones y los proyectos estratégicos, los fondos Next Generation han sido claves para sacar adelante un programa sin precedentes de reformas estructurales.

			A lo largo de más de doscientas leyes, reales decretos, planes de acción, y de la modernización de los procedimientos administrativos, hemos ido haciendo realidad la Agenda del Cambio que nos habíamos planteado desde 2018, con un impacto muy significativo gracias a la coincidencia de las reformas legales con una fuerte expansión de la economía.

			En muchas entrevistas me preguntaron que cuáles fueron las reformas más importantes de este periodo. La respuesta no era ni es fácil. 

			Por una parte, adoptamos reformas muy importantes en el ámbito empresarial y del clima de negocios. Por ejemplo, las leyes Crea y Crece, de startups y la reforma concursal, aprobadas en 2022, que están ayudando a renovar y dinamizar el ecosistema empresarial del país. Con ellas se hizo posible crear una empresa a partir de un capital de un euro y se ayudó a su crecimiento, luchando contra la morosidad que lastraba las cuentas de las pymes y desplegando la factura electrónica para modernizar la gestión financiera de las empresas y aumentar su eficiencia. Como ya he señalado, también se diseñó un marco especialmente favorable para impulsar y atraer la inversión y el talento de las empresas altamente innovadoras de rápido crecimiento en el ámbito digital, las startups.

			En el extremo contrario del ciclo empresarial, la reforma concursal ha permitido agilizar y modernizar el régimen español de liquidaciones y quiebras. Frente al modelo antiguo, muy rígido, burocrático y formal, disponemos ahora de un marco moderno, alineado con los más avanzados de Europa, para abordar las situaciones de desequilibrio patrimonial y quiebras con más agilidad, favoreciendo la conservación de la actividad en interés de los acreedores y empleados de la empresa y también de la seguridad jurídica y la eficiencia del conjunto de la economía. 

			Por otra parte, también ha sido relevante establecer el marco legal para la nueva economía digital. Junto a la nueva ley de servicios de Telecomunicaciones para adaptar el sector a las nuevas tecnologías, se adoptaron la de Audiovisual, para impulsar el ecosistema de producción nacional en este ámbito, la ley de ciberseguridad 5G, y un buen número de normas de menor rango. Todo ello ha permitido contar con un marco normativo moderno en el terreno digital, que favorece la inversión al dar estabilidad y confianza para el futuro.

			También han sido de gran calado las reformas en el ámbito científico y de la innovación. La nueva ley de Ciencia, junto con el resto de las normas para reforzar el régimen laboral de los investigadores y todo el marco institucional y de colaboración público-privada, apoyadas por un valioso programa de inversión para la mejora de las condiciones laborales de los científicos y el apoyo a las empresas innovadoras, ha sido fundamental para tratar de recuperar el tiempo perdido, corregir los errores de una política basada en la precariedad y la inestabilidad, y poner España en el lugar que le corresponde en el mapa de la I+D en Europa. Los datos más recientes de inversión en innovación y el importante ecosistema creado en estos años muestran el notable impacto positivo de estas políticas públicas.

			Entre las reformas más interesantes figuran también las relativas a la educación y la formación profesional. El capital humano es uno de los principales activos del país, y este nuevo marco legislativo, junto con las ingentes inversiones financiadas con los fondos Next Generation, debería permitir avanzar hacia un sistema educativo moderno, adaptado a la realidad actual y que desarrolle las múltiples capacidades de los estudiantes, e impulsar la formación profesional dual, con prácticas en las empresas y un sistema de formación y recualificación a lo largo de toda la vida laboral para responder a la demanda flexible de profesionales en la nueva economía verde y digital. Ese ha sido el objetivo de las muchas acciones impulsadas en estos años, comenzando por la renovación del catálogo de programas de formación profesional que fuimos adoptando semana tras semana desde 2018. Al final, dadas las competencias en la materia, el impacto estructural de largo plazo de estas reformas y de los ingentes recursos públicos invertidos dependerá del despliegue que se haga en todas las comunidades autónomas.

			Por su parte, la reforma de las pensiones ha establecido un procedimiento que garantiza para el futuro el mantenimiento de su poder adquisitivo en un marco público sostenible desde el punto de vista fiscal y financiero.

			Sí, son muchas las reformas estructurales que se han desplegado en estos años, cuya aprobación y aplicación ha conllevado un gran trabajo técnico y político…, pero, entre todas, la más emblemática y probablemente la de mayor calado es la reforma laboral.

			Como ya he señalado, desde que llegamos al Gobierno identificamos la disfunción del mercado laboral como uno de los principales lastres de la economía española y un factor de enorme volatilidad e inestabilidad económica que, además, tenía un impacto social muy negativo al propiciar la precariedad y el fenómeno de los trabajadores pobres.

			Por ello, la reforma laboral figuraba como uno de los principales capítulos de nuestro programa de política económica. La Agenda del Cambio, en 2019, ya recogía los cambios necesarios que había que poner en marcha, a través de modificaciones normativas, inversiones y mejoras en la gestión pública.

			En primer lugar, era imprescindible acabar con el modelo de alta temporalidad y despidos como únicos elementos de flexibilidad para las empresas, que amplificaba las fluctuaciones cíclicas y había consolidado una intensa dualidad entre los trabajadores con empleo indefinido y los que entraban en un círculo sin fin de contratos cortos y precarios, sobre todo jóvenes y mujeres.

			Se trataba de generalizar el uso del contrato indefinido y desincentivar la alta rotación de trabajadores. Frente al abuso de los contratos temporales de muy corta duración, había que dar más estabilidad a las relaciones laborales, aumentando el uso de los contratos fijos-discontinuos para responder a la estacionalidad de algunas actividades con un peso especialmente importante en la economía española. Estos contratos mantendrían el vínculo entre los asalariados y las empresas a lo largo del año e incentivarían la inversión en formación, sobre todo en el ámbito de la agricultura, la construcción y el turismo.

			Para favorecer la estabilidad económica y disponer de un mecanismo de flexibilidad alternativo a la excesiva rotación de contratos y el alto desempleo nos planteamos la creación de un fondo que pudiese compensar las situaciones de baja actividad.

			Más adelante, el éxito de los ERTE nos proporcionó el mecanismo perfecto para encajar ajustes temporales del empleo. Sobre la base de la experiencia adquirida durante la pandemia, la reforma legal integraría en el conjunto del sistema de relaciones laborales un ajuste temporal de actividad para evitar despidos. Un recurso que hasta entonces en España había sido muy poco utilizado, como instrumento de estabilización y de flexibilidad alternativo al despido ante las crisis económicas y las dificultades del mercado, para proteger el empleo, primar el ajuste en horas, impulsar la estabilidad de las relaciones laborales, la inversión y el capital humano.

			Para financiar las prestaciones y la compensación de las cotizaciones a la Seguridad Social durante el periodo de regulación temporal de empleo, en línea con el modelo de otros países europeos, se crearía un fondo tripartito. Aunque se preveía financiar las contribuciones públicas con los créditos Next Generation, al final no fue posible por considerar la Comisión que el programa no podía encajar un instrumento de carácter eminentemente contracíclico.

			En segundo lugar, había que aflorar la economía sumergida, favoreciendo la regularización de las relaciones laborales, acabando con las situaciones de precariedad y abuso, y aumentando también con ello las bases de cotización y pago de impuestos. En esta misma línea, había que favorecer una reducción importante del desempleo, el paro real y el puramente estadístico, mediante políticas activas eficaces y la vuelta al empleo de las personas registradas como paradas que, en realidad, tenían una actividad no declarada, muchas veces para no perder la percepción de algún tipo de ayuda pública.

			Había que avanzar hacia un modelo moderno que permitiese compatibilizar prestaciones y empleo, apoyando la vuelta al trabajo de las personas en paro de larga duración y encauzando las situaciones de exclusión social hacia instrumentos más adecuados y personalizados, como el Ingreso Mínimo Vital.

			Se trataba de superar el modelo histórico de ayudas sociales, basado en la cobertura del desempleo para los padres de familia y con una aproximación binaria empleo-no empleo para todas las prestaciones, desde las bajas médicas a las pensiones de jubilación, que no incentivaba el trabajo ni se adaptaba a la multitud de situaciones específicas que se dan en la realidad. 

			Para ello, teníamos que crear y activar instrumentos con mecanismos eficaces de control, que fomentaran la ocupación y diesen un apoyo adecuado a las diferentes situaciones familiares, aflorando así la economía sumergida y poniendo fin a la anomalía de unas estadísticas de paro que no se correspondían con la situación real de la economía. 

			En tercer lugar, era preciso terminar con los abusos de los falsos autónomos y de las subcontratas que, al estar fuera de los convenios colectivos sectoriales, se habían convertido en uno de los principales focos de alta rotación de contratos, bajos salarios y precariedad.

			En cuarto lugar, era necesario hacer del contrato en prácticas y de la formación profesional dual verdaderos instrumentos de entrada en el mercado. Trabajando con las grandes empresas y las asociaciones sectoriales que agrupan a las pymes, el sistema debía proporcionar la adecuada experiencia práctica en la primera fase de incorporación a la vida laboral, en lugar de servir de instrumento para alargar la contratación de jóvenes con bajos salarios y sin estabilidad.

			Y, por último, en quinto lugar, había que modernizar los sistemas públicos de empleo, trabajando con las comunidades autónomas, digitalizando los procesos e introduciendo mecanismos de inteligencia artificial para convertirlos en instrumentos eficaces de casación de la oferta y la demanda. Esta es siempre una de las partes más complicadas de toda reforma: para cambiar las cosas en la realidad hace falta un trabajo diario, paciente y eficiente, con poca visibilidad política.

			También había que modernizar las políticas activas de empleo para acompañar itinerarios personalizados, con orientación, formación y recualificación para los trabajadores en paro o en proceso de transición. 

			Todos estos cambios tenían como objetivo la europeización del mercado laboral español, terminando con la anomalía de tasas de paro, paro juvenil y temporalidad muy superiores a las de otros países europeos en un país dinámico y próspero.

			También había que ir europeizando los salarios, empezando por el Salario Mínimo Interprofesional, que sirve de base a toda la escala salarial y que se había mantenido en niveles muy bajos desde los ajustes de la Gran Crisis Financiera, llevando a situaciones de gran precariedad que afectaban, sobre todo, a los jóvenes y las mujeres, con el consiguiente aumento de la desigualdad y el alto riesgo de pobreza para las familias con niños.

			Fuimos conscientes de que, si teníamos éxito con esta reforma, podríamos lograr un importante aumento de la población ocupada y de las rentas de las familias, con el correspondiente impacto positivo sobre el consumo, el ahorro y la inversión. La bajada de las tasas de desempleo a niveles más homologables con los países vecinos permitiría mejorar las cuentas públicas y acabar con la lacra del paro de larga duración, que descapitalizaba al país y dañaba la cohesión social. Con todo ello, podríamos tener una sociedad más fuerte, reducir la desigualdad y experimentar un crecimiento más estable y justo.

			Siempre estuve convencida de que, para que esta reforma tuviese éxito, era indispensable contar con el apoyo de los agentes sociales. El rechazo o falta de compromiso de los sindicatos o de los empresarios supondría una situación de conflicto social y de inestabilidad jurídica que impediría lograr los efectos positivos.

			Necesitábamos además contar con el aval de los organismos internacionales, que llevaban años señalando la anomalía del alto desempleo, sobre todo juvenil, y de la alta tasa de temporalidad y volatilidad, y recomendando a España, en términos cada vez más enérgicos, abordar una reforma laboral. Su aval era necesario para que hubiese una valoración favorable de los inversores y se generasen incentivos y expectativas positivas.

			Dado el reparto de competencias entre las administraciones públicas, era preciso el concurso de las comunidades autónomas. Teníamos que aprovechar las sustanciales inversiones que se podían financiar con los fondos europeos para facilitar su participación y caminar hacia un verdadero cambio en el funcionamiento del sistema público de empleo, modernizándolo y creando los incentivos necesarios para que cumpliese su cometido para el buen funcionamiento del mercado laboral. 

			El pago de los fondos Next Generation correspondiente a esta reforma, de 12.000 millones de euros, condicionado a su realización antes de finales de 2021, creaba un incentivo y una oportunidad única para que todas las partes se pusiesen de acuerdo.

			El 10 de julio de ese año se produjo el cambio de Gobierno y pasé a ser vicepresidenta primera. Y el 13 de julio se aprobó el Plan de Recuperación de España.

			El segundo semestre de 2021 era clave para alinear los planetas, encauzar la negociación y lograr el éxito en esta reforma nuclear. Así que, en mi primer despacho con el presidente, el 19 de julio, hablamos de la importancia de acertar con la reforma laboral. Era fundamental mantenerse firmes en los principios, tener claros los objetivos y evitar una cacofonía en el Gobierno que pusiese en riesgo el acuerdo con los agentes sociales y el apoyo de los inversores y las instituciones internacionales.

			También estudiamos el aumento del Salario Mínimo Interprofesional. Si todo seguía yendo bien, podríamos acordar un nuevo incremento para 2022, en un entorno de previsión de inflación del 3,1 por ciento. Hasta entonces habíamos podido abordar una subida muy importante, sin precedentes, sin tener un impacto negativo sobre el empleo, en especial de los niveles más bajos de cualificación y los jóvenes, porque claramente partíamos de niveles inferiores a los de equilibrio…, pero era fundamental seguir tomando las decisiones con acierto, en cuanto a la sustancia y el momento, para mantener el círculo virtuoso de buena evolución del empleo y mejora salarial.

			Desde la perspectiva del Ministerio de Economía era necesario estar alineados con el presidente en estos temas, dados los desacuerdos con el Ministerio de Trabajo característicos de cualquier gobierno y el riesgo añadido del modus operandi que se había ido consolidando a lo largo del año 2020. Por una parte, había constantes ataques públicos a los empresarios, provocando una respuesta negativa que estaba penalizando a todo el Gobierno.

			En segundo lugar, en vez de abordar los distintos asuntos y evaluar las opciones con discreción en los foros técnicos y políticos previstos para ello, se comunicaban en público las posiciones extremas del Ministerio de Trabajo, no consensuadas previamente dentro del Gobierno, con propuestas más radicales incluso que las de los sindicatos.

			Y esto tenía un triple efecto negativo: por una parte, llevaba a constantes conflictos y deslegitimación del propio Ministerio de Trabajo cuando alguna autoridad, generalmente la ministra de Hacienda, por su papel en el partido mayoritario, tenía que aclarar a los interlocutores que la posición expresada no representaba la posición del Gobierno.

			Por otra parte, el órdago público generaba expectativas muchas veces irrealizables o indeseables que daban una impresión de frustración y conflicto constante cuando se ajustaban y enfocaban finalmente las medidas tras su paso por Economía.

			En tercer lugar, al poner presión a los mismos sindicatos para irse al extremo, se les situaba en muchos casos en una tesitura compleja, incapaz de aceptar las posiciones de consenso con los empresarios, incluso aunque hubiese numerosos elementos comunes que hubiesen permitido un acuerdo equilibrado a tres bandas.

			Tras generar tensión entre las partes y hacer imposible un acuerdo equilibrado en un clima de entendimiento, el Ministerio de Trabajo siempre encontraba la misma puerta de salida: arrinconar a los empresarios en una posición inasumible, llegar a un acuerdo bilateral con los sindicatos y, ante el coste político de no validarlo, poner presión al resto del Gobierno, encabezado por el Ministerio de Economía, para aceptarlo y así aparecer como vencedor de una batalla ficticia en la que, la verdad, nadie ganaba nada. Con esa política de tierra quemada y hechos consumados, resultaría muy complicado culminar con éxito la reforma más importante para el país.

			Reflexionando sobre cómo abordar la reforma, y con la satisfacción de la aprobación del plan y el primer pago, cerramos el primer semestre del año en la Conferencia de Presidentes autonómicos de Salamanca, todavía muy centrada en la gestión del estado de alarma, el avance de la vacunación y la cogobernanza del Plan de Recuperación.

			Después, tomamos unos días de descanso, que aproveché para preparar la agenda del otoño, que se anunciaba caliente, con el inicio de las tensiones inflacionistas, la necesidad de consolidar la recuperación y alcanzar la velocidad de crucero en las inversiones, y la urgencia de cumplir el calendario de reformas del plan, con una prioridad absoluta: lograr encajar todas las piezas para la reforma laboral.

			Nada más iniciarse el curso político, el 19 de septiembre entró en erupción el volcán Cumbre Vieja de la isla de La Palma. De nuevo, se trastocaron todos los planes para centrarnos en responder a una emergencia. Hubo que tomar medidas de apoyo, cambiar agendas, multiplicar los viajes, pero no nos despistamos de la prioridad a largo plazo: avanzar con las reformas estructurales.

			A lo largo de 2021, fueron muchos los intentos para coordinar las posiciones del Ministerio de Economía con Trabajo. Por fortuna, contábamos con una base sólida para ello: el texto del componente 23 del Plan de Recuperación, validado por Bruselas, contenía los principales elementos de la reforma laboral, dejando fuera todos los elementos contraproducentes que, además, hubiesen hecho imposible el acuerdo tripartito. 

			De hecho, el ingente trabajo de preparación del Plan de Recuperación durante 2020 fue clave para el éxito de la reforma un año más tarde. Gracias a la paciencia, la diplomacia y también la complicidad entre los equipos del Ministerio de Economía, del Ministerio de Hacienda, del Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones y de Moncloa, orientamos los textos del Plan de Recuperación en la buena dirección, y, con ello, logramos tener el apoyo de la Comisión Europea para hacer de verdad una reforma positiva y transformadora.

			Tratamos por todos los medios de evitar una situación de conflicto y bloqueo, pero enseguida vimos que el Ministerio de Trabajo empezaba el nuevo curso con su estrategia habitual: puso sobre la mesa de los agentes sociales textos no acordados previamente, negoció con los sindicatos posiciones extremas para arrinconar a los empresarios, negándose a tener reuniones con el resto de los ministerios competentes (Economía, Hacienda, Seguridad Social, Educación y Agricultura) y trató de llevarlo todo a un enfrentamiento bilateral con el Ministerio de Economía y, en concreto, a un enfrentamiento personal conmigo.

			En un primer momento, las negociaciones eran tripartitas y el resto de los ministerios recibíamos algo de información. Sin embargo, siguiendo su hoja de ruta ya bien conocida, a mediados de octubre el Ministerio de Trabajo fue negociando sus propios textos y solo con los sindicatos.

			Estaba claro que nos dirigíamos hacia un choque y, en esas circunstancias, mejor tenerlo cuanto antes para así disponer de tiempo y reorientar la situación. Teníamos que evitar un escenario sin salida a finales de año, cuando ya no hubiese ningún margen para lograr un buen acuerdo dentro del plazo fijado en el Plan de Recuperación y España perdiese el tren de esa reforma. Y 12.000 millones de euros.

			El 15 de octubre de 2021, en el Congreso del PSOE en Valencia, recibí el Premio Manuel Marín, que me hizo mucha ilusión por lo que suponía de reconocimiento y cariño del partido, pese a no ser afiliada. Hice un discurso muy personal, explicando que sentía gran emoción por el premio por tres razones: el nombre —homenaje a una persona clave en el ámbito europeo, padre del programa Erasmus, justo cuando Europa había dado una respuesta progresista a la pandemia—, el momento —estábamos saliendo de tres años muy duros y veíamos ya la fuerte recuperación de la economía— y por venir del Partido Socialista, algo que hubiese emocionado especialmente a mis abuelos. Terminé levantando el premio y dedicándoselo a ellos. El público se emocionó, recibí muchas palabras de cariño y me vi envuelta en una nube de solicitudes de fotos con los alcaldes, diputados y jóvenes simpatizantes. Como me dijo más tarde Adriana Lastra, ese día pasé de ser «la vicepresidenta Calviño» a convertirme para ellos en «Nadia».

			Ese apoyo claro del partido fue muy significativo y llegó justo en el momento adecuado para ayudar a sacar adelante la reforma y desactivar las burdas campañas de desinformación y deslegitimación que se pusieron en marcha, tanto en España como en Bruselas, para tratar de hacerme aparecer como el principal obstáculo a un acuerdo sobre la reforma laboral. 

			Además del apoyo del presidente y de la mayoría del Gobierno, a lo largo de los años había ido consolidando una muy buena relación con los agentes sociales, de confianza. El dialogo constructivo y el trabajo con los equipos liderados por Pepe Álvarez, Unai Sordo y Antonio Garamendi fue fundamental para ir avanzando y llegar finalmente a un acuerdo.

			También contaba con una relación de estrecha confianza con la Comisión Europea, con la que manteníamos contacto permanente, que estaba totalmente alineada con nuestra orientación y quería apoyar al Gobierno de España para que la reforma fuese un éxito.

			En ese contexto, tras las consultas oportunas, el 21 de octubre envié un e-mail a todos los ministros más directamente implicados. En él, compartía el último borrador del texto legal que teníamos del Ministerio de Trabajo, recordaba que la reforma laboral era uno de los hitos más relevantes del Plan de Recuperación y que, para alcanzar el acuerdo con los agentes sociales antes de final de año, era imprescindible acelerar las negociaciones. Les pedía sus observaciones y contribuciones lo antes posible para preparar un texto consolidado que permitiese tener una posición coherente del Gobierno en las mesas de negociación. Anunciaba una reunión de coordinación y, siguiendo la sugerencia de la propia ministra del Trabajo, proponía que nos reuniésemos cada viernes los cinco ministerios implicados después de la Comisión Delegada para estar todos bien alineados en este tema tan importante.

			En paralelo, en un canutazo a la salida de un evento organizado por el sindicato Comisiones Obreras, hice unas declaraciones a los medios de comunicación en las que dejaba claro que a partir de entonces empezaba en serio la negociación de la reforma.

			A pesar de ser un texto absolutamente normal para coordinar la acción del Gobierno, el e-mail generó una respuesta inmediata, desproporcionada y pública contra el Ministerio de Economía. A base de templanza y paciencia, fuimos reorientando el tema en la buena dirección para hacer posible un acuerdo tripartito equilibrado, que diese confianza a los inversores, seguridad a las partes y estabilidad a la economía. La fecha límite se acercaba así que no había tiempo que perder.

			A partir del 2 de noviembre, se intensificaron las negociaciones con los agentes sociales, con un nuevo método de gobernanza interna que permitía coordinar la posición de los diferentes ministerios. El secretario de Estado de Economía, Gonzalo García Andrés, tuvo un papel fundamental para ayudar a las negociaciones, proporcionando los textos de consenso, con el apoyo técnico de expertos independientes en materia laboral, como Jesús Lahera, y estableciendo un contacto permanente con los múltiples actores para articular un paquete equilibrado con los distintos elementos, manteniendo el rumbo ante las continuas maniobras de despiste, los intentos de separar la negociación de los diferentes asuntos y el ruido público que se generaba a nuestro alrededor.

			Recuerdo varias entrevistas en las que claramente se consideraba imposible que pudiésemos cuadrar el círculo y poner de acuerdo a sindicatos, empresarios y la Comisión Europea. Contábamos con una ventana de oportunidad muy estrecha y teníamos que lograr alinear posiciones muy diferentes en muy poco tiempo. Aunque hubo hasta el final intentos de retrasar el acuerdo y dejarlo para después de Navidades, la fecha fijada en el Plan de Recuperación para el pago era un buen incentivo para cerrarlo, así que no dimos margen a las dudas. No era bueno tener abierto un tema tan sensible para la confianza económica y era fundamental que las nuevas normas entrasen en vigor a principios de 2022. Teníamos que lograr un texto aceptable que pasase por el Consejo de Ministros antes de finales de año. Parecía misión imposible. Y lo logramos.

			A mediados de diciembre, el volcán de La Palma se calmó. Y en esos días, gracias a la actuación responsable de los líderes sindicales y las asociaciones empresariales y el intenso trabajo para acercar posturas, logramos in extremis el acuerdo tripartito.

			El día 28 de diciembre de 2021, el Consejo de Ministros adoptó el Real Decreto Ley de la reforma laboral, sin duda uno de los principales hitos de cambio estructural de la historia de España, que entraría en vigor el 1 de enero de 2022 al haberse adoptado por procedimiento urgente y directamente ejecutivo. Parecía que todo estaba bien encarrilado, pero todavía nos tocaría vivir un último capítulo surrealista: la votación en el Congreso para convalidar el Real Decreto Ley, que se celebraría en unas semanas, el 3 de febrero.

			Mientras en la calle se iba aplicando con toda normalidad la reforma laboral, vivimos las primeras semanas del año con la incertidumbre sobre la convalidación en el Congreso. Contábamos con el acuerdo de los agentes sociales y el aval de las instituciones europeas. Además, la convalidación del Congreso era imprescindible para poder recibir el pago de 12.000 millones de euros de los fondos Next Generation, así que el interés general exigía de los representantes públicos un apoyo sin condiciones. Sin embargo, en un ejemplo de irresponsabilidad difícil de entender, el interés pequeño, partidista, de corto plazo, primó en varios de los partidos políticos.

			Además del Partido Popular y VOX, que naturalmente anunciaron que se opondrían, como han hecho a lo largo de estos años, otros partidos políticos, que generalmente habían apoyado al Gobierno hasta entonces, se pusieron de perfil en ese tema trascendental. Los independentistas «de izquierdas», ERC y Bildu, porque querían lanzar el mensaje de que la reforma no iba suficientemente lejos, y el Partido Nacionalista Vasco, porque no incluía un cambio de prelación para dar primacía a los convenios colectivos autonómicos. En contraste, quiero hacer una mención especial a Ciudadanos que, esta vez sí, se comportó con responsabilidad, apoyando con rotundidad la reforma pactada con los agentes sociales.

			En principio, teníamos acordados los votos necesarios para que se convalidase el texto legal sin problema. Tal vez por eso algunos partidos habían decidido votar en contra o abstenerse, convencidos de que podrían así dejar constancia pública de sus reclamaciones sin poner con ello en riesgo la convalidación. Pero no contábamos con el engaño de los dos diputados de Unión del Pueblo Navarro, que votaron en el Congreso en contra del acuerdo previo cerrado con su partido. Afortunadamente, uno de los diputados del Partido Popular se equivocó al votar de forma telemática y al final, en una sesión delirante, se convalidó la reforma laboral. Por un voto y de manera rocambolesca, como muchas de las cosas que suceden en España, conseguimos sacar adelante un proyecto clave.

			La foto de portada de muchos periódicos al día siguiente, en la que se me ve justo después de la votación, refleja muy bien lo que sentí en ese momento: incredulidad, alivio, alegría, vértigo. Habíamos evitado un verdadero desastre desde muchos puntos de vista, habíamos superado el «más difícil todavía» y, una vez más, el Gobierno sorteaba una trampa que parecía inevitable. 

			Como otras veces en estos años, me impresionó la irresponsabilidad de quienes nos habían puesto al borde del abismo. También el papel singular de quienes éramos conscientes de lo que nos jugábamos y que estábamos respondiendo al interés general.

			Ese día, con la convalidación de la reforma laboral, que abría la puerta a seguir recibiendo los fondos europeos y ponía las bases de un nuevo modelo productivo y un nuevo contrato social, tuve la certeza de que saldríamos adelante.

			Si habíamos sido capaces de poner de acuerdo a los agentes sociales, a la Comisión Europea y a los socios de Gobierno, y la suerte nos había acompañado también en el Parlamento para superar los muchos enredos de la peor política, tendríamos éxito con el resto de nuestros proyectos y España se recuperaría con fuerza de la crisis generada por la pandemia.

		

	


		
			23
La V asimétrica

			 

			 

			Los efectos positivos de la reforma laboral fueron inmediatos. A partir de enero de 2022, empezó a reducirse el porcentaje de los contratos temporales y a alargarse su duración media, subiendo mucho el empleo indefinido y mejorándose sobre todo las condiciones de los trabajadores más jóvenes. Las actividades estacionales se fueron reorientando hacia los contratos fijos-discontinuos, que daban mucha más estabilidad y confianza a las empresas y las personas.

			Con la seguridad jurídica generada por la reforma y el impulso de la economía con los fondos europeos se inició un ciclo de fuerte creación de empleo que se ha mantenido hasta 2025, generando un shock positivo con impacto estructural.

			Gracias al acuerdo con los agentes sociales, el cambio de unos pocos artículos del Estatuto de los Trabajadores rompió la primacía de la contratación temporal como mecanismo de ajuste para las empresas, que había generado una enorme dualidad penalizando a los trabajadores más vulnerables, las mujeres y los jóvenes.

			Con ello, el país ha pasado a un marco de mayor estabilidad de las relaciones laborales, incluso en los sectores con carácter más estacional, como se ha ido viendo en los datos correspondientes al sector turístico. 

			En este contexto, el incremento del Salario Mínimo Interprofesional, que subió en un 54 por ciento en estos cinco años, desde los 736 a los 1.134 euros en catorce pagas, ha permitido conjugar la mejora de las condiciones laborales y el aumento de la renta de las familias con una reducción del paro y la absorción de trabajadores migrantes, uno de los motores de la economía. Y todo ello ha llevado a la economía española a uno de sus periodos más brillantes de la Historia.

			En enero de 2022, todavía no podíamos anticipar que esta tendencia positiva se mantendría en los años siguientes, incluso en un contexto de inflación e inestabilidad como el que se generaría por la guerra en Ucrania, pero sí teníamos claro que la economía se recuperaría con fuerza y el episodio extraordinario generado por la pandemia quedaría representado por una V asimétrica, parecida al signo de raíz cuadrada, con una fuerte caída seguida de una progresiva recuperación.

			En aquellos días de principios de 2022, había muchos debates sobre si la evolución de la economía sería en forma de V, de W (como sucedió en la mayoría de las economías europeas tras 2008), o de L (como ocurrió en España con la Gran Crisis Financiera). También se planteó una senda con forma de K, divergente para las diferentes regiones del mundo y algún ministro habló de una forma «de candil».

			La oposición hizo muchos chistes sobre la V asimétrica, con ataques constantes para tratar de minar la confianza en el Gobierno, alimentados por distintas instituciones y centros de estudios, que tuvieron un comportamiento extremadamente errático en sus previsiones. Por desgracia, los graves errores de estimación del PIB por parte del Instituto Nacional de Estadística (INE) desde la pandemia no ayudaron a dar una imagen fiel de lo que estaba ocurriendo en el país y alimentaron un discurso negativo en los medios de comunicación y políticos muy contraproducente para la economía y para el estado de ánimo de los ciudadanos.

			De hecho, esa infraestimación de la actividad económica por la máxima autoridad estadística oficial afectó, casi con toda seguridad, a la toma de decisiones empresariales y de inversión. Y hubiese podido llevar también a decisiones erróneas de política económica, que hubiesen producido un sobrecalentamiento de la economía, de no haber tenido nosotros tan claro que había un error, adaptando las medidas a la realidad que nos mostraban todos los datos económicos, salvo el PIB —el Producto Interior Bruto, la magnitud macroeconómica que refleja el valor monetario de la producción de bienes y servicios de un país durante un determinado periodo de tiempo.

			Ya en 2020 se empezó a observar una divergencia entre la estimación del PIB que publicaba el INE y el resto de los datos relevantes: de empleo, de ingresos fiscales, ventas minoristas… En el Ministerio de Economía, teníamos claro que había un problema con la metodología de estimación del PIB del INE. Nunca hemos sabido bien por qué, pero el caso es que el organismo de estadística mantuvo durante años una estimación de la actividad muy inferior a la real.

			Por respeto institucional, yo no quería cuestionar en público el trabajo del INE, lo que me exigió hacer verdaderos malabarismos en las entrevistas y preguntas parlamentarias. Pero sí podíamos tratar de ayudarles a nivel técnico para mejorar sus metodologías, y eso hicimos, procurando llevarlos a buscar la coherencia de los distintos indicadores, a incorporar técnicas más modernas, a adaptarlo al creciente peso de la economía digital y aprovechar la disponibilidad masiva de datos en tiempo real… Sin embargo, a pesar de la evidencia, la infraestimación del PIB se mantuvo durante tres largos años.

			Después de sucesivos ajustes, tras la revisión de gran calado más reciente, de 18 de septiembre de 2024, se ha constatado que el crecimiento acumulado por la economía española desde 2019 fue superior en 3,6 puntos porcentuales al inicialmente estimado, con especial incidencia en 2021 y 2022. Una desviación muy importante, sin precedentes en el ámbito estadístico.

			Con ello, la senda real de la evolución del PIB refleja una V asimétrica o raíz cuadrada, con una caída intensa en 2020 y un rebote muy fuerte de la economía española en 2021, con un crecimiento cercano al 7 por ciento, que permitió recuperar el nivel de actividad prepandemia en ese mismo año. Tras el fuerte rebote y la remontada, el crecimiento ha mantenido su fuerza en los años siguientes y hasta hoy, con una tasa superior al 6 por ciento en 2022 y en el entorno del 3 por ciento en 2023 y 2024. Por tanto, España ha recuperado la fuerte pendiente de la senda de crecimiento potencial para el futuro previa a la Gran Crisis Financiera, que llevó a una larga recesión con un impacto negativo estructural sobre la economía española.

			 

			
				
					[image: Gráfico de líneas titulado “PIB trimestral a precios de mercado”, con el subtítulo “Millones de euros, datos corregidos de estacionalidad y calendario”. En el eje horizontal se indican los trimestres desde 2008T1 hasta 2024T1 y en el eje vertical los valores entre 200.000 y 450.000 millones de euros. La línea representa la evolución del PIB de España, con una tendencia general ascendente interrumpida por una caída pronunciada en 2020T2 y una recuperación rápida desde 2021T1, alcanzando niveles superiores a los previos a la pandemia. Fuente: INE.]
				

			

			 

			Con todo ello, el PIB nominal de España se situó próximo a 1,5 billones de euros en 2024, y la renta per cápita en los 32.600 euros, tras un espectacular incremento del 23 por ciento desde los 26.000 euros de 2018. En estos días de 2025 leemos la impresionante noticia de que la renta per cápita de España ha superado la de Japón, reflejando la mejora de la situación relativa de nuestro país en estos años.

			En paralelo con la recuperación de la actividad económica, el empleo empezó a recuperarse con energía y entró en un círculo virtuoso de fuerte crecimiento tras la reforma laboral. Otra V asimétrica, muy diferente del largo y profundo valle sufrido entre 2008 y 2018.

			Cuando llegamos al Gobierno, en junio de 2018, España tenía menos de 19 millones de personas ocupadas. En 2025, se ha alcanzado la cifra récord de 22 millones: un aumento de tres millones de personas empleadas en siete años que se ha acompañado de una importante mejora relativa de los salarios más bajos y de los indicadores de desigualdad. A pesar de los distintos eventos y de la inflación causada por la guerra en Ucrania, está claro que esta extraordinaria evolución del empleo ha tenido un impacto muy significativo sobre el conjunto de la economía y la sociedad, regenerando el ahorro y la demanda de consumo, mejorando el bienestar y la confianza de las familias, aumentando los ingresos fiscales y contribuyendo al equilibrio del sistema público de pensiones. 

			Además, gracias a la política fiscal responsable de estos años, las ratios de déficit público y deuda sobre el PIB se han reducido significativamente, situándose a finales de 2024 en el entorno del 3 por ciento y el 101 por ciento del PIB, respectivamente, con el consiguiente impacto positivo sobre la calificación crediticia y la estabilidad financiera del país. Muy muy lejos de las previsiones catastrofistas de algunos analistas, organismos y medios.

			 

			
				
					[image: Gráfico de líneas titulado “Deuda pública total de las Administraciones Públicas”, con el subtítulo “% del PIB”. El eje horizontal representa los trimestres desde 2008T3 hasta 2024T2 y el eje vertical los porcentajes de deuda sobre el PIB entre 30 y 130. La línea asciende de forma continua desde 2008 hasta alcanzar un máximo cercano al 120 % en 2020T2, se mantiene elevada hasta 2022 y desciende gradualmente hacia 2024. Fuente: Banco de España.]
				

			

			 

			Con las medidas de política económica adoptadas durante y tras la pandemia, España está cerrando la brecha con las economías europeas más avanzadas y, sobre todo, está ganando en competitividad y resiliencia para poder afrontar los retos de futuro. Más allá del impulso a corto plazo, el impacto positivo de las reformas e inversiones con los fondos Next Generation se seguirá desplegando durante toda la década.

			Aunque siempre queda trabajo por hacer, desequilibrios que corregir y problemas que resolver, está claro que, gracias a la política económica de estos años, las bases están puestas para que España tenga mayor estabilidad y progreso; para poder responder con más fuerza a los problemas futuros y continuar la senda positiva del país que se vio interrumpida en la década perdida de 2008-2018.
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Soy mayor, no idiota

			 

			 

			Además de las prioridades relacionadas con la gestión del plan y la puesta en marcha de la reforma laboral, en mi agenda de principios de 2022 mencionaba dos campañas de muy distinto signo. Por una parte, la de las elecciones de Castilla y León. Por otra, una campaña de comunicación pública para reivindicar la mejora del servicio de los bancos a las personas mayores difundida en los medios de comunicación y redes sociales con un lema potente: «Soy mayor, no idiota». Encabezada por un médico valenciano, Carlos San Juan, y multiplicada por los canales de Change.org, una organización internacional especializada en el impulso de grandes reivindicaciones sociales, esta campaña canalizaba el malestar ciudadano por el maltrato recibido de las entidades bancarias.

			La imagen pública de los bancos se ha deteriorado gravemente en las últimas décadas. Por el coste del rescate, los abusos cometidos en la comercialización de productos financieros, la avalancha de desahucios y la falta de flexibilidad y empatía para gestionar el colapso de la economía a partir de 2008. También por el cierre de las oficinas a pie de calle fruto de las múltiples fusiones y la acelerada digitalización, que estaba dejando sin servicios a buena parte del territorio y complicando la vida de las personas con más dificultad para adaptarse.

			La pandemia terminó de colmar la paciencia de los ciudadanos, al hacerse todavía más difícil recibir servicios financieros de forma presencial debido a las limitaciones sanitarias y a la reducción de los horarios de atención al público. Los ciudadanos, especialmente las personas mayores y con alguna discapacidad, se sentían perdidos e indefensos, se veían obligados a hacer largas colas, no eran bien tratados y encima tenían que pagar por realizar cualquier gestión. Este descontento fue cristalizando en esta inteligente campaña de comunicación, que llenó horas de televisión.

			En el Ministerio de Economía nos tomamos el tema muy en serio y, además de transmitir la preocupación y llamar a la acción a las entidades bancarias, trabajamos en un código de buenas prácticas con el objetivo de pactarlo con los bancos para poder ponerlo en marcha cuanto antes. Se trataba de ampliar los horarios, proporcionar un servicio profesional especializado para las personas mayores o con alguna discapacidad, ofrecer alternativas a la tecnología digital, adaptar los cajeros automáticos… Parecían temas fáciles de resolver, si había buena voluntad.

			En esto se dio la circunstancia de que Carlos San Juan organizó una rueda de prensa en la puerta del ministerio. Yo volvía de una reunión y, en lugar de ir directamente al despacho, me acerqué a él y tuvimos una conversación en la calle, delante de las cámaras. 

			Esa imagen se hizo viral y representó mejor que mil planes de acción y campañas de comunicación la sensibilidad del Gobierno con las personas mayores y con las preocupaciones de la gente.

			Una sociedad decente tiene que ocuparse de sus mayores. Desde siempre he tenido un enorme respeto por este tema y ha sido una sensibilidad compartida con el equipo del ministerio, lo que me permitió implicarme personalmente para dar una respuesta efectiva.

			Tomamos el toro por los cuernos y convocamos a los bancos, les pusimos deberes y, gracias al liderazgo de aquellas entidades con mayor implantación en el país y mayor conciencia social, acordamos y adoptamos el código de buenas prácticas.

			Además, pusimos en marcha un marco de diálogo a tres bandas: con los representantes de los clientes financieros, las asociaciones de personas mayores y con discapacidad, y las patronales bancarias —Confederación Española de Cajas de Ahorro (CECA), Asociación Española de Banca (AEB) y Unión Nacional de Cooperativas de Crédito (UNACC)—. Invitamos también al Banco de España. 

			Fruto de ese trabajo constructivo, hemos avanzado bastante en la mejora de la inclusión financiera y de la protección de los ciudadanos.

			En primer lugar, funciona un código de buenas prácticas para los mayores de sesenta y cinco años y personas con discapacidad y se han reforzado las medidas de protección, incluyendo la supresión de las comisiones por cobro en ventanilla.

			Además, se ha desplegado un plan para garantizar la prestación de servicios financieros presenciales en el 100 por ciento del territorio. Mediante cajeros de marca blanca, autobuses, pago en supermercados, el servicio de correos y otros instrumentos se ha logrado que las personas en el ámbito rural puedan tener alternativas al servicio digital.

			En tercer lugar, hemos ido reforzando los instrumentos de protección en el ámbito hipotecario, que merece algo de atención en estas memorias por su enorme importancia económica y social para el bienestar de los ciudadanos y también para la estabilidad financiera.

			La reforma de la ley hipotecaria aprobada en 2019 fue una de las primeras cosas que pusimos en marcha al llegar al Gobierno. Tratamos de recuperar el retraso en la transposición de las directivas europeas y dimos más protección a los clientes, con instrumentos para evitar los abusos, refuerzo de la mediación, atención a las circunstancias personales de vulnerabilidad social y una mayor seguridad jurídica para todo el sistema.

			Durante la pandemia, identificamos la vivienda como un punto sensible: por el riesgo de impago de hipotecas y de desahucios, que hubiesen agravado el impacto económico y social de la crisis sanitaria. Por eso, se adoptaron medidas extraordinarias de protección, con moratorias, freno al precio de los alquileres, facilidades de pago de todos los créditos y prohibición de los desahucios de personas vulnerables sin alternativa habitacional, para evitar la repetición de una crisis como la vivida diez años antes.

			Se tomaron en los primeros años muchas medidas para mejorar el funcionamiento del mercado hipotecario y corregir las heridas de la Gran Crisis Financiera, pero todas se vieron superadas por el shock causado en 2022 por la guerra, la crisis de la energía y la inflación.

			La rápida subida de los tipos de interés aplicables a las hipotecas generó graves problemas a las familias más vulnerables y también a aquellas de clase media, que se veían cada vez más agobiadas para hacer frente al pago de las cuotas hipotecarias y encajar la subida general del coste de la vida.

			El tipo de interés de referencia subió en más de trescientos puntos básicos en apenas diez meses, acercándose al 3 por ciento tras haber permanecido seis años en terreno negativo. Esta alza provocó un fuerte aumento en las cuotas hipotecarias mensuales de las familias a medida que los bancos iban produciendo las revisiones periódicas correspondientes.

			Disponíamos de un código de conducta para el alivio hipotecario de las familias con rentas más bajas y un peso muy elevado del pago de la hipoteca. Pero su ámbito era muy restringido y había tenido muy poca aplicación, debido a los elevados requisitos y umbrales, que en la práctica excluían a las personas y familias que, aun teniendo trabajo e ingresos en torno a la media, sufrían una gran dificultad y un alto coste personal de mantener los pagos de la hipoteca ante el rápido aumento de todos sus gastos familiares.

			Frente a la situación vivida diez años antes, había elementos positivos: a pesar del aumento, los tipos de interés no eran muy elevados en términos históricos y las familias estaban mejor preparadas que en situaciones anteriores para hacer frente a este incremento de la carga hipotecaria. El endeudamiento de los hogares había bajado treinta puntos porcentuales desde su pico en la crisis financiera y, gracias a la mejora del empleo y la política de protección de rentas de las familias, también había descendido el porcentaje de los hogares que dedicaban más de la mitad de su renta disponible al pago de la hipoteca. Había aumentado el peso de los préstamos a tipo fijo (tres de cada cuatro nuevas hipotecas) y el plazo medio residual de los créditos pendientes de pago había bajado, dejando un número reducido de clientes en situación de sobreendeudamiento.

			Por todas esas razones, no preveíamos un problema de estabilidad financiera desde el punto de vista global. Pero la rápida subida del euríbor tenía un impacto sobre las familias de ingresos medios con hipotecas a tipo variable, que se unía al alza del coste de la vida y de servicios básicos como los alimentos o la energía. Además, cabía anticipar que la intensa subida del tipo de interés se trasladaría a las cuotas hipotecarias en el curso de 2023 y eso iría poniendo presión sobre las familias, en paralelo con un entorno de inflación de duración incierta. 

			En un contexto de enorme inestabilidad, incertidumbre y volatilidad como consecuencia de la guerra, teníamos que evitar que el mercado hipotecario se convirtiese, como en el periodo aciago de 2010-2014, en una fuente de riesgos y un factor de desestabilización adicional. Por eso, para anticiparnos y prevenir —una vez más— una situación de dificultad financiera, iniciamos una nueva negociación con las patronales bancarias, esta mucho más difícil y antipática que las anteriores. Hubo presiones, incluso de instituciones públicas, multiplicadas por los medios de comunicación y algunos partidos políticos, para que el sector público asumiese los costes de cualquier medida para dar más flexibilidad y congelar las cuotas hipotecarias. 

			Finalmente, tras unas jornadas intensas de negociación a varias bandas, en la noche del 21 de noviembre de 2022, a pesar de haberse cumplido el plazo que habíamos fijado, todavía no contábamos con el acuerdo formal de las patronales bancarias. Aun así, tras considerar los distintos elementos y riesgos, teniendo en cuenta la importancia de disponer de un marco claro que evitase un problema grave en 2023, decidimos ir adelante y llevar al día siguiente al Consejo de Ministros el Real Decreto Ley para establecer las medidas de alivio hipotecario.

			A la mañana siguiente, contuvimos la respiración hasta que recibimos el mensaje de que las entidades financieras se adherían al código de buenas prácticas. Como siempre, CaixaBank y la CECA marcaron el paso en sentido positivo y, poco a poco, el resto de las entidades se fueron comprometiendo a ofrecer alternativas a sus clientes.

			Tuvimos que permanecer muy pendientes del tema y, en las reuniones siguientes con las asociaciones de usuarios, personas mayores y patronales bancarias, hubo que establecer normas adicionales para que hubiese una información adecuada a los clientes sobre las opciones a su disposición, y ampliar el ámbito de aplicación para adaptarlo a la evolución de los precios, los salarios y la renta media, y seguir así cubriendo a las personas que necesitaran congelar las cuotas, alargar los plazos o tener más flexibilidad para pagar sus créditos.

			Siempre me ha sorprendido que las entidades bancarias no aprovechasen estas oportunidades para hacer una campaña positiva y mejorar su imagen y reputación frente a la ciudadanía, que, en el nuevo mundo digital, cada vez tiene más opciones para recibir servicios financieros fuera de las redes tradicionales.

			Afortunadamente, gracias a la fuerza de la recuperación y la buena evolución del empleo, de los salarios y las rentas de las familias, el recurso a la renegociación de los créditos hipotecarios ha sido mucho menor en los años siguientes del que temíamos a finales de 2022.

			Pero está claro que los códigos de buenas prácticas han servido para reforzar la protección de los ciudadanos y evitar que se materializasen los escenarios económicos más negativos ante la subida de tipos de interés. Una vez más, actuar de forma rápida y con determinación permitió evitar un problema de graves consecuencias; disponer a tiempo de un instrumento jurídico o financiero ha hecho innecesario su uso, evitando inestabilidad al conjunto de la economía y dolor a la sociedad.

			No quiero cerrar este capítulo sin mencionar una de las últimas medidas que adoptamos en este ámbito: el «olvido oncológico», que se llevó a cabo en un tiempo récord, a mediados de 2023, para proteger a las personas que no habían podido contratar o tenían que pagar cuotas más elevadas en los préstamos o contratos de seguro por haber sufrido una enfermedad, ya curada, en el pasado. Cuando tuve que presentar la medida en el Congreso, pensé en las personas queridas de mi entorno afectadas por el cáncer u otras enfermedades que les marcan de por vida. Y sentí la satisfacción de estar trabajando para mejorar la situación de la gente.

			El caso es que, como ha quedado reflejado en estas líneas, la campaña «soy mayor, no idiota» tuvo consecuencias muy positivas para el conjunto de la sociedad y nos dio grandes satisfacciones. Durante este tiempo, desde el Ministerio de Economía desarrollamos una relación muy positiva con los representantes de los usuarios bancarios y con el propio Carlos San Juan, con el que hemos seguido hablando regularmente. Ellos, los ciudadanos, han manifestado en público y en privado su aprecio y reconocimiento por la atención que hemos dado a estos temas y han apoyado la acción del Gobierno en este terreno, que tomó en 2022 una envergadura mucho mayor al tener que ocuparnos de la protección de la estabilidad económica y financiera en un escenario de inflación y guerra a las puertas de Europa. Actuando de forma preventiva, creamos un marco novedoso y constructivo de diálogo regular con las patronales, los usuarios y el Banco de España, que ha permitido responder con eficacia a la evolución y necesidades del mercado financiero. Sí, hubo un buen trabajo y buenos resultados en el frente de la protección de los ciudadanos.

			Pero, por desgracia, no ocurrió lo mismo con las elecciones en Castilla y León, que menciono aquí por ser el primero de los gobiernos autonómicos en que se dio entrada al partido emergente populista y nacionalista de ultraderecha, abriendo así la puerta a su participación activa en las instituciones públicas.

			A la luz del auge de este tipo de movimientos a nivel internacional, me parece importante ser conscientes de las implicaciones de darles la capacidad para orientar políticas y gestionar presupuestos. La experiencia práctica de nuestro país lamentablemente confirmó lo vivido una y otra vez a lo largo de la Historia y en estos días lo estamos viendo también en muchas partes del mundo.

			Con una agenda política ultraconservadora, los representantes de ese gobierno regional empezaron desde el primer día a desplegar sus políticas retrógradas, con una comunicación pública orientada a devolver España a sus tiempos más oscuros, atacando el feminismo y la inmigración (en una región que tiene entre sus principales problemas la pérdida de población, el envejecimiento y la bajísima natalidad) e incluso insultando a las personas con alguna discapacidad.

			Tuve ocasión de expresar mi opinión al respecto en la respuesta a una de sus preguntas parlamentarias, muy bien recogida en el chiste de Peridis del 26 de mayo de 2022, al señalar «su problema, aquí y en Valladolid, no es que no piensen lo que dicen, sino que dicen lo que piensan».

			Hoy, viendo a la ultraderecha ganar votos con un discurso xenófobo y nacionalista, impresiona pensar lo rápido que se extienden estos mensajes cuando la sociedad tiene incertidumbre y miedo. En estos tiempos tan convulsos, es imposible no recordar lo que sucedió en el siglo XX. Es fundamental leer y aprender las lecciones del pasado que tan bien resume Stefan Zweig en El mundo de ayer, su impresionante libro de memorias: «Por mi vida han galopado todos los corceles amarillentos del Apocalipsis, la revolución y el hambre, la inflación y el terror, las epidemias y la emigración; he visto nacer y expandirse ante mis propios ojos las grandes ideologías de masas: el fascismo en Italia, el nacionalsocialismo en Alemania, el bolchevismo en Rusia y, sobre todo, la peor de todas las pestes: el nacionalismo, que envenena la flor de nuestra cultura europea».

			El nacionalismo y el populismo, que con sus mensajes simplistas y radicales alimentan los peores sentimientos, la ley del más fuerte frente al Estado de derecho, y tratan de anular la empatía, el respeto y la concordia, solo conducen al conflicto. Lo hemos vivido a lo largo de la Historia, que muestra etapas negras, entre las épocas de luz y progreso, siempre vinculadas con el enfrentamiento, la división y la guerra.

			Gracias a la Unión Europea, nuestro continente ha disfrutado durante más de ocho décadas de los dividendos de la paz, a los que España accedió con la llegada de la democracia. La línea del tiempo muestra así el periodo más largo sin guerra entre las grandes naciones de Europa; el periodo de mayor prosperidad y bienestar de la Historia. Tenemos que preservar este tesoro. 

			Desde las instituciones públicas, a nivel nacional y europeo, es fundamental poder responder a las expectativas e inquietudes de la población con un discurso basado en los valores democráticos, el respeto, levantar puentes y continuar avanzando en la construcción europea, la mejor opción —la única, en realidad— para poder seguir teniendo una voz fuerte en el mundo y un futuro de prosperidad y bienestar.

			Vimos el valor de la unidad y la solidaridad durante la pandemia y aún más lo estamos corroborando en el difícil escenario que se ha abierto después para Europa, al acelerarse el reajuste del orden geopolítico mundial, con un primer síntoma alejado de los campos de batalla de Ucrania: los cortes de suministro de materias primas y productos estratégicos y el episodio de intensa inflación iniciado en 2021.
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El canario en la mina

			 

			 

			A partir de mediados de 2021, nos dimos cuenta de un cambio de tendencia importante en los mercados. Tras el freno de la actividad económica y del comercio del año anterior por la pandemia, la fuerte recuperación de la demanda en todo el mundo estaba chocando con disrupciones y cortes en las cadenas de suministro internacionales. Los puertos estaban desbordados, los barcos de carga pasaban días y semanas esperando poder descargar sus mercancías, había escasez de materias primas, materiales de construcción y chips, y se notaba un aumento significativo de los precios.

			En aquel momento, todos los organismos internacionales consideraban que se trataba de un fenómeno transitorio, causado por el desequilibrio entre la oferta y la demanda como consecuencia de la pandemia. Pero en realidad estaban en juego ya muchos más factores de fondo, que se han ido desplegando desde entonces, con un impacto estructural profundo.

			En el caso de España, fueron dos las emergencias que estallaron cuando estábamos dejando atrás lo peor de la pandemia, porque el segundo semestre del año 2021 también se vio sacudido por un desastre natural: la ya mencionada erupción del volcán de La Palma. El 19 de septiembre, los medios de comunicación pasaron de contar personas vacunadas a contar los días con el volcán en erupción. El país se volcó en el apoyo a las personas afectadas y las imágenes de la lava avanzando lenta e inexorablemente acapararon toda la atención pública.

			Viajé varias veces a la isla en esos meses para atender las preocupaciones y necesidades de los vecinos y empresarios, para darles apoyo y cariño. Allí tuve ocasión de estar cerca de la erupción, escuchar a los expertos que estaban gestionando la situación sobre el terreno y oír el rugido del volcán, verdaderamente sobrecogedor.

			Por fortuna, disponíamos de algunos instrumentos de la pandemia que podían ayudar también a apoyar al tejido productivo y los ciudadanos afectados por la erupción: los avales del ICO para las empresas, los ERTE para proteger a los trabajadores, la prestación de autónomos… Todas estas herramientas, reflejadas en una nueva serie de reales decretos ley de emergencia, ayudaron a paliar el nuevo shock, esta vez de alcance limitado a una parte del territorio.

			El volcán dejó de rugir el 13 de diciembre de 2021, pero el alza de los precios se mantendría todavía durante muchos meses y sería el problema más importante de la política económica durante 2022. Todo empezó con el alza del gas.

			Entonces no lo sabíamos, pero los precios en los mercados internacionales empezaron a subir sin duda preparándose para el ataque de Rusia contra Ucrania. Y España fue el canario en la mina.

			Debido al sistema marginalista de fijación de precio en el mercado mayorista español de la electricidad y al considerable peso de los contratos de suministro indexados, que trasladan inmediatamente a los clientes finales el coste de la energía en los mercados internacionales, enseguida se registró un rápido aumento del Índice de Precios al Consumo (IPC) y del coste de los insumos intermedios para las empresas industriales, los materiales de construcción y los fertilizantes.

			Dimos la alarma sobre el alza de la energía antes de que lo percibiesen el resto de los países europeos, sin saber su alcance y su conexión con una estrategia deliberada de Rusia, uno de los principales suministradores a Europa de combustibles, para debilitarnos y conseguir financiación antes de lanzar su ataque sobre Ucrania.

			En otros países, los contratos a largo plazo y el sistema de fijación de precios mayoristas amortiguaron al principio el impacto del alza del gas, que iría trasladándose poco a poco a los clientes industriales y a las familias en el curso del año siguiente.

			Recuerdo bien la primera vez que saqué el tema del precio de la energía, en la reunión del consejo Ecofin informal bajo presidencia eslovena, en septiembre de 2021. En aquel momento, la atención seguía puesta en la retirada de las medidas extraordinarias de ayudas por la pandemia, la financiación de inversiones y la posible vuelta a la aplicación de las reglas fiscales. Yo era la única persona preocupada por el precio de la energía, tanto en la sala como en las entrevistas con medios internacionales.

			Durante el último trimestre de 2021 y el inicio de 2022, continuó la presión sobre los costes energéticos. Para compensarla, pusimos en marcha un programa de ayudas significativo para el sector del transporte por carretera, directamente afectado por la subida de los carburantes. Además de las reuniones con los representantes sectoriales, hubo que gestionar el surgimiento de algunos agitadores ultras, que querían generar inestabilidad y aprovechar la circunstancia para atacar al Gobierno. También aprobamos ayudas para el sector de la agricultura y la ganadería, afectado además por el coste de los fertilizantes. Pero, más allá de las posibles medidas a adoptar a nivel nacional, la subida de los precios en los mercados mundiales continuaba y las familias estaban sufriendo las consecuencias de un problema que, paradójicamente, ningún otro país de Europa parecía percibir.

			El 24 de febrero de 2022, tras unas jornadas de especulación y numerosas negociaciones para tratar de evitar la guerra, Rusia lanzó el ataque en la región fronteriza con Ucrania. La respuesta política de la Unión Europea fue rápida y tajante: se defendió la legalidad internacional, se llamó al diálogo para resolver los conflictos, se rechazó la agresión injustificada y se anunciaron sanciones masivas contra Rusia que, sin embargo, no cubrirían el suministro de carburantes, dado su carácter estratégico para la Europa occidental. De la noche a la mañana, el fantasma de las crisis del petróleo de los años setenta recorrió los mercados. 

			Por suerte, las economías occidentales se han diversificado desde entonces y además son mucho más eficientes en el uso energético; la dependencia del gas ruso, aunque elevada, no frenó la actividad de las empresas.

			La guerra en Ucrania desencadenó un episodio de inestabilidad en los mercados mundiales con consecuencias especialmente fuertes sobre Europa en el caso de la energía y sobre África en el caso de los cereales y alimentos. 

			Ante la amenaza de corte de suministro de gas, carbón y petróleo por parte de Rusia, el resto de los países productores subieron los precios y las compañías energéticas e industriales de los países más dependientes en la frontera oriental de la Unión Europea, junto con Alemania e Italia, se lanzaron a buscar suministradores alternativos, dispuestos a pagar el precio que fuese necesario para no tener que parar la producción.

			El 1 de marzo de 2022, celebramos un Consejo de Ministros extraordinario sobre el tema de la seguridad, para valorar el impacto inmediato de la guerra en los diferentes sectores productivos del país, analizar los riesgos financieros y tomar medidas de respuesta que ayudasen a atajar la inflación y evitar que se frenase la fuerte recuperación del crecimiento y el empleo que ya estaba en marcha.

			Desde el principio estuvo claro que esta vez, a diferencia de la pandemia, el impacto de la crisis por la guerra en Ucrania sería relativamente menor en España que en el resto de las grandes economías europeas, gracias a la distancia física con el conflicto, la gran diversificación de fuentes de energía, el importante peso de las renovables, el suministro de gas natural a través de gaseoductos y también en forma licuada por vía marítima y las notables infraestructuras de regasificación del país.

			También advertimos enseguida del riesgo de una sobrerreacción de los precios del mercado por causa de la especulación, la falta de coordinación de la demanda europea, la escasa interconexión entre los mercados nacionales de la Unión Europea y la falta de mecanismos de seguridad de suministro que proporcionasen estabilidad en el nuevo contexto geopolítico.

			Tuvimos en Europa la tormenta perfecta. La demanda de gas se disparó por una Alemania que había basado su competitividad industrial en el intenso comercio con China y los bajos costes de la energía proporcionada por el gas ruso. El importante parque nuclear de Francia estaba a medio rendimiento al tener más de un tercio de los reactores parados por mantenimiento o revisiones de seguridad. Muchos países del centro de Europa dependían de Rusia para su carbón, petróleo, gas y combustible nuclear. Y la falta de interconexiones y de un verdadero mercado integrado de la energía hacía imposible la garantía de suministro de los países deficitarios con el excedente de otros.

			Lo cierto es que la Unión Europea no estaba preparada para el shock y la respuesta inmediata, desordenada y desproporcionada en algunos casos, alimentó aún más el alza de los precios del gas, que se trasladó inmediatamente al resto de los carburantes.

			El 29 de marzo de 2022, constatamos un cierto estancamiento de la economía como consecuencia de la guerra, y adoptamos el primer Real Decreto Ley de medidas de respuesta a la guerra en Ucrania, que cubriría la situación hasta junio, con un fuerte apoyo a la eficiencia energética y medidas drásticas para rebajar el coste de la energía, bajando o eliminando las tasas portuarias, los peajes y los cargos del sistema eléctrico, el IVA y los impuestos especiales sobre la energía.

			Además, adoptamos medidas de choque para acelerar el despliegue de las renovables, reforzar el bono social eléctrico para cubrir a las familias más vulnerables, y adelantar diferentes liquidaciones de cargos para dar margen a las empresas y tratar de frenar el alza de los precios industriales.

			Se trataba de medidas compensatorias que no resolvían el problema de fondo. Había que pensar en una solución más estructural. Al igual que sucedió con los planes de recuperación, la respuesta a la crisis energética y la inflación fue muy diferente en los distintos países europeos.

			Alemania dejó actuar al mercado y puso su potencia económica y fiscal sobre la mesa para pagar las consecuencias. Los operadores de energía, sin poder transferir a sus clientes el precio exorbitado pagado por la importación de gas, experimentaron un grave desequilibrio patrimonial y financiero. El Gobierno tuvo que dar enormes ayudas a las empresas energéticas e industriales, rescatar operadores y expropiar los activos bajo propiedad rusa. Ante la decisión de mantener la moratoria nuclear, se hizo necesario reabrir las centrales y minas de carbón en una respuesta contraria a los objetivos de la transición verde.

			En el caso de Francia, se decidió subvencionar el mantenimiento de un precio minorista muy bajo, nacionalizando totalmente la empresa nacional de electricidad, Électricité de France (EDF), para así subsidiar la competitividad de las industrias francesas electrointensivas y responder a la ventaja derivada de las ayudas masivas dadas a la industria alemana. Para garantizar el suministro, teniendo parada buena parte del parque nuclear, se utilizó al máximo la capacidad de importación de electricidad desde España, que pasó a cubrir un 20 por ciento del mercado francés mediante la generación renovable y las importaciones de gas. Estas medidas, con un coste para las arcas públicas del país vecino de miles de millones de euros, han llevado a un importante desequilibrio fiscal que ha seguido lastrando la economía francesa y ha subido la prima de riesgo de la deuda pública por encima de la española.

			En el caso de la península ibérica, la composición —el mix— de generación eléctrica y la condición de isla energética, por la baja capacidad de interconexión de electricidad y gas a través de los Pirineos, permitía adoptar medidas muy diferentes. A pesar de no depender en absoluto de los combustibles rusos, el alto precio en los mercados internacionales del gas y el petróleo estaba distorsionando la fijación de precios de la electricidad en el mercado mayorista ibérico.

			Según el sistema marginalista de fijación de precios, en las subastas diarias que se realizaban para casar oferta y demanda en cada hora del día siguiente, la retribución a los operadores venía determinada por el coste de la última unidad vendida para cubrir la demanda del mercado. Como las centrales de gas son generalmente las más flexibles, pudiendo aumentar o reducir la generación para suministrar el fleco de demanda que no se cubre con la energía nuclear, fuel, hidráulica, solar y eólica, normalmente era el gas el que fijaba el precio marginal por cubrir la última unidad vendida. Así que, a pesar del notable porcentaje generado con fuentes renovables, mucho más baratas, toda la electricidad se vendía a precio de gas. Como expliqué en una entrevista en esos días, es como si estuviéramos pagando toda la cesta de la compra a precio de jamón ibérico.

			Frente a la respuesta acomodaticia de otros países, en el Gobierno de España teníamos claro que había que atajar el problema de raíz y no dejar que la situación se deteriorase, generando una factura imposible de compensar después. Había que reducir el coste de la energía en origen.

			Las bajadas de cargos e impuestos ayudaban, pero no eran suficientes para compensar el impacto negativo del mercado mayorista en el precio de la electricidad. Había que desacoplarlo del mercado internacional del gas. 

			En nuestro caso, la baja interconexión permitía pensar en separar el mercado ibérico del resto de Europa sin generar ninguna distorsión, reformar el sistema de casación de oferta y demanda y segmentarlo para que las diferentes fuentes de energía se retribuyesen de acuerdo con su verdadero coste de generación. 

			El principal obstáculo era puramente regulatorio y político: la regulación europea no permitía, en principio, cambiar el sistema marginalista de fijación de precios. Había que convencer a los reguladores y a la Comisión Europea para que autorizase una excepción ibérica a la regulación energética. La negociación con las instituciones europeas de esta solución fue de las más difíciles de estos años.

			El Regulador Europeo de Energía (ACER) y los servicios de regulación y defensa de la competencia de la Comisión Europa no eran muy partidarios de excepciones y defendían dejar al mercado que ajustase naturalmente. 

			Además, tanto Alemania como Francia se negaban a apoyar una medida que iba a poner a las empresas ibéricas en una situación de ventaja frente a los altos costes y subsidios de otras grandes economías.

			Recuerdo las defensas del buen funcionamiento del mercado y la ausencia de especulación que tuvimos que escuchar en diferentes reuniones del Ecofin, ante nuestras llamadas a la acción a nivel europeo. Tras muchas notas, propuestas y contrapropuestas, reuniones y conversaciones a múltiples bandas, e incluso acuerdos de los líderes en el seno del Consejo Europeo, la Comisión Europea autorizó la excepción ibérica en junio de 2022. Eso sí, con carácter transitorio; con un mecanismo progresivo de acercamiento a los precios del mercado internacional y un sistema complejo de doble subasta que no permitía ajustar bien el intercambio con Francia.

			Esta verdadera «solución ibérica» inmediatamente llevó a la bajada del precio mayorista en la península, manteniéndose muy por debajo de la media europea y ayudando, en efecto, a mejorar la competitividad de las empresas y a posicionar España y Portugal como un destino óptimo para atraer grandes proyectos de inversión industrial. Con su puesta en marcha, pudimos descansar unos días en agosto con algo más de tranquilidad con respecto al control del coste de la energía.

			Tuve la alegría y el orgullo de ser invitada a dar el bando público del día de Galicia en Vigo y en Betanzos, donde participé en una preciosa procesión que recorre la villa medieval y recibí el cariño de los vecinos. También pude participar en la emocionante ceremonia de nombramiento de Almudena Grandes como hija adoptiva de Rota junto a Luis García Montero y sus hijos.

			A la vuelta, en septiembre, se mantenía el tenso escenario internacional y la incertidumbre máxima sobre la evolución de la economía global. En nuestro caso, la prioridad seguía siendo la lucha contra la inflación, a la que se unió el impacto de la subida de tipos de interés del Banco Central Europeo, dos factores que estaban tensionando gravemente la situación de las familias.

			No obstante, íbamos recogiendo los frutos de la política de los años anteriores; España mantenía un fuerte ritmo de crecimiento y creación de empleo y ello, junto a las transferencias de los fondos Next Generation, estaba permitiendo una mejora de los indicadores fiscales que garantizaba la estabilidad financiera. En este contexto, teníamos margen para adoptar medidas potentes de apoyo, y eso hicimos.

			Por una parte, se trataba de contener la inflación, con el mecanismo ibérico en el mercado eléctrico, la subvención temporal a los carburantes, el transporte público gratuito, la congelación del precio de la bombona de butano y el tope al precio del gas para las comunidades de vecinos, la bajada del IVA de la luz y de los alimentos.

			Por la otra, había que proteger a las familias ante el aumento del coste de la vida, mediante el aumento de las pensiones —sobre todo las más bajas—, del Ingreso Mínimo Vital y del Salario Mínimo Interprofesional, junto con las medidas de protección contra la pobreza energética y de alivio de las hipotecas.

			En paralelo con estas medidas de gran calado y alcance general, íbamos adoptando paquetes de ayudas para apoyar los sectores más afectados por el alza de la energía: el transporte, la agricultura, las industrias electrointensivas y gasintensivas.

			El 5 de octubre de 2022 se celebró una cumbre bilateral con Alemania. Me hizo especial ilusión retomar el contacto con el canciller, Olaf Scholz, con el que había desarrollado una relación personal durante su etapa como ministro de Finanzas, y acoger a la delegación ministerial en mi ciudad de nacimiento, A Coruña. Allí tuvimos interesantes reuniones, que sirvieron para estrechar las ya excelentes relaciones con los principales ministros de la coalición alemana. Al recuperar la portada del periódico de ese día, me llama la atención un titular recurrente: «El Banco de España discute la previsión de crecimiento del presupuesto».

			Lo cierto es que, durante estos cinco años y medio, el Ministerio de Economía ha hecho un trabajo excelente de previsión. En contextos de enorme incertidumbre, hemos tratado de anticipar la evolución de la economía, incorporando todos los elementos relevantes y actuando con prudencia y profesionalidad, para acertar con las decisiones de política económica. En general, lo que ha sucedido es que los distintos organismos han tenido que ir revisando al alza sus previsiones y han terminado alineándose con el Gobierno. Pero la hemeroteca está repleta de titulares confusos, de vaticinios alarmistas y de ataques políticos que trataron de hacer mella en la confianza de ciudadanos y empresas.

			La amenaza de «que viene la hecatombe» ha sido, de hecho, una constante en el debate público. Como lo han sido las recetas irresponsables de política económica, calcadas del «audaz» plan seguido por la efímera primera ministra británica Liz Truss, con compromisos de gasto y reducción de impuestos absolutamente inviables, recetas que sufrieron un serio revés al dejar esta el cargo por conducir al país en solo unos días al borde de la quiebra, en un episodio de inestabilidad inédito en el Reino Unido. Ante el descrédito de sus propuestas de política económica, en poco tiempo la oposición dejó de hablar de la economía y pasó a adoptar simplemente un tono apocalíptico, anunciando la llegada de todo tipo de catástrofes que, al no producirse, fueron limando su credibilidad.

			En la segunda parte de 2022, los medios de comunicación siguieron alimentando las dudas sobre la economía y pasaron de contar los días de erupción del volcán a abrir todos los informativos con grandes titulares sobre el precio mayorista de la electricidad. Cerramos 2022 adoptando el sexto paquete de respuesta a la guerra, para tener un marco que diese certidumbre de cara al principio del año siguiente. En ese punto, ya habíamos movilizado 45.000 millones de euros de recursos públicos para contener la inflación y apoyar a los ciudadanos y las empresas, mediante numerosas medidas que esperábamos se pudiesen ir retirando progresivamente en el nuevo año, cuando fuese oportuno.

			Sin embargo, los diferentes sectores productivos y grupos de interés presionaban con fuerza para mantener o aumentar las ayudas. Y esa presión se veía alimentada por los impresionantes programas de ayudas públicas que se anunciaban cada día para sus competidores en el resto de las grandes economías europeas. Muchas de esas ayudas anunciadas en Alemania, Francia o Italia, al final no llegaron a ejecutarse y, de hecho, tuvieron un impacto mucho menor del previsto. Pero en estos años ha habido una competencia al alza de los anuncios de ayudas públicas con graves consecuencias sobre la competencia en el mercado interior europeo y la situación fiscal de las principales economías europeas. 

			Con la perspectiva de 2025, está claro que España ha mantenido un crecimiento diferencial mayor durante estos años. Además, está mucho más avanzada en la transición energética y las empresas españolas tienen una mayor competitividad, reflejada en el aumento de las exportaciones y la buena marcha de la balanza de pagos.

			Pero en los meses finales de 2022, había constantes llamadas en España a aumentar las ayudas públicas a las empresas ante la amenaza de una recaída. De entre las reuniones constantes con los sectores productivos, recuerdo la intensidad de las del sector del transporte y la celebrada en enero de 2023 en Castellón con los representantes de los azulejeros, sector clave para esa provincia en el que España tiene una posición de liderazgo internacional, que recibió ayudas directas y medidas de apoyo para compensar el alza de los costes de la energía y los programas de ayudas puestos en marcha en Italia y Francia, sus competidores principales.

			El 19 de enero de 2023 se celebró la cumbre bilateral España-Francia en Barcelona, en la que reforzamos los lazos de colaboración en materia de seguridad, sobre todo energética y económica. En el marco del museo arqueológico de Cataluña, en Montjuic, y bajo los impresionantes ábsides policromados románicos medievales, abordamos la necesidad de avanzar en las interconexiones eléctricas, frenadas durante décadas por el país vecino, y también los principales temas en la agenda económica europea, entre los que destacaba la reforma de las reglas fiscales, que aspirábamos a cerrar bajo la presidencia española del Consejo que tendría lugar en la segunda parte del año.

			En febrero, acordamos un significativo incremento del Salario Mínimo Interprofesional, del 8 por ciento, para tratar de compensar en parte el impacto de la inflación del año anterior en las familias de menores rentas y favorecer una negociación colectiva que permitiese recuperar el poder adquisitivo de los salarios.

			La incertidumbre sobre la marcha de la economía a finales de 2022 había hecho aconsejable retrasar la decisión sobre el salario mínimo. Pero a principios de 2023 sí había elementos para acordar un aumento, alineado con el de otros países europeos: la economía y la creación de empleo seguían fuertes, la subida del precio de los alimentos era la preocupación principal de las familias y las empresas estaban teniendo dificultades para encontrar trabajadores en el ámbito del turismo y la construcción. Además, la mejora de toda la escala salarial inducida por el Salario Mínimo Interprofesional iría permitiendo retirar las ayudas de aplicación general para compensar la inflación, menos eficientes y más costosas para el presupuesto público.

			Cuando parecía que el futuro se estaba aclarando, en marzo de 2023 vivimos un shock en los mercados financieros internacionales, con la quiebra del Silicon Valley Bank y otros bancos americanos de menor tamaño, seguida de la caída de Credit Suisse y el miedo a una nueva crisis global.

			Habíamos estado temiendo durante años el estallido de una nueva crisis financiera, desencadenada por quiebras empresariales, caída del mercado hipotecario, o impago de deuda de los países más pobres y vulnerables. Pero ningún análisis, ningún experto, había previsto que el problema estallaría en un banco de negocio relativamente clásico, en la región más rica del mundo, cuyos clientes habían recibido uno de los mayores flujos financieros de la historia por la gran expansión exponencial del negocio y el valor de las grandes plataformas digitales.

			Una vez más, la realidad confirmaba la necesidad de mantenerse alerta, evitar la complacencia y prepararse para cualquier eventualidad, sin perder el foco y sabiendo que cada crisis es diferente y requiere de respuestas distintas.

			Durante esas semanas, sonaron otra vez todas las alarmas y la atención de todas las autoridades económicas y monetarias mundiales se centró en evitar una crisis financiera global, pero la rápida respuesta de las autoridades estadounidenses y suizas, que, de nuevo, se lanzaron al rescate de las entidades financieras y clientes o apoyaron una fusión con una entidad más sólida para estabilizar la situación, hizo que el temor a una espiral destructiva durase solo unos meses.

			También en marzo se cerró, por fin, tras una larga e intensa negociación con la Comisión Europea, una de las reformas más emblemáticas del Plan de Recuperación: la de las pensiones.

			En un contexto de previsiones divergentes entre el Gobierno de España y los funcionarios comunitarios sobre la evolución futura de la población y del empleo, dos de las variables principales que determinan la sostenibilidad del sistema público de pensiones a largo plazo, el texto legal finalmente adoptado incluyó una cláusula de revisión y un mecanismo automático de ajuste.

			Y en marzo de 2023 se celebró también la segunda moción de censura de VOX, que desembocó en un espectáculo lamentable, una pérdida de tiempo que tristemente enterró el prestigio acumulado por Ramón Tamames en su carrera de economista en esas largas horas en el Congreso.

			Frente a los agoreros y a pesar de los shocks, en 2023 la economía española mostraba ya una gran resiliencia, creciendo por encima de la media europea. La inflación estaba a su vez volviendo a niveles más normales y se abría una nueva fase de la recuperación, en la que había que iniciar también la desescalada de las ayudas. Había que aprovechar la buena marcha de la economía para corregir lo más rápidamente posible el déficit y la deuda generados por la pandemia.

			Retirar ayudas o medidas positivas para empresas o personas tiene un coste político cierto y siempre supone un riesgo, pero, a la luz de la experiencia internacional, en la que muchos países adoptaron medidas con carácter anual o permanente y sin posibilidad de ajuste, acertamos al incorporar mecanismos de revisión y ajuste automático cada trimestre o al producirse determinados hitos, como, por ejemplo, la bajada de la inflación subyacente por debajo de un determinado nivel.

			También ha sido importante que las diferentes medidas adoptadas en España, más allá de la revisión puntual de los contratos públicos por la subida del coste de los materiales de construcción, no hayan resultado en una reindexación de la economía, que hubiese llevado a una inflación más persistente.

			Y, por supuesto, ha sido clave la evolución acompasada de los salarios, que ha evitado una espiral de incremento de precios como la vivida en otras etapas históricas de inflación, por ejemplo, durante la transición política a la democracia; un escenario que hubiese hecho casi imposible volver a niveles bajos de inflación sin un fuerte frenazo de la economía o incluso una recesión.

			En este sentido, hay que poner de nuevo en valor la actuación responsable de los agentes sociales, que han contribuido a responder con eficacia a los retos de estos años, situando en primer lugar el interés del país. También en este ámbito, España ha sido diferente.

			Frente a las fuertes tensiones salariales en otros países europeos, que incluso se han mantenido en los años siguientes en un contexto económico de estancamiento, en España hubo en la fase más dura de la inflación una contención salarial que fue clave para sostener en ese momento tan delicado el fuerte ritmo de creación de empleo, completar la recuperación de los márgenes empresariales tras la pandemia y permitir a partir de 2023 una intensa recuperación de la capacidad adquisitiva de las familias sin efectos colaterales negativos. Con ello, se evitó el riesgo de los conocidos como «efectos de segunda ronda» de la inflación, que hubiesen hecho más permanente el alza de los precios y llevado a una política monetaria del Banco Central Europeo más restrictiva durante más tiempo.

			A falta de un pacto completo de rentas, que tratamos de impulsar sin éxito en varias ocasiones, la responsabilidad de los agentes sociales permitió conservar la tendencia de mejora salarial y lograr en mayo de 2023 un acuerdo marco para la negociación colectiva con una senda de progresiva recuperación del impacto de la inflación sobre los salarios reales. De hecho, estos han ido aumentando hasta ahora cada año, sin generar tensiones, adaptándose a las circunstancias de los diferentes sectores y empresas y posibilitando una significativa mejora de la renta de las familias, récords de empleo y de actividad.

			Así, llegamos al fin de la primavera de 2023 con una situación macroeconómica bastante favorable a pesar del difícil contexto internacional. Habíamos hecho las reformas de más calado y respondido a la pandemia y a la inflación de forma eficaz. Los fondos europeos estaban fluyendo para impulsar la inversión. La economía crecía y los datos de empleo eran fantásticos, con un importante aumento de la ocupación, ya más de un millón por encima del nivel prepandemia, y caída del desempleo. Con paz social, estabilidad económica y política. Por supuesto, había dificultades y retos; las tensiones globales se agravaban, teníamos que seguir apoyando a las familias, agobiadas ante el impacto de la inflación, y empezaba a agudizarse la tensión en el mercado de vivienda. Pero España tenía una perspectiva positiva y, como no me cansaba de decir en público, podíamos estar orgullosos de haber superado juntos las dificultades.

			Sin embargo, el debate público seguía marcado por el ruido y el enfrentamiento, justo lo contrario de lo necesario para dar confianza a una población agobiada por la subida acumulada de los precios, con incertidumbre sobre el futuro y miedo a una guerra a las puertas de Europa.

			Y en ese contexto, el 28 de mayo de 2023 se celebraron en España las elecciones municipales y autonómicas con un resultado muy negativo para los partidos en el Gobierno —como estaba sucediendo en las diferentes citas electorales de esos meses en el resto de los países— y una subida muy considerable del Partido Popular, que podría gobernar en buena parte de las comunidades autónomas y ayuntamientos con el apoyo o en coalición con VOX.

			Al día siguiente, el presidente del Gobierno anunció la convocatoria de las elecciones generales para el 23 de julio. Estábamos en campaña… y en junio de 2023 España recibiría de Suecia el relevo de la presidencia semestral del Consejo de Ministros de la Unión Europea.
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			La reunión del Colegio de Comisarios con el Gobierno de España, celebrada el 3 de julio de 2023 en el impresionante marco de la recién inaugurada Galería de las Colecciones Reales de Madrid, dio el pistoletazo de salida para la importante presidencia española del Consejo de la Unión Europea. Las expectativas eran muy altas.

			El liderazgo de la última presidencia completa antes de las elecciones europeas, previstas en la primavera de 2024, nos daba una oportunidad única para cerrar expedientes relevantes, desde el punto de vista del interés nacional y también para el futuro del proyecto europeo, como la reforma de la regulación energética, la migración o las reglas fiscales.

			Además, el significativo papel jugado por España en el plano internacional a lo largo de estos últimos años, el alto nivel técnico y la buena relación de trabajo con la Comisión Europea hacían posible lograr acuerdos en ámbitos novedosos, considerados misión imposible, como la inteligencia artificial.

			A pesar de la incertidumbre política en las primeras semanas, pronto se despejó la situación nacional y pudimos lograr un resultado brillante en el plano de la presidencia comunitaria. Viví esa campaña intensamente, dado mi papel como vicepresidenta primera del Gobierno, el peso de la economía en las decisiones de los ciudadanos y el lema utilizado para defender la política seguida hasta el momento, jugando con mi nombre: «Nosotros tenemos a Nadia y ellos no tienen a nadie». Para la historia quedarán hitos como el selfie improvisado que se llevó a una gran lona en la Gran Vía de Madrid, la entrevista radiofónica en el pódcast de La Pija y la Quinqui y el cariño de la gente.

			El 23 de julio de 2023, el PSOE mantuvo un buen resultado electoral. A pesar de la mejora del Partido Popular, su alianza con la ultraderecha hacía imposible lograr el apoyo de los partidos nacionalistas vascos y catalanes y, pese a la caída de los socios de Gobierno, el presidente Pedro Sánchez se confirmaba como el único capaz de conseguir la mayoría necesaria en el Congreso para una investidura. Nos tomamos unos días de descanso, en los que se anunció —el 11 de agosto— mi candidatura para la presidencia del Banco Europeo de Inversiones. 

			Tendrían que pasar todavía largos meses hasta la constitución del Gobierno, por el proceso de la no investidura de la coalición Partido Popular-VOX y las largas negociaciones con los partidos políticos. Meses en los que avanzamos sin descanso en la agenda nacional de política económica y, en paralelo, registramos éxitos en la gestión de la presidencia del Consejo de la Unión Europea.

			En el plano doméstico, la prioridad era conseguir la aprobación por la Comisión Europea de la adenda al Plan de Recuperación, así encauzaríamos la segunda fase y movilizaríamos entre 2023 y 2026 la totalidad de transferencias y préstamos asignados a España. También era prioritario obtener la aprobación del cuarto pago de los fondos Next Generation, de 10.000 millones de euros. Para ello, además del ingente trabajo de certificación de inversiones, que ya habían cogido buen ritmo, teníamos que lograr cerrar las reformas pendientes, entre las que destacaba la del sistema de subsidios de desempleo.

			En septiembre de 2023 tuvo lugar la cumbre del G20 en Delhi, en la que, como detallaré más adelante, tuve que remplazar al presidente del Gobierno, afectado por el nuevo rebrote de COVID.

			Y en ese mes celebramos la primera gran reunión de la presidencia española, un encuentro verdaderamente histórico que convocó en Santiago de Compostela al consejo Ecofin, con los ministros de Economía y Finanzas de la Unión Europea y, por primera vez, también un encuentro transatlántico con los ministros de los países de Latinoamérica y el Caribe. 

			Iniciamos el programa de esa semana intensa con la reunión en Madrid del Consejo del Banco de Desarrollo de América Latina (la CAF), varios eventos públicos y una recepción con el Rey en el Palacio del Pardo. Se trataba de culminar un trabajo iniciado a principios de año en la reunión del Directorio del Banco en Santiago de Chile para identificar proyectos prioritarios de cooperación entre las dos orillas del Atlántico, un proceso que bautizamos como «de Santiago a Santiago», viajando, esta vez, de Oeste a Este.

			El 15 de septiembre recibimos en Santiago de Compostela a unas mil seiscientas personas, con un dispositivo de logística y seguridad sin precedentes. El programa, que incluyó numerosas reuniones y también la conferencia anual de la Asociación Europea de los Mercados Financieros (Eurofi), se desarrolló con una gran eficiencia. Era un reto tremendamente complejo, pero todo salió bien. Los encuentros fueron muy productivos y los ministros quedaron impresionados con la experiencia.

			Estuvieron alojados en el Parador de los Reyes Católicos, como siempre con un servicio excelente y con la vista mágica de la plaza del Obradoiro, y disfrutaron, sin lluvia, de una recepción en el ayuntamiento, una cena de gala, una fantástica visita nocturna de la catedral e incluso un pequeño recorrido dominical por un tramo del Camino de Santiago, tras las reuniones. Aún hoy recuerdan esa reunión extraordinaria y muchos han vuelto a visitar Galicia con sus familias.

			En el plano personal, tuve que lidiar con una situación delicada: la presencia de tres de mis competidores en la carrera para la presidencia del Banco Europeo de Inversiones, que habían viajado a Santiago para hacer lobby a los diferentes ministros, a los que invité a los actos sociales, y que atrajeron buena parte de la atención de los medios nacionales e internacionales desplazados para cubrir el Ecofin.

			Aunque en el Consejo informal no se toman decisiones, lo cierto es que esa reunión fue clave para avanzar en la revisión de las reglas fiscales. Allí definimos los principales temas pendientes de la negociación y un calendario que, naturalmente, tanto el vicepresidente de la Comisión, Valdis Dombrovskis, como yo no tuvimos dificultad en bautizar en la rueda de prensa con un nombre inevitable: «Camino de Santiago».

			Gracias a la reunión con los ministros latinoamericanos, también pusimos las bases del despliegue del programa comunitario de ayuda al desarrollo Global Gateway para América Latina y el Caribe, identificando una lista de proyectos prioritarios para las inversiones europeas y un procedimiento de ejecución y seguimiento.

			En octubre, se celebró la Cumbre de los Jefes de Estado y de Gobierno de la Unión Europea, en Granada, en la que destacó la impresionante representación de España a cargo del Rey y la Reina, el presidente del Gobierno y su esposa, y la increíble cena en el marco de la Alhambra.

			También en octubre, fui yo la que caí con COVID, el día en que tenía previsto viajar a Bilbao con el Rey. Me recuperé justo para las asambleas anuales del Fondo Monetario Internacional y del Banco Mundial en Marrakech, con las que cerraría mi mandato como presidenta del Comité Monetario y Financiero del Fondo Monetario Internacional (conocido por sus siglas en inglés como IMFC).

			Y los días 23 y 24 de octubre de 2023, celebramos el Consejo informal de los ministros de Telecomunicaciones y Transformación Digital de la presidencia española, en León. La reunión fue muy productiva y avanzamos en los expedientes más importantes en marcha, incluyendo el Reglamento de Inteligencia Artificial. También se firmó la primera declaración europea sobre Neurotecnología, para coordinar una posición común en un ámbito de rápido desarrollo y con fuertes implicaciones en términos de seguridad y protección de los derechos de los ciudadanos.

			Aprovechando la sede en León del Instituto Nacional de Ciberseguridad (INCIBE), pudimos transmitir a los ministros europeos la potencia de España en el ámbito digital. También en esta ocasión se fueron muy impresionados de su estancia en el Parador del Hostal de San Marcos y las visitas a la catedral, al centro histórico de la ciudad y a la colegiata de San Isidoro, con sus pinturas románicas. ¡También quedaron encantados de la cena en el restaurante Cocinandos, justo al lado del parador!

			En mis notas de ese mes de octubre señalaba el horrible atentado terrorista de Hamas en Israel, que abrió, junto a la guerra en Ucrania, un nuevo frente en el complicado escenario internacional. Todavía hoy, con miles de muertos civiles sobre la mesa, no se ve el final del conflicto en Oriente Medio, que sigue escalando y generando dolor, desolación y gran inestabilidad para la economía global.

			En esas semanas, empezábamos a cerrar en Bruselas expedientes legislativos en ámbitos fundamentales, por ejemplo, para permitir el uso de una sola identidad pública digital europea (eIDAS) y extender los sistemas de pagos instantáneos —como Bizum— en toda Europa.

			Muchos fueron los acuerdos cerrados durante la presidencia española en el ámbito económico y digital, entre los que cabe destacar dos expedientes trascendentales: la reforma de las reglas fiscales (lo que se conoce en la jerga técnica como «gobernanza económica») y el Reglamento de Inteligencia Artificial.

			Como suele suceder, el éxito en la reforma de la gobernanza económica fue fruto de un intenso trabajo y de los aciertos en un proceso que duró varios años y que se vio muy influido por las circunstancias. La Comisión Europea lanzó el proceso de revisión de las reglas fiscales, previsto por los propios reglamentos y exigido por las fuertes críticas y debilidades del sistema, en febrero de 2020. Unas semanas más tarde, la pandemia llevó a una suspensión de las normas vigentes que se extendería hasta 2023. Naturalmente, con la cláusula de escape de las reglas fiscales se aparcó la reforma, pero se fue generando un creciente consenso sobre la necesidad de cambiar el marco de gobernanza fiscal de la Unión Europea.

			Tras la pandemia, las circunstancias económicas y políticas habían transformado el marco del debate: todos los países habían visto aumentar sus ratios de déficit y deuda sobre el PIB para financiar la respuesta a la crisis sanitaria y económica y partían de un punto muy diferente al del pasado. Además, la guerra en Ucrania hacía todavía más urgente abordar un proceso ambicioso de inversiones, a nivel nacional y comunitario, para garantizar los bienes públicos europeos, desde la transición energética a la digitalización, pasando por la seguridad y la defensa de la paz. Asimismo, en el plano político se había generado un sentimiento de unidad y solidaridad que ayudaba al diálogo, sacando a los países de sus líneas rojas históricas.

			Había acuerdo entre los expertos y ministros sobre la necesidad de hacer el sistema más sencillo, más fácil de comunicar a los ciudadanos, más aceptable en los diferentes países y con un mejor mecanismo de seguimiento y cumplimiento. Sobre estas bases, a medida que se acercaba la fecha para la vuelta a la aplicación de las reglas fiscales vigentes en 2024, crecía la expectativa de que el binomio de Alemania y Francia, con posiciones muy diferentes, encontraría algún tipo de acuerdo que orientase la reforma.

			Cada reunión de los ministros competentes o de los líderes de los dos grandes países generaba expectativas, que siempre se veían frustradas por la distancia de las posturas sobre política fiscal, los dos modelos abismalmente diferentes defendidos por los sucesivos ministros. 

			Y en esto, el 1 de abril de 2023, dimos la campanada y saltó la noticia en Bruselas: España y Holanda presentamos un non paper conjunto sobre la reforma de las reglas fiscales. El papel tuvo un gran impacto por su claridad, sencillez… y por estar suscrito por dos países tradicionalmente situados en extremos opuestos en la mayoría de las cuestiones relativas a la unión económica y monetaria. Cogió a todo el mundo por sorpresa y marcó las líneas principales para acercar posiciones y lograr un consenso.

			Mi excelente relación con la ministra de Finanzas de Holanda, Sigrid Kaag, de un partido liberal proeuropeo, y entre nuestros equipos, fue clave para poder acordar y publicar el papel. Ambas compartíamos el interés de hacer avanzar el debate y buscar los puntos de equilibrio para mantener la disciplina fiscal, pero en un entorno de crecimiento, inversión y creación de empleo. Las dos queríamos superar las trincheras tradicionales que siempre etiquetaban a los países como del norte y el sur, frugales y manirrotos, grandes y pequeños, nuevos y viejos Estados miembros. 

			La verdad es que no fue difícil articular un documento que fuese aceptable para las dos y, una vez validado por nuestros jefes, lo circulamos a los ministros y lo presentamos ante los medios de comunicación con ocasión de la reunión del Ecofin en Bruselas. La buena acogida del documento hispano-holandés terminó de impulsar a la Comisión Europea, que presentó las propuestas normativas para la nueva gobernanza económica el 23 de abril de 2023.

			Con ello se abrió el proceso legislativo formal, con numerosas reuniones bajo presidencia sueca y un creciente papel de España para tratar de encauzar la negociación de cara a la presidencia de la segunda parte del año.

			En el primer Ecofin bajo presidencia española, en julio, ya alcanzamos el pacto unánime de los ministros sobre las piezas de negociación y el calendario para tratar de llegar a un acuerdo en el Consejo antes de final de año. En concreto, fijamos un proceso para trabajar sobre los cuatro puntos que conformarían el paquete para la negociación final, que denominamos el «Camino de Santiago»: el papel y margen de las instituciones europeas a la hora de aplicar las reglas fiscales; los parámetros para garantizar sendas de reducción de la deuda creíbles, que llevasen a la sostenibilidad fiscal de forma compatible con el mantenimiento del crecimiento económico y la creación de empleo; los mecanismos para garantizar el cumplimiento efectivo de las normas y, finalmente, la garantía de que el nuevo marco fiscal permitiría la financiación de las inversiones.

			Con ese mandato de los ministros de Finanzas, intensificamos las reuniones técnicas, los encuentros bilaterales y a varias bandas, aprovechando las reuniones del G20 en la India y Washington para tratar de avanzar. En los consejos Ecofin de octubre y noviembre fuimos cerrando temas y propusimos el 8 de diciembre de 2023 como el día D, para una reunión sin hora límite, en la que trataríamos de cerrar el acuerdo.

			A lo largo de las semanas, el debate se había ido centrando en un número reducido de parámetros con los que habría que jugar para un acuerdo. Alemania y otros países con fuerte disciplina fiscal querían establecer todos los detalles y fijar obligaciones vinculantes para los Estados, incluso aquellos que tuvieran el déficit por debajo del 3 por ciento y la deuda por debajo del 90 por ciento del PIB. Pero otros países no podían aceptar unas reglas que provocasen un ritmo de reducción del déficit incompatible con el crecimiento, o simplemente imposible, por la necesidad de tener en cuenta el aumento registrado en todos los países a causa de la pandemia o la herencia de algunas de las medidas adoptadas en los años pasados, como el «superbonus» en Italia.

			Aunque no fue posible lograr el acuerdo en esa primera reunión, durante esa larga noche cerramos todas las cuestiones accesorias que eran críticas para los países más pequeños. En una intensa reunión lateral restringida con los países más grandes, acercamos también las posiciones entre ellos e identificamos algunas avenidas que podrían ayudar a tener un texto aceptable para todos: en particular, el establecimiento de un mecanismo transitorio que permitiese absorber el impacto de la pandemia en los primeros años de aplicación de las nuevas reglas.

			Con eso, dejamos el tema encauzado para trabajar discretamente, en bilateral, y así poder convocar una reunión extraordinaria el 20 de diciembre de 2023, en la que —para nuestra gran alegría y alivio— todos los países expresaron su apoyo al texto de la presidencia española.

			Gracias a la perseverancia, la paciencia y el buen hacer de los equipos, liderados por Carlos Cuerpo, que se consolidó en estos meses como un actor relevante en el ámbito internacional por su gran trabajo en el marco europeo y también del Fondo Monetario Internacional, logramos cerrar la presidencia española con el broche de oro del acuerdo del Consejo de Ministros de Finanzas y pudimos poner en marcha la fase final del proceso legislativo que se cerraría bajo presidencia belga a finales de abril de 2024.

			El segundo gran expediente de la presidencia fue el del Reglamento de Inteligencia Artificial, en el que jugó un papel clave la secretaria de Estado de Digitalización, Carme Artigas. Sin su impulso, perseverancia y pasión, no se hubiese podido aprobar ese reglamento, con tantas presiones e intereses en contra.

			De nuevo, el trabajo venía de muy atrás y habíamos estado avanzando durante meses con los distintos países, con la Comisión Europea y los eurodiputados que lideraban la negociación, hasta tener solo un par de temas abiertos que, sin embargo, levantaban los ánimos en los diferentes países y también entre los grandes operadores digitales europeos y mundiales.

			En esencia, teníamos que lograr el adecuado equilibrio entre la necesidad de garantizar la seguridad y la privacidad de las personas y el impulso a la innovación tecnológica, la protección de los valores europeos y el buen funcionamiento de nuestras democracias, mediante la protección de la identidad, la integridad y el control de los datos, así como la lucha contra la desinformación y la manipulación a través de la inteligencia artificial y los nuevos medios digitales.

			Son asuntos muy significativos y también complejos, sobre los que había y hay diferentes puntos de vista y que mueven grandes intereses económicos y políticos. Así que no es sorprendente que fuese una de las negociaciones más complejas entre las tres instituciones comunitarias: la Comisión, el Consejo y el Parlamento.

			Jugando con el texto del articulado y los anexos, después de varios días de reunión maratoniana entre el 6 y el 9 de diciembre de 2023, en la que se puso a prueba la resistencia física de todos los presentes, con múltiples conversaciones y negociaciones a varias bandas dentro y fuera de la sala, se cerró el acuerdo sobre la base de un texto equilibrado, fundamentado en el análisis proporcionado del riesgo.

			Con ello, la Unión Europea dispone de un marco pionero para la regulación de la inteligencia artificial, que, aunque sigue generando debates, ha ido contando con el reconocimiento incluso de las grandes compañías tecnológicas.

			Los sistemas de riesgo mínimo para la seguridad o los derechos de los ciudadanos, que son la mayoría de las aplicaciones de inteligencia artificial, como los filtros de spam o las recomendaciones, estarán libres de obligaciones. Los de alto riesgo tendrán que incluir mecanismos de calidad de los datos, control de procesos, información de uso, control humano y ciberseguridad. Se trata, por ejemplo, de aquellos relacionados con las infraestructuras críticas de agua, gas o electricidad, instrumentos médicos, educación, reclutamiento, control de fronteras, administración de justicia, que incorporen identificación biométrica, o clasificación y reconocimiento de emociones. 

			Estarán prohibidos los sistemas de inteligencia artificial que supongan una amenaza clara a los derechos fundamentales, por ejemplo, por implicar manipulación del comportamiento humano o anulación de la libertad de las personas, sistemas de segmentación social o predicción, análisis de emociones en el trabajo, identificación biométrica remota, o sistemas de voz que incentiven al comportamiento peligroso de menores.

			Además, el reglamento establece obligaciones de transparencia importantes para que los ciudadanos sepan que están interactuando con chatbots u otros sistemas controlados por máquinas y no con personas. Las falsificaciones o manipulaciones de imágenes o voz deberán ser identificadas, al igual que los sistemas que usen categorización biométrica o sistemas de reconocimiento de emociones. Los productos que sinteticen contenidos de audio, vídeo, texto e imágenes han de marcarlo en un formato que pueda ser identificado por las máquinas y las personas como generado o manipulado artificialmente.

			El desarrollo de la inteligencia artificial está acelerándose y su liderazgo supone uno de los cambios principales de competencia entre las dos grandes superpotencias, lo que sin duda llevará a cambios importantes en los próximos años. Pero con este reglamento, Europa ha tratado de disponer de un marco que permite el desarrollo de las nuevas tecnologías evitando los riesgos más claros para los ciudadanos, al menos en esta fase.

			Mientras tanto, en España, seguía el proceso para la constitución del Gobierno. El 17 de noviembre de 2023, en un contexto de movilización en las calles de la ultraderecha digna de una película de Berlanga y enorme tensión en el Congreso, el presidente Sánchez logró la mayoría para formar gobierno. Viví con emoción todo el debate, desde el segundo escaño y a su lado. Después de superar tantas dificultades, se abría una nueva legislatura con un Gobierno de coalición que incorporaría a nuevos profesionales de Sumar, la nueva formación de izquierdas.

			El 20 de noviembre tomé posesión por quinta vez, como vicepresidenta primera del Gobierno, incorporando al Ministerio de Economía la cartera de Comercio y transfiriendo las competencias en materia digital a un nuevo ministerio específicamente dedicado a este ámbito tan importante de las políticas públicas.

			Aunque ya estábamos en la fase final del proceso que resultaría en mi nombramiento en el Banco Europeo de Inversiones y mi salida del Gobierno a finales de año, el presidente me expresó su deseo de que me mantuviese en mi puesto y seguí dedicándome al 100 por ciento a esta función hasta el último día.

			Tras un año de intenso trabajo, en esas últimas semanas de 2023, se fueron cerrando día tras día los diferentes expedientes normativos impulsados y negociados bajo la presidencia española. Así, fuimos recogiendo los frutos del trabajo de los muchos equipos que, tanto en Madrid como en Bruselas, y con el liderazgo de los dos magníficos embajadores de la Representación Permanente de España —Marcos Alonso y Raúl Fuentes—, se dedicaron en cuerpo y alma a esforzarse, entregados, para lograr el mejor resultado.

			En mi último Consejo de Ministros, el de 19 de diciembre de 2023, se aprobó la compra por la Sociedad Estatal de Participaciones Industriales (SEPI), el órgano del Ministerio de Hacienda que ostenta la cartera de participaciones empresariales del Estado, de hasta un 10 por ciento de las acciones de Telefónica, abriendo así una nueva fase de gestión de los intereses estratégicos del país en el ámbito digital.

			También se aprobaron dos reales decretos ley que culminaban las reformas pendientes para el cuarto pago de los fondos Next Generation, en ámbitos significativos de la función pública, la administración local, el apoyo al mecenazgo, la digitalización de la justicia y el sistema de subsidios por desempleo.

			Como ha sucedido para todas y cada una de las reformas, esta última norma se aprobó tras mucho esfuerzo y gracias a la claridad de miras y el empeño del Ministerio de Economía para conseguir un texto equilibrado, que fuese aceptable para todos los agentes sociales y realmente cambiase el statu quo de un sistema que arrastraba numerosas disfunciones.

			Tras los importantes pasos dados en 2022, era el momento de cerrar la fase de reformas estructurales en el ámbito laboral para disponer, por fin, de un marco coherente y estable que pudiese poner fin a las anomalías de España y lograr, en última instancia, mejorar el funcionamiento de la economía y del sistema de protección social. Y esta pieza era muy relevante para conseguir los objetivos de aumento del empleo regular y estable.

			En esencia, se trataba de simplificar los múltiples esquemas de apoyo social, incoherentes, que se habían ido articulando a lo largo del tiempo en torno a la prestación por desempleo, reflejando, como ya he comentado, un modelo social que ya no se correspondía en absoluto con la realidad de España.

			Para lograr el pleno empleo era fundamental corregir los desincentivos al trabajo y orientar todo el sistema a apoyar a la economía formal frente a la sumergida. Había que dejar atrás el rígido modelo binario de subsidios vinculados al desempleo y hacer compatibles las prestaciones con el empleo. Centrar la ayuda en facilitar la vuelta al trabajo de las personas desempleadas, y canalizar la protección social en torno al Ingreso Mínimo Vital, un instrumento más orientado al apoyo a las familias y la lucha contra el principal foco de desigualdad y precariedad: la pobreza infantil.

			Lamentablemente, las luchas partidistas retrasaron la convalidación de esta reforma, que se produjo en junio de 2024. Sobre esta base, tras mi salida del Gobierno, la Comisión Europea aprobó la práctica totalidad del cuarto pago del Plan de Recuperación.

			El 20 de diciembre, casi fuera de tiempo, superando incluso las expectativas más positivas sobre el resultado que podríamos lograr en un semestre tan complicado, la presidencia española se cerró brillantemente con el acuerdo sobre el paquete de migración.
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Un nuevo orden mundial

			 

			 

			Mis cinco años y medio como ministra y vicepresidenta del Gobierno de España han sido un curso acelerado de política nacional y, sobre todo, una clase avanzada de geopolítica. La participación en las cumbres internacionales ha supuesto, sin duda, lo más interesante y apasionante de este periodo, en el que he tenido la oportunidad de vivir en primera persona momentos históricos. Y ver directamente cómo se han ido gestando los procesos y cambios que están manifestándose de forma clara y alumbrando un nuevo orden mundial en 2025. 

			Siempre me han interesado mucho las relaciones económicas y políticas globales y, a lo largo de los años, he participado activamente en numerosas conferencias y eventos que han ido consolidando un perfil profesional y personal muy internacional. Pero nada me había preparado para lo que viviría como ministra y vicepresidenta del Gobierno de España en uno de los periodos más turbulentos de la Historia, en pleno cambio de paradigma.

			A través de las reuniones periódicas de ministros de Finanzas y, sobre todo, acompañando al presidente del Gobierno en las cumbres internacionales, he vivido desde dentro los profundos cambios que se están produciendo en la relación de fuerzas entre los distintos jugadores del tablero mundial. Hemos sido testigos del movimiento de las placas tectónicas sobre las que se ha apoyado el orden mundial desde el final de la Segunda Guerra Mundial, que en algunos ámbitos se manifiesta en choques y en otros abre grietas cada vez más visibles en el terreno de la seguridad, el comercio, las finanzas y las alianzas estratégicas. 

			Estos organismos, foros y cumbres internacionales, más o menos formales, y cuya importancia fluctúa dependiendo del peso político de los participantes, conforman —o conformaban hasta ahora— lo más parecido a un gran gobierno del mundo. A través de conferencias, reuniones y encuentros informales, se teje una red de relaciones que se mantiene a lo largo del tiempo y permite tener abiertos canales de diálogo y colaboración que evolucionan y se adaptan a la realidad geopolítica dominante en cada momento. Estas relaciones son absolutamente vitales para coordinar políticas públicas, resolver problemas globales y, en definitiva, determinar el devenir de la especie humana.

			Dados los cambios que se están produciendo de hora en hora, ante nuestros ojos, merece la pena reflexionar sobre este tema con algo más de detalle en este libro.

			Naturalmente, el marco internacional va evolucionando en el tiempo, adaptándose a la realidad económica y política. Así, el mundo bipolar que reflejaba la Guerra Fría desde la Segunda Guerra Mundial hasta la caída del muro de Berlín en 1989 se proyectaba en dos bloques de instituciones. Por una parte, el ecosistema liderado por Estados Unidos y las grandes economías europeas y de la órbita anglosajona, encarnado en las instituciones de Bretton Woods —el Banco Mundial y el Fondo Monetario Internacional—, la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), el Acuerdo General de Aranceles (GATT) y su sucesora, la Organización Mundial del Comercio (OMC), la Organización del Tratado del Atlántico Norte (OTAN) y el G7, que reúne a las economías más avanzadas del mundo. Por otra, el bloque liderado por la Unión Soviética, con el Consejo de Asistencia Económica Mutua (Comecon) y el Pacto de Varsovia como principales órganos de coordinación internacional con sus países miembros y satélites en el ámbito económico y militar.

			Con la caída del imperio soviético, la globalización, la creciente interdependencia económica y el surgimiento de nuevas potencias internacionales, lideradas por el grupo de economías emergentes conocido por las siglas BRICS (Brasil, Rusia, India, China y Suráfrica), en las décadas siguientes este orden mundial fue evolucionando hacia fórmulas más abiertas. 

			Durante los años noventa y el principio del nuevo siglo, parecía que se había abierto una nueva era de progreso sin límites y expansión imparable de un modelo que aunaba el liberalismo económico y la globalización financiera con la democracia liberal. Ante el aparente fracaso de los modelos comunistas autoritarios, el mundo viró a un modelo más integrador en apariencia, pero en el fondo unilateral, manteniendo la prevalencia de las economías avanzadas «occidentales» y especialmente el liderazgo de los Estados Unidos en la toma de decisiones.

			Dentro del proceso de evolución hacia una economía de mercado, Rusia se incorporó al Fondo Monetario Internacional en 1992 y el G7 se amplió a G8 para incorporarla desde 1997 —hasta 2014, con la invasión de Crimea—. En 2001 se unió a la Organización Mundial de Comercio, como economía emergente de mercado. Parecía que se había acabado la tradicional tensión entre las superpotencias y el mundo entraba en una nueva era de crecimiento, progreso y paz. Y entonces llegó la Gran Crisis Financiera de 2008, que mostró las fallas del sistema para proteger la estabilidad económica a nivel mundial.

			Con la extensión de la crisis bancaria desde Estados Unidos a Europa y las intensas turbulencias en los mercados de capitales y de deuda pública, se hizo imprescindible contar con un foro de coordinación global que, más allá de los procedimientos e instrumentos de las instituciones de Bretton Woods, agrupase a los principales actores mundiales, ricos o pobres, para tratar de articular políticas conjuntas que contribuyesen a estabilizar los mercados.

			Así, el G20 se fue reforzando como núcleo central de esa nueva gobernanza global, reuniendo a las economías más importantes del mundo en un marco informal y con un peso equilibrado de las distintas regiones, que refleja mejor la nueva realidad mundial. 

			Además, se creó un Consejo de Estabilidad Financiera (Financial Stability Board) para dotar a los bancos centrales, gobiernos e instituciones financieras internacionales de un marco de intercambio de información, análisis de vulnerabilidades y riesgos y recomendación de política económica.

			Al actuar por consenso, con el principio de un país un voto, poco a poco las economías emergentes, agrupadas bajo el concepto del «Sur Global», han ido teniendo un protagonismo mucho mayor en el orden mundial al heredado hace ochenta años, limitado por su carácter de antiguas colonias, su debilidad económica y financiera y su escasa participación en el capital y los órganos decisorios de los organismos multilaterales «clásicos». 

			Al poder invitar a las reuniones a países más pequeños de la zona geográfica del que ostenta la presidencia rotatoria anual, el G20 proporciona una plataforma única para recoger todas las sensibilidades, todas las preocupaciones y visiones de las sociedades humanas en todo el globo terrestre; desde la urgencia de hacer frente al impacto del cambio climático y la subida del nivel del mar para los microestados insulares a la desertificación en el África subsahariana, desde el reto de la transición verde para los grandes productores de petróleo a los flujos migratorios, la igualdad de género o el intercambio de datos en la nueva economía digital.

			Aunque hoy en día es difícil anticipar cuáles serán los pilares del nuevo orden mundial que está naciendo, en estos años he pensado en muchas ocasiones que el G20 ha sido en el primer cuarto del siglo XXI lo más parecido al gobierno de nuestra especie. Un marco de diálogo e intercambio a través de las culturas, los sistemas económicos y políticos, las religiones y las razas, para tratar de abordar los retos globales, que refleja bien el estado de la geopolítica, a través de la propia liturgia de las reuniones y, sobre todo, de los contactos informales.

			Así, los acuerdos de la reunión y las intervenciones formales de los ministros o líderes en las sesiones plenarias se plasman en el texto de los «comunicados». Cada palabra del comunicado es fruto de intensas negociaciones, de horas de trabajo y redacción (sesiones de drafting), batallas que se libran párrafo a párrafo y que se pierden en un instante cuando algún país decide boicotear el acuerdo o tiene una instrucción firme para incluir o rechazar una palabra.

			Los avances logrados en cada sesión, por ejemplo, en materia climática o de igualdad de género, tienen que protegerse de los ataques de aquellos países que tratan de matizar o aguar el texto, sin ceder ni una coma, en todas las sesiones de trabajo posteriores, y la orientación de las políticas públicas depende de matices inapreciables para la inmensa mayoría de los ciudadanos, pero que son diseccionados y celosamente custodiados por un reducido grupo de expertos. Más allá de las palabras concretas, el proceso es en sí mismo un gran éxito de la civilización.

			Al final, las relaciones personales juegan un papel fundamental; ya sea entre los líderes o entre los equipos técnicos que, desde las instituciones multilaterales, los ministerios y los gabinetes de los primeros ministros o presidentes del Gobierno, se conocen, se escuchan, se respetan, desarrollan amistades y construyen la red que sustenta el orden global y proporciona estabilidad y continuidad a los sucesivos foros y cumbres a lo largo y ancho del mundo.

			Más allá de las sesiones oficiales, las reuniones del G20 permiten encuentros y conversaciones casuales en los pasillos, entre bambalinas, que tejen redes de confianza entre los líderes y permiten resolver múltiples cuestiones, al igual que las largas horas de preparación y negociación de textos por parte de los equipos técnicos durante el conjunto del año.

			Y todo ello, junto con la arquitectura de instituciones financieras y comerciales multilaterales, conforma un sistema que funciona, que ha permitido en las últimas décadas la coordinación de las políticas públicas y la búsqueda de soluciones cooperativas a los conflictos internacionales, que ha protegido la estabilidad financiera e impulsado el desarrollo económico de buena parte del mundo. Sobre todo, un sistema que ha apoyado la hegemonía de Estados Unidos, líder incuestionable desde la caída de la Unión Soviética, en el plano económico, financiero y militar, y que ha ido almacenando tensiones y desajustes por los cambios de influencia y poder relativo, el avance de nuevos jugadores «no alineados», el auge de los regímenes autocráticos en grandes países y regiones, y la emergencia de China como nueva superpotencia en el tablero mundial.

			La invasión de Ucrania en 2022 y el conflicto en Oriente Medio, agravado desde 2023, han abierto la espita de toda la presión acumulada, complicando el posicionamiento de países claves como los del Golfo y acelerando el movimiento de placas tectónicas que se venía preparando en los últimos años. Y la llegada de la nueva Administración americana liderada por Donald Trump en 2025 ha prendido la chispa, dinamitando las propias bases del sistema que ellos habían construido al poner en cuestión el papel de la ONU, de las instituciones de Bretton Woods, de la OMC, del G7 y de las tradicionales alianzas estratégicas en el plano económico y militar, lanzando una guerra comercial sin reglas y amenazando con boicotear las reuniones del G20. Todo ello en un contexto de profundo cambio tecnológico, que tendrá un impacto seguro sobre el orden mundial cuyo alcance es imposible de prever en este momento.

			Los vertiginosos acontecimientos de estos días ponen en perspectiva y hacen más interesante todavía la experiencia vivida entre 2018 y 2023 como representante de España en la primera línea de los foros internacionales. 

			Pocos meses después de llegar al Gobierno, entre el 29 de noviembre y el 1 de diciembre de 2018, se celebró en Buenos Aires la reunión internacional de ministros de Finanzas del G20, aperitivo de la primera cumbre que tendría lugar en América Latina. Fue mi primer contacto con los grandes líderes mundiales, desde Xi Jingping, Donald Trump y Vladímir Putin al príncipe heredero saudí Mohammed Bin Salmán, el presidente turco Recep Tayyip Erdoğan, los primeros ministros de la India (Narendra Modi), de Suráfrica (Cyril Ramaphosa) y de Canadá (Justin Trudeau).

			En la gran mesa redonda de los líderes hay poca representación femenina: en aquella reunión, Theresa May (primera ministra del Reino Unido), Angela Merkel (canciller de Alemania) y Christine Lagarde (presidenta del Banco Central Europeo) eran las únicas presentes, además de Ivanka Trump que, sorprendentemente, junto con su esposo formaba parte y tenía una participación activa en la delegación americana.

			Más allá de los tres temas en la agenda oficial —futuro del trabajo, infraestructuras para desarrollo y alimentación segura y sostenible—, la reunión estuvo marcada por dos asuntos. En primer lugar, la delicada situación financiera del anfitrión, la Argentina de Mauricio Macri, que se encontraba al borde de una suspensión de pagos, con hiperinflación, una economía débil, enormes desequilibrios y urgente necesidad de cerrar un acuerdo de financiación con el Fondo Monetario Internacional. En segundo lugar, la tensión comercial entre China y Estados Unidos.

			Trump tuvo naturalmente un papel protagonista. Por una parte, con la firma del nuevo acuerdo comercial con México y Canadá en los márgenes de la reunión. Por otra, apoyando a Macri, al parecer por la larga amistad que tenía con su familia, para alcanzar el acuerdo financiero —el mayor de la historia, con un préstamo de 60.000 millones de dólares— y también cerrar la propia cumbre con éxito, ayudando a lograr el consenso para emitir un comunicado.

			Tengo cuatro recuerdos intensos de esa reunión: las calles vacías de Buenos Aires, con fuertes medidas de seguridad ante las protestas que habían tenido lugar el año anterior contra el G20, en Alemania, y las propias amenazas internas y tensiones sociales en el país americano; la increíble logística y la tensión en los pasillos para evitar que coincidiesen las impresionantes delegaciones de Trump y Putin; la voz de este último en directo, suave y carente de emoción, que me heló la sangre; y el intercambio de acusaciones entre el presidente turco y el príncipe heredero saudí en relación con el asesinato del periodista y disidente Yamal Khashoggi, que había tenido lugar unas semanas antes.

			La silla de España estaba situada entre Chile y México en la gran mesa redonda del plenario, justo enfrente de los dos protagonistas de este momento de tensión, que estaban separados por Cyril Ramaphosa, representante de Suráfrica que, al mantener buenas relaciones con casi todo el mundo, con frecuencia actúa como «colchón», cubriendo lugares incómodos en las reuniones. Desde allí, asistí a la recriminación por parte de Erdoğan en los términos más duros del terrible asesinato, cometido en suelo turco, presuntamente por parte de los servicios secretos saudís. Primero dudé de haber entendido bien al intérprete. Después, temí que allí mismo se produjese un enfrentamiento y terminásemos como el rosario de la aurora. Pero todo el mundo actuó como si nada y así se cerró el conflicto diplomático. Se sacó un comunicado y, al menos en apariencia, cerramos el año sin grandes sacudidas en el orden mundial. 

			En 2019, Japón asumió la presidencia del G20 y, unas semanas más tarde, en el otro extremo del mundo, dimos el pistoletazo de salida al nuevo año en la tradicional cumbre de Davos. Aunque había estado en varias ocasiones anteriormente y he vuelto después a ese encuentro internacional, que reúne a los principales líderes económicos y políticos del mundo en un pueblecito nevado en los Alpes suizos, nunca olvidaré la reunión de enero de 2019.

			Era la primera vez que acompañaba al presidente Sánchez, con quien tuvimos reuniones muy interesantes con empresas automovilísticas, gigantes digitales, grandes inversores internacionales… y que, con su gran performance en el escenario principal, con un inglés perfecto, un discurso inspirador y una imagen moderna, dejó claro que España iba a volver a jugar un papel importante en el escenario global. Como se dijo en ese momento: Spain is back.

			También fue mi primera reunión como ministra, con interesantes entrevistas de las principales cadenas de televisión internacionales, realizadas en el incomparable set de las montañas nevadas, con abrigos plumíferos y guantes. 

			En ese viaje de 2019, también tuve la ocasión de conocer a líderes políticos y empresariales, como Brad Smith, entonces presidente de Microsoft, con el que establecí desde el principio una excelente relación.

			¡Y me reencontré con Bono! En el lugar más inesperado, ocho años después de nuestro primer encuentro —justo antes de su concierto en Bruselas en la 360º Tour—, volví a coincidir por casualidad con el líder de U2, uno de mis músicos favoritos desde la adolescencia, y tuve con él una buena conversación sobre la ayuda al desarrollo, el papel de la política y el estado de Europa y del mundo. 

			La reunión de ministros de Finanzas del G20 bajo presidencia japonesa se celebró en Fukuoka, una ciudad industrial, en la que tuvimos también una sesión conjunta con los ministros de Sanidad; en nuestro caso, compartí la mesa con mi querida María Luisa Carcedo.

			Estuvimos dos días corriendo de reunión en reunión, en un enorme centro de convenciones y tratando de escabullirnos de una nube de guardaespaldas, que me rodeaban todo el tiempo y que gesticulaban de forma exagerada, bastante perdidos y estresados, presuntamente asignados a los ministros para practicar los protocolos de seguridad de cara a la cumbre de los líderes, que se celebró el 28 y 29 de junio de 2019 en Osaka.

			Esta vez, la agenda oficial cubría ocho temas: economía global, comercio e inversiones, innovación, medioambiente y energía, empleo, empoderamiento de las mujeres, desarrollo y salud. Pero los principales logros entre bambalinas fueron dos: el compromiso de los países más desarrollados y organismos internacionales para movilizar 100.000 millones de dólares para financiar la acción climática, principal obstáculo para contar con el apoyo de Turquía al comunicado final, y el anuncio del acuerdo comercial entre la Unión Europea y Mercosur.

			Después de veinte años de negociaciones fallidas, finalmente había una buena noticia en este último ámbito, gracias a los buenos oficios de España para alinear a los cuatro países latinoamericanos y, sobre todo, ayudar a cerrar los dos temas abiertos entre Emmanuel Macron y Jair Bolsonaro, relativos a la protección de la Amazonia y la importación de azúcar.

			Este anuncio supuso un paso adelante, pero no el final del camino: las distintas partes han seguido poniendo trabas hasta que, a finales de 2024, cinco años más tarde, la Comisión Europea ha podido cerrar con los nuevos líderes de los cuatro países latinoamericanos —Brasil, Argentina, Uruguay y Paraguay— este importante acuerdo comercial.

			En lo personal, volví de Japón bastante magullada porque un guardaespaldas me dio un fuerte trompazo y salí despedida hacia atrás. Recuerdo el viaje de vuelta, en el avión oficial, que hizo escala en un aeropuerto fantasmal en medio de la tundra siberiana, por el intenso dolor de espalda.

			En las reuniones del otoño de 2019 del Fondo Monetario Internacional y Banco Mundial, la principal preocupación era el impacto de las crecientes tensiones comerciales sobre el crecimiento mundial, que estaba en torno al 3 por ciento. Nadie podía imaginar entonces que, en solo unos meses, el sistema global de estabilidad financiera sería puesto a prueba con el mayor shock económico desde su creación: la pandemia del COVID-19. 

			En 2020, la presidencia del G20 pasó a Arabia Saudí y se abrió con la reunión de ministros de Finanzas y gobernadores de bancos centrales en Riad, los días 22 y 23 de febrero, en un impresionante centro de convenciones, digno de las mil y una noches, y un hotel de lujo en el que tres años antes habían sido retenidos y purgados los líderes de las principales familias del país.

			El anfitrión quiso aprovechar las reuniones internacionales para mostrar su proyecto de modernización, la diversificación de su economía, el desarrollo de las energías renovables y la apertura social, ilustrada por el tímido avance de los derechos de las mujeres, la autorización de los conciertos y el paso descubierto en algunos barrios. Me impresionó mucho ver a las mujeres cubiertas de negro y a las jóvenes tan ilusionadas con su incipiente libertad, plasmada en la posibilidad de ¡sacarse el carnet de conducir!

			Los viajes por el mundo y, sobre todo, esa experiencia en Arabia Saudí, me han permitido ser consciente de la fortuna de haber nacido en Europa, en una época en la que se ha avanzado tanto en igualdad de género y las mujeres podemos desarrollar plenamente nuestras vidas. También de la fragilidad de los avances, que no podemos dar por sentados, a la luz de las experiencias de Irán y Afganistán y de las presiones contrarias que vemos incluso en los países occidentales.

			En aquel momento, a principios de 2020, la atención empezaba a ponerse en el nuevo virus que se estaba expandiendo en China. Ante la imposibilidad de que el ministro de Finanzas y el gobernador del Banco Central salieran del país, la representación en el G20 recayó en el embajador chino en Arabia Saudí, que transmitió un mensaje de calma: el impacto del confinamiento se limitaba al primer trimestre del año, que era también el de menor actividad productiva del país. No se preveía ningún freno significativo de la economía mundial y el comunicado final recogía una previsión favorable, aunque apuntaba a la necesidad de seguir de cerca y responder a la evolución del COVID. 

			Mientras tanto, en España, habíamos tomado la primera decisión emblemática ante los riesgos sanitarios: la anulación del Mobile World Congress. Como ya he contado, a la vuelta de Riad, paramos en Barcelona —para mostrar el apoyo al ecosistema empresarial relacionado con esa cumbre tecnológica, la más importante del mundo— y a partir de entonces se aceleró exponencialmente la actividad internacional para tratar de responder a un shock global sin precedentes en tiempo de guerra.

			Durante ese año, se celebraron ocho reuniones por videoconferencia de los ministros del ámbito económico y financiero, muchas de ellas con participación de expertos de la Organización Mundial de la Salud, para articular una política monetaria y fiscal expansiva, que protegiese a la economía global. También para financiar el suministro de vacunas y abordar la crisis de deuda de los países más pobres, mediante la suspensión del pago del servicio de intereses y un marco común para la restructuración de la deuda pública que tuvo un resultado discreto por la falta de compromiso de China, principal acreedor.

			La cumbre de líderes del G20 se celebró los días 21 y 22 de noviembre, también por videoconferencia, y concluyó con un fuerte compromiso para dar una respuesta unida a la pandemia, apoyar a los países más vulnerables y proteger el empleo. 

			Italia tomó el relevo de la presidencia del G20 en 2021. La ministerial de finanzas, la primera presencial desde la llegada de la pandemia, se celebró en Venecia, los días 9 y 10 de julio. Allí se constató una mejora de las perspectivas económicas gracias al despliegue de las vacunas y la continuación de políticas expansivas, pero también la enorme divergencia del ritmo de la recuperación en las diferentes regiones. Algunos organismos describieron la situación como una salida de la crisis en forma de K, con algunos países todavía en la fase de caída. Había una preocupación especial por el daño de la crisis para las mujeres, jóvenes y trabajadores irregulares, así que, en general, hubo acuerdo en la necesidad de evitar una retirada prematura de las ayudas públicas. El comunicado también incluía una tímida referencia a la necesidad de reformar la Organización Mundial del Comercio, un tema recurrente sobre el que, lamentablemente, no se ha avanzado en estos años por la falta de voluntad de los principales actores, lo que ha generado una gran falla en la gobernanza económica global que alimenta ahora las acciones unilaterales y la guerra arancelaria en el terreno comercial.

			Al margen del interesante contenido de las discusiones, nunca olvidaré esa reunión del G20 en Venecia porque allí recibí la noticia de mi nombramiento como vicepresidenta primera en el Gobierno. En medio de una de las sesiones plenarias, mi equipo me indicó que el presidente quería hablar conmigo. Había rumores de cambio en el Gobierno, pero, la verdad, yo no estaba atenta al tema; tenía mucho trabajo, muchas preocupaciones, y no creía que me fuese a afectar. Tras realizar mi intervención en la sala, salí de la reunión, encontré un rincón en las zonas comunes —unos impresionantes hangares del Arsenal—, y allí tuvimos la llamada en la que el presidente me informaba de su decisión de nombrarme vicepresidenta primera.

			Me quedé noqueada, porque no me lo esperaba en absoluto y no me veía en un puesto más político ni me apetecía tener un papel de mayor protagonismo en el Gobierno. Le expresé mis dudas y me dijo que lo tenía claro y que no tendría que hacer nada más de lo que ya estaba haciendo como vicepresidenta segunda… Colgué sobrepasada por la noticia y agradecí de corazón tener allí conmigo a personas queridas que me animaron ante el reto que tenía por delante, pasando a la primera línea de la atención pública y sentada al lado del presidente. 

			La creciente tensión internacional se visualizó claramente en la cumbre del G20 de Roma, los días 30 y 31 de octubre de 2021, de la que ya estuvieron ausentes tanto Putin como Xi. El líder ruso tuvo una intervención sorprendente desde la pantalla, criticando la preocupación de Occidente por temas de impacto menor sobre el calentamiento global, como el transporte urbano sostenible, en lugar de atender a los incendios en los bosques rusos.

			Antes de la cena oficial, en el palacio del presidente Sergio Mattarella, tuve ocasión de hablar con el primer ministro británico (Boris Johnson) y el secretario de la Organización Mundial de la Salud (Dr. Tedros Adhanom), entre otros muchos asistentes, mientras esperábamos la llegada del presidente Joe Biden y su impresionante delegación, con más de veinte coches que colapsaron el tráfico en el centro de Roma.

			En el otoño de 2021, fui nombrada durante las reuniones anuales de los organismos de Bretton Woods presidenta del Comité Monetario y Financiero Internacional, principal órgano consultivo que reúne a los gobernadores del Fondo Monetario Internacional. Sustituí así a Magdalena Andersson, que dejaba el puesto al ser nombrada primera ministra de Suecia.

			En un contexto de recuperación económica tras la pandemia, en principio se trataba de un puesto de poco estrés, que consistía en presidir las reuniones de los ministros siguiendo las indicaciones de los expertos equipos del Fondo Monetario Internacional, apoyar a la directora ejecutiva, Kristalina Georgieva, en su objetivo de aumentar el capital, y tratar de cerrar flecos en el texto de los comunicados. 

			Entonces, el 24 de febrero de 2022, Rusia atacó Ucrania. Y las reuniones periódicas de los distintos foros internacionales pasaron a convertirse en escenario central del cambio geopolítico, acelerado vertiginosamente, situándome en el centro de un teatro de movimientos que, tímidos al principio y más descubiertos a medida que avanzaba la guerra, han ido poniendo en cuestión los consensos de décadas y reposicionando a los diferentes jugadores en un nuevo orden mundial multipolar, con al menos cuatro grandes protagonistas.

			En primer lugar, el eje oriental, liderado por China y su alianza, cada vez más fuerte, con Rusia; tradicionales vecinos mal avenidos que, desde 2022, están cada vez más unidos y muestran sin disimulo su objetivo de boicotear la red de estabilidad financiera global y crear un sistema alternativo, independiente de los Estados Unidos. Cuentan para ello con el apoyo de un número pequeño de países en su órbita y, sobre todo, la aquiescencia de las economías emergentes y de los países del Golfo. 

			En efecto, los países de Oriente Medio, por tradición más próximos a Estados Unidos, y alineados con Ucrania en el primer momento de la guerra, han ido girando hacia el Este para ganar independencia y reforzar las relaciones con sus clientes asiáticos. Sus intereses están claros y mantienen una gran capacidad de influencia en el tablero global. Además de representar sin complejos el auge de los regímenes autocráticos, han ido planteando cada vez más abiertamente la conveniencia de ralentizar o dejar a un lado la transición verde. Aunque no han conseguido quebrar el consenso sobre la necesidad de actuar para frenar el aumento de temperatura, sus argumentos son claros y cada vez más explícitos: el mundo seguirá dependiendo del petróleo y el gas durante décadas y los cambios en el marco de regulación financiera y de incentivos han ido demasiado rápido, lo que encarece la energía en este momento y dificulta las necesarias inversiones en estas fuentes fósiles.

			El tercer jugador del tablero es el Sur Global, un grupo heterogéneo de países emergentes que, liderados por la India, Brasil y Suráfrica, no quiere alinearse con ninguno de los dos bloques del eje occidente-oriente, se siente empoderado para reclamar cambios en el statu quo que permitan reducir su dependencia y vulnerabilidad frente al dólar y la política monetaria americana, y busca un peso mayor en la toma de decisiones en los órganos internacionales.

			Y finalmente, está —o estaba hasta ahora— el polo occidental, formado por Estados Unidos-Europa-Canadá y Australia, que tienen la mayoría del capital en los órganos internacionales y un interés objetivo claro en el mantenimiento del orden global salido de la Segunda Guerra Mundial.

			Desde una posición fuerte pero defensiva, este conjunto de países se ha ido adaptando a un marco menos cómodo durante los últimos años: desde la presión para el establecimiento de un impuesto de sociedades global para gravar las actividades digitales hasta la reciente iniciativa impulsada por el presidente brasileño, Lula da Silva, para establecer un impuesto sobre los más ricos del planeta, pasando por la inoperancia de la Organización Mundial de Comercio, el auge de China como prestamista global de los países en desarrollo, las propuestas para crear un sistema financiero independiente del dólar y la presión para el realineamiento de las participaciones en el capital del Fondo Monetario Internacional.

			En este contexto, inicié mi mandato como presidenta del Comité Monetario y Financiero Internacional con un problema diplomático y logístico inédito: cómo tratar a los representantes de Rusia y Ucrania en las reuniones de primavera del Fondo Monetario Internacional, que se celebraban en Washington entre el 18 y el 22 de abril de 2021; cómo lograr la unanimidad sobre un texto de comunicado, o, en todo caso, el máximo consenso, aislando a Rusia y evitando la creación de dos bloques.

			Ante la ausencia de visado por estar sancionados por los Estados Unidos, ni el ministro de Finanzas ruso ni la gobernadora del Banco Central Ruso podían asistir de forma presencial. Eso reducía el riesgo de enfrentamiento directo y permitía una gestión más flexible de las sesiones presenciales restringidas.

			No obstante, no era posible negarles la palabra durante la sesión plenaria, como miembros de pleno derecho del Fondo Monetario Internacional, y además los numerosos encuentros que se celebraban durante la semana de reuniones multiplicaban el riesgo de un conflicto que pudiese tener un impacto negativo sobre la economía mundial, teniendo en cuenta los dos consejos de gobernadores, del Fondo Monetario Internacional y el Banco Mundial, las reuniones del canal de finanzas del G20 y las continuas conferencias y eventos, establecidos por organizaciones financieras, universidades, distintas ONG y centros de debate o think tanks. 

			La lista con el orden de intervenciones fue un verdadero trabajo de diplomacia y orfebrería, intentando crear un ambiente lo más constructivo posible y dejando hacia el final —pero no cerrando— las intervenciones más conflictivas. 

			Los equipos del Fondo Monetario Internacional se hallaban en un estado de gran tensión, pendientes de mis instrucciones y, en paralelo, seguía la negociación contrarreloj de un texto de comunicado que tenía vetos cruzados por la incorporación de varios párrafos explícitos sobre el ataque de Rusia contra Ucrania.

			Todo el mundo presente allí quería mostrar el apoyo a Ucrania, así que trataríamos de dar la palabra al ministro de Finanzas, Sergii Marchenko, en la mayoría de las reuniones. Algunos países me habían avisado de que abandonarían la sala cuando el representante ruso hablase, pero tendríamos que mantener la normalidad de la reunión. Además, nos preparamos para cortar a los oradores si se salían del tema o se pasaban de los tres minutos asignados. Y teníamos preparados varios escenarios, con comunicado o con una carta de la presidencia que contase con el máximo consenso. 

			Eso fue lo que hicimos. Mantener la calma y tratar de encauzar la reunión en la buena dirección. Tuve que cortar al ministro ruso en un instante de gran tensión. Y hacer otro tanto con la ministra canadiense, que habló justo detrás. Rusia, apoyada por China e India, vetó el comunicado, así que tuvimos que ir a una carta de la presidencia que, dadas las circunstancias, se consideró un gran resultado; todos los presentes se mostraron cómodos con mi declaración final y me transmitieron su reconocimiento por la buena gestión de una situación tan delicada.

			Gracias al extraordinario trabajo de los equipos del Ministerio de Economía de Madrid y Washington y a la buena cooperación con los del Fondo Monetario Internacional, superamos la primera prueba y encauzamos de la mejor forma posible este primer capítulo de la nueva etapa en la gobernanza de la institución. Desde entonces y hasta el final de mi mandato, la negociación de los textos relativos al conflicto entre Rusia y Ucrania absorbió gran parte del tiempo y la energía, pero con un interés decreciente de la mayoría de los países, interesados en los aspectos de estabilidad financiera en un contexto geopolítico cada vez más complejo. 

			En paralelo, la presidencia de Indonesia del G20, con el lema «Recuperarnos juntos. Recuperarnos más fuertes», trató de centrarse, sin éxito, en el refuerzo de la arquitectura global en el ámbito de la salud, con la creación del «Fondo Pandémico», y las dobles transiciones energética y digital. Pero, en realidad, las reuniones estuvieron marcadas por la ausencia de China, todavía encerrada en su política de COVID 0, y las enormes tensiones generadas por el ataque de Rusia contra Ucrania.

			De hecho, el lenguaje logrado en la cumbre de los líderes del 15 y 16 de noviembre de 2022, en el conocido como «texto de Bali», contiene el tono más duro de rechazo contra Rusia y representa el momento de máximo consenso internacional al respecto. A partir de entonces, la ausencia de acuerdo ha sido la tónica y en todos los foros e instituciones internacionales los comunicados por unanimidad han sido sustituidos por «declaraciones de la presidencia» (chair statements).

			Tras esos dos años de transición, marcados por la pandemia, la presidencia del G20 pasó en 2023 y 2024 a dos grandes países, economías emergentes cada vez más empoderadas y con una agenda muy clara para redefinir las reglas del juego mundial: la India y Brasil.

			Las reuniones de ministros de Finanzas de 2023 se celebraron en Bengaluru en febrero y Gandhinagar en julio. Con el lema de «un mundo, una familia, un futuro» («One Earth, One Family, One Future»), el primer ministro indio estaba interesado en utilizar la presidencia del G20 como plataforma política en vísperas de las elecciones generales del país; su imagen omnipresente en las calles anunciaba el gran acontecimiento de la cumbre, que tendría lugar en Delhi los días 9 y 10 de septiembre de 2023, y que resultó ser para mí una experiencia única.

			Yo tenía previsto llegar un día antes para asistir a las reuniones del canal de finanzas. En la escala de Londres, nos enfrentamos al primer contratiempo: Carlos Cuerpo, secretario general del Tesoro y mi mano derecha en todas las citas internacionales, había dado positivo en la PCR que nos habíamos hecho antes de salir y tenía que volver a Madrid. Al aterrizar en Delhi, tuvimos el segundo tropiezo, al recibir la noticia de que el presidente del Gobierno había dado positivo también y yo tenía que encabezar la delegación de España, asumiendo su puesto en toda la cumbre.

			Además de hablar en las reuniones plenarias, el cambio de estatus me permitió conocer mejor a los líderes —desde el presidente Biden hasta el primer ministro Modi—, estar sentada en las mesas principales durante la cena oficial —en la que el ministro ruso de Exteriores, Serguéi Lavrov, aislado, mostraba claramente su disgusto por la falta de apoyo— y, sobre todo, compartir con ellos el homenaje a Gandhi; un momento verdaderamente especial e inolvidable. Desde la larga espera y la preparación de la ceremonia, en la que pude ver de cerca a los principales líderes mundiales y charlar con antiguos compañeros, como el primer ministro británico —Rishi Sunak—, hasta el desfile ceremonial, descalzos, para presentar un tributo en la imponente tumba de Gandhi, cuyas imágenes dieron la vuelta al mundo, viví ese evento con gran intensidad y emoción, consciente de estar teniendo una oportunidad extraordinaria. 

			Como ya he mencionado anteriormente, cerré mi presidencia del Comité Monetario y Financiero Internacional en la reunión anual del otoño de 2023, celebrada en Marrakech justo después del terremoto, en un impresionante complejo de arcos de madera y grandes pabellones construido para la ocasión. En esta sí participó el ministro ruso de Finanzas, que no abrió la boca durante las reuniones, pero generó gran tensión en la sala. Siempre tuve la sensación de que estaba grabando las intervenciones.

			En esa reunión, anunciamos un importante aumento de la contribución de España a la financiación concesional, con condiciones más favorables para los países más vulnerables. Eso, junto con nuestro liderazgo en la dotación del nuevo Fondo de Sostenibilidad y Resiliencia del Fondo Monetario Internacional —para financiar inversiones climáticas en los países de renta baja y media, muchos de ellos en América Latina— dio a España un protagonismo inédito en la respuesta a los retos globales.

			Además, en Marrakech avanzamos también en la reforma de las reglas fiscales europeas en reuniones informales con los ministros de Alemania, Francia, Italia y la Comisión Europea… ¡Y pude hacerme una foto con los ministros de Portugal y Marruecos, mis buenos amigos Fernando Medina y Nadia Fettah, para celebrar la próxima celebración del mundial de fútbol de 2030 en nuestros tres países!

			Así cerré un capítulo muy importante de mi trabajo de estos años, invisible para la mayoría de los ciudadanos, muy complejo y también fructífero, como presidenta de uno de los foros principales de alto nivel en el corazón de la gobernanza económica mundial.

			Fue un esfuerzo enorme conjugar la labor como ministra y vicepresidenta dentro de España con un papel cada vez más protagonista en los foros internacionales, pero todos compartimos, entonces y ahora, un gran sentimiento de orgullo: por haber situado a España entre las grandes potencias mundiales, por haber dejado el pabellón muy alto representando al país y por haber contribuido a preservar la estabilidad financiera internacional, logrando una coordinación de políticas económicas a nivel mundial sin precedentes, y evitando durante estos años calientes, cuando todo parecía misión imposible, una crisis similar a la de 2008.

			Además, la contribución de España ha ayudado a reforzar la red de seguridad global, con el aumento del capital del Fondo Monetario Internacional, la creación de nuevos instrumentos para canalizar recursos y reestructurar la deuda de los países más vulnerables: un balance positivo públicamente reconocido con la concesión en 2023 de la prestigiosa medalla de la Foreign Policy Association, en una emocionante ceremonia en Nueva York, y con el cariñoso homenaje de mis compañeros, los ministros de Finanzas de las principales economías mundiales, en la reunión del Comité Monetario y Financiero Internacional de primavera de 2024 en Washington, que viví ya como presidenta del Banco Europeo de Inversiones. 

			¿Qué nos deparan los próximos años? ¿Hacia dónde se orientará este nuevo orden mundial que se va construyendo ante nuestros ojos, día a día? ¿Cuáles son las decisiones y acciones del presente que tendrán trascendencia para el futuro? ¿Cuál será el impacto de las nuevas tecnologías? ¿Y qué papel jugará nuestro continente? Ante la aceleración de la historia y la fractura de los equilibrios y consensos que creíamos permanentes, en medio de tantos cambios y conflictos, hay hoy más preguntas que respuestas y un sentimiento compartido de estar viviendo un cambio de era, uno de esos momentos claves que marcarán un punto de inflexión, un hito en la Historia. 

			La experiencia de estos últimos años nos muestra la necesidad de actuar con serenidad y coherencia, de recordar que las relaciones internacionales se basan en interacciones constantes y que, en un entorno de gran incertidumbre y movimientos impredecibles, es fundamental evitar caer en la tentación del mensaje fácil, la demonización del otro, la escalada de los conflictos. Para entender el presente es imprescindible mantener la mente abierta y huir de análisis binarios, que simplifican una realidad tremendamente compleja. 

			Y recordar que el tiempo siempre camina hacia delante y cada época tiene sus luces y sus sombras. Que la realidad se compone de múltiples capas y admite diferentes perspectivas. El futuro no está escrito; los próximos capítulos dependerán de la medida en la que consigamos superar este tiempo tan convulso, manteniendo el rumbo y trabajando juntos para que el conjunto de la humanidad siga avanzando sobre los principios de la paz, el respeto y la igualdad; los que nos han guiado en estas últimas décadas y nos han permitido vivir en el mejor momento de la historia de España y de Europa.

		

	


		
			Epílogo

			 

			 

			 

			El 22 de diciembre de 2023 culminó el proceso formal para mi nombramiento como presidenta del Banco Europeo de Inversiones y el 28 de diciembre cerré mi periodo de vida política en España con el traspaso de carteras: a María Jesús Montero como vicepresidenta primera, a Carlos Cuerpo como ministro de Economía, Comercio y Empresa y a José Luis Escrivá como ministro de Transformación Digital.

			En mi discurso, recordé mi emoción en la primera toma de posesión por incorporarme a un gobierno progresista, feminista y europeísta y mi tranquilidad por volver al Ministerio de Economía, que era y sigue siendo mi casa.

			Cinco carteras más tarde —reconozco que me impresionó verlas al hacer las cajas de la mudanza—, quise compartir con los muchos amigos que me acompañaron en ese momento tres sentimientos: agradecimiento, orgullo y confianza.

			Agradecimiento a mi familia, que me ha apoyado siempre y ha aguantado estos años tan duros sin perder la sonrisa. También a los equipos del ministerio, a los compañeros y compañeras del Consejo de Ministros, y al presidente, por darme la oportunidad de vivir a su lado esta etapa tan trascendental de nuestra historia, por su apoyo y cariño.

			Orgullo por lo conseguido en estos años, en los que hemos seguido una nueva política económica, con responsabilidad fiscal, justicia social y reformas estructurales transformadoras, y unos resultados impresionantes. Hemos respondido bien a lo urgente sin perder de vista lo importante. Y hemos liderado una respuesta europea a la pandemia muy diferente a las del pasado.

			Orgullo de haber liderado un equipo de primera, el dream team de «Mineco» (abreviatura del Ministerio de Economía, centro neurálgico sobre el que se han ido incorporando las competencias de Empresa, Transformación Digital y Comercio). Y la confianza y tranquilidad de pasar el testigo a personas extraordinarias.

			Lo cierto es que, al terminar de escribir este texto y mirar atrás, prima el sentimiento de satisfacción por la misión cumplida en una etapa única de mi vida.

			Cerramos 2023 brillantemente y el impacto de nuestras políticas sigue dando resultados positivos en 2025. Con fuerte crecimiento y creación de empleo, un avance significativo en las reformas e inversiones del Plan de Recuperación, la mejora de los saldos financieros gracias al flujo de recursos de los fondos europeos Next Generation, el éxito impresionante de la presidencia española y el enorme respeto e influencia de España en los foros internacionales.

			Además de los datos agregados, ya se empieza a reflejar el impacto de la nueva economía verde, digital, con una mejora de las exportaciones tecnológicas, un aumento importante de las inversiones en I+D, y el despliegue en España de valiosos proyectos emblemáticos de futuro.

			El éxito económico de España responde a un conjunto de factores, de acciones acertadas, de mucho trabajo y oportunidades aprovechadas.

			En primer lugar, atinamos con las medidas adoptadas desde marzo de 2020 para proteger a la economía y evitar un daño estructural derivado de la pandemia. En un contexto de máxima incertidumbre, lo cierto es que actuamos de forma rápida y eficaz, tratando de adelantarnos a lo que podría venir. Además, el cuidadoso diseño de las medidas generó incentivos para la regularización de los trabajadores y el afloramiento de la economía sumergida, al dirigirse las ayudas a empresas con situación formal en cuanto al pago de impuestos y la cotización a la seguridad social.

			En segundo lugar, los fondos Next Generation han generado un fuerte impulso de la actividad económica y el crecimiento potencial, gracias a las expectativas positivas en un primer momento y al importante aumento de la inversión a partir de 2021 y de la demanda de empleo, particularmente el más cualificado, que, junto a la subida de los salarios, está mejorando las condiciones laborales del conjunto del país.

			En tercer lugar, la modernización de la estructura económica de España se debe al ambicioso programa de reformas, solo comparable a la incorporación de la normativa comunitaria tras la adhesión a las Comunidades Europeas en 1986.

			Los cambios legales que se han aprobado en este intenso periodo incluyen el progreso de la educación y la universidad, la modernización de la formación profesional y la ciencia, la mejora del clima de negocios, el impulso de las startups, de la creación y crecimiento de las pequeñas empresas, la aceleración de la transición energética y digital del país, la modernización del régimen concursal y, sobre todo, la reforma laboral.

			En cuarto lugar, la estabilidad política ha sido sin duda fundamental para la buena marcha de la economía. Frente al ruido ambiente, España ha contado con gobiernos estables y un equipo económico sólido, rodado, capaz de actuar rápidamente. Frente a la crispación política, hemos podido trabajar muy bien con los agentes sociales, que han apoyado y asumido las reformas y así han ayudado a desplegarlas con impacto. Frente a la rotación de los ministros de Economía y Hacienda en otras capitales europeas, España ha tenido un programa de política económica coherente desde 2018 que se ha ido ejecutando, en paralelo con la respuesta a los retos urgentes. Frente al temor a una repetición de los peores escenarios del pasado y los continuos mensajes públicos para generar desconfianza, desde el Gobierno hemos contribuido a mantener un mensaje positivo y de esperanza con respecto al futuro que, sin duda, ha ayudado mucho a salir adelante.

			La continuidad en las medidas y las reformas desde 2018 permitió poner en pie en tiempo récord un Plan de Recuperación muy ambicioso y complejo, lograr la aprobación de las instituciones europeas y desplegar con rapidez los fondos Next Generation, con un impacto inmediato y de largo recorrido sobre la economía.

			En quinto lugar, conjugamos la política económica con la inclusión social, atendiendo a las personas y mejorando los instrumentos de apoyo a las familias. También hemos evolucionado en la protección de los ciudadanos en el ámbito financiero.

			De hecho, solo tengo clavada una espinita en este terreno: la creación de la Autoridad de Protección del Cliente Financiero, un proyecto prioritario que quedó pendiente de la aprobación en el Senado por unos pocos días, al disolverse las cámaras con la convocatoria de las elecciones generales en mayo de 2023 y que espero se apruebe en la presente legislatura.

			Cinco años después, el acierto con la política seguida es incuestionable y los resultados, impresionantes. España registró una fuerte recuperación en 2021 y ha mantenido un fuerte crecimiento desde entonces, con récords de empleo y un claro avance de su estabilidad y calidad. El sector exterior registra un superávit y la mejora de los salarios ha llevado a una notable resiliencia del consumo, incluso en el contexto de inflación generado por la guerra en Ucrania.

			El fuerte crecimiento económico ha reducido la deuda pública en más de quince puntos hasta el entorno del 100 por ciento del PIB y el déficit público al objetivo del 3 por ciento, una situación que contrasta con la de otros grandes países europeos.

			España ha salido del procedimiento de déficit público excesivo y ha avanzado en la corrección de los desequilibrios macroeconómicos y financieros, convirtiéndose en un ejemplo de política económica entre los países desarrollados.

			Además, se ha iniciado un proceso de modernización acelerado, ilustrado por los proyectos innovadores de gran envergadura en marcha en todo el territorio: desde las plantas de baterías y la modernización del sector de la automoción al ecosistema emergente de empresas de semiconductores, desde la innovación en salud pública a la modernización de la industria agroalimentaria, desde la descarbonización de la industria pesada al impulso del sector aeroespacial, desde la economía circular a la gestión eficiente del ciclo del agua. 

			De todas las lecciones aprendidas en este periodo, me gustaría destacar aquellas que pueden ser de más utilidad de cara a la articulación de políticas públicas en el futuro.

			En primer lugar, es fundamental la coherencia. Al llegar al Gobierno, anuncié los principios de la política económica. Y esos principios siempre han guiado nuestra acción. Para ello, es imprescindible tener una gran coalición con el presidente del Gobierno y los ministros de Economía y Hacienda para liderar las acciones y superar los obstáculos. Asimismo, es fundamental atender a la interrelación entre las acciones, con una visión amplia, holística, que atienda a los efectos cruzados.

			En segundo lugar, es preciso anticiparse, prevenir la materialización de los riesgos o los escenarios más negativos. Hay que actuar proactivamente, sin dejar que los problemas crezcan como una bola de nieve y se hagan imposibles de resolver o a un coste mucho mayor. Muchas veces la propia existencia de medidas hace innecesario su uso, porque con ellas se evita la materialización de un riesgo que parece inexorable.

			En tercer lugar, la acción es tan importante como la estrategia. No se trata solo de saber lo que hay que hacer, sino de hacerlo. Para ello, hay que pensar bien los detalles, articular los mecanismos de ejecución dentro de las instituciones y con los agentes económicos y sociales, trabajar mucho y hacer un seguimiento constante, para que los problemas y obstáculos puedan resolverse y no se empantanen entre los diferentes departamentos, retrasando los avances.

			En cuarto lugar, el tiempo es un factor determinante para el éxito. Hay que saber ver cuándo se dan las circunstancias adecuadas para impulsar una medida o adoptar una decisión —lo que requiere mucha escucha, atención y paciencia— y aprovechar la ventana de oportunidad. Adelantarse con una propuesta puede generar una respuesta negativa que la hace inalcanzable para el futuro. En sentido contrario, aceptar un retraso de una semana en una fase del procedimiento cambia totalmente el escenario y puede hacer esa medida o decisión imposible o inviable.

			En quinto lugar, es necesario el equilibrio; hay que resistirse a la llamada de las posiciones extremas, de uno u otro signo. A lo largo de estos años, ha habido presiones en todos los sentidos: para aumentar significativamente el estímulo fiscal o hacer ajustes para una política restrictiva, para subir y bajar los impuestos, para aumentar y reducir la deuda y el gasto público… Por fortuna, hemos podido mantener la cabeza fría y seguir una política equilibrada, sin bandazos. 

			En sexto lugar, tan valioso como la excelencia técnica es atender a la economía política. El éxito de una medida no solo depende de la redacción de la ley, sino también del apoyo y la apropiación de los principales actores que tienen que ejecutarla. Las relaciones personales entre personas e instituciones son fundamentales y determinan el rumbo que puede tomar una acción específica, cuyas implicaciones prácticas y múltiples derivadas o efectos colaterales son imposibles de anticipar completamente o detallar mediante un texto normativo.

			Como dice John Maynard Keynes: «El economista debe poseer una rara combinación de dotes… Ha de ser en cierta medida matemático, historiador, hombre de Estado, filósofo. Ha de entender los símbolos y hablar con palabras. Ha de contemplar el caso concreto, en relación con lo general, y de lo abstracto y lo concreto en el mismo hilo de pensamiento. Ha de estudiar el presente, a la luz del pasado, mirando al futuro. Ninguna parte de la naturaleza humana o sus instituciones debe estar totalmente fuera de su institución. Ha de ser útil y simultáneamente desinteresado, tan relajado e incorruptible como un artista y al mismo tiempo cercano a la realidad como un político».[3] 

			En séptimo lugar, es fundamental incorporar la flexibilidad en la articulación de cualquier norma, de cualquier medida. No se pueden anticipar todas las posibles derivadas, todos los eventos que se van a producir a partir de la fecha de aprobación o puesta en marcha. Por eso, es importante establecer grandes marcos de acción y medidas generales, evitando los detalles excesivos y los corsés rígidos, avanzar con proyectos piloto o espacios de pruebas que luego puedan ser escalados. También prever revisiones periódicas, poniendo plazos y disponiendo la desaparición o adaptación de las medidas si un cambio de circunstancias ya no las hace necesarias o deseables. 

			Finalmente, comunicación, comunicación, comunicación. Más allá de la excelencia técnica de una propuesta o medida, su impacto real dependerá de cómo la entiendan y la desplieguen los agentes económicos y de cómo la acoja el conjunto de la sociedad. Es fundamental escuchar con mucha atención, mantener los canales abiertos, explicar las políticas y las medidas para al menos transmitir una parte del mensaje. Los ciudadanos son capaces de descontar los filtros de los medios y, en general, apoyan medidas y políticas de sentido común, que se pueden explicar y defender con palabras simples.

			Por supuesto, queda mucho por hacer para culminar el proceso de modernización del país. En estos próximos años, es preciso seguir impulsando los grandes proyectos estratégicos para situar España a la cabeza de la nueva economía verde y digital. También acelerar la digitalización de la Administración pública, y culminar la reforma de los sistemas públicos para avanzar hacia el pleno empleo, continuar activando sistemas de control e incentivos que afloren la economía sumergida, modernizar el sistema fiscal, desplegar políticas de inclusión eficaces para reducir la desigualdad, y alinear las tasas de paro con las que corresponden a una economía como la española.

			Pero se han establecido las bases para una economía más fuerte, que pueda aprovechar mejor las oportunidades y responder mejor a futuras incertidumbres, turbulencias y dificultades. El cambio está en marcha y las perspectivas del país son hoy incluso más positivas de lo que podíamos imaginar en 2018.

			En estos años, he reflexionado mucho sobre las palabras de Carmen Iglesias en 2020: el vínculo de las pandemias con guerras y cambios de era. Y creo que muchas de las tendencias que vemos en todo el mundo tienen relación con el impacto sobre la psicología social de una crisis sanitaria como la vivida. Muchas de las conductas y reacciones observadas a lo largo de la Historia se proyectan en los rasgos ascendentes en la sociedad de nuestro tiempo. Por ejemplo, el deseo de olvidar lo pasado y la urgencia de apurar el tiempo presente y vivir plenamente, carpe diem, reflejada en el imparable aumento del turismo, los eventos públicos y las experiencias sociales en vivo. La pérdida de confianza en las instituciones democráticas y en el juicio de los expertos, acompañada del fenómeno contrario: el auge de las supersticiones y la creencia en las promesas y soluciones simplistas de líderes populistas. También la primacía del corto plazo y las necesidades inmediatas frente a las cuestiones de largo plazo, como la respuesta al cambio climático. En suma, una cierta vuelta a lo básico que se manifiesta en muchos aspectos de la geopolítica actual y que entra en conflicto con la arquitectura de reglas y confianza construida durante ocho décadas, que tendremos que volver a armar entre todos. 

			En estos tiempos, en los que vemos cómo se vuelan los puentes, se agravan los conflictos, se rompen lazos históricos y se forman nuevos bloques, es fundamental que Europa tenga una voz fuerte y alianzas estratégicas para influir en el diseño del nuevo orden mundial, preservando los avances de los que hemos disfrutado en nuestra vida, impulsando los valores de la libertad, el respeto y la igualdad, desarrollando relaciones constructivas, impulsando la colaboración para hacer frente a los grandes retos globales y trabajando por la paz.

			 

			 

			Tras dos mil días en el Gobierno de España, dejé mi puesto con un fuerte sentimiento de misión cumplida. Y el 1 de enero de 2024 me incorporé como presidenta del Banco Europeo de Inversiones.

			Allí, aplico los principios que he desgranado en este diario: trabajando duro, escuchando mucho, tratando de tomar las decisiones correctas, entregándome a los equipos y favoreciendo la cooperación y el diálogo, con respeto, visión estratégica y rigor técnico.

			Como respondí hace poco a las preguntas de los compañeros del banco, mi motivación y energía tiene tres motores principales: propósito, personas e impacto —purpose, people and impact—. Los cinco años y medio como ministra y vicepresidenta del Gobierno de España sin duda han estado llenos de estos tres ingredientes. 

			Ahora sigo, con la misma energía y determinación, trabajando cada día con personas estupendas y con un propósito claro: contribuir a un mundo mejor. Sirviendo a Europa como lo hice con España.

			Luxemburgo, a 31 de agosto de 2025

		

	


		
			Agradecimientos

			 

			 

			 

			A lo largo de estos años, he contado a mi lado con maravillosos colaboradores, excelentes profesionales y mejores personas. Siempre con eficiencia y buen humor, abordando con gran profesionalidad el trabajo, intenso y complicado, dedicando largas horas al servicio público con entrega y generosidad. En estas páginas, he citado a los que han tenido un papel más directo en mi ámbito de responsabilidad, pero quiero reconocer aquí a todos aquellos que trabajan con honestidad y compromiso defendiendo el interés general. 

			Mención especial merecen las personas que trabajan en favor de la estabilidad y la seguridad en el ámbito mundial, ya sea en las instituciones internacionales o en las embajadas y representaciones bilaterales, con grandes profesionales como los embajadores Santiago Cabanas, José Pascual Marco o Victorio Redondo, que, en Washington, Londres y París, han prestado un apoyo muy importante para explicar la situación de la economía española y la acción del Gobierno, impulsando con compromiso y pasión las mejores relaciones con nuestros socios, la integración europea y la cooperación multilateral. Gracias a su liderazgo, y al excelente trabajo de los equipos de las oficinas comerciales, los roadshows con inversores y los encuentros con líderes empresariales, políticos y sociales organizados en toda la red de embajadas, se cuentan entre los más productivos de estos años.

			Quiero dejar constancia de mi agradecimiento a todas las personas que han contribuido a los consejos consultivos del ministerio en materia económica, de digitalización e inteligencia artificial. Y muy especialmente a Pedro Solbes, Antón Costas, Joaquín Almunia, José Juan Ruíz y Emilio Ontiveros. Su confianza y su cariño, junto con su visión y capacidad de valorar, en público y en privado, la política económica de estos años, han sido muy importantes para mí.

			Agradezco a los compañeros que he tenido en el Gobierno, especialmente a las vicepresidentas María Jesús Montero y Teresa Ribera, la lealtad, el apoyo y la complicidad, que han sido fundamentales para poder desplegar el programa económico y también superar los momentos difíciles.

			Agradezco al presidente del Gobierno su confianza constante y su apoyo. Y, como española, su enorme servicio al país, su liderazgo internacional, su resistencia y determinación para tratar de hacer lo mejor para el interés general y marcar el rumbo, con las manos firmes en el timón, para llegar a buen puerto en medio de la tempestad. Es un honor haber estado a su lado.

			Muchas gracias a Palmira Márquez y a la agencia Dos Passos, a David Trías, a Virginia Fernández y al equipo de Penguin Random House Grupo Editorial.

			Finalmente, agradezco siempre a mi familia su paciencia, su amor y apoyo incondicional durante estos duros años. Ellos han estado en la primera línea de la política, sufriendo de forma directa ataques personales, en público y en privado. Con ellos, todo tiene sentido.

		

	


		
			[image: Fotografía de Nadia Calviño estrechando la mano del rey Felipe VI en una sala del Palacio de la Zarzuela.]

			El 7 de junio de 2018 tuvo lugar en Zarzuela la ceremonia de entrega de carteras del nuevo gobierno en presencia del rey Felipe VI. Yo había recibido la llamada de Pedro Sánchez apenas unos días antes. Llegué a Madrid desde Bruselas con una maleta de mano dispuesta a comenzar el periodo más intenso de mi carrera profesional: cinco años y medio, dos mil días, en los que me dediqué en cuerpo y alma a mi país y en los que tuve cinco carteras, pasando de ministra de Economía y Digitalización a vicepresidenta tercera, segunda y primera del Gobierno y a ministra de Economía, Comercio y Empresa.

			© Album / EFE / J.J. Guillén

		

	


		
			
			
				
					[image: Fotografía de Nadia Calviño sentada en una mesa de reunión junto a varios miembros del Gobierno, con documentos, portátiles y micrófonos distribuidos frente a ellos.]
				

			

			La fotografía corresponde al primer consejo de Ministros de lo que la prensa bautizó como «el Gobierno bonito», un equipo muy potente que incorporaba perfiles progresistas de ámbitos muy distintos. Durante aquella primera fase, era habitual que Pedro Duque, Teresa Ribera y yo ocupáramos el «fondo sur» de la mesa, llenos de curiosidad y energía positiva, enfocados en la tarea de poner en marcha un nuevo programa de Gobierno.

			©Album / EFE / Chema Moya

		

	


		
			
			
				
					[image: Fotografía de grupo con Nadia Calviño y otras personas posando en una escalera de la Llotja de Mar. Destaca Pedro Sánchez en el centro.]
				

			

			Tras años de tensiones derivadas del procés, la acción del Gobierno en los primeros meses estuvo marcada por el cambio radical de tono y de política con respecto a Cataluña. La reunión del Consejo de Ministros del 21 de diciembre de 2018 se celebró en la Llotja de Mar, mientras en las calles de Barcelona se repetían incidentes y algaradas. Poco a poco, con mucha determinación, paciencia y perseverancia, se recuperó el diálogo interinstitucional y se restauró el encaje de Cataluña como una pieza esencial de España.
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			[image: Fotografía de Nadia Calviño caminando junto a Pedro Sánchez por una calle nevada en los Alpes suizos.]

			Dimos el pistoletazo de salida al 2019 en la tradicional cumbre de Davos, un encuentro internacional que reúne a los principales líderes económicos y políticos del mundo en un pueblecito nevado de los Alpes suizos. Era la primera vez que acompañaba al presidente Sánchez quien, con un discurso inspirador en un perfecto inglés y una imagen moderna, dejó claro que España iba a volver a jugar un papel importante en el escenario global. Como se dijo en ese momento: Spain is back.

			© Pool Moncloa/Borja Puig de la Bellacasa

		

	


		
			
			
				
					[image: Vista de la Gran Vía de Madrid con edificios emblemáticos, entre ellos el edificio Carrión con el cartel luminoso de Schweppes y el Cine Capitol en primer plano, sin presencia de peatones ni tráfico visible.]
				

			

			Después de varias semanas recibiendo con preocupación las noticias que llegaban de China y de los organismos internacionales, el 14 de marzo de 2020 en una reunión de urgencia del Consejo de Ministros se declaró el estado de alarma y se procedió al confinamiento de la población y la parada de la actividad económica no esencial. Esa fecha marcó un antes y un después para quienes lo vivimos. El trabajo pasó a ocupar las veinticuatro horas del día, siete días a la semana, con el fin de salvar la economía española en un contexto desolador de calles vacías, tiendas cerradas y silencio, tal y como se puede advertir en la imagen. Tuvimos que correr una maratón a ritmo de sprint. Y lo hicimos.
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					[image: Fotografía de Nadia Calviño posando junto a Mairead McGuiness, Christine Lagarde e Irene Tinagli. Todas llevan mascarilla.]
				

			

			El esfuerzo de la Unión Europea y de sus instituciones fue clave para sortear lo más negativo de la pandemia. La fotografía fue tomada en una de las reuniones del Ecofin, celebrada en Lisboa. En ella me acompañan algunas de las mujeres que mayor poder ostentan en la eurozona y con las que he mantenido una relación extraordinaria: Mairead McGuinness (comisaria de Servicios Financieros), Christine Lagarde (presidenta del BCE) e Irene Tinagli (presidenta del Comité de Economía del Parlamento Europeo).

			© Horacio Villalobos / Corbis via Getty Images

		

	


		
			
			
				
					[image: Fotografía de Pedro Sánchez apluadiendo en el congreso mientras Nadia Calviño se lleva las manos a la cabeza. Los dos usan una mascarilla.]
				

			

			Una vez estabilizada la economía tras el shock que supuso la pandemia abordamos la reforma laboral, una de las negociaciones más delicadas que tuvo que afrontar el gobierno de coalición y uno de los hitos de cambio estructural de la historia de España. Su convalidación en el Congreso —imprescindible para recibir parte de los fondos europeos— se convirtió en un espectáculo: por un voto y de manera rocambolesca conseguimos sacar adelante un proyecto clave. La foto de portada de muchos periódicos al día siguiente refleja muy bien lo que sentí en ese momento: incredulidad, alivio, alegría, vértigo.

			© REUTERS/Juan Medina

		

	


		
			
			
				
					[image: Fotografía de Nadia Calviño y Pedro Sánchez sentados mientras hablan sonriendo.]
				

			

			En 2021 el presidente Sánchez me comunicó su decisión de nombrarme vicepresidenta primera en el Gobierno. Estos años a su lado han sido un curso acelerado de política nacional y una clase avanzada de geopolítica. Me ha dado la oportunidad de vivir desde dentro, en primera persona, momentos históricos como los que detallo en este libro.

			© Eduardo Parra / Europa Press via Getty Images

		

	


		
			
			
				
					[image: Fotografía de Nadia Calviño y varias ministras en la manifestación del 8 de marzo de 2019, sujetando una pancarta entre una multitud de personas.]
				

			

			Fotografía de la manifestación del 8M de 2019 junto a varias de mis compañeras. Siento emoción y orgullo de haber podido llevar la bandera del feminismo en el Gobierno durante estos años y haber participado en numerosos avances en este ámbito, desde la equiparación de las bajas de paternidad y maternidad hasta la reforma laboral y la Ley de Paridad, para establecer la representación equilibrada de mujeres y hombres en los órganos del Estado, y de forma progresiva en el sector privado.

			Fotografía cedida por la autora

		

	


		
			
			
				
					[image: Fotografía de Nadia Calviño con cara de incomodidad en una alfombra roja junto a tres hombres vestidos con trajes.]
				

			

			Los gestos son muy importantes para tomar conciencia de los desequilibrios y por ello decidí junto con todo mi equipo fijar unas reglas claras para mis apariciones públicas, dirigidas a aumentar la presencia de mujeres. Establecimos la condición de que no participaría en eventos en los que yo fuera la única mujer, y que tampoco posaría en fotos netamente masculinas. La imagen refleja el incómodo momento en el que intento eludir discretamente ser retratada con tres hombres, en coherencia con ese compromiso feminista que había anunciado con anterioridad.

			© Album / EFE / Juan Carlos Hidalgo

		

	


		
			
			
				
					[image: Fotografía de Nadia Calviño estrechando la mano a Joe Biden en la cumbre del G20 en Delhi, detrás hay otros participantes de la cumbre.]
				

			

			La fotografía recoge mi encuentro con el entonces presidente de Estados Unidos, Joe Biden, en la cumbre del G20 en Delhi, donde tuve el honor de encabezar la delegación española como consecuencia del positivo en COVID-19 del presidente Sánchez. A través de estas reuniones internacionales he podido ver los cambios en la relación de fuerzas entre los distintos jugadores del tablero mundial que son cada vez más visibles en el terreno de la seguridad, el comercio, las finanzas y las alianzas estratégicas.

			©Ludovic Marin / Pool / AFP via Getty Images

		

	


		
			
			
				
					[image: Fotografía de Nadia Calviño dando un discurso en un escenario con UE23 escrito detrás de ella.]
				

			

			A lo largo de estos años España ha jugado un significativo papel internacional que ha servido para demostrar nuestra solidez como país. Accedimos a la presidencia del Consejo de la Unión Europea en julio de 2023 y a mediados del mes de septiembre organizamos un encuentro histórico en Santiago de Compostela que reunió por primera vez a los ministros de Economía y Finanzas de la eurozona con sus homólogos de los países de Latinoamérica y el Caribe. Mil seiscientas personas de unas cien delegaciones disfrutaron de Galicia, y me consta que muchas de ellas han regresado después para descubrirla junto a sus familias.

			© Álvaro Ballesteros / Europa Press via Getty Images

		

	


		
			
			[image: Fotografía de Nadia Calviño rodeada de cinco maletines en un despacho.]

			A finales de 2023 se concretó mi nombramiento como directora del Banco Europeo de Inversiones y llegó el momento de hacer la mudanza. La acumulación de acontecimientos extremos y decisiones de gran calado del quinquenio 2018-2023 fue realmente extraordinaria, con una avalancha de problemas graves, crisis y shocks, el nacimiento de nuevas políticas públicas y grandes cambios en la estructura económica de España y de Europa. Todo ello, además, en un contexto económico, tecnológico y político en acelerada transformación. Al echar la vista atrás, se me hace increíble lo vivido y lo logrado en este tiempo.

			Fotografía cedida por la autora

		

	



 

 «A pesar de los enormes retos que afrontamos, el balance es netamente positivo y lleva a una conclusión evidente: políticas diferentes conducen a resultados diferentes».

	NADIA CALVIÑO
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 El 2 de junio de 2018 Nadia Calviño recibió una llamada inesperada que abrió un nuevo rumbo en la exitosa trayectoria profesional que la había llevado a uno de los puestos directivos más relevantes de la Unión Europea. El presidente Sánchez ―recién investido tras sumar los apoyos necesarios en una audaz moción de censura― le proponía tomar las riendas de la economía del país.  

 

 Así da comienzo el apasionante relato en primera persona de dos mil días vertiginosos en los que el Gobierno de España tuvo que lidiar con acontecimientos inéditos y extraordinarios. Escrito a partir de las notas personales y reflexiones de Nadia Calviño durante los cinco años y medio en los que ocupó varias vicepresidencias y hasta cinco carteras ministeriales, estas páginas plasman con viveza el intenso viaje desde los momentos más oscuros ―que muestran su determinación para aplicar medidas excepcionales frente a la pandemia, la guerra en Ucrania o la crisis energética― hasta los más luminosos, que recogen los frutos de la exitosa transformación del país, visibles en la buena marcha de la economía y el papel reforzado de España a nivel internacional. Un testimonio único, escrito con y desde el corazón del poder, que apunta algunas de las claves del nuevo orden geopolítico y servirá de análisis y reflexión tanto a los ciudadanos en el presente como a las generaciones futuras. 




 

 Nadia Calviño (A Coruña, 1968) es Licenciada en Económicas y Derecho y miembro del cuerpo de altos funcionarios de Técnicos Comerciales y Economistas del Estado. Entre 2006 y 2018 desempeñó distintos puestos de alta dirección en la Comisión Europea ―en las áreas de competencia, regulación financiera y presupuestos― y, anteriormente, en el Ministerio de Economía y Hacienda en las áreas de análisis macroeconómico, mercado laboral y precios, comercio, política económica y defensa de la competencia. 

 

 Entre junio de 2018 y diciembre de 2023, lideró la política económica del Gobierno de España, ocupando cinco carteras como Vicepresidenta y Ministra en los ámbitos de economía, empresa, transformación digital y comercio. En esos años, desarrolló una intensa actividad en el ámbito internacional, actuó como gobernadora por España de numerosas instituciones financieras y bancos multilaterales de desarrollo y presidió entre 2021 y 2023 el Comité Económico y Financiero del Fondo Monetario Internacional, principal órgano consultivo de la institución. 

 

 A lo largo de su extensa trayectoria, Nadia Calviño ha desarrollado una constante labor de comunicación tanto en medios tradicionales como en redes sociales. Además, ha publicado numerosos artículos, participado en la elaboración de manuales y recibido numerosas medallas y reconocimientos nacionales e internacionales. 

 

 Desde enero de 2024 preside el Banco Europeo de Inversiones, brazo financiero de la Unión Europea y uno de los mayores bancos públicos del mundo. 
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			[1] «No society can surely be flourishing and happy, of which the far greater part of the members are poor and miserable».

			[2] «The difficulty lies not so much in developing new ideas as in escaping from old ones».

			[3] «The master-economist must possess a rare combination of gifts... He must be mathematician, historian, statesman, philosopher—in some degree. He must understand symbols and speak in words. He must contemplate the particular, in terms of the general, and touch abstract and concrete in the same flight of thought. He must study the present in the light of the past for the purposes of the future. No part of man’s nature or his institutions must be entirely outside his regard. He must be purposeful and disinterested in a simultaneous mood, as aloof and incorruptible as an artist, yet sometimes as near to earth as a politician».
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